
LEY PARA EL FOMENTO Y EL DESARROLLO 
DE LA MARINA MERCANTE MEXICANA

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Seño-
ras y señores legisladores, vamos a someter a la considera-
ción de la Asamblea la dispensa de la segunda lectura de
los dictámenes que han quedado de primera en esta sesión.
Sin embargo, en tanto nuestros auxiliares de proceso parla-
mentario preparan el papeleo correspondiente, vamos a ini-
ciar con los dictámenes de segunda lectura que ya estaban
anunciados en el orden del día. El siguiente punto del or-
den del día es la discusión del dictamen con proyecto de
decreto que expide la Ley para el Fomento y el Desarrollo
de la Marina Mercante. En virtud de que se encuentra pu-
blicado en la Gaceta Parlamentaria, consulte la Secretaría a
la Asamblea si se dispensa la lectura.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo por favor...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo... Mayoría
por la afirmativa, diputado Presidente. Se dispensa la
lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Marina, con proyecto de de-
creto por el que se expide la Ley para el Fomento y el De-
sarrollo de la Marina Mercante Mexicana

Honorable Asamblea.

A la Comisión de Marina de la LVIII Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, le
fue turnada para su estudio y dictamen, la iniciativa de Ley
para el Fomento y Desarrollo de la Marina Mercante Me-
xicana presentada por los Diputados José Tomás Lozano y
Pardinas y César Patricio Reyes Roel el 31 de octubre de

2002, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71
fracción II, 72 y 73 fracciones XIII y XVII de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55 frac-
ción II y 90 del Reglamento Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, la cual fue recibida por
ésta Comisión de Marina de la LIX Legislatura como asun-
to pendiente de estudio y dictamen.

De conformidad con lo dispuesto por los artículos 39 y 45
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y 55, 60, 62 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, la Comisión de Marina previo estudio
y análisis de la iniciativa en comento, somete a la conside-
ración de esta honorable Asamblea el presente dictamen de
acuerdo a la siguiente:

Competencia.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 73 frac-
ciones XIII y XVII de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, el Congreso de la Unión tiene
facultad para expedir leyes relativas al derecho maríti-
mo de paz y guerra, para dictar leyes sobre vías genera-
les de comunicación y expedir leyes sobre el uso y el
aprovechamiento de las aguas de jurisdicción federal.

Antecedentes

I. En sesión celebrada el 31 de octubre de 2002, los Di-
putados José Tomás Lozano y Pardinas y César Patricio
Reyes Roel presentaron ante el Pleno de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, la ini-
ciativa de Ley para el Fomento y Desarrollo de la Mari-
na Mercante Mexicana.

II. Mediante oficio número D.G.P.L. 58-II-3-965 del 31
de octubre de 2002, la Presidencia de la Mesa Directiva
de la Cámara de Diputados ordenó se turnará a la Co-
misión de Marina la iniciativa de referencia para su es-
tudio y dictamen.

III. La Comisión de Marina de la Cámara de Diputados
de la LVIII Legislatura dictaminó la iniciativa de Ley
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para el Fomento y Desarrollo de la Marina Mercante
Mexicana, sin embargo dicho dictamen no fue conocido
por el Pleno de ésta Soberanía, por lo que en términos
de lo dispuesto por el último párrafo del artículo 94 úl-
timo el mismo quedó a disposición de ésta LIX Legisla-
tura con el carácter de proyecto.

IV. También durante la LVIII Legislatura, en la sesión
celebrada el 14 de diciembre de 2001, fue presentada
ante el Pleno de la Cámara de Diputados la iniciativa de
Ley de Navegación y Comercio Marítimos, la cual fue
aprobada por ésta Soberanía el día 12 de diciembre de
2002, siendo enviada al Senado de la República para la
continuación del trámite legislativo, y en sesión cele-
brada el día 15 de diciembre de 2003 el Pleno de la cá-
mara revisora aprobó el dictamen de la minuta de Ley
de Navegación y Comercio Marítimos, pero toda vez de
que diversos artículos fueron modificados y adiciona-
dos, la Mesa Directiva del Senado de la República or-
denó se devolviera dicha minuta para los efectos a que
se refiere el artículo 72 inciso e) de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, turnándose a
las Comisiones Unidas de Transportes y de Marina para
su estudio y dictamen. A la fecha no se ha concluido el
trámite legislativo respectivo.

V. La Ley para el Fomento y Desarrollo de la Marina
Mercante Mexicana tiene su origen en los trabajos que
realizó la Comisión de Marina de la LVIII Legislatura a
través de la Subcomisión para el Estudio que guarda la
Marina Mercante Mexicana.

VI. Existen antecedentes de que la Comisión de Marina
de la LVIII Legislatura llevó a cabo una revisión de las
políticas que el Ejecutivo Federal instrumentó en los
años anteriores, de las leyes afines a la que se presenta
en la iniciativa de Ley para el Fomento y Desarrollo de
la Marina Mercante Mexicana y la operación de los se-
gundos registros de embarcaciones que realizan otros
países.

VII. Por su parte la Comisión de Marina de la LIX Le-
gislatura llevó a cabo varias reuniones de trabajo con las
diversas organizaciones, agrupaciones y organismos del
Sector Marítimo Nacional, en las cuales se recabaron
opiniones y comentarios, los cuales enriquecieron el tra-
bajo legislativo, y producto de las mismas se obtuvo un
proyecto debidamente consensuado.

VIII. El presente dictamen plantea una estructura orgá-
nica que implemente las políticas públicas de desarrollo
económico para el sector marítimo, como un conjunto
de normas fiscales, administrativas y registrales de fo-
mento que coadyuven a crear una Marina Mercante Na-
cional sólida, que opere en forma eficiente en condicio-
nes no discriminatorias y de competencia económica
efectiva.

Consideraciones Generales.

1. La Ley para el Fomento y Desarrollo de la Marina Mer-
cante Mexicana contribuye a la creación de un marco jurí-
dico que siente las bases legales para la constitución de una
flota mercante nacional.

2. La flota mercante mexicana se encuentra en una posi-
ción de competencia desigual frente a embarcaciones con
bandera extranjera, y son esos factores externos e internos
que se presentan en el ámbito marítimo, los que hacen po-
co atractiva la inversión en este sector, o bien propician el
ingreso al mismo con embarcaciones abanderadas en otros
países.

3. La Ley para el Fomento y el Desarrollo de la Marina
Mercante Mexicana es compatible con los mecanismos
creados en otros países para atender la problemática que
presenta el sector marítimo a nivel internacional.

4. Existe el convencimiento entre los diputados pertene-
cientes a la Comisión de Marina de la LIX Legislatura que
con los cambios propuestos en este dictamen, la Ley para
el Fomento y Desarrollo de la Marina Mercante Mexicana
establece las condiciones necesarias que permitirán la re-
activación del sector marítimo.

Consideraciones respecto del Registro Especial Maríti-
mo Mexicano y los beneficios fiscales que se otorgan
por la inscripción al mismo.

a) Las medidas propuestas en este dictamen cumplen con
los objetivos de fomentar el desarrollo marítimo mercante;
la creación del Registro Especial Marítimo Mexicano
(REMM), a diferencia del registro ordinario que es el Re-
gistro Público Marítimo Nacional (RPMN), tiene el objeto
de integrar embarcaciones con características determinadas
para el desarrollo de este sector económico otorgándoles
beneficios de carácter fiscal y administrativo.



b) La Ley para el Fomento y Desarrollo de la Marina Mer-
cante Mexicana es congruente con la dinámica internacio-
nal de fomentar el abanderamiento de embarcaciones me-
diante un sistema que redunde en una efectiva reducción de
costos, pero con el compromiso de inversión y manteni-
miento de embarcaciones idóneas, con tripulantes naciona-
les, todo a través de empresas mexicanas.

c) La creación del Registro Especial Marítimo Mexicano
(REMM) resulta la alternativa buscada por diversos países
con el objeto de hacer competitivas sus banderas ante la
pérdida de flotas que en su lugar, son abanderadas en regí-
menes de conveniencia. En este sistema dual, se mantiene
el registro ordinario (RPMN) para las embarcaciones que
no cuentan con características idóneas, y se fomenta un se-
gundo registro (REMM) para el fomento de aquellas que
las reúnen.

d) Tanto el régimen de doble registro como el de beneficios
fiscales previstos en la Ley para el Fomento y Desarrollo
de la Marina Mercante Mexicana, son necesarios para ha-
cer frente a las banderas de conveniencia y a la dinámica
natural de dimisión de bandera mexicana a favor de éstas.
Es importante tener en cuenta las características comunes
de los regímenes de conveniencia, entre estos se encuen-
tran las siguientes:

I. El país de registro permite la propiedad y/o control de
sus embarcaciones por extranjeros.

II. El acceso al registro es fácil, con lo cual la embarca-
ción puede registrarse en un consulado en el extranjero
y no hay inconveniente para un posterior cambio de re-
gistro.

III. No se establecen impuestos locales sobre el ingreso
proveniente de las embarcaciones; o si los hay son sus-
tancialmente más bajos que en el resto de los países.

IV. El país de registro carece de exigencias nacionales
para las embarcaciones registradas.

e) Con base en las anteriores características y otras más, los
costos fijos para mantener la operación de una embarca-
ción son sustancialmente menores en un país de bandera de
conveniencia que en cualquier otro país. Así, los sistemas
de doble registro -como el que establece la presente Ley-
buscan que el pabellón mexicano sea atractivo, pero no a
costa de ahorros ilegales en materia fiscal, social y sanita-

ria, sino en un sistema de beneficios fiscales regulados para
embarcaciones idóneas.

f) Los beneficios fiscales otorgados en la Ley para el Fo-
mento y Desarrollo de la Marina Mercante Mexicana pue-
den ser considerados como exenciones, que si bien son
transitorias y relativas, tienen la naturaleza de auténticas
exenciones, tal es el caso de la acreditación del 35% del va-
lor del combustible que usan las embarcaciones contra el
Impuesto sobre la Renta que se encuentra prevista en el ar-
tículo 14 de la misma y la reducción en las tarifas de los de-
rechos portuarios establecida en el artículo 15.

g) A efecto de estar acorde a lo dispuesto por el artículo 28
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y evitar la concesión de privilegios indebidos y discri-
minatorios, las exenciones deberán encontrarse estableci-
das a través de normas jurídicas que reúnan los requisitos
fundamentales de generalidad, abstracción e impersonali-
dad, de tal manera que no se otorguen para favorecer a una
persona determinada o a una situación particular, sino de
forma indistinta a todas aquellas personas por igual que
cumplan las condiciones previstas en las leyes de la mate-
ria.

h) La Ley para el Fomento y Desarrollo de la Marina Mer-
cante Mexicana cumple con esos requisitos de generalidad,
abstracción e impersonalidad, toda vez que prevé un ámbi-
to de validez personal general �es decir, para todos los que
se sitúen en el supuesto-, y no especifica situaciones parti-
culares, -solo hipótesis abstractas-. Así pues, los beneficios
fiscales de naturaleza de exención que prevé el presente
dictamen son respetuosos de la Constitución Federal.

i) El presente dictamen también consideró la necesidad de
establecer mecanismos de coordinación entre las autori-
dades de la Administración Pública Federal que intervie-
nen en el otorgamiento de permisos, la cual se guiará por
lo establecido en el reglamento que para esos efectos se
cree.

j) Resulta de suma importancia señalar que en el anexo
19.A del Decreto de Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración para el Ejercicio Fiscal de 2006, esta Soberanía es-
tableció la creación del Fondo para el Desarrollo de la
Marina Mercante Mexicana, aprobándose para ello un
presupuesto por $60,000.000.00 (sesenta millones de pe-
sos), los cuales provendrán de la recaudación de recursos
obtenidos por el pago de los derechos portuarios, por lo
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que al otorgarse una reducción del 75% en las tarifas por-
tuarias a las embarcaciones inscritas en el REEM, ello no
traería ningún impacto en la recaudación fiscal y si en cam-
bio se favorecería de manera directa el fomento y desarro-
llo de este importante sector productivo, toda vez que el
beneficio que obtengan los navieros mexicanos o empresas
navieras mexicanas, armadores mexicanos o empresas ar-
madoras mexicanas por dicha reducción lo deberá invertir
en actividades que fomenten esa actividad.

Conclusión.

Por lo anterior, los diputados integrantes de la Comisión de
Marina de la LIX Legislatura estimamos que se cuenta con
los elementos necesarios para señalar la viabilidad de la
Ley para el Fomento y Desarrollo de la Marina Mercante
Mexicana, por lo que tenemos la plena convicción de la
presente iniciativa contiene los mecanismos legales que
coadyuvaran a lograr al mediano y largo plazo un real fo-
mento y desarrollo de la Marina Mercante Nacional, por lo
que sometemos a la consideración de ésta honorable Asam-
blea el siguiente:

PROYECTO DE LEY PARA EL FOMENTO
Y EL DESARROLLO DE LA 

MARINA MERCANTE MEXICANA

Artículo Único.- Se expide la Ley para el Fomento y el
Desarrollo de la Marina Mercante Mexicana.

TITULO PRIMERO
DISPOSICIONES GENERALES

CAPITULO ÚNICO
ÁMBITO DE APLICACIÓN DE LA LEY

ARTICULO 1.- La presente Ley es de aplicación general
y de interés público y tiene como objetivo el fomento y
desarrollo de la marina mercante mexicana para operar en
forma eficiente, en condiciones no discriminatorias y de
competencia económica efectiva.

ARTÍCULO 2.- Para los efectos de esta Ley es de interés
nacional todo lo relacionado con la navegación interior y
de cabotaje tanto de carga como de personas.

ARTÍCULO 3.- El otorgamiento de los beneficios a que
esta Ley se refiere se llevará a cabo mediante la coordi-
nación de facultades que la Secretaría deberá realizar pa-
ra tal efecto con las Secretarías de Hacienda y Crédito Pú-

blico y de Economía, de conformidad con el reglamento
respectivo.

ARTÍCULO 4.- Quedan exceptuadas de las disposiciones
de esta ley las embarcaciones de uso militar pertenecientes
a la Secretaría de Marina, los balizadores, las embarcacio-
nes de recreo y deportivas, las dedicadas a la investigación
científica y aquellas con despacho vía la pesca.

ARTÍCULO 5.- Las empresas navieras extranjeras y las
embarcaciones extranjeras no gozarán de los beneficios
que esta Ley concede a sus similares mexicanos.

ARTÍCULO 6.- Para efectos de la aplicación de la pre-
sente ley se entenderá por:

Flota Mercante Mexicana: Las embarcaciones mexicanas
dedicadas al transporte de carga, de hidrocarburos y sus de-
rivados y de pasajeros, a la construcción y explotación pe-
trolera, al tendido de ductos marinos, al mantenimiento
marítimo y a la asistencia a dichas actividades, al dragado
de puertos en cualquiera de sus especialidades y aquellas
que les asisten en dicha actividad.

Ley: La Ley para el Fomento y Desarrollo de la Marina
Mercante Mexicana.

Marina Mercante Mexicana: A la autoridad marítima y al
conjunto formado por las embarcaciones mexicanas y su
tripulación; las empresas navieras mexicanas y agentes na-
vieros mexicanos, escuelas náuticas mercantes, organiza-
ciones de marinos y los pilotos de puerto del país.

Naviero Mexicano o Empresa Naviera Mexicana, Armador
Mexicano o Empresa Armadora Mexicana de modo sinó-
nimo: La persona física o moral mexicana que teniendo ba-
jo su propiedad o posesión, mediante contrato de arrenda-
miento financiero con opción a compra debidamente
sancionado por la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co, una o varias embarcaciones, sin que necesariamente
constituya su actividad principal, realice directamente las
funciones de equipar, avituallar, aprovisionar, dotar de tri-
pulación, mantener en estado de navegabilidad, operar por
sí mismo y explotar embarcaciones.

Registro: El Registro Especial Marítimo Mexicano o por
sus siglas �REMM�.

Registro Marítimo: El Registro Público Marítimo Nacional
o por sus siglas �RPMN�



Secretaría: La Secretaría de Comunicaciones y Transpor-
tes.

Tripulante: La persona física que desempeña una labor es-
pecífica a bordo de una embarcación y se encuentra com-
prendida dentro del rol de tripulantes.

Para efectos de la presente Ley, las embarcaciones y los ar-
tefactos navales serán objeto de una regulación idéntica;
por lo que lo referido a las embarcaciones se entenderá
también aplicable a los artefactos navales.

ARTÍCULO 7.- El Registro tendrá como objeto la ins-
cripción de las empresas navieras, las embarcaciones, los
artefactos navales, los actos y los documentos relacionados
con esta Ley, en coadyuvancia con la promoción, el fo-
mento y el desarrollo permanente de la Marina Mercante
Mexicana.

ARTÍCULO 8.- A falta de disposición expresa en esta Ley
y su Reglamento, se aplicará supletoriamente la Ley de Na-
vegación.

TITULO SEGUNDO
DEL REGISTRO ESPECIAL 

MARITIMO MEXICANO

CAPITULO I
DE LAS INSCRIPCIONES EN EL REGISTRO 

ESPECIAL MARITIMO MEXICANO

ARTÍCULO 9.- Las empresas navieras y las embarcacio-
nes que sean inscritas en el Registro, gozarán de las condi-
ciones especiales que se establecen en esta Ley.

ARTÍCULO 10.- Para inscribirse en el Registro, las em-
presas navieras mexicanas, así como las embarcaciones
mexicanas deberán de cumplir con los siguientes requisi-
tos:

I. Las Embarcaciones:

a) Ser embarcación o artefacto naval abanderado mexi-
cano;

b) Ser operada y explotada por una empresa naviera me-
xicana debidamente registrada conforme a lo estableci-
do en ésta Ley;

c) Tener menos de 10 años de edad de construcción;

d) Estar inscrita en el Registro Público Marítimo Nacio-
nal;

e) Tener vigentes los Certificados de Seguridad, de pre-
vención de la contaminación y todos aquellos requeri-
dos por la legislación mexicana y por los tratados inter-
nacionales de los que los Estados Unidos Mexicanos sea
parte;

f) Estar cubierta por los Seguros de Protección e In-
demnización por responsabilidad Civil y la suscripción
de algún acuerdo voluntario o Fondo de Indemnización,
así como por un Seguro de Casco y Maquinaria;

g) En caso de que el abanderamiento se haya dado por
la posesión mediante contrato de arrendamiento finan-
ciero, el mismo deberá ser con opción a compra y debe-
rá estar sancionado por la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público.

II. Las empresas navieras, además de lo dispuesto en la
fracción anterior, para estar legitimadas a inscribir embar-
caciones en el Registro deberán:

a) Estar constituidas con el 100% de capital social me-
xicano.

b) Estar al corriente en el pago de sus contribuciones fe-
derales y locales

A las empresas navieras y embarcaciones que se inscriban
en el Registro, la Secretaría les expedirá el certificado res-
pectivo con el que acrediten dicha inscripción.

ARTÍCULO 11.- En caso de que el naviero o su represen-
tante legal hubiese incurrido en falsa declaración, o pre-
sentado documentos o certificados apócrifos, que anulen
cualquiera de los requisitos establecidos en el presente ar-
tículo, independientemente de las sanciones civiles, pena-
les o administrativas a que se haga acreedor, la inscripción
en el Registro será invalidada y la empresa naviera deberá
devolver al Ejecutivo Federal los beneficios que en virtud
de la inscripción en éste hubiese recibido.

La devolución a que se refiere el párrafo anterior se hará en
condiciones de tiempo y forma similares a como fueron re-
cibidos.

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 2006605



Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados606

CAPÍTULO II
DE LOS BENEFICIOS DE LA 

INSCRIPCIÓN EN EL REGISTRO ESPECIAL 
MARÍTIMO MEXICANO

ARTÍCULO 12. Cuando una embarcación inscrita en el
Registro alcance la edad de 20 años, la Secretaría la dará
de baja del mismo y consecuentemente no podrá seguir
gozando de los beneficios a que se refiere el presente ca-
pítulo.

Los beneficios quedarán suspendidos por incumplimiento
a alguno o algunos de los requisitos que establece el artí-
culo 10 de la presente Ley hasta que se cumpla o cumplan
nuevamente con los mismos.

ARTÍCULO 13.- Los beneficios podrán ser efectivos sólo
durante el plazo en que la embarcación se encuentre inscri-
ta en el Registro.

ARTÍCULO 14.- Las embarcaciones inscritas en el Regis-
tro disfrutarán de un beneficio fiscal consistente en la acre-
ditación del 35% sobre el costo comercial del combustible
o combustible intermedio 15 A IFO 380 CST y del Diesel
Marino Especial, que para uso efectivo de la embarcación
adquiriese directamente de Petróleos Mexicanos o sus or-
ganismos subsidiarios, o de sus distribuidores y/o franqui-
ciatarios autorizados, o bien de la entidad competente del
Ejecutivo Federal, contra el impuesto sobre la renta.

ARTÍCULO 15.- Las embarcaciones que se encuentren
inscritas en el Registro disfrutaran de una reducción del
75% en las tarifas de los derechos portuarios a que se re-
fieren los artículos 200 a 203 de la Ley Federal de Dere-
chos, según corresponda.

ARTÍCULO 16.- El Naviero o Empresa Naviera, Armador
o Empresa Armadora deberá reinvertir el 100% de los be-
neficios que obtenga por la acreditación del impuesto sobre
la renta y la reducción del 75% en las tarifas de los dere-
chos portuarios, en actividades que fomenten el desarrollo
de la Marina Mercante Mexicana. El incumplimiento de la
presente disposición traerá como consecuencia la cancela-
ción de dicho beneficio.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO.- La presente ley entrará en vi-
gor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Quedan derogadas todas las
disposiciones que se opongan a la presente ley.

ARTÍCULO TERCERO.- El Ejecutivo Federal deberá
publicar el Reglamento de la presente ley dentro de los si-
guientes seis meses calendario contados a partir de la fecha
de publicación de la presente Ley en el Diario Oficial de la
Federación.

Diputados: Sebastián Calderón Centeno (rúbrica), Ángel Pasta Muñu-
zuri, Martín Remigio Vidaña Pérez (rúbrica), Rogelio Rodríguez Javier
(rúbrica), Francisco Juan Ávila Camberos, Baruch Barrera Zurita, Ro-
gelio A. Flores Mejía, Evaristo Corrales Macías, Homero Ríos Murrie-
ta, Eloísa Talavera Hernández, José Alberto Aguilar Iñárritu (rúbrica),
Alejandro Moreno Cárdenas (rúbrica), José J. Villacaña Jiménez, Al-
fonso Sánchez Hernández (rúbrica), Guillermo Martínez Nolasco (rú-
brica), Concepción Fajardo Muñoz, Carlos O. Pano Becerra (rúbrica),
Sofía Castro Ríos (rúbrica), Sergio Arturo Posadas Lara (rúbrica), Ró-
mulo Isael Salazar Macías (rúbrica), Rafael García Tinajero Pérez (rú-
brica), Israel Tentory García (rúbrica), Irma Figueroa Romero (rúbri-
ca), Emilio Serrano Jiménez (rúbrica), Juan García Costilla (rúbrica).»

Es de segunda lectura.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: En
términos del 108, tiene el uso de la palabra el diputado Ser-
gio Arturo Posadas Lara.

El diputado Sergio Arturo Posadas Lara: Con su permi-
so, señor Presidente; honorable Asamblea: con fundamen-
to en lo dispuesto en el artículo 114 del Reglamento Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, el de la voz, diputado Sergio Posadas, integran-
te de la Comisión de Marina, acude a esta tribuna para poner
a consideración de esta honorable Asamblea el dictamen
con proyecto de decreto por el que se expide la Ley para el
Fomento y Desarrollo de la Marina Mercante Mexicana.
México, como país, carece de una cultura marítima, moti-
vo por el cual no valora la riqueza potencial de sus mares,
a pesar de su ubicación geopolítica. 

México, sin embargo, ha dado la espalda al mar y ha vivi-
do por siglos del agotamiento de sus tierras de la meseta
central; se ha pasado por alto nuestra realidad geográfica,
continental y marítima; y, sobre todo, hay incomprensión
de las enormes posibilidades económicas que tienen los re-
cursos marinos, que ha provocado errores sustantivos en la
planificación económica del país y no se ha sabido valorar
la importancia de conquistar sus propios mares. 



Por ese motivo, la Comisión de Marina desde el inicio de
la presente Legislatura ha buscado establecer un marco ju-
rídico que favorezca la competitividad, fomente la seguri-
dad marítima y consolide el sector marítimo portuario co-
mo alternativa viable a nivel nacional que permita el
crecimiento e integración del sector marítimo en la diná-
mica económica y social del país. Por ende, el presente dic-
tamen tiene el objetivo de plantear una estructura orgánica
que implante las políticas públicas de desarrollo económi-
co para el sector marítimo, como un conjunto de normas
fiscales, administrativas y registrales de fomento que coad-
yuven a crear una marina mercante nacional sólida que
opere en forma eficiente en condiciones no discriminato-
rias y de competencia económica efectiva.

La Ley para el Fomento y Desarrollo de la Marina Mer-
cante Mexicana contribuye a la creación de un marco jurí-
dico que siente las bases legales para la constitución de una
flota mercante nacional, debido a que la flota mercante me-
xicana se encuentra en una posición de competencia des-
igual frente a embarcaciones con bandera extranjera. Y son
esos factores, externos e internos, que se presentan en el
ámbito marítimo los que hacen poco atractiva la inversión
para este sector. La Ley para el Fomento y el Desarrollo de
la Marina Mercante Mexicana es compatible con los meca-
nismos creados en otros países para atender la problemáti-
ca que presenta el sector marítimo a nivel internacional.
Entre algunas de las propuestas del dictamen se encuentra
la creación del registro especial marítimo mexicano, que
tiene el objeto de integrar embarcaciones con característi-
cas determinadas para el desarrollo de este sector, ya que
se otorgan beneficios de carácter fiscal y administrativo.
Con esta ley se logra tener congruencia con la dinámica in-
ternacional de fomentar el abanderamiento de embarcacio-
nes mexicanas, todo a través de empresas mexicanas. 

Existe el convencimiento entre los diputados pertenecien-
tes a la Comisión de Marina de la LIX Legislatura de que,
con los cambios propuestos en este dictamen, la Ley para
el Fomento y Desarrollo de la Marina Mercante Mexicana
establece las condiciones necesarias que permitirán la re-
activación de este sector tan importante como el marítimo.
Los integrantes de la Comisión de Marina solicitamos su
decidido apoyo al dictamen que hoy sometemos a su con-
sideración, ya que consideramos que, como legisladores,
debemos dar continuidad a la difusión de las normas que
regulan las actividades del comercio y de la navegación en
los mares del mundo. Nos preocupamos porque fomente-
mos una cultura marítima en las nuevas generaciones de
mexicanos. 

De ese modo habremos alcanzado nuestro objetivo de de-
jar en los ciudadanos, en los servidores públicos, en los le-
gisladores, en los propios interesados en la materia y en
México la conciencia de que el mar como vía de enlace en-
tre los países y sus extensos recursos renovables y no re-
novables son fuente de riqueza que, de utilizarse racional y
objetivamente, serán alternativa para la consolidación del
desarrollo nacional. Por último, nada más pido a la Presi-
dencia de la Mesa Directiva que instruya que el texto sea
insertado íntegro en el Diario de los Debates. Muchas gra-
cias.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Mu-
chas gracias. Señoras y señores legisladores, les recuerdo
que hay un acuerdo de la Junta de Coordinación Política
que me están comunicando, de tal suerte de evitar en lo po-
sible los posicionamientos. Sin embargo, tengo la inscrip-
ción de la diputada Sofía Castro, a quien pregunto... No va
a subir. Luego entonces... Sebastián Calderón Centeno,
¿también se retira? Para los efectos del artículo 134 se pre-
gunta a la Asamblea si va a reservar algún artículo... 

No habiendo quien, esta Presidencia informa que hay dos
artículos reservados, el artículo 14 y el artículo 15: el pri-
mero, por Sebastián Calderón Centeno, del Partido Acción
Nacional; y, también del propio partido, Juan Ávila Cam-
beros. En tanto, se ruega a la Secretaría la apertura del sis-
tema electrónico de votación por 10 minutos a efecto de re-
cabar la votación nominal en lo general y en lo particular
de los artículos no impugnados.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Regla-
mento Interior. Ábrase el sistema electrónico por 10 minu-
tos para proceder a la votación en lo general y en lo
particular de los artículos no impugnados. (...)

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Se
recuerda a las señoras diputadas y a los señores diputados
que los reportes de falla del sistema electrónico deben ha-
cerse antes que transcurra el tiempo para la votación: una
vez cerrado el sistema, no se aceptará ningún voto. 

Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva voz:

El diputado Alonso Adrián Juárez Jiménez (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Karina Martínez Cantú (desde la curul): A
favor.
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La diputada Marcela Guerra Castillo (desde la curul): A
favor.

El diputado Francisco Grajales Palacios (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Juan Antonio Gordillo Reyes (desde la cu-
rul): A favor.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
Diputado Presidente, informo a usted que se han emitido
364 en pro, 0 en contra y 2 abstenciones. 

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Apro-
bado en lo general por 364 votos. Tiene el uso de la pala-
bra el diputado Sebastián Calderón Centeno para presentar
reserva del artículo 14.

El diputado Sebastián Calderón Centeno: Con su venia,
señor Presidente: la marina mercante necesitaba una ley
para su crecimiento y desarrollo. Todos los países, en el
sector marítimo, tienen legislaciones en beneficio de la ma-
rina mercante para competir a nivel internacional, a excep-
ción de México, donde no existe o existía esa ley especial
para el fomento y desarrollo de la marina mercante. En es-
te rubro no somos un país competitivo en materia de mari-
na mercante; con esta ley se llena un espacio jurídico que
era urgente aprobar. En México prácticamente ha desapa-
recido el tráfico de cabotaje, apegándose a la definición re-
al del transporte de carga entre nuestros puertos. 

El único cabotaje, si no el único, más de 90 por ciento de
él está basado en el transporte de hidrocarburos y sus deri-
vados o, cuando hablamos de puertos como Ciudad del
Carmen, Dos Bocas, Guaymas, Topolobampo, La Paz o
Mazatlán, su transporte marítimo se limita a la construc-
ción, mantenimiento o servicio a las plataformas petroleras
en la sonda de Campeche o al transporte de personas en
transbordadores, o ferrys, en el caso del Pacífico. Este ser-
vicio, que se dice �de cabotaje�, lo realizan en más de 50
por ciento embarcaciones de empresas extranjeras con ban-
deras de países de conveniencia que obtienen permisos de
navegación para operar en puertos mexicanos, en detri-
mento de la participación de las navieras mexicanas. 

Por lo que respecta al tráfico marítimo de altura, no existe
un solo barco con bandera mexicana que incurra en el trá-
fico de comercio internacional ni en el petróleo crudo y sus
derivados ni de carga general. El 100 por ciento del co-

mercio marítimo nacional, tanto en importaciones como en
exportaciones, es transportado en barcos con bandera ex-
tranjera. Esta ley condiciona al naviero que inscriba sus
embarcaciones en este registro a que cumpla dos caracte-
rísticas: que la embarcación sea propiedad de mexicanos,
de empresas 100 por ciento mexicanas, con cláusula de ex-
clusión de extranjeros; y que los subsidios o apoyos que
obtengan estas empresas se reinvertirán en el propio sector.

En el aspecto laboral, crearían un sinnúmero de fuentes de
empleo tanto al sector marítimo como al portuario. En el
aspecto fiscal tendría un multiplicador en el pago del Im-
puesto sobre la Renta, sobre el producto del trabajo y pago
de derechos, que no se han incrementado porque no hay
barcos. Esta ley será un detonador para la marina mercan-
te nacional. 

Estamos de acuerdo con la disposición del artículo 14 en el
sentido de que se acredite a los contribuyentes una cantidad
determinada sobre el precio del diesel marino especial que
sea destinado a usarse exclusivamente como combustible
para las embarcaciones de la marina mercante nacional, pe-
ro que esta acreditación sea en los términos de lo dispues-
to en el artículo 16, fracción XII, de la Ley de Ingresos de
la Federación para el Ejercicio Fiscal de 2006, por lo que
la reforma que me permito solicitar y poner a la considera-
ción de la amable Asamblea, para que haya concordancia
con ambas leyes, a la letra dice: �Artículo 14. Los contri-
buyentes que tengan embarcaciones inscritas en el registro
disfrutarán de un beneficio fiscal sobre el precio del diesel
marino especial que sea destinado a usarse exclusivamente
como combustible para las embarcaciones en la marina
mercante nacional, en los términos de lo dispuesto en el ar-
tículo 16, fracción XII, de la Ley de Ingresos de la Federa-
ción para el Ejercicio Fiscal de 2006 y los que resulten
aplicables para los ejercicios fiscales subsecuentes�. Mu-
chas gracias.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Gra-
cias. ¿Nos deja algún documento de su reserva, firmado?
Tiene el uso de la palabra el diputado Juan Ávila Cambe-
ros. Nada más que quisiera someter a la consideración de
la Asamblea esta reserva. Rogamos a los diputados que va-
yan a reservar algún artículo de los dictámenes que están
hoy a la consideración: necesitamos una redacción muy
clara, de tal suerte de someterlo a la consideración de la
Asamblea. Se ruega a la Secretaría que dé cuenta sólo con
el texto propuesto para cambiar.



La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
�Artículo 14. Los contribuyentes que tengan embarcacio-
nes inscritas en el registro disfrutarán de un beneficio fis-
cal sobre el precio del diesel marino especial que sea des-
tinado a usarse exclusivamente como combustible para las
embarcaciones de la marina mercante nacional, en los tér-
minos de lo dispuesto en el artículo 16, fracción XII, de la
Ley de Ingresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal de
2006 y los que resulten aplicables para los ejercicios fisca-
les subsecuentes�.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: So-
métalo a la consideración de la Asamblea, en votación eco-
nómica, si es de aceptarse.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: En
votación económica se consulta a la Asamblea si es de
aceptarse la modificación.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo por favor...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo por favor...
Mayoría por la negativa, diputado Presidente.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Se
desecha, y queda en sus términos. Tiene el uso de la pa-
labra el diputado Ávila Camberos para presentar reserva
del artículo 15, rogándole de la manera más atenta que, si
va a dejar texto propuesto, nos lo haga saber con toda pre-
cisión.

El diputado Francisco Juan Ávila Camberos: Con su
venia, señor Presidente: un país con una marina mercante
nacional fuerte y próspera es un país con mayor futuro, con
menor fuga de divisas, con mayor independencia y con ma-
yor competitividad. También es un país que ofrece mejores
condiciones laborales y salariales a sus hombres de mar.
honorable Asamblea: la fracción parlamentaria de Acción
Nacional aprueba en lo general la Ley para el Fomento y
Desarrollo de la Marina Mercante Nacional. 

Sin embargo, un servidor, diputado federal Francisco Ávi-
la Camberos, del mismo partido, reserva el artículo 15 de
la Ley para el Fomento y Desarrollo de la Marina Mercan-
te, por las siguientes razones: con relación a la reducción
de 75 por ciento de las tarifas de los derechos portuarios
que, de aprobarse este dictamen tal como está, se otorgará
a las embarcaciones de la marina mercante nacional, deseo

hacer los comentarios siguientes. En la Ley Federal de De-
rechos vigente se establecen, en los artículos 200 a 203, las
tarifas de puerto y atraque que cobrará la Federación a las
embarcaciones que lleguen a los puertos mexicanos que no
están concesionados a las administraciones portuarias inte-
grales. 

En el artículo 204 de la misma Ley Federal de Derechos se
señala con toda precisión que la totalidad de los ingresos
que se obtengan por la recaudación de los derechos antes
citados se destinará al Fondo de Desarrollo de la Marina
Mercante Nacional. Dicho fondo fue aprobado en el Presu-
puesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal
de 2006 y su monto asciende a 60 millones de pesos. En
consecuencia, no podemos aprobar un descuento de 75 por
ciento sobre los derechos de atraque y puerto porque, pre-
cisamente, dejaríamos sin recursos al fondo, que tiene co-
mo objeto principal apoyar el desarrollo de nuestra marina
mercante. Propongo que, para subsanar lo anterior, se su-
prima dicho artículo. Es cuanto tengo que decir; muchas
gracias.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: En
virtud de que sólo es la supresión del artículo, se ruega a la
Secretaría preguntar a la Asamblea si es de aceptarse su-
primir del texto del dictamen el artículo 15.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: En
votación económica se consulta a la Asamblea si es de
aceptarse suprimir del texto del dictamen, el artículo 15.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo...

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo... Mayoría por la negativa, diputado Pre-
sidente.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: En
tanto, se ruega a la Secretaría ordenar la apertura del siste-
ma electrónico de votación por cinco minutos a efecto de
recabar la votación nominal de los artículos 14 y 15 en sus
términos. Cinco minutos, de tal suerte de no aceptar poste-
riormente votaciones de viva voz.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Regla-
mento Interior. Ábrase el sistema electrónico por cinco mi-
nutos para recabar la votación nominal. (...) 
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Ciérrese el sistema electrónico de votación. Se informa a
los señores diputados que, a partir de esta votación, vota-
rán cinco compañeros diputados de viva voz:

El diputado Alonso Adrián Juárez Jiménez (desde la cu-
rul): En contra.

La diputada Karina Martínez Cantú (desde la curul): A
favor.

El diputado Francisco Grajales Palacios (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Marcela Guerra Castillo (desde la curul): A
favor.

El diputado Juan Antonio Gordillo Reyes (desde la cu-
rul): A favor.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
Diputado Presidente, informo a usted que se emitieron 248
votos en pro, 103 en contra y 5 abstenciones.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Apro-
bado en lo general y en lo particular por 248 votos, el
proyecto de decreto que expide la Ley para el Fomento
y el Desarrollo de la Marina Mercante; pasa al Senado
para sus efectos constitucionales. 

LEY DE VIVIENDA

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de acuerdo por el que se acepta la no aproba-
ción del artículo 25 del proyecto de Ley de Vivienda en-
viado al Senado de la República el 7 de marzo de 2006 y
devuelto a esta Cámara para los efectos del inciso e), últi-
ma parte, del artículo 72 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos. En virtud de que está publica-
do en la Gaceta Parlamentaria, consulte la Secretaría a la
Asamblea si se dispensa la lectura.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura del dicta-
men.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo... Mayoría
por la afirmativa, diputado Presidente. Se dispensa la
lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Vivienda, con proyecto de
acuerdo por el que se acepta la no aprobación del artículo
25 del proyecto de Ley de Vivienda enviado al Senado de
la República el 7 de marzo de 2006 y devuelto a esta Cá-
mara para los efectos del inciso e), última parte, del artícu-
lo 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos

HONORABLE ASAMBLEA 

Con fundamento en los artículos 72, inciso e), de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 39, y 45
de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, así como los Artículos 56, 60, 65, 87,
88 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, los integrantes de la Comisión de Vivienda somete-
mos a consideración de esta H. Asamblea el presente
dictamen, de conformidad con los siguientes:

ANTECEDENTES

1. Con fecha 5 de diciembre de 2002 le fue turnada a la Co-
misión de Vivienda una Iniciativa de Ley General de Vi-
vienda que presentó el Diputado José Marcos Aguilar, a
nombre de los integrantes de la Comisión de Vivienda de
la LVIII Legislatura.

2. Con fecha 22 de abril de 2004 le fue turnada a la Comi-
sión de Vivienda una Iniciativa que adiciona el artículo 48
Bis, a la Ley Federal de Vivienda que presentó el Diputado
Mario Moreno Arcos, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional.

3. Con fecha 22 de febrero de 2005 le fue turnada a la Co-
misión de Vivienda una Iniciativa de Ley General de Vi-
vienda que presentó el Diputado Edgar Torres Baltasar, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática.



4. Con fecha 21 de abril de 2005 le fue turnado a la Comi-
sión de Vivienda el expediente que contiene la Minuta Pro-
yecto de Decreto por el que se expide la Ley de Vivienda,
presentada por el Senado de la República.

5. Con fecha 7 de marzo del 2006 le fue enviada al Senado
de la República la Minuta que contiene la Ley de Vivienda
la cual fue producto de las iniciativas arriba mencionadas
así como de la minuta en cuestión.

6. Con fecha 5 de abril del 2006, el Senado de la Repúbli-
ca aprueba una minuta que regresa a esta Soberanía la Ley
de Vivienda sólo con el rechazo de un artículo y con la
aprobación del resto del contenido del texto normativo.

7. Con fecha 18 de abril del 2006, la Mesa Directiva de es-
ta Cámara turnó a la Comisión de Vivienda dicha minuta
para efecto de su estudio y dictamen.

8. De acuerdo a los antecedentes mencionados, los inte-
grantes de la Comisión de Vivienda exponemos los si-
guientes:

CONSIDERANDOS

Primero.- Las diversas iniciativas, minutas y propuestas
que se han hecho, tanto en la Cámara de Senadores como
en esta Soberanía han permeado el texto legislativo que se
aprueba, con lo que se cumple con el requisito de legitimi-
dad que tiene todo acto de autoridad, tal y como lo es el ac-
to de legislar por parte de los Poderes Legislativos o Parla-
mentos de todo el mundo, por lo que consideramos un
avance el que el Senado de la República haya aprobado la
mayor parte del texto enviado por esta honorable Cámara
de Diputados.

Segundo.- Consideramos que es urgente se termine con el
proceso legislativo, ya que México necesita de instrumen-
to legal que le de las herramientas al Gobierno Mexicano
para instrumentar una verdadera política de vivienda na-
cional que sea incluyente, participativa y que cumpla con
la función de impulsar el sector económico al cual se diri-
ge, la vivienda y que, con ello, se contribuya al combate a
la pobreza.

Tercero.- Esta dictaminadora considera pertinente la eli-
minación del artículo 25 del proyecto enviado, ya que con-
sideramos, como lo hace el Senado de la República, que el
Presidente de la República, con base en el ordenamiento
jurídico positivo nacional, sobre todo con la Ley Federal de

Entidades Paraestatales, debe tener libertad en la designa-
ción del Director General de la Comisión, por lo que cree-
mos que, sin el contenido que se suprime, la Ley puede pu-
blicarse y regir sin ningún problema, ya que la mencionada
Ley, en su artículo 5, establece la supletoriedad respecto de
la Ley de Vivienda que se propone al pleno de esta Sobe-
ranía.

Cuarto.- Que la Comisión de Vivienda es legalmente com-
petente para conocer del presente asunto, conforme a lo
dispuesto por los artículos 71 fracción II, 72, inciso e), de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, así como los Artículos 65, 87,
88, 89 y demás aplicables del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos.

Por las consideraciones expuestas, los legisladores inte-
grantes de la Comisión de Vivienda, nos permitimos poner
a consideración de esta H. Asamblea el siguiente:

ACUERDO

PRIMERO.- La Cámara de Diputados manifiesta su con-
formidad con la reprobación al artículo 25 de la minuta con
proyecto de Ley de Vivienda enviado por esta Cámara el
pasado 7 de marzo del 2006 al Senado de la República.

SEGUNDO.- La Cámara de Diputados acepta, en sus tér-
minos, el proyecto de Ley de Vivienda que remite el Sena-
do de la República y se envía al Poder Ejecutivo Federal
para que se dé cabal cumplimiento al inciso A del artículo
72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro,
Distrito Federal, a los dieciocho días del mes de abril del dos mil seis.

Diputados: Roberto Pedraza Martínez (rúbrica), Presidente; Aldo
Mauricio Martínez Hernández (rúbrica), secretario; Carlos Mireles
Morales (rúbrica), secretario; Lázaro Arias Martínez (rúbrica); José
Manuel Carrillo Rubio; Concepción Olivia Castañeda Ortiz (rúbrica);
Benjamín Fernando Hernández Bustamante (rúbrica); David Hernán-
dez Pérez (rúbrica); Armando Neyra Chávez (rúbrica); Óscar Martín
Ramos Salinas (rúbrica); Alfonso Sánchez Hernández (rúbrica); Mar-
celo Tecolapa Tixteco; Rosa Hilda Valenzuela Rodelo (rúbrica); José
Javier Villacaña Jiménez; Margarita Chávez Murgía (rúbrica), secreta-
ria; Jorge Carlos Obregón Serrano (rúbrica), secretario; José Juan Bár-
cenas González (rúbrica); Manuel Ignacio López Villarreal (rúbrica);
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Jaime del Conde Ugarte; Patricia Elisa Durán Reveles; Felipe de Jesús
Díaz González (rúbrica); Francisco Isaías Lemus Muñoz Ledo; Édgar
Torres Baltazar (rúbrica), secretario; Daniel Ordóñez Hernández; Juan
García Costilla (rúbrica); Joel Padilla Peña; Cuauhtémoc Ochoa Fer-
nández; Concepción Cruz García (rúbrica).»

Es de segunda lectura.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Esta
Presidencia no tiene registrados oradores; por tanto, consi-
dera el asunto suficientemente discutido. Se ruega a la Se-
cretaría ordenar la apertura del sistema electrónico de vo-
tación por tres minutos a efecto de recabar votación en lo
general y en lo particular, en un solo acto.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Regla-
mento Interior. Ábrase el sistema electrónico por tres mi-
nutos para proceder a la votación en lo general y en lo
particular, en un solo acto. (...)

Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva voz:

El diputado Alonso Adrián Juárez Jiménez (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Karina Martínez Cantú (desde la curul): A
favor.

El diputado Francisco Grajales Palacios (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Marcela Guerra Castillo (desde la curul): A
favor.

El diputado Juan Antonio Gordillo Reyes (desde la cu-
rul): A favor.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Se-
ñor Presidente: se emitieron 350 votos en pro, 0 en contra
y 2 abstenciones.

Presidencia del diputado 
Álvaro Elías Loredo

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Gracias,
secretaria. Aprobado en lo general y en lo particular por
350 votos, el proyecto de acuerdo por el que se acepta la
no aprobación del artículo 25 del proyecto de Ley de Vi-
vienda enviado al Senado de la República el 7 de mar-

zo de 2006 y devuelto a esta Cámara para los efectos del
inciso e), última parte, del artículo 72 de nuestra Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; pasa
al Ejecutivo la Ley de Vivienda aprobada por el Con-
greso de la Unión, para los efectos del inciso a) del artí-
culo 72 de nuestra Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. 

LEY GENERAL DE EDUCACION

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: El siguien-
te punto del orden del día es la discusión del dictamen con
proyecto de decreto que reforma el párrafo segundo del ar-
tículo 25 de la Ley General de Educación. En virtud de que
se encuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria, consul-
te la Secretaría a la Asamblea si se dispensa la lectura del
dictamen.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Por ins-
trucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea, en
votación económica, si es de dispensarse la lectura del dic-
tamen.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo por favor...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa... Mayoría por la afirmativa, dipu-
tado Presidente. Se dispensa la lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, con proyecto de decreto que reforma el párra-
fo segundo del artículo 25 de la Ley General de Educación

HONORABLE ASAMBLEA

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
de la LIX Legislatura Federal de la H. Cámara de Diputa-
dos, con fundamento en los artículo 39 y 45 numeral 6, in-
ciso e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; 56, 87, 88 y demás aplica-
bles del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a su
consideración Dictamen sobre la Iniciativa que reforma el



párrafo segundo del artículo 25 de la Ley General de Edu-
cación para incentivar y dar elementos a la participación
ciudadana para lograr un mejor control y transparencia res-
pecto de la utilización de los fondos públicos.

METODOLOGÍA

I. El capítulo de �ANTECEDENTES� da constancia
del trámite de inicio del proceso legislativo; del recibo
de turno para la elaboración del dictamen respectivo; así
como de los trabajos previos de la Comisión que otorga
la opinión.

II. En el capítulo �CONTENIDO DE LA INICIATI-
VA� se extracta la trascendencia de la propuesta en es-
tudio.

III. El capítulo de �CONSIDERACIONES SOBRE LA
INICIATIVA�, la Comisión enuncia los argumentos de
valoración de la propuesta y los motivos que apoyan el
resolutivo del dictamen.

ANTECEDENTES

La iniciativa de mérito fue presentada a esta Soberanía por
el Dip. Myriam Arabian Couttolenc, del Grupo Parlamen-
tario Partido Acción Nacional, el día 14 de febrero de 2006,
misma que fue publicada en la Gaceta Parlamentaria nu-
mero 1946-I.

Una vez que se constato que la iniciativa cumple con los
requisitos legales para ser aceptada a discusión, la Mesa
Directiva la turnó a esta Comisión para su estudio y efec-
tos conducentes a través del oficio D.G.P.L. 59-II-2-1982,
que a su vez remitió a la Subcomisión de Presupuesto para
su estudio y análisis.

Como resultado de la revisión del documento, se acordó
proponer que la iniciativa sea dictaminada en sentido posi-
tivo con modificaciones. En consecuencia esta Comisión
Dictaminadora procedió a preparar Proyecto de Dictamen,
que fue aprobado por el Pleno de la Comisión en reunión
del día 24 de febrero de 2006, por unanimidad de los
miembros presentes.

CONTENIDO DE LA INICIATIVA

La Iniciativa parte de recordar que la educación es indis-
pensable para construir una sociedad de igualdad. A través
de ella se potencian las capacidades y habilidades de la per-

sona, se enriquece la inteligencia individual y colectiva,
florece la cultura, se cultiva el entendimiento y se fomenta
la tolerancia, elemento esencial de la democracia.

Que la educación es el pilar del desarrollo humano y de las
naciones. Un País que no invierte eficazmente en educa-
ción, esta condenado al regazo y a la desigualdad.

La educación gratuita y laica es un derecho establecido en
al artículo 3º constitucional el cual tenemos todas y todos
los mexicanos.

Que la educación es responsabilidad compartida entre la
federación, entidades federativas y municipios.

Que actualmente el Gobierno Federal destina la mayor par-
te de los recursos disponibles del país hacia la educación,
dándole la más alta prioridad, con el claro reconocimiento
de que aún no es suficiente. Los recursos federales que se
transfieren a los Estados son condicionales, etiquetados en
mayor o menor medida. Tanto los ramos 33 como 39 se re-
fieren a transferencias vía aportaciones a las entidades fe-
derativas. De igual forma la Secretaria de Educación Pú-
blica federal esta facultada para celebrar convenios y
transferir recursos del ramo 11 a los estados.

Además de que la inversión que realiza el gobierno en la
educación es un tema crucial que determina el camino a se-
guir como país.

En virtud de lo anterior la iniciativa propone:
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CONSIDERACIONES SOBRE LA INICIATIVA

Al respecto, esta Comisión considera imperativo que al
proponer esta reforma legislativa no solo se va a dar trans-
parencia al ejercicio de los recursos públicos que la Fede-
ración destina a las entidades federativas en materia de
educación, si no que también se garantizara la rendición de
cuentas y el buen desempeño de la función pública dando
como resultado un gobierno que responda a los ciudada-
nos.

Asimismo como es bien sabido los recursos públicos pro-
vienen de la sociedad, y es nuestra labor velar por un buen
cumplimiento y el uso adecuado uso que el Estado haga de
ellos.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos somete
a la consideración de la honorable Asamblea, el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL PÁ-
RRAFO SEGUNDO DEL ARTÍCULO 25 DE LA LEY
GENERAL DE EDUCACIÓN.

Artículo Único.- Se reforma el párrafo segundo del ar-
tículo 25 de la Ley General de Educación, para quedar
como sigue:

Artículo 25.- �

Los recursos federales recibidos para ese fin por cada enti-
dad federativa no serán transferibles y deberán aplicarse
exclusivamente en la prestación de servicios y demás acti-
vidades educativas en la propia entidad. El gobierno de
cada entidad federativa publicará en su respectivo dia-
rio oficial, los recursos que la Federación le transfiera
para tal efecto, en forma desagregada por nivel, pro-
grama educativo y establecimiento escolar.

�
�

TRANSITORIO

ARTÍCULO ÚNICO. Este decreto entrara en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la

Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en México, DF, a los veinticuatro días del
mes de febrero de 2006.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: Salvador Pablo Martínez Della Rocca (rúbrica), Presidente, José
Guillermo Aréchiga Santamaría (rúbrica), Consuelo Camarena Gómez,
Felipe de Jesús Díaz González (rúbrica), Francisco Amadeo Espinosa
Ramos, Humberto Francisco Filizola Haces (rúbrica), Juan Pérez Me-
dina, secretarios; Tatiana Clouthier Carrillo (rúbrica), María Viola Co-
rella Manzanilla, Norberto Enrique Corella Torres (rúbrica), Blanca Ju-
dith Díaz Delgado (rúbrica), Florentino Domínguez Ordóñez (rúbrica),
Myriam Arabian Couttolenc (rúbrica), Iván García Solís (rúbrica), Ma-
ría Guadalupe García Velasco (rúbrica), Blanca Estela Gómez Carmo-
na (rúbrica), José Ángel Ibáñez Montes, Moisés Jiménez Sánchez (rú-
brica), José López Medina (rúbrica), Gerardo Montenegro Ibarra, Inti
Muñoz Santini (rúbrica), Norma Violeta Dávila Salinas, Óscar Martín
Ramos Salinas, Sonia Rincón Chanona, Agustín Rodríguez Fuentes,
Alfonso Rodríguez Ochoa (rúbrica), Rocío Sánchez Pérez, Paulo José
Luis Tapia Palacios, Lorena Torres Ramos (rúbrica).»

Es de segunda lectura.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Esta Presi-
dencia informa a la Asamblea que no tiene oradores regis-
trados, por lo que el asunto se considera suficientemente
discutido, y pide a la Secretaría que abra el sistema elec-
trónico por tres minutos para proceder a la votación en lo
general y en lo particular del proyecto de decreto, en un so-
lo acto.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Hágan-
se los avisos a que se refiere el artículo 161 del Reglamen-
to Interior. Ábrase el sistema electrónico por tres minutos
para proceder a la votación en lo general y en lo particular
del proyecto de decreto, en un solo acto. (...)

Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva voz:

El diputado Alonso Adrián Juárez Jiménez (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Karina Martínez Cantú (desde la curul): A
favor.

El diputado Francisco Grajales Palacios (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Marcela Guerra Castillo (desde la curul): A
favor.



El diputado Juan Antonio Gordillo Reyes (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada María Isabel Maya Pineda (desde la curul):
A favor.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Presi-
dente: se emitieron en pro 354 votos, en contra 0 y absten-
ciones 2.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Aprobado
en lo general y en lo particular por 354 votos, el pro-
yecto de decreto que reforma el párrafo segundo del ar-
tículo 25 de la Ley General de Educación; pasa al Se-
nado para sus efectos constitucionales.

LEY GENERAL DE PROTECCION CIVIL

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: El siguien-
te punto del orden del día es la discusión del dictamen con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas dispo-
siciones de la Ley General de Protección Civil. En virtud
de que se encuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria,
consulte la Secretaría a la Asamblea si se dispensa la lectu-
ra del dictamen.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura del dicta-
men.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo por favor...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo por favor... Ma-
yoría por la afirmativa, diputado Presidente. Se dispen-
sa la lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Gobernación, y de
Asuntos Indígenas, con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones de la Ley General de Pro-
tección Civil

HONORABLE ASAMBLEA:

A las Comisiones Unidas de Gobernación y de Asuntos In-
dígenas de la LIX Legislatura les fue turnada para su estu-
dio, análisis y dictamen correspondiente la Minuta con pro-
yecto de decreto que reforma la Ley General de Protección
Civil.

Estas Comisiones Unidas con fundamento en lo dispuesto
por los artículos 72 y 73, fracción XXIX-I de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39 y 45 nu-
meral 6, incisos e) y f) y numeral 7, de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; así
como por los artículos 57, 60, 65, 87, 88, 90 y 93 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, y habiendo analizado el
contenido de la Minuta de referencia, someten a la consi-
deración de esta honorable Asamblea el presente dictamen,
basándose en los siguientes:

ANTECEDENTES

I. Con fecha 5 de diciembre de 2002, la Senadora Noe-
mí Zoila Guzmán Lagunes, integrante de la fracción
parlamentaria del Partido Revolucionario Institucional,
haciendo uso de la facultad que le confiere el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, presentó al Pleno de la Cámara
de Senadores, la Iniciativa con proyecto de Decreto de
reforma y adiciones a la Ley General de Protección Ci-
vil.

II. En la misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara
de Senadores dispuso que dicha iniciativa fuera turnada
a las Comisiones Unidas de Gobernación, Asuntos Indí-
genas y de Estudios Legislativos, Segunda.

III. En sesión del 11 de noviembre de 2004, las comi-
siones dictaminadoras presentaron a consideración del
Pleno de la Cámara de Senadores el proyecto corres-
pondiente para su primera lectura, siendo aprobado el
23 de noviembre de 2004, por 87 votos a favor y 1 abs-
tención.

IV. El día 25 de noviembre de 2004, el Pleno de la Cá-
mara de Diputados recibió la Minuta de referencia tur-
nándose a las Comisiones Unidas de Gobernación y
Asuntos Indígenas para su estudio y dictamen.
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V. En sesión del 20 de abril de 2005 se sometió a consi-
deración de los miembros de la Comisión de Goberna-
ción el dictamen respectivo, siendo aprobado.

VI. En sesión plenaria de la Comisión de Asuntos Indí-
genas se sometió a consideración de los integrantes de
la misma el dictamen respectivo, habiendo sido aproba-
do por.

Establecidos los antecedentes, los miembros de las Comi-
siones Unidas de Gobernación y de Asuntos Indígenas de
la LIX Legislatura de la Cámara de Diputados que suscri-
ben el presente dictamen, exponemos las siguientes:

CONSIDERACIONES

A. En lo General

1. Que la diversidad de condiciones geográficas y cli-
máticas de nuestro país lo hacen proclive a sufrir desas-
tres naturales de manera recurrente; huracanes, sequías,
ciclones, lluvias torrenciales, heladas, inundaciones, sis-
mos y deslaves se presentan a todo lo largo y ancho del
territorio nacional dejando a su paso efectos destructo-
res que dañan a la población y a su patrimonio.

2. Que hay sectores de la sociedad que resienten en ma-
yor medida los efectos negativos de un desastre natural
y que el Estado debe atenderles de manera prioritaria.

3. Que los indígenas y los migrantes se encuentran en si-
tuación de vulnerabilidad, ya sea por que se establecen
en centros de trabajo de manera temporal, porque resi-
den en comunidades muy pobres y de escasa infraes-
tructura, o porque se asientan en comunidades rurales
muy alejadas o dispersas entre otras razones.

4. Que el apartado B del artículo 2 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos señala que la
Federación, los Estados y los Municipios, deberán esta-
blecer instituciones y determinar políticas públicas -di-
señadas y operadas conjuntamente con los pueblos indí-
genas- para garantizar la vigencia de sus derechos y el
desarrollo integral de sus comunidades, a fin de promo-
ver la igualdad de oportunidades y eliminar cualquier
práctica discriminatoria hacia ellos.

5. Que el mismo apartado B, en su fracción VIII obliga
a los tres niveles de gobierno a:

VIII. Establecer políticas sociales para proteger a los
migrantes de los pueblos indígenas, tanto en el terri-
torio nacional como en el extranjero, mediante ac-
ciones para garantizar los derechos laborales de los
jornaleros agrícolas; mejorar las condiciones de sa-
lud de las mujeres; apoyar con programas especiales
de educación y nutrición a niños y jóvenes de fami-
lias migrantes; velar por el respeto de sus derechos
humanos y promover la difusión de sus culturas.

6. Que estas Comisiones Unidas expresan su compro-
miso de cumplir cabalmente con el artículo segundo
transitorio del Decreto por el que se reforman los artí-
culos 1°, 2°, 4°, 18° y 115° de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 14 de agosto de 2001, que
ordena al Congreso de la Unión adecuar las leyes fede-
rales a fin de reglamentar estas reformas.

7. Que la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos en su artículo 73 fracción XXIX-I establece
una competencia concurrente a nivel federal, local y
municipal en materia de protección civil.

8. Que el Sistema Nacional de Protección Civil y los sis-
temas de las Entidades Federativas, del Distrito Federal
y de los Municipios que lo complementan, han logrado
articular una red institucional con capacidad de coordi-
nación y respuesta en los casos de emergencia o desas-
tre, dotada de agilidad y eficiencia;

9. Que estas Comisiones dictaminadoras se suman a la
preocupación de la Colegisladora, respecto a la necesi-
dad de arraigar la cultura de la protección civil entre los
grupos pluriculturales que componen a la sociedad me-
xicana.

10. Que el propósito central del proyecto objeto del pre-
sente dictamen es que los sistemas de protección civil y
sus programas; la definición, la ejecución y la difusión
de las acciones de prevención y atención de desastres; la
asesoría de la Secretaría de Gobernación; los convenios
de coordinación que sobre la materia celebren la Fede-
ración y las entidades federativas; y los acuerdos que en
materia de protección civil se emitan, tomen en cuenta
los usos y costumbres de los pueblos y comunidades in-
dígenas, así como criterios etnolingüisticos de los mis-
mos.



B. Valoración de la Minuta.

1. Que esta Comisiones dictaminadoras consideran po-
sitivo que los pueblos y comunidades indígenas se su-
men a las acciones de protección civil para que éstas se
realicen en forma coordinada por los poderes federales
y los gobiernos de los Estados y los Municipios, en tér-
minos del artículo 5 del proyecto.

2. Que es trascendental que se incorpore a las comuni-
dades indígenas a las tareas de educación en materia de
protección civil realizando simulacros de auxilio y eva-
cuación, como se propone en la reforma de la fracción
II del artículo 10 de la Ley General de Protección Civil.

3. Que las Comisiones dictaminadoras reconocemos la
conveniencia no sólo de crear sistemas de información
que permitan prever y prepararnos mejor en la eventua-
lidad de un desastre natural, sino de darlos a conocer
con toda oportunidad a la ciudadanía que pudiera ser
víctima de estos fenómenos. En este sentido, la difusión
bilingüe de las campañas y programas de protección ci-
vil en las comunidades indígenas y la participación de
las mismas en su planeación y ejecución resulta de vital
importancia por lo que celebramos las reformas pro-
puestas las fracciones VI del artículo 12, III del artículo
16 y las adiciones de la fracción VII del artículo 10, y al
artículo 13, todos de la Ley General de Protección Civil.

4. Que la Ley General de Planeación, en su artículo 26,
considera a los programas especiales como aquellos que
se refieren a las prioridades de desarrollo integral del
país, fijados en el Plan Nacional de Desarrollo o a las
actividades relacionadas con dos o más dependencias de
la Administración Pública Federal.

5. Que en este sentido, la adición de la fracción III al ar-
tículo 28 propone la elaboración de programas especia-
les de protección civil cuando se trate de zonas de atrac-
ción masiva de trabajadores migrantes.

6. Que este planteamiento cumple con los requisitos pa-
ra que estos programas sean considerados como espe-
ciales, de acuerdo a lo prescrito en el artículo 26 de la
Ley General de Planeación, y que sin duda su aplicación
redundará en el mejoramiento de las condiciones de tra-
bajo de los migrantes.

7. Que estas Comisiones dictaminadoras consideran po-
sitivo que la Federación, sin perjuicio de lo que señalen

las disposiciones locales para los Estados y Municipios,
impulse acciones de recuperación de viviendas, centros
ceremoniales y áreas productivas tratándose de comuni-
dades indígenas que se vean afectadas por desastres na-
turales.

C. Modificaciones a la Minuta.

1. Que las reformas a la fracción VII del artículo 10 y al
artículo 33 de la Ley General de Protección Civil se
consideran positivas, por lo que las modificaciones que
se hacen al texto enviado por la Colegisladora son sólo
con la finalidad de mejorar su redacción y por razones
de técnica legislativa.

2. Que a juicio de estas Comisiones dictaminadoras el
obligar a la Secretaría de Gobernación a traducir la de-
claratoria de emergencia a las lenguas indígenas que co-
rrespondan -siendo que no cuenta con capacidad técni-
ca para llevar a cabo esta tarea- haría perder tiempo
valioso ante la inminencia de un desastre natural y ante
la importancia de advertir oportunamente del peligro a
la población, por lo que consideramos que es necesario
modificar la redacción del párrafo que se propone adi-
cionar al artículo 33 de la Ley General de Protección Ci-
vil para que sólo la difusión de la declaratoria de emer-
gencia sea en lenguas indígenas, y no sea necesario
traducir el documento técnico que emite la Secretaría de
Gobernación y que se publica en el Diario Oficial de la
Federación.

3. Finalmente, estas Comisiones dictaminadoras consi-
deran viables las modificaciones propuestas por la Co-
legisladora, basados en el compromiso del Estado mexi-
cano de garantizar que los individuos, pueblos y
comunidades indígenas, obtengan beneficios de las di-
versas acciones de protección civil y que les permitan
prevenir y atender los efectos ocasionados por fenóme-
nos naturales destructivos.

Por lo anteriormente expuesto, los diputados integrantes de
las Comisiones Unidas de Gobernación y de Asuntos Indí-
genas, sometemos a consideración del Pleno de esta hono-
rable Asamblea el siguiente proyecto de:

DECRETO QUE REFORMA LA LEY GENERAL DE
PROTECCIÓN CIVIL.

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforman el artículo 5; la frac-
ción II del artículo 10; la fracción VI del artículo 12; y la
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fracción III del artículo 16; y se adiciona una fracción VII
al artículo 10, pasando las actuales fracciones VII y VIII, a
ser las fracciones VIII y IX; un tercer párrafo al artículo 13;
una fracción III al artículo 28; una fracción IV al artículo
30, recorriéndose la actual fracción IV, para ser la fracción
V; y un segundo párrafo al artículo 33, recorriéndose el or-
den del subsecuente, todos de la Ley General de Protección
Civil para quedar de la siguiente manera:

Artículo 5.- Los Poderes Legislativo y Judicial de la Unión,
los gobiernos de los estados, el Distrito Federal y los mu-
nicipios, así como la población que colabora con las de-
pendencias del Ejecutivo Federal y aquella que pertenez-
ca a pueblos y comunidades indígenas, se podrán sumar
para que las acciones de protección civil se realicen en for-
ma coordinada y eficaz.

Artículo 10.- ...

...

...

I. ...

II. La ejecución de simulacros de auxilio y evacuación en
los lugares de mayor afluencia de público, principalmente
en: oficinas públicas, planteles educativos, edificios priva-
dos e instalaciones industriales, comerciales y de servicios;
así como en zonas rurales y comunidades indígenas.

III. a VI. ...

VII. La traducción a la lengua indígena que correspon-
da y la difusión bilingüe de las campañas, los acervos y
los programas a que se refieren las fracciones III, IV, V,
y VI, en los órdenes Federal, Estatal y Municipal, cuan-
do la población mayoritaria no hable español o cuando
existan comunidades indígenas en su territorio. En to-
do tiempo, se deberán considerar las características de
dichas comunidades, así como sus usos y costumbres.

VIII. El desarrollo y aplicación de medidas, programas e
instrumentos económicos para fomentar, inducir e impul-
sar la inversión y participación de los sectores social y pri-
vado en la promoción de acciones de prevención, inclu-
yendo los mecanismos normativos y administrativos; y

IX. Llevar a cabo los proyectos, los estudios y las inver-
siones necesarias para ampliar y modernizar la cobertura

de los sistemas de mediación de los distintos fenómenos
naturales y antropogénicos que provoquen efectos pertur-
badores. Establecer líneas de acción y mecanismos de in-
formación y telecomunicaciones especialmente a nivel mu-
nicipal.

Artículo 12.- ...

...

I a V. ...

VI. Asesorar y apoyar a las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal, a los gobiernos de las en-
tidades federativas y de los municipios, así como a otras
instituciones de carácter social y privado, incluyendo a las
comunidades indígenas, en materia de protección civil.

VII a XIX. ...

Artículo 13.- ...

...

Al celebrarse los convenios de coordinación, así como
los acuerdos y resoluciones a que hacen referencia los
párrafos anteriores, se deberán tomar en cuenta los
usos y costumbres de las comunidades indígenas, cuan-
do así proceda.

Artículo 16.- ...

I y II. ...

III. Convocar, coordinar y armonizar, con pleno respeto a
sus respectivas soberanías, la participación de las entidades
federativas, y por conducto de éstas, de los municipios, así
como de los diversos grupos sociales locales organizados
y de las comunidades indígenas, en la definición y ejecu-
ción de las acciones que se convenga realizar en materia de
protección civil.

IV a IX. ...

Artículo 28. ...

I. ...

II. ...



III. Se trate de zonas de atracción masiva de trabaja-
dores migrantes.

Artículo 30.- ...

I. a III. ...

IV. En caso de que la emergencia o desastre haya ocu-
rrido en algún centro de población mayoritariamente
indígena, impulsar acciones de recuperación de vivien-
das, centros ceremoniales y áreas productivas, para re-
establecer las condiciones que aseguren sustentabilidad
de sus prácticas de producción y de vida.

V. Los demás que determinen las leyes, reglamentos y de-
más disposiciones administrativas.

Artículo 33.- ...

Cuando se prevea que el posible desastre impactará a
comunidades indígenas, la difusión de la declaratoria
de emergencia se hará en forma bilingüe, con el objeto
de que dichas comunidades reciban la información en
la lengua que en cada caso corresponda. Para tal efec-
to, los gobiernos locales y municipales apoyarán a la Se-
cretaría de Gobernación en el ámbito de sus competen-
cias.

...

TRANSITORIO

PRIMERO.- El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fede-
ración.

Palacio Legislativo de San Lázaro.- México, Distrito Federal, a los
veinte días del mes de abril de dos mil cinco.

La Comisión de Gobernación, diputados: Julián Angulo Góngora
(rúbrica), Presidente; David Hernández Pérez (rúbrica), Yolanda Gua-
dalupe Valladares Valle, Claudia Ruiz Massieu Salinas (rúbrica), Da-
niel Ordóñez Hernández (rúbrica), Maximino Alejandro Fernández
Ávila (rúbrica), secretarios; José Porfirio Alarcón Hernández, Patricia
Garduño Morales (rúbrica), Fernando Álvarez Monje (rúbrica), José
González Morfín, Omar Bazán Flores, Jesús Porfirio González
Schmal, Pablo Bedolla López (rúbrica), Héctor Humberto Gutiérrez de
la Garza (rúbrica), Pablo Alejo López Núñez (rúbrica), José Luis Brio-
nes Briseño (rúbrica), José Sigona Torres, Socorro Díaz Palacios, Gui-

llermo Martínez Nolasco (rúbrica), Luis Eduardo Espinoza Pérez,
Margarita Saldaña Hernández (rúbrica), Gonzalo Moreno Arévalo (rú-
brica), Consuelo Muro Urista (rúbrica), Federico Madrazo Rojas (rú-
brica), Miguelángel García-Domínguez, Hugo Rodríguez Díaz (rúbri-
ca), José Agustín Roberto Ortiz Pinchetti, María Sara Rocha Medina
(rúbrica), José Eduviges Nava Altamirano, Sergio Vázquez García (rú-
brica).

La Comisión de Asuntos Indígenas, diputados: Javier Manzano Sa-
lazar (rúbrica), Presidente; Ángel Paulino Canul Pacab (rúbrica), Sofía
Castro Ríos (rúbrica), Huberto Aldaz Hernández (rúbrica), secretarios;
José Luis Cabrera Padilla (rúbrica), Marbella Casanova Calam (rúbri-
ca), César Antonio Chávez Castillo (rúbrica), Abdallán Guzmán Cruz,
Bernardino Ramos Iturbide (rúbrica), Ubaldo Aguilar Flores, Emilio
Badillo Ramírez (rúbrica), José Lamberto Díaz Nieblas, Teófilo Ma-
nuel García Corpus, José Guzmán Santos, Luis Felipe Madrigal Her-
nández, Gerardo Montenegro Ibarra, Roberto Pedraza Martínez (rúbri-
ca), Benjamín Sagahón Medina (rúbrica), Marcelo Tecolapa Tixteco
(rúbrica), Jorge Baldemar Utrilla Robles, Florencio Collazo Gómez,
José Irene Álvarez Ramos (rúbrica), Margarita Chávez Murguía (rú-
brica), Luis Andrés Esteva Melchor (rúbrica), Rocío Guzmán de Paz
(rúbrica), Evangelina Pérez Zaragoza (rúbrica), Lorena Torres Ramos
(rúbrica), Sergio Vázquez García, José Jesús Vázquez González (rú-
brica), Leonardo Álvarez Romo.»

Es de segunda lectura.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Esta Presi-
dencia informa que no tiene oradores registrados, por lo
que el dictamen se considera suficientemente discutido. Se
pide a la Secretaría que abra el sistema electrónico por tres
minutos para proceder a la votación del artículo único.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
Háganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Re-
glamento Interior. Ábrase el sistema electrónico por tres
minutos para proceder a la votación del artículo único. Se
recuerda a las señoras diputadas y a los señores diputados
que los reportes de fallas del sistema electrónico deben ha-
cerse antes que transcurra el tiempo para la votación: una
vez cerrado el sistema, no se aceptará ningún voto. (...) 

Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva voz:

El diputado Alonso Adrián Juárez Jiménez (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Karina Martínez Cantú (desde la curul): A
favor.
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El diputado Francisco Grajales Palacios (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Marcela Guerra Castillo (desde la curul): A
favor.

El diputado Juan Antonio Gordillo Reyes (desde la cu-
rul): A favor.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
Diputado Presidente, informo a usted que se han emitido
360 votos en pro, 0 abstenciones y 0 en contra.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Gracias,
secretaria. Aprobado en lo general y en lo particular por
360 votos, el proyecto de decreto que reforma y adicio-
na diversas disposiciones de la Ley General de Protec-
ción Civil; se devuelve al Senado para los efectos del in-
ciso e) del artículo 72 de nuestra Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos. 

ARTICULO 1o. CONSTITUCIONAL

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: El siguien-
te punto del orden del día es la discusión del dictamen con
proyecto de decreto que reforma el artículo 1o., párrafo
tercero, de nuestra Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos. En virtud de que se encuentra publica-
do en la Gaceta Parlamentaria, consulte la Secretaría a la
Asamblea si se dispensa la lectura del dictamen.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura del dicta-
men.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo... Mayoría
por la afirmativa, diputado Presidente. Se dispensa la
lectura. 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales, con
proyecto de decreto que reforma el artículo 1o., párrafo ter-
cero, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Puntos Constitucionales de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión, le fue tur-
nada para su estudio y dictamen, la Minuta con Proyecto
de Decreto que reforma el artículo 1º, párrafo tercero
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, por la Presidencia de la Mesa Directiva de esta Cá-
mara de Diputados. 

Conforme a las facultades conferidas a las Comisiones por
los artículos 39, 44, 45 y demás relativos de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, así como 60, 65, 87, 88, 93 y demás aplicables del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General,
se presenta el siguiente:

DICTAMEN

I. Del Proceso Legislativo

A. En sesión pública celebrada por la Cámara de Senado-
res del honorable Congreso de la Unión, el día 22 de sep-
tiembre de 2005, el senador Adalberto Arturo Madero Qui-
roga del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
presentó la Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que
se reforma el artículo 1º, párrafo tercero de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

B. Con fecha 22 de septiembre de 2005 fue aprobado, en
Sesión de las Comisiones de Puntos Constitucionales y de
Estudios Legislativos Segunda, de la honorable Cámara de
Senadores, el dictamen de la iniciativa enunciada en el in-
ciso anterior en los términos siguientes: Proyecto de De-
creto por el que se propone reformar el artículo 1º, pá-
rrafo tercero, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, para incorporar el término �disca-
pacidades �en lugar de �capacidades diferentes�.

C. En sesión pública celebrada por el Pleno de la Colegis-
ladora, el 29 de noviembre de 2005, fue aprobado por ésta
el dictamen enunciado.

D. Recibida la Minuta con Proyecto de Decreto que re-
forma el artículo 1º, párrafo tercero de la Constitución



Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, el 1° de
diciembre de 2005, el Presidente de la Mesa Directiva, en
uso de las facultades legales y reglamentarias que tiene
atribuidas, acordó dar a la misma trámite de recibo y orde-
nó su turno a la Comisión de Puntos Constitucionales, pa-
ra el estudio y elaboración del dictamen correspondiente.

E. En reunión de la Comisión de Puntos Constitucionales
celebrada el día 5 de abril del año dos mil seis, existiendo
el quórum reglamentario, fue aprobado el presente dicta-
men por lo que se pone a consideración de esta Soberanía
para su discusión y eventual aprobación. 

II. Materia de la Minuta.

La Minuta objeto del presente dictamen propone reformar
el artículo 1º, párrafo tercero de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, a efecto de que se modifi-
que el término �capacidades diferentes� por �discapacida-
des� con la finalidad de brindar a las personas con disca-
pacidad el derecho a una vida digna, libre, en condiciones
de equidad, que les permita desarrollar sus habilidades y
capacidades a fin de integrarse a la sociedad y de poder dis-
frutar de los satisfactores básicos que ésta genera. 

III. Valoración de la Minuta 

En el dictamen aprobado por el Senado de la República se
aprecia como objeto primario de la reforma constitucional
propuesta establecer, con claridad, un concepto a efecto de
precisar con toda objetividad las características propias de
las personas con discapacidad y, de este modo, promover la
tolerancia, el respeto a la diversidad e igualdad en sus de-
rechos y conocimientos. 

Asimismo, tal objetivo comprende también la finalidad de
homologar el término �discapacidad� de conformidad con
la Ley General de las Personas con Discapacidad.

Tanto en la Minuta senatorial como en la iniciativa que lo
origina se precisa que la Organización Mundial de la Salud
reconoce la diferencia entre los términos �deficiencia�,
�discapacidad� y �minusvalía�, con los cuales de manera
indistinta se refieren hacia este grupo de personas, lo cual
genera confusiones e imprecisiones para efecto de preser-
var y hacer valer sus derechos.

Cabe destacar que de acuerdo con la Organización Mundial
de la Salud, se entiende por deficiencia a toda pérdida o

anormalidad de una estructura o función psicológica o ana-
tómica; discapacidad es toda aquella restricción o ausencia,
debido a una deficiencia en la capacidad de realizar una ac-
tividad en la forma o dentro del margen que se considera
normal para un ser humano y la cual es causada o agrava-
da por el entorno económico y social, y la minusvalía es
considerada como una situación desventajosa para un indi-
viduo determinado, consecuencia de una deficiencia o dis-
capacidad que limita o impide el desempeño de un rol que
es normal en su caso, y la cual depende de la edad, sexo y
factores sociales y culturales.

En concordancia con el organismo citado en el párrafo an-
terior las �capacidades diferentes� las tenemos todos y en
algún aspecto todos somos discapacitados si no aplicamos
manuales de evaluación. Es por ello que en concordancia
con los conceptos anteriormente citados el término correc-
to a utilizar es el de �persona con discapacidad�, preci-
sando el tipo de discapacidad ya sea mental, intelectual,
sensorial o motriz.

De la exposición del iniciante y de los razonamientos de las
dictaminadoras senatoriales es menester actualizar nuestra
Carta Magna para que ésta contenga definiciones claras y
precisas para referirse a las personas que padecen algún ti-
po de discapacidad y que pueden preservar y hacer valer
sus derechos fundamentales.

No obstante lo anterior, en nuestro país existen más de dos
millones de personas con discapacidad que necesitan un
marco jurídico que defina con claridad y precisión sus ca-
racterísticas que los diferencie de los demás grupos socia-
les y con ello reafirmar que las personas con discapacidad
nos aportan mucho en cuanto a su trabajo, creatividad, ap-
titudes y destreza física y mental porque constituyen un
apoyo importante para el crecimiento económico de nues-
tro país y es necesario brindarles los elementos jurídicos y
sociales para que en condiciones de igualdad demuestren
sus capacidades y habilidades.

Los integrantes de la Comisión que dictamina, coincidimos
con la conveniencia y naturaleza de los objetivos buscados
en el dictamen aprobado por el Senado de la República. 

Por lo anteriormente expuesto, las diputadas y diputados
integrantes de la Comisión de Puntos Constitucionales, nos
permitimos someter a la consideración del Pleno de la Cá-
mara de Diputados la aprobación del siguiente:
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PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE RE-
FORMA EL ARTÍCULO 1o., PÁRRAFO TERCERO
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTA-
DOS UNIDOS MEXICANOS.

Artículo Único.- Se reforma el Artículo 1o., Párrafo Ter-
cero de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para quedar comos sigue:

Artículo 1o. �
�

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen
étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades,
la condición social, las condiciones de salud, la religión,
las opiniones, las preferencias, el estado civil o cualquier
otra que atente contra la dignidad humana y tenga por ob-
jeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las
personas.

TRANSITORIO

ÚNICO.- La presente reforma entrará en vigor al día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, a los 5 días del mes
de abril del 2006.

La Comisión de Puntos Constitucionales, diputados: Ernesto Alar-
cón Trujillo (rúbrica); Sergio Álvarez Mata (rúbrica); Francisco Anto-
nio Astiazarán Gutiérrez (licencia), secretario; Federico Barbosa Gu-
tiérrez (rúbrica); Ángel Augusto Buendía Tirado (rúbrica); Enrique
Burgos García (rúbrica); Víctor Manuel Camacho Solís; Horacio Duar-
te Olivares; Enrique Ariel Escalante Arceo (rúbrica); Francisco Cuauh-
témoc Frías Castro (rúbrica), Presidente; Miguelángel García-Domín-
guez; Luis Antonio González Roldán (rúbrica), secretario; J. Jesús
Lomelí Rosas (rúbrica), secretario; Pablo Alejo López Núñez; Luis
Maldonado Venegas (rúbrica), secretario; Germán Martínez Cázares;
Antonio Morales de la Peña (rúbrica), secretario; Arturo Nahle García
(rúbrica), secretario; Janette Ovando Reazola; Aníbal Peralta Galicia
(rúbrica); Jorge Luis Preciado Rodríguez (rúbrica); Laura Reyes Reta-
na Ramos (rúbrica); Rogelio Humberto Rueda Sánchez (rúbrica);
Claudia Ruiz Massieu Salinas (rúbrica); Jorge Leonel Sandoval Figue-
roa (rúbrica); Leticia Socorro Userralde Gordillo; Marisol Vargas Bár-
cena (rúbrica), secretaria; Pedro Vázquez González (rúbrica), secreta-
rio; Emilio Zebadúa González. »

Es de segunda lectura.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: La Presi-
dencia informa a la Asamblea que no tiene oradores regis-
trados, por lo que el dictamen se considera suficientemen-
te discutido, y pide a la Secretaria que abra el sistema
electrónico por tres minutos para proceder a la votación en
lo general y en lo particular del proyecto de decreto.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Regla-
mento Interior. Ábrase el sistema electrónico por tres mi-
nutos para proceder a la votación en lo general y en lo
particular del proyecto de decreto. Se recuerda a las seño-
ras diputadas y a los señores diputados que los reportes de
fallas del sistema electrónico deben hacerse antes que
transcurra el tiempo para la votación: una vez cerrado el
sistema, no se aceptará ningún voto.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Esta Presi-
dencia da la más cordial bienvenida a integrantes de la Re-
volución Blanca, invitados del diputado Emilio Serrano.
Sean bienvenidos. También, esta Presidencia da la más cor-
dial bienvenida a alumnos de la Universidad de América
Latina, de Xalapa, Veracruz, invitados por los diputados:
Miguel Ángel Llera Bello y Diego Palmero Andrade. Bien-
venidos.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Cié-
rrese el sistema electrónico. De viva voz:

El diputado Alonso Adrián Juárez Jiménez (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Karina Martínez Cantú (desde la curul): A
favor.

El diputado Francisco Grajales Palacios (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Marcela Guerra Castillo (desde la curul): A
favor.

El diputado Juan Antonio Gordillo Reyes (desde la cu-
rul): A favor.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Se-
ñor Presidente: se emitieron 348 votos en pro, 1 en contra
y 1 abstención.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Gracias,
secretaria. Aprobado en lo general y en lo particular por



348 votos, el proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 1o., párrafo tercero, de nuestra Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; pasa a las Legislatu-
ras de los estados para sus efectos constitucionales.

ARTICULO 76 Y 89 CONSTITUCIONALES

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: El siguien-
te punto del orden del día es la discusión del dictamen con
proyecto de decreto que reforma el artículo 76, fracción I,
y el artículo 89, fracción X, de nuestra Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos. En virtud de que se
encuentra publicado en la Gaceta Parlamentaria, consulte
la Secretaría a la Asamblea si se dispensa la lectura del dic-
tamen.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Por ins-
trucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea, en
votación económica, si es de dispensarse la lectura del dic-
tamen.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo por favor...

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa... Ma-
yoría por la afirmativa, diputado Presidente. Se dispen-
sa la lectura. 

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Puntos Constitucionales, con
proyecto de decreto que reforma los artículos 76, fracción
I; y 89, fracción X, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Puntos Constitucionales, le fue turnada
para su estudio y dictamen, y para opinión a la Comisión
de Relaciones Exteriores de la Cámara de Diputados del
honorable Congreso de la Unión, la Minuta proyecto de
decreto que reforma la fracción I del artículo 76 y la
fracción X del artículo 89 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39, 45 y
demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso General

de los Estados Unidos Mexicanos, así como 60, 65, 87, 88,
93 y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General, sometemos a consideración
de esta honorable Asamblea el siguiente:

DICTAMEN

I. Del Proceso Legislativo

A) En sesión celebrada en fecha 06 de diciembre de 2005
por la Cámara de Senadores del honorable Congreso de la
Unión, las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales,
De Relaciones Exteriores, Organismos Internacionales; Es-
tudios Legislativos y Estudios Legislativos Primera, pre-
sentaron el dictamen con proyecto de decreto por el que se
reforma la fracción I del artículo 76 y la fracción X del ar-
tículo 89 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. En la precitada sesión, el Pleno de la honora-
ble Cámara de Senadores discutió y aprobó el dictamen en
comento.

B) Con fecha 06 de diciembre de 2005, la honorable Cá-
mara de Senadores envió a esta honorable Cámara de Di-
putados, la Minuta Proyecto de Decreto por el que se re-
forma la fracción I del artículo 76 y la fracción X del
artículo 89 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos.

C) En sesión celebrada el 08 de diciembre de 2005, la ho-
norable Cámara de Diputados del Congreso de la Unión,
dio trámite de recibo a la referida minuta y por conducto de
su Presidente ordenó turnarla a la Comisión de Puntos
Constitucionales para su estudio y dictamen y para opinión
a la Comisión de Relaciones Exteriores.

D) En sesión del Pleno de la Comisión de Puntos Constitu-
cionales, celebrada el 05 de abril de 2006, se dio trámite de
recibo correspondiente a la Minuta antes enunciada.

E) Con fecha 05 de abril del año 2006, en sesión de la Co-
misión de Puntos Constitucionales, existiendo el quórum
reglamentario, fue aprobado el presente dictamen, por lo
que se pone a consideración de esta Soberanía para su dis-
cusión y resolución constitucional.

II. Materia de la Minuta.

La Minuta materia del presente dictamen tiene como obje-
tivo facultar al Senado de la República, para que apruebe
las denuncias, suspensiones o cualesquiera modificaciones
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que el Ejecutivo Federal haga de los Tratados Internacio-
nales, y otros instrumentos de derecho internacional, así
como para aprobar instrumentos internacionales de diver-
sas denominaciones pero idéntica naturaleza de los Trata-
dos Internacionales.

Para lo que propone modificar el texto constitucional a fin
de otorgar la facultad expresa para aprobar los tratados in-
ternacionales y convenciones diplomáticas que el Ejecuti-
vo Federal suscriba, así como su decisión de terminar, de-
nunciar, suspender, modificar, enmendar, retirar reservas y
formular declaraciones interpretativas sobre los mismos.

III. Valoración de la Minuta.

Un Tratado Internacional se define como un convenio ce-
lebrado por escrito entre dos o más sujetos del derecho in-
ternacional, que busca generar efectos entre las partes y es
regido por el ordenamiento jurídico internacional.

Todo Tratado que celebre nuestro país, que cumpla con los
requisitos mencionados, será un Tratado Internacional, in-
dependientemente de la denominación particular que reci-
ba: Tratado, convenio, pacto, convención, acuerdo, com-
promiso, concordato, memoranda, o protocolo, solamente
por mencionar algunos de los términos mas utilizados.

Los Tratados Internacionales, se han convertido en la prin-
cipal fuente de obligaciones internacionales, en donde a
través de una manifestación de la voluntad, los sujetos in-
ternacionales se vinculan a una normativa internacional de-
terminada.

Por otro lado, la mayor parte de los Tratados se celebran
entre Estados, sin embargo, también celebran Tratados con
otros sujetos del derecho internacional, como son los orga-
nismos internacionales.

En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, existen tres artículos que regulan el procedimiento pa-
ra la celebración de Tratados: el artículo 89 fracción X, que
otorga al Presidente de la República la facultad de celebrar
tratados internacionales; el artículo 76, fracción I, que con-
cede al Senado de la República la facultad de aprobar los
tratados y las convenciones diplomáticas; y el 133, que es-
tablece que los tratados son Ley Suprema de toda la Unión,
siempre que hubieran sido aprobados por el Senado y estén
de acuerdo con la propia Constitución.

Así, tenemos que el procedimiento para interiorizar un ins-
trumento internacional, como un Tratado, consiste prime-
ramente en la celebración de dicho instrumento por el Pre-
sidente de la República, seguido de la aprobación del
Senado, cuyas obligaciones contraídas no pueden contra-
decir la Constitución. Una vez cubiertos tales requisitos,
procede su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción para adquirir validez.

Sin embargo, los avances que en la materia se han dado y
de la gran experiencia que tiene nuestro sistema congresio-
nal en la materia, consideramos que la regulación actual no
es suficiente en varios aspectos, de los cuales, se pretende
centrar en dos de ellos: a). La facultad del Senado para
aprobar todos aquellos instrumentos internacionales que
suscriba el Presidente y obliguen al Estado Mexicano; b).
Establecer un nuevo marco para la fase conclusiva o de de-
nuncia de los Tratados.

En nuestro país, el derecho internacional ocupa un lugar
muy importante en la tradición jurídica nacional, realizán-
dose valiosas aportaciones con doctrinas y principios que
han enriquecido el espectro normativo universal.

Recientemente, y al respecto de la jerarquía normativa, la
Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha manifestado
en el sentido de que las normas internacionales que se
adopten por México tendrán una jerarquía superior a la de
las leyes nacionales, pero nunca inferior que la propia
Constitución (SCJN, Pleno 28 de octubre de 1999, amparo
en revisión número 1475/198,: Semanario Judicial de la
Federación y su Gaceta. Época: Novena Época. Tomo X,
Noviembre de 1999. Tesis: P. LXXVII/99, Página: 46. Tesis
Aislada). 

La definición que ahora asume el Poder Judicial en cuanto
al orden de la pirámide legislativa, al abandonar el criterio
sustentado en la tesis P C/92, de diciembre de 1992, según
el cual �las leyes federales y Tratados internacionales tie-
nen la misma jerarquía normativa�, no es suficiente para
explicar el sentido que para la Constitución tiene la idea de
�Tratado�, toda vez que ésta se refiere a ellos de distintas
maneras en el artículo 76, fracción I, así como en el Artí-
culo 89, fracción X, al igual que en el artículo 133.

El primero de los preceptos jurídicos citados habla de �Tra-
tados internacionales y convenciones diplomáticas�; el se-
gundo se refiere a los �Tratados internacionales�; y el últi-
mo únicamente menciona la noción de �Tratados�; lo que



implica que nuestro código fundamental se refiere a una
misma figura jurídica de tres modos distintos.

Como consecuencia de esta indefinición, encontramos ins-
trumentos jurídicos internacionales que la ley secundaria
no les da o no les quiere dar el carácter de Tratados o con-
venciones, no obstante que trascienden en la esfera de obli-
gaciones del Estado Mexicano, y a pesar de que el derecho
internacional, como lo señalé previamente, estipula que to-
do Tratado que celebre un Estado, que cumpla con los re-
quisitos de ser un acuerdo celebrado por escrito entre dos
o más sujetos del derecho internacional, que busca gene-
rar efectos entre las partes, y que es regido por el ordena-
miento jurídico internacional, será un Tratado Internacio-
nal, independientemente de la denominación particular
que reciba.

De ahí que nuestra preocupación tiene precedentes, pues a
la fecha, y de manera constante, el propio Ejecutivo Fede-
ral y algunas de sus dependencias, celebran los llamados
�convenios ejecutivos� y �acuerdos interinstitucionales�
sin la aprobación del Senado, evadiendo la intervención de
esta Cámara en materia de política exterior, aún cuando los
asuntos que se abordan resulten sensibles para los intereses
de nuestro país.

Desde el punto de vista material, estos instrumentos cons-
tituyen verdaderos Tratados, sólo que gozan de un procedi-
miento de creación que elude la ratificación parlamentaria,
en contra de todo proceso lógico y coherente de adopción
de principios internacionales para aplicarlos en nuestro pa-
ís, trasvolando el esquema de los �ejecutive agreements�
norteamericanos, que se han concebido para eludir al Se-
nado en su tramitación.

Lo anterior genera un conflicto grave. Verifica una clara
violación a los principios jurídicos de la materia, entre los
que se encuentran las funciones y competencias entre los
órganos estatales, así como la coherencia que deben guar-
dar nuestras normas con el derecho internacional contraí-
do. 

Es decir, contraer obligaciones internacionales sin el debi-
do control procedimental, redundan en el peligro latente
que representa el hecho de no contar con mecanismos me-
diante los cuales las normas internacionales pasan a formar
parte del derecho interno, así como los mecanismos de
aplicación y ejecución de los preceptos jurídicos adopta-
dos.

No por nada, desde 1857 se ha venido planteando la nece-
sidad de definir entre Tratados y otros instrumentos, que
igualmente crean obligaciones al Estado en el ámbito in-
ternacional, a fin de que el Ejecutivo no eluda la participa-
ción del Legislativo. 

El antecedente de la distinción entre Tratado y Convenio lo
encontramos en la Constitución de 1857, pues en la revi-
sión de su articulo 11, en la sesión del 8 de octubre de
1856, Francisco Zarco propuso la inserción del término
Convenciones, ya señaló que en el pasado: �con el nombre
de Convenciones, los gobiernos constitucionales han cele-
brado pactos que son verdaderos Tratados estos pactos se
han escapado de la revisión del Congreso de una manera
abusiva y sólo porque la Constitución no empleaba la pala-
bra Convenciones�.

Es importante también, la participación del Diputado Ruiz
en dicho debate, pues el consideraba que la única forma de
evitar los abusos del Ejecutivo, era que el Congreso no só-
lo tuviera la facultad de revisar y aprobar, sino dar bases
para los Tratados, Convenios y Convenciones que celebre
el Ejecutivo.

De lo anterior, se puede deducir que el Constituyente de
1857, no hizo una distinción material entre Tratado y Con-
venio (al Final se utilizó dicho término), sino más bien bus-
có que todo compromiso internacional, independientemen-
te de su denominación particular, fuera sujeto a la revisión
del Congreso, hoy el Senado de la República.

De ahí que el presente dictamen se proponga reformar la
fracción I del Artículo 76 constitucional, para que dentro
de las facultades exclusivas del Senado relacionadas con la
aprobación de instrumentos internacionales, se establezca
con precisión que abarcará la ratificación de Tratados in-
ternacionales.

Por otra parte, si bien es facultad del Legislativo el ratifi-
car los Tratados Internacionales, existe una clara limitante
que no le permite también denunciar los compromisos In-
ternacionales que adquiere México, cuando éstos ya no se-
an útiles para los intereses de nuestro país o, por otra par-
te, puedan llegar a lesionar gravemente tales intereses, al
momento de su aplicación.

El Senado de la República tiene el deber constitucional de
intervenir en todas las asignaturas del actuar internacional
de nuestra, nación, no con el ánimo de entrometerse o te-
ner injerencia en las labores o en las decisiones que el
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Ejecutivo tome en este respecto sino como contrapeso a las
posibles omisiones que pudiera cometer. Tiene la facultad
expresa de analizar la política exterior, de ratificar tratados,
así como otros asuntos relacionados, pero se ha observado
que entre tales prerrogativas no aparece una que debería
formar parte de este listado: la denuncia de los tratados. Di-
solver la pertenencia a un instrumento internacional debe
requerir más que el simple deseo del Ejecutivo para reti-
rarse de él. Los legisladores tenemos la obligación de des-
tacar el riesgo que puede asumir un Presidente cuando pier-
de de vista la responsabilidad y la autoridad que nuestra
Carta Magna otorga al Legislativo.

El examen de la política exterior es una de las potestades
más importantes de l Senado de la República, con implica-
ciones de gran alcance para la nación, por ello la denuncia
de los tratados internacionales debe quedar consagrada co-
mo una de sus atribuciones expresas en nuestra Carta Mag-
na. El Congreso ejerce hoy, en forma más vigorosa sus po-
deres y promueve con más eficacia sus perspectivas en
cuanto a nuestros compromisos con el exterior.

A este respecto, consideramos que el retiro de algún ins-
trumento multilateral, regional o bilateral requiere necesa-
riamente de la celebración de audiencias y debates al inte-
rior del Congreso, además de conllevar consultas serias
entre las ramas del Ejecutivo y del Legislativo, puesto que
la falta de acción del Senado en este respecto, puede mani-
festarse en una falta de seriedad con la que toma sus res-
ponsabilidades en cuanto a los compromisos internaciona-
les que México ha contraído.

Queda entonces claro que si la ratificación para formar par-
te de los tratados que conforman el universo legal de la co-
munidad internacional es una prerrogativa de la colegisla-
dora, no se puede dejar de lado su actuación en el
procedimiento de denuncia, pues habrá poco qué hacer en
el futuro para vigilar al Ejecutivo en otras decisiones simi-
lares. Es urgente que se presente una congruencia jurídica
con respecto al manejo de la política exterior de nuestro pa-
ís, en particular lo referente al retiro de los instrumentos in-
ternacionales de los que México es parte.

El atributo que se le otorgaría a esta Cámara tendría impor-
tantes efectos sociales, jurídicos, económicos y políticos pa-
ra el país y sus ciudadanos; aspectos de gran importancia,
sobre todo si se toma en cuenta que los instrumentos que ri-
gen el actuar de la comunidad de naciones forman parte de
los mandatos que integran el universo legal mexicano.

Por ello estimamos necesario que la denuncia de los trata-
dos sea un acto coordinado entre los poderes Ejecutivo y
Legislativo; en el que el Ejecutivo proponga y el Legislati-
vo disponga.

La denuncia de cualquier instrumento internacional debe
formar parte de las facultades expresas del Senado, pues es
necesario para alcanzar una lógica legislativa. Este tipo de
acciones deben consultarse con los que nos dedicamos a
crear las leyes, con los que estamos facultados para decidir
si un tratado internacional ya no es válido. El Poder Ejecu-
tivo no debe seguir tomando este tipo de decisiones de for-
ma unilateral.

Por otra parte, esta reforma responde a la búsqueda y la
consecuente construcción de un sistema legal que sea co-
herente, pues si la ratificación de los convenios internacio-
nales es facultad expresa de esta Cámara, asimismo debe
ser su denuncia. La primera acción ya está dispuesta en el
artículo 76 constitucional, la segunda necesariamente tiene
que ser incluida a la brevedad en este mismo artículo, a fin
de comprender un apartado equilibrado.

Existe un aspecto que no podemos olvidar, y es la jerarquía
de la cual gozan los tratados y convenios internacionales en
el ordenamiento jurídico mexicano, esto es, que de acuer-
do a lo establecido por el artículo 133 constitucional, los
tratados celebrados por el Presidente de la República, con
aprobación del Senado, serán la Ley Suprema de la Nación.

En este sentido, el retiro de los instrumentos internaciona-
les constituye un acto vinculatorio en el cual se abandonan
las prerrogativas y obligaciones contenidas en los mismos,
lo que en el caso mexicano significaría que ya no siguieran
siendo considerados obligatorios en nuestro país. Esta si-
tuación apoya el argumento de la necesaria intervención
del Senado, debido a que todo acto que afecte la esfera de
derechos y deberes de los individuos, debe ser facultad del
Legislativo, y no solamente, depender de la discreción y el
albedrío del Poder Ejecutivo.

Motivados en los argumentos expuestos y con fundamento
en lo establecido por el Artículo 72 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos los integrantes de
esta Comisión de Puntos Constitucionales coincidimos en
someter a la consideración de esta honorable Asamblea, el
siguiente:



PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE RE-
FORMA EL ARTÍCULO 76 FRACCIÓN I, Y EL AR-
TÍCULO 89 FRACCIÓN X DE LA CONSTITUCIÓN
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICA-
NOS.

Artículo Único.- Se reforma el artículo 76 fracción I; y el
artículo 89 fracción X de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado:

I. Analizar la política exterior desarrollada por el Ejecutivo
Federal con base en los informes anuales que el Presidente
de la República y el Secretario del Despacho correspon-
diente rindan al Congreso.

Además, aprobar los tratados internacionales y con-
venciones diplomáticas que el Ejecutivo Federal suscri-
ba, así como su decisión de terminar, denunciar, sus-
pender, modificar, enmendar, retirar reservas y
formular declaraciones interpretativas sobre los mis-
mos;

II. a X. �

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presidente,
son las siguientes: 

I. a IX. ��

X. Dirigir la política exterior y celebrar tratados interna-
cionales, así como terminar, denunciar, suspender, mo-
dificar, enmendar, retirar reservas y formular declara-
ciones interpretativas sobre los mismos, sometiéndolos a
la aprobación del Senado. En la conducción de tal política,
el titular del Poder Ejecutivo observará los siguientes prin-
cipios normativos: la autodeterminación de los pueblos; la
no intervención; la solución pacífica de controversias; la
prescripción de la amenaza o el uso de la fuerza en las re-
laciones internacionales, la igualdad jurídica de los Esta-
dos; la cooperación internacional para el desarrollo y la lu-
cha por la paz y la seguridad internacionales;

XI. a XX. �

TRANSITORIO

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día siguien-
te de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos, México, Distrito Fe-
deral, a los 5 días del mes de abril del año dos mil seis.

La Comisión de Puntos Constitucionales, diputados: Ernesto Alar-
cón Trujillo (rúbrica); Sergio Álvarez Mata (rúbrica); Francisco Anto-
nio Astiazarán Gutiérrez (licencia), secretario; Federico Barbosa Gu-
tiérrez (rúbrica); Ángel Augusto Buendía Tirado (rúbrica); Enrique
Burgos García (rúbrica); Víctor Manuel Camacho Solís; Horacio Duar-
te Olivares; Enrique Ariel Escalante Arceo (rúbrica); Francisco Cuauh-
témoc Frías Castro (rúbrica), Presidente; Miguelángel García-Domín-
guez; Luis Antonio González Roldán (rúbrica), secretario; J. Jesús
Lomelí Rosas (rúbrica), secretario; Pablo Alejo López Núñez; Luis
Maldonado Venegas (rúbrica), secretario; Germán Martínez Cázares;
Antonio Morales de la Peña (rúbrica), secretario; Arturo Nahle García
(rúbrica), secretario; Janette Ovando Reazola; Aníbal Peralta Galicia
(rúbrica); Jorge Luis Preciado Rodríguez (rúbrica); Laura Reyes Reta-
na Ramos (rúbrica); Rogelio Humberto Rueda Sánchez (rúbrica);
Claudia Ruiz Massieu Salinas (rúbrica); Jorge Leonel Sandoval Figue-
roa (rúbrica); Leticia Socorro Userralde Gordillo; Marisol Vargas Bár-
cena (rúbrica), secretaria; Pedro Vázquez González (rúbrica), secreta-
rio; Emilio Zebadúa González.»

Es de segunda lectura.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Esta Presi-
dencia informa a la Asamblea que no tiene oradores regis-
trados; por tanto, el dictamen se encuentra suficientemente
discutido y se pide a la Secretaría que abra el sistema elec-
trónico por tres minutos para proceder a la votación del
dictamen.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Hágan-
se los avisos a que se refiere el artículo 161 del Reglamen-
to Interior. Ábrase el sistema electrónico por tres minutos
para proceder a la votación en lo general y en lo particular
del proyecto de decreto en sus términos. (...)

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Esta Presi-
dencia saluda a la señora Yolanda Montes, Tongolele, y al
artista cubano Lázaro Reynaldo, ambos invitados por el di-
putado Rafael Candelas Salinas. Sean bienvenidos.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Se re-
cuerda a los señores diputados que los reportes de fallas del
sistema electrónico deben hacerse antes que transcurra el
tiempo para la votación: una vez cerrado el sistema, no se
aceptará ningún voto, excepto los que estén ya anotados de
viva voz. Para rectificar el voto:
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El diputado Pedro Ávila Nevárez (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Alonso Adrián Juárez Jiménez (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Karina Martínez Cantú (desde la curul): A
favor.

El diputado Francisco Grajales Palacios (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Marcela Guerra Castillo (desde la curul): A
favor.

El diputado Juan Antonio Gordillo Reyes (desde la cu-
rul): A favor.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Señor
Presidente, se emitieron en pro 352 votos, en contra 0 y
abstenciones 2. Y es mayoría calificada.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Gracias,
secretario. Aprobado en lo general y en lo particular por
352 votos, el proyecto de decreto que reforma el artícu-
lo 76, fracción I, y el artículo 89, fracción X, de nuestra
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
pasa a las Legislaturas de los estados para sus efectos
constitucionales.

LEY DEL INSTITUCIONES DE CREDITO

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: El siguien-
te punto del orden del día es la discusión del dictamen con
proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diver-
sas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito. En
virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Parla-
mentaria, consulte la Secretaría a la Asamblea si se dispen-
sa la lectura del dictamen.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea si
se dispensa la lectura del dictamen.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo por favor...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo por favor... Ma-
yoría por la afirmativa, diputado Presidente. Se dispen-
sa la lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público,
con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga di-
versas dispociones de la Ley de Instituciones de Crédito

Honorable Asamblea:

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 55, fracción II, y 56 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, la Diputada Diana Rosalía Bernal La-
drón de Guevara, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, presentó Iniciativa
con proyecto de Decreto que reforma, adiciona y deroga
diversas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédi-
to. 

La Comisión que suscribe, se abocó al análisis de la Ini-
ciativa antes señalada y conforme a las deliberaciones y el
análisis que de la misma realizaron los miembros de la Co-
misión de Hacienda y Crédito Público, reunidos en Pleno,
presentan a esta honorable Asamblea el siguiente:

DICTAMEN

ANTECEDENTES

1.- Con fecha 8 de diciembre de 2005, la Diputada Diana
Rosalía Bernal Ladrón de Guevara, integrante del Grupo
del Parlamentario del Partido Revolución Democrática,
presentó Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma,
adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley de Ins-
tituciones de Crédito. 

2.- En esta misma fecha, la mesa directiva de esta H. Cá-
mara de Diputados turnó a la Comisión de Hacienda y Cré-
dito Público, la Iniciativa en comento para su estudio y dic-
tamen. 

3.- En sesión ordinaria los Diputados integrantes de esta
Comisión de Hacienda y Crédito Público procedieron al
análisis de la Iniciativa, con base en el siguiente: 



RESULTANDO

ÚNICO.- Los suscritos integrantes de la Comisión de Ha-
cienda y Crédito Público estiman procedente puntualizar la
Iniciativa, que a la letra señala:

�Exposición de Motivos

La actividad que realizan los intermediarios financieros
que regula la Ley de Instituciones de Crédito, trascien-
de al ámbito público y por lo tanto, requiere de un mar-
co jurídico que permita a las autoridades financieras vi-
gilar su estricto cumplimiento. En ese sentido, se
propone reformar y adicionar diversos preceptos de di-
cha Ley, a fin de establecer un procedimiento único pa-
ra la imposición de sanciones, en el cual se precisen los
plazos que para el ejercicio de sus derechos, tienen las
entidades financieras y las demás personas sujetas a tal
ordenamiento, así como un catálogo de conductas san-
cionables, que contiene los parámetros de las multas que
les corresponden.

Asimismo, la presente iniciativa está encaminada a for-
talecer las atribuciones encomendadas a la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, en materia de imposi-
ción de sanciones administrativas a entidades financie-
ras y demás personas reguladas por la Ley de Institu-
ciones de Crédito. Lo anterior, toda vez que de
conformidad con diversas tesis emitidas por el Tribunal
Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, el actual
texto de los artículos 108 y 110 de la referida Ley esta-
blecen sanciones abiertas, cuando deberían de tipificar
la correspondiente a cada conducta de manera expresa,
lo que se ha interpretado como una gran discrecionali-
dad en la imposición de sanciones y ha derivado en úl-
tima instancia, en resoluciones favorables a los intereses
de dichas entidades. 

Mediante la iniciativa, se modifica la aplicación suple-
toria del Código Civil para el Distrito Federal, por la de
la legislación civil federal a efecto de actualizar tal refe-
rencia. Así mismo, se adiciona como legislación suple-
toria la Ley Federal de Procedimiento Administrativo
respecto de la tramitación de los recursos previstos en la
citada Ley, en virtud de considerar su similitud con los
trámites y procedimientos que se prevén para la imposi-
ción de sanciones a los sujetos de la ley. 

Por otra parte, y con el interés de precisar los términos
utilizados en la Ley de Instituciones de Crédito y por en-

de perfeccionar su aplicación, se definen conceptos ta-
les como la suspensión, remoción e inhabilitación, así
como los alcances de dichos actos.

Además, mediante la presente iniciativa, se propone
adicionar como causal de revocación de la autorización
que otorga la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
a una institución de banca múltiple para organizarse y
operar como tal, la reincidencia en la realización de ope-
raciones prohibidas o en el incumplimiento a las accio-
nes preventivas y correctivas ordenadas por la Comi-
sión. Lo anterior, a fin de sancionar de manera
consistente la realización reiterada de conductas espe-
cialmente graves. 

Asimismo, se propone incorporar a la Ley de Institucio-
nes de Crédito la obligación de las instituciones de ban-
ca múltiple y demás entidades financieras reguladas por
el mencionado ordenamiento legal, de cumplir con las
disposiciones generales de carácter prudencial que emi-
ta la Comisión, así como la demás normatividad que, en
el ámbito de su competencia, emita el Banco de Méxi-
co, con el propósito de reforzar el carácter obligatorio
de dichas disposiciones. 

Por otra parte, se adiciona como prohibición a las insti-
tuciones de crédito, el celebrar operaciones de fideico-
miso cuyo objeto sea administrar sumas de dinero que
aporten periódicamente grupos de consumidores inte-
grados mediante sistemas de comercialización, destina-
dos a la adquisición de determinados bienes o servicios,
previstos en la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor. Lo anterior, a fin de adecuar el marco jurídico apli-
cable a instituciones de crédito con la reforma a la Ley
Federal de Protección al Consumidor publicada el 4 de
febrero de 2004.

Se propone prever un plazo de cinco años para que ca-
duquen las facultades de la autoridad para imponer san-
ciones administrativas, con lo cual se pretende otorgar
certidumbre jurídica a los sujetos obligados por la ley. 

Además, se propone contemplar un mecanismo de ac-
tualización del monto de las multas cuando éstas no se
paguen dentro de los quince días hábiles siguientes al de
su notificación; así como, incentivos al pago oportuno
de las mismas previendo la aplicación de descuentos.
Así mismo, Se determinan con precisión los elementos
a considerar en la imposición de sanciones. 
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Se propone contemplar la amonestación como la san-
ción mínima en casos específicos, considerando las cir-
cunstancias en que se encuentre el infractor y la con-
ducta que demuestre previo al inicio del procedimiento
de imposición de la sanción. 

Por otras parte, se incorpora la facultad de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, de acuerdo con los li-
neamientos que fije su Junta de Gobierno, para hacer del
conocimiento del público las sanciones impuestas,
cuando éstas hayan quedado firmes o sean cosa juzgada,
con el propósito de difundir información en beneficio de
intereses del público. 

En materia de medios de impugnación, atendiendo a la
necesidad de un marco jurídico que provea de certeza y
seguridad jurídica a las entidades y demás personas re-
guladas por la Ley y que garantice una efectiva imparti-
ción de justicia, se propone ampliar los supuestos en que
se puede promover el recurso de revocación, tales como
autorizaciones y modificaciones a los contratos de ad-
hesión, así como la suspensión de la ejecución en mate-
ria de multas administrativas y se adiciona un Capítulo
relativo a las diversas maneras de notificación de los ac-
tos de la autoridad. 

Respecto al capítulo de delitos, se incluye la sanción de
prisión para aquellas personas que por sí, a través de
otra persona, o por medio de nombres comerciales, se
ostenten frente al público como intermediario o entidad
financiera, sin contar con la respectiva autorización pa-
ra constituirse, funcionar, organizarse u operar con tal
carácter; así como para los consejeros, funcionarios o
empleados o quienes intervengan directamente en el
otorgamiento de un crédito, cuando proporcionen o per-
mitan que se incluyan datos falsos en los documentos,
informes y demás documentación, que deban presentar-
se a la Comisión. Adicionalmente, se propone sancionar
a quienes destruyan u ordenen destruir total o parcial-
mente los sistemas, registros contables o la documenta-
ción soporte de éstos, con anterioridad al vencimiento
de los plazos legales de conservación o bien, la infor-
mación, documentos o archivos, con el propósito de im-
pedir u obstruir los actos de supervisión de la Comisión. 

En el mismo capítulo, se adiciona la sanción de prisión
para aquél que, habiendo sido removido, suspendido o
inhabilitado, continúe desempeñando las funciones res-
pecto de las cuales se le impusieron tales sanciones o

bien, ocupe un empleo, cargo o comisión dentro del sis-
tema financiero mexicano, a pesar de encontrarse sus-
pendido o inhabilitado para ello. Además, se propone
disminuir las penas a un tercio cuando se acredite haber
reparado el daño o resarcido el perjuicio ocasionado. 

Por otro lado, se propone prever la facultad de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores para solicitar la
comparecencia de funcionarios, empleados o cualquier
persona que pueda contribuir a que ésta se allegue de los
elementos de juicio necesarios para verificar el cumpli-
miento de la Ley y de las disposiciones que emanan de
ella, así como para emplear, a discreción, medios de
apremio y, si ello fuera insuficiente, para solicitar a la
autoridad competente proceda contra el rebelde por des-
obediencia a un mandato legítimo de la autoridad com-
petente. 

Por lo antes expuesto, someto a la consideración de es-
ta Soberanía, con fundamento en lo dispuesto por el ar-
tículo 71, fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, el siguiente 

Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas dis-
posiciones de la Ley de Instituciones de Crédito

Artículo Único.- Se reforman los artículos 6, fraccio-
nes III y IV, 18, 25, 28, fracciones IX y X, los incisos f
y g de la fracción XIX del artículo 106, los artículos
108, 109 y 110, el artículo 113, fracciones I a la IV, los
artículos 115 y 116 Bis; se adicionan una fracción XI al
artículo 28, los artículos 58 Bis y 96 Bis, un inciso h a
la fracción XIX del artículo 106, los artículos 108 Bis,
108 Bis 1, 109 Bis al 109 Bis 8, los artículos 110 Bis y
110 Bis 1, un Capítulo IV, denominado �De las notifi-
caciones�, al Título Quinto, �De las prohibiciones, San-
ciones Administrativas y Delitos�, con los artículos 110
Bis 2 al 110 Bis 14; un artículo 111 Bis, al artículo 113
las fracciones V a VII, el artículo 113 Bis 4, los artícu-
los 116 Bis 1, 135 Bis y 143 Bis; y se deroga la fracción
XIV del artículo 106 de la Ley de Instituciones de Cré-
dito, para quedar como sigue: 

Artículo 6o.-....

I. a II...

III. La legislación civil federal, y 



IV. La Ley Federal de Procedimiento Administrativo
respecto de la tramitación de los recursos a que se refie-
re esta ley.

...

Artículo 18.- Las instituciones de banca múltiple se abs-
tendrán, sin causa de responsabilidad, de efectuar la ins-
cripción en el registro a que se refieren los artículos 128
y 129 de la Ley General de Sociedades Mercantiles de
las transmisiones de acciones que se efectúen en contra-
vención de lo dispuesto por los artículos 13, 17, 45-G y
45-H de esta ley, y deberán informar tal circunstancia a
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, dentro de
los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que ten-
gan conocimiento de ello. 

Las adquisiciones de acciones que se realicen en con-
travención a lo dispuesto por los artículos señalados en
el párrafo anterior estarán afectadas de nulidad relativa,
y las personas que las hubieren adquirido no podrán
ejercer los derechos sociales y económicos derivados de
las acciones de que se trate. 

I. Se deroga. 

II. Se deroga.

�

Artículo 25.- La Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores, con acuerdo de su Junta de Gobierno, podrá en to-
do tiempo determinar que se proceda a la remoción de
los miembros del consejo de administración, directores
generales, comisarios, directores y gerentes, delegados
fiduciarios y funcionarios que puedan obligar con su fir-
ma a la institución, así como suspender de tres meses
hasta cinco años a las personas antes mencionadas,
cuando considere que no cuentan con la suficiente cali-
dad técnica, honorabilidad e historial crediticio satisfac-
torio para el desempeño de sus funciones, no reúnan los
requisitos al efecto establecidos o incurran de manera
grave o reiterada en infracciones a la presente ley o a las
disposiciones de carácter general que de ella deriven. 

En los dos últimos supuestos, la propia Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores podrá además, inhabilitar a
las citadas personas para desempeñar un empleo, cargo
o comisión dentro del sistema financiero mexicano, por
el mismo periodo de tres meses hasta cinco años, sin

perjuicio de las sanciones que conforme a éste u otros
ordenamientos legales fueren aplicables. Antes de dictar
la resolución correspondiente, la citada Comisión debe-
rá escuchar al interesado y a la institución de banca múl-
tiple de que se trate. 

La propia Comisión podrá, también con el acuerdo de su
Junta de Gobierno, ordenar la remoción de los auditores
externos independientes de las instituciones de banca
múltiple, así como suspender a dichas personas por el
período señalado en el párrafo anterior, cuando incurran
de manera grave o reiterada en infracciones a esta ley o
las disposiciones de carácter general que de la misma
emanen, sin perjuicio de las sanciones a que pudieran
hacerse acreedores. 

Para los efectos de este artículo se entenderá por: 

a) Suspensión, a la interrupción temporal en el desem-
peño de las funciones que el infractor tuviere dentro de
la entidad financiera en el momento en que se haya co-
metido o se detecte la infracción; pudiendo realizar fun-
ciones distintas a aquellas que dieron origen a la san-
ción, siempre y cuando no se encuentren relacionados
directa o indirectamente con el cargo o actividad que dio
origen a la suspensión. 

b) Remoción, a la separación del infractor del empleo,
cargo o comisión que tuviere en la entidad financiera al
momento en que se haya cometido o se detecte la in-
fracción; 

c) Inhabilitación, al impedimento temporal en el ejerci-
cio de un empleo, cargo o comisión dentro del sistema
financiero mexicano. 

Para el ejercicio de las atribuciones que le confiere este
artículo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
llevará un listado confidencial en términos de la Ley Fe-
deral de Transparencia y Acceso a la Información Pú-
blica Gubernamental, de las personas cuya participación
en el sector financiero, por razón de sus antecedentes,
no se considere conveniente. 

Se deroga. 

Artículo 28.-... 

I. a VIII. ... 
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IX. Cuando la institución no cubra al Instituto para la
Protección al Ahorro Bancario las cuotas establecidas
en la ley que regula a dicho Instituto, en los términos
por ella previstos, 

X. Si la institución de banca múltiple no cumple cual-
quiera de las medidas correctivas mínimas; no cumple
con más de una medida correctiva especial adicional, o
bien incumple de manera reiterada una medida correcti-
va especial adicional, y 

XI. Si la institución reincide en la realización de opera-
ciones prohibidas y sancionadas conforme al artículo
108 Bis de esta ley, o si se ubica por reincidencia en el
supuesto previsto en el inciso b) de la fracción IV del ar-
tículo 108 de esta ley.

Se considerará que la institución reincide en las infrac-
ciones señaladas en el párrafo anterior, cuando habien-
do incurrido en una infracción que haya sido sanciona-
da, cometa otra del mismo tipo o naturaleza, dentro de
los dos años inmediatos siguientes a la fecha en que ha-
ya quedado firme la resolución correspondiente. 

... 

Artículo 58 Bis.- Las instituciones de crédito podrán
cancelar aquellas cuentas de cheques, cuando los cuen-
tahabientes en el curso de dos meses hayan librado tres
o más de dichos documentos, que presentados en tiem-
po no hubieren sido pagados por falta de fondos dispo-
nibles y suficientes, a no ser que esta falta de fondos se
deba a causa no imputable al librador. 

Cuando alguna institución decida cancelar la cuenta a
determinada persona como consecuencia de que ésta
hubiese incurrido en la situación a que se refiere el pá-
rrafo anterior, deberá darlo a conocer al afectado por es-
crito a dicha persona, asimismo la propia institución po-
drá dar a conocer a las demás instituciones de crédito
del país el nombre de la misma a efecto de que aquellas,
en caso de considerarlo conveniente se abstengan de
abrirle cuentas por un período de un año. 

Lo anterior no se entenderá como una violación a lo dis-
puesto por el artículo 117 de esta ley. 

La institución de crédito será responsable de los daños y
perjuicios originados a la persona cuya cuenta haya si-
do cancelada por causa no imputable al cuentahabiente. 

El interesado podrá acudir ante la Comisión Nacional
para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servi-
cios Financieros a manifestar lo que a su derecho co-
rresponda. 

Artículo 96 Bis.- Las instituciones de crédito y demás
entidades financieras reguladas por esta ley deberán
cumplir con las disposiciones generales de carácter pru-
dencial que emita la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, así como la demás normatividad que, en el ám-
bito de su competencia, emita el Banco de México,
orientadas a preservar la solvencia, liquidez y estabili-
dad de dichas instituciones y entidades, así como el sa-
no y equilibrado desarrollo de las operaciones que son
materia de esta ley. 

Artículo 106. ...

I. a XIII. ...

XIV. Se deroga. 

Se deroga. 

XV. a XVIII. ... 

XIX.... 

a) a e)... 

f) Utilizar fondos o valores de los fideicomisos, manda-
tos o comisiones destinados al otorgamiento de créditos,
en que la fiduciaria tenga la facultad discrecional, en el
otorgamiento de los mismos para realizar operaciones
en virtud de las cuales resulten o puedan resultar deu-
dores sus delegados fiduciarios; los miembros del con-
sejo de administración o consejo directivo, según co-
rresponda, tanto propietarios como suplentes, estén o no
en funciones; los empleados y funcionarios de la insti-
tución; los comisarios propietarios o suplentes, estén o
no en funciones; los auditores externos de la institución;
los miembros del comité técnico del fideicomiso res-
pectivo; los ascendientes o descendientes en primer gra-
do o cónyuges de las personas citadas, las sociedades en
cuyas asambleas tengan mayoría dichas personas o las
mismas instituciones, asimismo aquellas personas que
el Banco de México determine mediante disposiciones
de carácter general; 



g) Administrar fincas rústicas, a menos que hayan reci-
bido la administración para distribuir el patrimonio en-
tre herederos, legatarios, asociados o acreedores, o para
pagar una obligación o para garantizar su cumplimiento
con el valor de la misma finca o de sus productos, y sin
que en estos casos la administración exceda del plazo de
dos años, salvo los casos de fideicomisos a la produc-
ción o fideicomisos de garantía, y 

h) Celebrar fideicomisos que administren sumas de di-
nero que aporten periódicamente grupos de consumido-
res integrados mediante sistemas de comercialización,
destinados a la adquisición de determinados bienes o
servicios, de los previstos en la Ley Federal de Protec-
ción al Consumidor. 

...

Artículo 108.- Las infracciones a esta ley o a las dispo-
siciones que sean emitidas con base en ésta por la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público o la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores serán sancionadas con
multa administrativa que impondrá la citada Comisión,
a razón de días de salario, siempre que no se establezca
expresamente otra forma de sanción, conforme a lo si-
guiente: 

I. Multa de 200 a 2,000 días de salario: 

a) A las instituciones de crédito, fideicomisos públicos
constituidos por el Gobierno Federal para el fomento
económico, así como a las personas a que se refieren los
artículos 7º, 88, 89, 92 y 103, fracción IV, de esta ley,
que no proporcionen dentro de los plazos establecidos
para tal efecto, la información o documentación a que se
refiere esta ley o las disposiciones que emanan de ella,
así como por omitir proporcionar la requerida por la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público o por la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores. 

b) A las instituciones de crédito que no cumplan con las
obligaciones previstas en el artículo 96 de la presente
ley o en las disposiciones a que dicho artículo se refie-
re. 

c) A las instituciones de crédito o las personas a que se
refieren los artículos 88 y 103, fracción IV de esta ley,
por no proporcionar los estados financieros mensuales,
trimestrales o anuales, dentro de los plazos establecidos

en esta ley o en las disposiciones que emanen de ella
para tales efectos. A las instituciones de crédito y las
personas a que se refiere el artículo 103, fracción IV, de
esta ley, por no publicar los estados financieros trimes-
trales o anuales, dentro de los plazos establecidos en es-
ta ley o en las disposiciones que de ella emanen para ta-
les efectos. 

d) A los auditores externos independientes y demás pro-
fesionistas o expertos que rindan o proporcionen dictá-
menes u opiniones a las instituciones de crédito y a las
personas a que se refieren los artículos 7°, 88, 89, 92 y
103, fracción IV, de esta ley, que incurran en infraccio-
nes a la presente ley o a las disposiciones que emanen
de ella para tales efectos. 

e) A las instituciones de crédito que no cumplan con lo
señalado por el artículo 101 de esta ley o por las dispo-
siciones a que se refiere dicho precepto. 

f) A las instituciones de crédito que no cumplan con lo
previsto por el artículo 95 de esta ley así como las dis-
posiciones que emanen de éste. 

g) A los accionistas de instituciones de banca múltiple
que, en contravención a lo preceptuado por el artículo
12 de esta ley, omitan pagar en efectivo las acciones de
instituciones de banca múltiple que suscriban. 

h) A las instituciones de banca múltiple y a las personas
a que se refiere el artículo 103, fracción IV, de esta ley
que omitan someter a la aprobación de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público su escritura constitutiva o
cualquier modificación a ésta. A las personas que con-
travengan lo dispuesto por el artículo 14 de esta ley. A
las instituciones de banca múltiple que omitan informar
a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público respecto
de la adquisición de acciones a que se refieren los artí-
culos 13, 17, 45-G y 45-H de esta ley, en contravención
a lo establecido por el artículo 18 de este mismo orde-
namiento legal. 

i) A las instituciones de crédito, así como a las demás
entidades financieras reguladas por esta ley, que incum-
plan con cualquiera de las disposiciones a que se refie-
re el artículo 96 Bis de la misma.

II. Multa de 1,000 a 5,000 días de salario: 
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a) A las instituciones de crédito que, en contravención a
lo dispuesto por el artículo 12 de esta ley, omitan man-
tener en depósito sus acciones en alguna de las institu-
ciones para el depósito de valores reguladas por la Ley
del Mercado de Valores. 

b) Al consejero de la institución de banca múltiple que,
en contravención a lo dispuesto por el artículo 23 de es-
ta ley, omita excusarse de participar en la deliberación o
votación de cualquier asunto que le implique un con-
flicto de interés. 

c) A las instituciones de crédito que no cumplan con las
obligaciones previstas en el artículo 66 de esta ley. 

d) A las instituciones de crédito que no cumplan con las
obligaciones previstas en el artículo 79 de esta ley. 

e) A las instituciones de crédito que no cumplan con lo
señalado por el artículo 99 o 102 de esta ley o por las
disposiciones a que se refieren dichos preceptos.

III. Multa de 3,000 a 15,000 días de salario: 

a) A las instituciones de crédito que no cumplan con lo
señalado por el artículo 93 de la presente ley o las dis-
posiciones a que dicho precepto se refiere. 

b) A las instituciones de crédito que no cumplan con lo
preceptuado por el artículo 99-A de esta ley. 

c) A las instituciones de banca múltiple que no cumplan
con lo preceptuado por el artículo 19 de esta ley, así co-
mo las disposiciones a que dicho precepto se refiere. 

d) A las instituciones de crédito y demás personas regu-
ladas por esta ley que se opongan u obstaculicen el ejer-
cicio de las facultades que ésta y otras disposiciones
aplicables le confieren a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público o a la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, así como a aquellas que, previa notificación de
esa Comisión para los efectos del artículo 135 Bis de es-
te ordenamiento, no comparezcan sin causa justificada o
se nieguen a declarar. 

e) A las personas que adquieran acciones de una institu-
ción de banca múltiple, en contravención a lo estableci-
do en los artículos 13, 17, 45-G y 45-H de esta ley. 

IV. Multa de 5,000 a 20,000 días de salarios: 

a) A las instituciones de crédito que den noticias o in-
formación de los depósitos, servicios o cualquier tipo de
operaciones en contravención a lo dispuesto por los ar-
tículos 117 o 118 de esta ley. 

b) A las instituciones de crédito que no den cumpli-
miento a las acciones preventivas y correctivas ordena-
das por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en
el ejercicio de sus atribuciones en materia de inspección
y vigilancia, excepto aquéllas previstas en la fracción V
de este artículo. 

c) A las instituciones de crédito que no cumplan con lo
preceptuado por el artículo 50 de esta ley así como las
disposiciones que emanan de ésta. 

d) A las instituciones de crédito que no cumplan con lo
preceptuado por el artículo 55 de esta ley así como dis-
posiciones que emanan de ésta. 

e) A las instituciones de crédito que no cumplan con las
obligaciones previstas en el artículo 65 de esta ley. 

f) A las instituciones de crédito que, al realizar opera-
ciones con valores, no cumplan con lo dispuesto por el
artículo 53 de esta ley. 

g) A las instituciones de crédito que no cumplan con los
lineamientos y requisitos previstos en los artículos 73 y
73 Bis de la presente ley. 

h) A las instituciones de crédito que no cumplan con lo
señalado por el artículo 76 de la presente ley o por las
disposiciones a que dicho precepto se refiere. 

V. Multa de 20,000 a 100,000 días de salario, 

a) A las instituciones de crédito que proporcionen, en
forma dolosa, información falsa, imprecisa o incomple-
ta a las autoridades financieras, que tenga como conse-
cuencia que no se refleje su verdadera situación finan-
ciera, administrativa, económica o jurídica, siempre y
cuando se compruebe que el director general o algún
miembro del consejo de administración de la institución
correspondiente tuvo conocimiento de tal acto. 



b) A las instituciones de banca múltiple que no cumplan
con cualquiera de las medidas correctivas a que se re-
fieren los artículos 134 Bis y 134 Bis 1 de esta ley o las
disposiciones que de ellos emanen

Se deroga. 

Se deroga. 

Artículo 108 Bis.- Las infracciones que consistan en re-
alizar operaciones prohibidas o no autorizadas, confor-
me a esta ley y las disposiciones que emanan de ella, se-
rán sancionadas con multa que se impondrá, en su caso,
a las instituciones de crédito, así como a las personas a
que se refieren los artículos 7°, 45-A, fracciones I y III,
89 y 103, fracción IV, de la misma, de acuerdo a lo si-
guiente: 

I. Multa por el equivalente del 1% hasta el 4% del im-
porte de la operación de que se trate o, en caso de que
no se pueda determinar el monto de la operación, de
5,000 a 10,000 días de salario, a las instituciones de cré-
dito que contravengan lo dispuesto por las fracciones V,
VII, VIII, IX, XI, XII, XV, XV Bis, XV Bis 1, XV Bis
2, XVIII, XIX, incisos a y g, y XX del artículo 106 de
esta ley, así como en los artículos 17, primer párrafo, 27,
primer párrafo, 27 Bis, primer párrafo, 45-H, 45-I, 75,
fracción III, 85 Bis, primer párrafo, 87, segundo y tercer
párrafos, 88, primer párrafo y 89, primer párrafo, de la
misma. La misma multa indicada en esta fracción se im-
pondrá a las personas a que se refiere la fracción IV del
artículo 103 de esta ley que se fusionen, escindan o
transformen sin contar con autorización de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público. 

II. Multa del 5% hasta el 15% del importe de la opera-
ción de que se trate o, en caso de que no se pueda de-
terminar el monto de la operación, de 10,000 a 30,000
días de salario, a las instituciones de crédito que contra-
vengan lo dispuesto por las fracciones I, II, III, IV, VI,
X, XIII, XVI, XVII y XIX, incisos b, c, d, e, f y h del ar-
tículo 106 de esta ley.

Artículo 108 Bis 1.- Las personas que realicen activida-
des, servicios u operaciones para las que esta ley prevé
que se requiere una autorización, sin tenerla, serán san-
cionadas con multa que se les impondrá de acuerdo a lo
siguiente: 

I. Multa de 1,000 a 5,000 días de salario: 

a) A las personas morales y establecimientos distintos a
los autorizados que en su nombre usen las palabras ban-
co, crédito, ahorro, fiduciario u otras que expresen ide-
as semejantes en cualquier idioma, por las que pueda in-
ferirse el ejercicio de la banca y del crédito, salvo
aquellas exceptuadas por el segundo párrafo del artícu-
lo 105 de esta ley; y 

b) A las personas morales y establecimientos distintos a
los autorizados que en su nombre expresen ideas en
cualquier idioma, por las que pueda inferirse que se tra-
ta de instituciones de banca múltiple, personas a las que
se refiere el artículo 103, fracción IV, de esta ley, ofici-
nas de representación de entidades financieras del exte-
rior o sociedades controladoras filiales. 

II. Multa de 5,000 a 20,000 días de salario: 

a) A las oficinas de representación de entidades finan-
cieras del exterior que, en contravención a lo dispuesto
por el artículo 7 de esta ley, se establezcan en territorio
nacional sin contar con autorización de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público; 

b) A la persona que, en contravención a lo dispuesto por
los artículos 2, 7 ó 103 de esta ley, se organicen u ope-
ren a efecto de captar recursos del público en el merca-
do nacional para su colocación en el público, mediante
actos causantes de pasivo directo o contingente, obli-
gándose a cubrir el principal y, en su caso, los acceso-
rios financieros de los recursos captados; 

c) A las personas que, en contravención a lo dispuesto
por el artículo 45-C de esta ley, se organicen u operen
como filiales sin contar con autorización de la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público;

Artículo 109.- La infracción a cualquier otro precepto
de esta ley o de las disposiciones que de ella deriven,
distinta de las señaladas expresamente en algún otro ar-
tículo de esta ley y que no tenga sanción especialmente
señalada en este ordenamiento será sancionada con mul-
ta de 1,000 a 5,000 días de salario, o del 0.1% hasta el
1% de su capital pagado y reservas de capital, depen-
diendo de la naturaleza de la infracción. 
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Las sanciones contenidas en el presente capítulo serán
aplicables sin perjuicio de la facultad de la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público para revocar la autorización
otorgada para organizarse como institución de banca
múltiple y operar con tal carácter, cuando las institucio-
nes de banca múltiple se ubiquen en alguno de los su-
puestos a que se refiere el artículo 28 de esta ley. 

Artículo 109 Bis.- En los procedimientos administrati-
vos de imposición de sanciones previstos en esta ley se
admitirán toda clase de pruebas. En el caso de la confe-
sional a cargo de autoridades, ésta deberá ser desahoga-
da por escrito. 

Una vez desahogado el derecho de audiencia a que se
refiere el artículo 109 Bis 2 de esta ley o bien, presenta-
do el escrito mediante el cual se interponga recurso de
revocación, únicamente se admitirán pruebas superve-
nientes, siempre y cuando no se haya emitido la resolu-
ción correspondiente. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá alle-
garse de los medios de prueba que considere necesarios,
así como acordar sobre la admisibilidad de las pruebas
ofrecidas. Sólo podrán rechazarse las pruebas aportadas
por los interesados cuando no fuesen ofrecidas confor-
me a derecho, no tengan relación con el fondo del asun-
to, sean improcedentes, innecesarias o contrarias a la
moral o al derecho. La valoración de las pruebas se ha-
rá conforme a lo establecido por el Código Federal de
Procedimientos Civiles. 

Artículo 109 Bis 1.- La facultad de la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores para imponer las sanciones de
carácter administrativo previstas en esta ley, así como
en las disposiciones que de ella emanen, caducará en un
plazo de cinco años, contado a partir del día hábil si-
guiente al que se realizó la conducta o se actualizó el su-
puesto de infracción. 

El plazo de caducidad señalado en el párrafo inmediato
anterior se interrumpirá al iniciarse los procedimientos
relativos. Se entenderá que el procedimiento de que se
trata ha iniciado a partir de la notificación al presunto
infractor del oficio mediante el cual se le concede el de-
recho de audiencia a que hace referencia la fracción I
del artículo 109 Bis 2 de esta ley. 

Para calcular el importe de las multas en aquellos su-
puestos contemplados por esta ley a razón de días de sa-

lario, se tendrá como base el salario mínimo general dia-
rio vigente en el Distrito Federal el día en que se realice
la conducta sancionada o se actualice el supuesto que dé
motivo a la sanción correspondiente. 

Las multas que la citada Comisión imponga deberán ser
pagadas dentro de los quince días hábiles siguientes al
de su notificación. Cuando las multas no se paguen den-
tro del plazo señalado en este párrafo, su monto se ac-
tualizará desde el mes en que debió hacerse el pago y
hasta que el mismo se efectúe, en los mismos términos
que establece el Código Fiscal de la Federación para es-
te tipo de supuestos. 

En caso de que el infractor pague las multas impuestas
por la mencionada Comisión dentro de los quince días
referidos en el párrafo anterior, se aplicará una reduc-
ción en un veinte por ciento de su monto, siempre y
cuando no se hubiere interpuesto medio de defensa al-
guno en contra de dicha multa.

Artículo 109 Bis 2.- La Comisión Nacional Bancaria y
de Valores, en la imposición de sanciones de carácter
administrativo a que se refiere esta ley, se sujetará a lo
siguiente:

I. Se otorgará audiencia al infractor, quien, en un plazo
de diez días hábiles contado a partir del día hábil si-
guiente a aquél en que surta efectos la notificación co-
rrespondiente, deberán manifestar por escrito lo que a su
interés convenga, ofrecer pruebas y formular alegatos.
La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, a petición
de parte, podrá ampliar por una sola ocasión el plazo a
que se refiere esta fracción, hasta por el mismo lapso,
para lo cual considerará las circunstancias particulares
del caso. La notificación surtirá efectos al día hábil si-
guiente a aquél en que se practique, y 

II. En caso de que el infractor no hiciere uso del derecho
de audiencia dentro del plazo concedido o bien, habién-
dolo ejercido no lograre desvanecer las imputaciones
vertidas en su contra, se tendrán por acreditadas las in-
fracciones imputadas y se procederá a la imposición de
la sanción administrativa correspondiente.

III. En la imposición de sanciones se tomarán en cuen-
ta, en su caso, las siguientes agravantes:

a) La afectación a terceros o al sistema financiero, y 



b) La reincidencia, las causas que la originaron y, en su
caso, las acciones correctivas aplicadas por el presunto
infractor. Se considerará reincidente al que haya incurri-
do en una infracción que haya sido sancionada y, en adi-
ción a aquella, cometa otra del mismo tipo o naturaleza,
dentro de los dos años inmediatos siguientes a la fecha en
que haya quedado firme la resolución correspondiente.

Artículo 109 Bis 3.- Las sanciones serán impuestas por
la Junta de Gobierno de la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores, la que podrá delegar esa facultad, en razón
de la naturaleza de la infracción o del monto de la mul-
ta, al presidente o a los demás servidores públicos de esa
Comisión. 

Artículo 109 Bis 4.- La Comisión Nacional Bancaria y
de Valores podrá imponer la multa que corresponda en
los supuestos señalados en la fracción I del artículo 108
de esta ley, o bien, considerando las circunstancias a que
se refiere el artículo 109 Bis 6, solamente amonestarlo. 

Artículo 109 Bis 5.- Las multas a que se refiere el Capí-
tulo II del Título Quinto de esta ley podrán ser impues-
tas a las instituciones de crédito y personas morales re-
guladas por la presente ley, así como a los miembros del
consejo de administración, directores generales, directi-
vos, funcionarios, empleados o apoderados respectivos
que hayan incurrido directamente o hayan ordenado la
realización de la conducta materia de la infracción. Sin
perjuicio de lo anterior, la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores, atendiendo a las circunstancias de cada ca-
so, podrá proceder conforme a lo previsto en el artículo
25 de esta ley. 

Las multas impuestas por la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores a las instituciones de crédito se harán
efectivas mediante cargos del importe respectivo que se
hagan en la cuenta que lleva el Banco de México a di-
chas instituciones. Corresponderá a la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público hacer efectivas las multas a
personas distintas a las instituciones de crédito. 

El Banco de México realizará los cargos respectivos
cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Valores se
lo solicite, por tratarse de multas contra las cuales no
proceda ya medio de defensa legal alguno o la institu-
ción de crédito manifieste por escrito a la citada Comi-
sión, su conformidad para que se realice el referido car-
go. 

Artículo 109 Bis 6.- La Comisión Nacional Bancaria y
de Valores considerará en la imposición de sanciones
administrativas, cuando el presunto infractor, de mane-
ra espontánea y previo al inicio del procedimiento de
imposición de sanción a que se refiere la presente ley,
informe por escrito de la violación en que hubiere incu-
rrido a la citada Comisión y corrija las omisiones o con-
travenciones a las normas aplicables en que hubiere in-
currido o, en su caso, presente ante la misma Comisión
un programa de corrección que tenga por objeto evitar
que la institución de crédito o, en su caso, la entidad fi-
nanciera regulada por esta ley, se ubique de nueva cuen-
ta en la conducta infractora. Asimismo, se considerará la
acreditación que el presunto infractor haga ante a Co-
misión de haber resarcido el daño causado, así como el
hecho de que aporte información que coadyuve en el
ejercicio de las atribuciones de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores en materia de inspección y vigi-
lancia, a efecto de deslindar responsabilidades. 

Artículo 109 Bis 7.- Los procedimientos para la imposi-
ción de las sanciones administrativas a que se refiere es-
ta ley se iniciarán con independencia de la opinión de
delito que, en su caso, emita la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores en términos del artículo 115 del pre-
sente ordenamiento legal, así como de los procedimien-
tos penales que correspondan, en su caso. Asimismo,
dichas sanciones administrativas serán independientes
de la revocación que, en su caso, proceda de la autori-
zación otorgada a la institución de banca múltiple para
organizarse y operar como tal o a las sociedades finan-
cieras de objeto limitado a que se refiere el artículo 103,
fracción IV, de esta ley o para establecer una oficina de
representación en territorio nacional, así como de las in-
tervenciones gerenciales o administrativas y de la repa-
ración del daño que, en su caso, demanden las personas
afectadas por los actos de que se trate. 

Artículo 109 Bis 8.- En ejercicio de sus facultades san-
cionadoras, la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res, ajustándose a los lineamientos que apruebe su Jun-
ta de Gobierno, deberá hacer del conocimiento del
público en general, por el medio que considere conve-
niente, las sanciones que al efecto imponga por infrac-
ciones a esta ley, una vez que dichas resoluciones hayan
quedado firmes o sean cosa juzgada, para lo cual debe-
rá señalar exclusivamente el nombre, denominación o
razón social del infractor, el precepto infringido y la
sanción. Lo anterior será procedente cuando, a juicio de
la misma Comisión, la importancia de las infracciones
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así lo ameriten y sea con el propósito de procurar el sa-
no y equilibrado desarrollo del sistema financiero en
protección de los intereses del público. 

Artículo 110.- Los afectados con motivo de los actos
que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores haya
emitido en materia de autorizaciones, de modificaciones
a los modelos de contratos de adhesión utilizados por las
instituciones de crédito o para la imposición de sancio-
nes administrativas, podrán acudir en defensa de sus in-
tereses interponiendo recurso de revocación, el cual de-
berá agotarse previamente a la interposición de
cualquier otro medio de defensa legal. 

El recurso de revocación deberá interponerse por escri-
to dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha
en que surta efectos la notificación del acto respectivo y
deberá presentarse ante la Junta de Gobierno de la Co-
misión Nacional Bancaria y de Valores, cuando el acto
haya sido emitido por dicha junta o por el presidente de
esa misma Comisión, o ante este último cuando se trate
de actos realizados por otros servidores públicos. 

El escrito mediante el cual se interponga el recurso de
revocación deberá contener: 

I. El nombre, denominación o razón social del recurren-
te; 

II. Domicilio para oír y recibir toda clase de citas y no-
tificaciones; 

III. Los documentos con los que se acredita la persona-
lidad de quien promueve; 

IV. El acto que se recurre y la fecha de su notificación; 

V. Los agravios que se le causen con motivo del acto se-
ñalado en la fracción V anterior, y 

VI. Las pruebas que se ofrezcan, las cuales deberán te-
ner relación inmediata y directa con el acto impugnado.

Cuando el recurrente no cumpla con alguno de los re-
quisitos a que se refieren las fracciones I a VI de este ar-
tículo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores lo
prevendrá, por escrito y por única ocasión, para que sub-
sane la omisión prevenida dentro de los tres días hábiles
siguientes al en que surta efectos la notificación de di-

cha prevención y, en caso que la omisión no sea subsa-
nada en el plazo indicado en este párrafo, dicha Comi-
sión procederá en términos de lo previsto en el párrafo
anterior. Si se omitieran las pruebas se tendrán por no
ofrecidas. 

Artículo 110 Bis.- La interposición del recurso de revo-
cación únicamente suspenderá los efectos del acto im-
pugnado cuando se trate de multas. 

Artículo 110 Bis 1.- El órgano encargado de resolver el
recurso de revocación podrá: 

I. Desecharlo por improcedente; 

II. Sobreseerlo en los casos siguientes: 

a) Por desistimiento expreso del recurrente. 

b) Por sobrevenir una causal de improcedencia. 

c) Por haber cesado los efectos del acto impugnado. 

d) Las demás que conforme a la ley procedan. 

III. Confirmar el acto impugnado; 

IV. Revocar total o parcialmente el acto impugnado, y 

V. Modificar o mandar reponer el acto impugnado o dic-
tar u ordenar expedir uno nuevo que lo sustituya.

No se podrán revocar o modificar los actos administra-
tivos en la parte no impugnada por el recurrente. 

La resolución de los recursos de revocación deberá ser
emitida en un plazo que no exceda a los noventa días
hábiles posteriores a la fecha en que se interpuso el re-
curso, cuando deba ser resuelto por el presidente de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, ni a los cien-
to veinte días hábiles cuando se trate de recursos que se-
an competencia de la Junta de Gobierno. 

Capítulo IV 

De las Notificaciones 

Artículo 110 Bis 2.- Las notificaciones de los requeri-
mientos, visitas de inspección ordinarias y especiales,



solicitudes de información y documentación, citatorios,
emplazamientos, resoluciones de imposición de sancio-
nes administrativas o de cualquier acto que ponga fin a
los procedimientos de revocación de autorizaciones a
que se refiere la presente ley, así como las autorizacio-
nes a que se refiere la presente ley y las resoluciones ad-
ministrativas que le recaigan a los recursos de revoca-
ción y a las solicitudes de condonación interpuestos
conforme a esta ley, se podrán notificar de las siguien-
tes maneras: 

I. Personalmente, conforme a lo siguiente: 

a) En las oficinas de las autoridades financieras, de
acuerdo a lo previsto en el artículo 110 Bis 5 de esta ley. 

b) En el domicilio del interesado o de su representante,
en términos de lo previsto en los artículos 110 Bis 6 y
110 Bis 9 de esta ley. 

c) En cualquier lugar en el que se encuentre el interesa-
do o su representante, en los supuestos establecidos en
el artículo 110 Bis 7 de esta ley. 

II. Mediante oficio entregado por mensajero o por co-
rreo certificado, ambos con acuse de recibo; 

III. Por edictos, en los supuestos señalados en el artícu-
lo 110 Bis 10 de esta ley, y 

IV. Por medio electrónico, en el supuesto previsto en el
artículo 110 Bis 11 esta ley.

Respecto a la información y documentación que deba
exhibirse a los inspectores de la Comisión al amparo de
una visita de inspección se deberá observar lo previsto
en el reglamento que en materia de supervisión expida
el Ejecutivo Federal, al amparo de lo establecido en el
artículo 5, primer párrafo de la Ley de la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores. 

Para efectos de este Capítulo, se entenderá por autorida-
des financieras a la Secretaría, Comisión y Banco de
México. 

Artículo 110 Bis 3.- Las revocaciones de autorizaciones
solicitadas por el interesado o su representante y demás
actos distintos a los señalados en el artículo 110 Bis 2 de
esta ley, podrán notificarse mediante la entrega del ofi-

cio en el que conste el acto correspondiente, en las ofi-
cinas de la autoridad que realice la notificación, reca-
bando en copia de dicho oficio la firma y nombre de la
persona que la reciba. 

Asimismo, las autoridades financieras podrán efectuar
dichas notificaciones por correo ordinario, telegrama,
fax, correo electrónico o mensajería cuando el interesa-
do o su representante se lo soliciten por escrito señalan-
do los datos necesarios para recibir la notificación, de-
jando constancia en el expediente respectivo, de la fecha
y hora en que se realizó. 

También, se podrán notificar los actos a que se refiere el
primer párrafo del presente artículo por cualquiera de
las formas de notificación señaladas en el artículo 110
Bis 2 de esta ley. 

Artículo 110 Bis 4.- Las notificaciones de visitas de in-
vestigación y de la declaración de intervención a que se
refiere esta ley se realizarán en un solo acto y conforme
a lo previsto en el reglamento a que hace referencia el
penúltimo párrafo del artículo 110 Bis 2 de esta ley. 

Artículo 110 Bis 5.- Las notificaciones personales po-
drán efectuarse en las oficinas de las autoridades finan-
cieras, cuando el interesado o su representante acuda a
las mismas; para lo cual quien realice la notificación le-
vantará por duplicado un acta, en la que asentará que hi-
zo saber al interesado o su representante el contenido
del oficio en el que conste el acto administrativo que de-
ba notificarse; asimismo se hará constar, en lo condu-
cente, las demás circunstancias a que se refiere el ante-
penúltimo párrafo del artículo 110 Bis 6 de esta ley. 

Si el interesado o su representante se niegan a firmar o
a recibir el oficio antes mencionado o el acta de notifi-
cación, se hará constar dicha circunstancia en el acta, sin
que esto afecte su validez. 

Artículo 110 Bis 6.- Las notificaciones personales tam-
bién podrán practicarse con el interesado o con su re-
presentante, en el último domicilio que hubiere propor-
cionado a la autoridad financiera correspondiente o en
el último domicilio que haya señalado ante la propia au-
toridad en el procedimiento administrativo de que se
trate, para lo cual se levantará acta en los términos a que
se refiere el antepenúltimo párrafo de este artículo. 
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En el supuesto de que el interesado o su representante
no se encuentre en el domicilio mencionado, quien lle-
ve a cabo la notificación entregará citatorio a la persona
que atienda la diligencia, a fin de que el interesado o su
representante lo espere a una hora fija del día hábil si-
guiente y en tal citatorio apercibirá al citado que de no
comparecer a la hora y el día que se fije, la notificación
la practicará con quien lo atienda o que en caso de en-
contrar cerrado dicho domicilio o que se nieguen a reci-
bir la notificación respectiva, la hará mediante instructi-
vo conforme a lo previsto en el artículo 110 Bis 9 de esta
ley. Quien realice la notificación levantará acta en los
términos previstos en el antepenúltimo párrafo de este
artículo. 

El citatorio de referencia deberá elaborarse por duplica-
do y dirigirse al interesado o a su representante, seña-
lando lugar y fecha de expedición, fecha y hora fija en
que deberá esperar al notificador, quien deberá asentar
su nombre, cargo y firma en dicho citatorio, el objeto de
la comparecencia y el apercibimiento respectivo, así co-
mo el nombre y firma de quien lo recibe. En caso de que
esta última no quisiera firmar, se asentará tal circuns-
tancia en el citatorio, sin que ello afecte su validez. 

El día y hora fijados para la práctica de la diligencia mo-
tivo del citatorio, el encargado de realizar la diligencia
se apersonará en el domicilio que corresponda, y encon-
trando presente al citado, procederá a levantar acta en
los términos a que se refiere el antepenúltimo párrafo de
este artículo. 

En el caso de que no comparezca el citado, la notifica-
ción se entenderá con cualquier persona que se encuen-
tre en el domicilio en el que se realiza la diligencia; pa-
ra tales efectos se levantará acta en los términos de este
artículo. 

En todo caso, quien lleve a cabo la notificación levanta-
rá por duplicado un acta en la que hará constar, además
de las circunstancias antes señaladas, su nombre, cargo
y firma, que se cercioró que se constituyó y se apersonó
en el domicilio buscado, que notificó al interesado, a su
representante o persona que atendió la diligencia, previa
identificación de tales personas, el oficio en el que cons-
te el acto administrativo que deba notificarse, asimismo
hará constar la designación de los testigos, el lugar, ho-
ra y fecha en que se levante, datos de identificación del
oficio mencionado, los medios de identificación exhibi-

dos, nombre del interesado, representante legal o perso-
na que atienda la diligencia y de los testigos designados.
Si las personas que intervienen se niegan a firmar o a re-
cibir el acta de notificación, se hará constar dicha cir-
cunstancia en el acta, sin que esto afecte su validez 

Para la designación de los testigos, quien efectúe la no-
tificación requerirá al interesado, a su representante o
persona que atienda la diligencia para que los designe;
en caso de negativa o que los testigos designados no
aceptaran la designación, la hará el propio notificador. 

Artículo 110 Bis 7.- En el supuesto de que la persona
encargada de realizar la notificación hiciere la búsqueda
del interesado o su representante en el domicilio a que
se refiere el primer párrafo del artículo 110 Bis 6 de es-
ta ley, y la persona con quien se entienda la diligencia
niegue que es el domicilio de dicho interesado o su re-
presentante, quien realice la diligencia levantará acta
para hacer constar tal circunstancia. Dicha acta deberá
reunir, en lo conducente, los requisitos previstos en el
antepenúltimo párrafo del artículo 110 Bis 6 del presen-
te ordenamiento legal. 

En el caso previsto en este precepto, quien efectúe la no-
tificación podrá realizar la notificación personal en
cualquier lugar en que se encuentre el interesado o su re-
presentante. Para los efectos de esta notificación, quien
la realice levantará acta en la que haga constar que la
persona notificada es de su conocimiento personal o ha-
berle sido identificada por dos testigos, además de asen-
tar, en lo conducente, lo previsto en el antepenúltimo
párrafo del citado artículo 110 Bis 6, o bien hacer cons-
tar la diligencia ante fedatario público. 

Artículo 110 Bis 8.- Las notificaciones que se efectúen
mediante oficio entregado por mensajería o por correo
certificado, con acuse de recibo, surtirán sus efectos al
día hábil siguiente a aquél que como fecha recepción
conste en dicho acuse. 

Artículo 110 Bis 9.- En el supuesto de que el día y hora
señalados en el citatorio que se hubiere dejado en tér-
minos del artículo 110 Bis 6 de esta ley, quien realice la
notificación encontrare cerrado el domicilio que corres-
ponda o bien el interesado, su representante o quien
atienda la diligencia, se nieguen a recibir el oficio moti-
vo de la notificación, hará efectivo el apercibimiento se-
ñalado en el mencionado citatorio. Para tales efectos lle-



vará a cabo la notificación, mediante instructivo que fi-
jará en lugar visible del domicilio, anexando el oficio en
el que conste el acto a notificar, ante la presencia de dos
testigos que al efecto designe. 

El instructivo de referencia se elaborará por duplicado y
se dirigirá al interesado o a su representante. En dicho
instructivo se harán constar las circunstancias por las
cuales resultó necesario practicar la notificación por ese
medio, lugar y fecha de expedición; el nombre, cargo y
firma de quien levante el instructivo; el nombre, datos
de identificación y firma de los testigos; la mención de
que quien realice la notificación se cercioró de que se
constituyó y se apersonó en el domicilio buscado, y los
datos de identificación del oficio en el que conste el ac-
to administrativo que deba notificarse. 

El instructivo hará prueba de la existencia de los actos,
hechos u omisiones que en él se consignen. 

Artículo 110 Bis 10.- Las notificaciones por edictos se
efectuarán en el supuesto de que el interesado haya des-
aparecido, hubiere fallecido, se desconozca su domicilio
o exista imposibilidad de acceder a él, y no tenga repre-
sentante conocido o domicilio en territorio nacional o se
encuentre en el extranjero sin haber dejado representan-
te. 

Para tales efectos, se publicará por tres veces consecuti-
vas un resumen del oficio respectivo, en un periódico de
circulación nacional, sin perjuicio de que la autoridad fi-
nanciera que notifique difunda el edicto en la página
electrónica de la red mundial denominada Internet que
corresponda a la autoridad financiera que notifique; in-
dicando que el oficio original se encuentra a su disposi-
ción en el domicilio que también se señalará en dicho
edicto. 

Artículo 110 Bis 11.- Las notificaciones por medios
electrónicos, con acuse de recibo, podrán realizarse
siempre y cuando el interesado o su representante así lo
haya aceptado o solicitado expresamente por escrito a
las autoridades financieras a través de los sistemas au-
tomatizados y mecanismos de seguridad que las mismas
establezcan. 

Artículo 110 Bis 12.- No obstante lo previsto en este Ca-
pítulo, las notificaciones que no fueren efectuadas con-
forme al mismo, se entenderán legalmente hechas y sur-
tirán sus efectos el día hábil siguiente a aquél en el que

el interesado o su representante se manifiesten sabedo-
res de su contenido. 

Artículo 110 Bis 13.- Para los efectos de esta ley se ten-
drá por domicilio para oír y recibir notificaciones rela-
cionadas con los actos relativos al desempeño de su en-
cargo como miembros del consejo de administración,
directores generales, comisarios, directores, gerentes,
funcionarios, delegados fiduciarios, directivos que ocu-
pen la jerarquía inmediata inferior a la del director ge-
neral, y demás personas que puedan obligar con su fir-
ma a las sociedades reguladas por esta ley, el del lugar
en donde se encuentre ubicada la sociedad a la cual
presten sus servicios, salvo que dichas personas señalen
por escrito a la Comisión un domicilio distinto, el cual
deberá ubicarse dentro del territorio nacional. 

En los supuestos señalados en el párrafo anterior, la no-
tificación se podrá realizar con cualquier persona que se
encuentre en el citado domicilio. 

Para lo previsto en este artículo, se considerará como
domicilio de la sociedad el último que hubiere propor-
cionado ante la propia Comisión o en el procedimiento
administrativo de que se trate. 

Artículo 110 Bis 14.- Las notificaciones a que se refiere
este capítulo surtirán sus efectos al día hábil siguiente al
que: 

I. Se hubieren efectuado personalmente; 

II. Se hubiere entregado el oficio respectivo en los su-
puestos previstos en los artículos 110 Bis 2 y 110 Bis 11; 

III. Se hubiere efectuado la última publicación a que se
refiere el artículo 110 Bis 10, y 

IV. Se hubiere efectuado por correo ordinario, telegra-
ma, fax, medio electrónico o mensajería.

Artículo 111 bis.- Serán sancionados con prisión de uno
a seis años las personas que por sí o a través de otra per-
sona o por medio de nombres comerciales, por cualquier
medio de publicidad se ostenten frente al público como
intermediario o entidad financiera, sin contar con la au-
torización para constituirse, funcionar, organizarse u
operar con tal carácter, según sea el caso, emitida por la
autoridad competente. 
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Artículo 113.-... 

I. Que omitan u ordenen omitir registrar en los términos
del artículo 99 de esta ley, las operaciones efectuadas
por la institución de que se trate, o que alteren u orde-
nen alterar los registros para ocultar la verdadera natu-
raleza de las operaciones realizadas, afectando la com-
posición de activos, pasivos, cuentas contingentes o
resultados; 

II. Que presenten a la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores datos, informes o documentos falsos o alterados
sobre la solvencia del deudor o sobre el valor de las ga-
rantías que protegen los créditos; 

III. Que, conociendo la falsedad sobre el monto de los
activos o pasivos, concedan el crédito; 

IV. Que conociendo los vicios que señala la fracción II
del artículo 112 de esta ley, concedan el crédito, si el
monto de la alteración hubiere sido determinante para
concederlo; 

V. Que proporcionen o permitan que se incluyan datos
falsos en los documentos, informes, dictámenes, opinio-
nes, estudios o calificación crediticia, que deban pre-
sentarse a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
en cumplimiento de lo previsto en esta ley; 

VI. Que destruyan u ordenen que se destruyan total o
parcialmente, los sistemas o registros contables o la do-
cumentación soporte que dé origen a los asientos conta-
bles respectivos, con anterioridad al vencimiento de los
plazos legales de conservación, y 

VII. Que destruyan u ordenen que se destruyan total o
parcialmente, información, documentos o archivos, in-
cluso electrónicos, con el propósito de impedir u obs-
truir los actos de supervisión y vigilancia de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores.

Artículo 113 bis 4.- Serán sancionados con prisión de
dos a siete años todo aquél que habiendo sido removido,
suspendido o inhabilitado, por resolución firme de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en términos
de lo previsto en el artículo 25 de esta ley, continúe des-
empeñando las funciones respecto de las cuales fue re-
movido o suspendido o bien, ocupe un empleo, cargo o
comisión, dentro del sistema financiero mexicano, a pe-
sar de encontrarse suspendido o inhabilitado para ello. 

Artículo 115.- En los casos previstos en los artículos 111
al 114 de esta ley, se procederá indistintamente a peti-
ción de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
quien requerirá la opinión previa de la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores o bien, a petición de la insti-
tución de crédito de que se trate, o de quien tenga inte-
rés jurídico. 

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

La violación a las disposiciones a que se refiere este ar-
tículo será sancionada por la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores conforme al procedimiento previsto en
el artículo 110 de la presente ley, con multa equivalente
del 10 al 100% de la operación inusual no reportada, y
en los demás casos con multa de hasta 100,000 días de
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal. 

Se deroga. 

...

Artículo 116 bis.- Los delitos previstos en esta ley solo
admitirán comisión dolosa. La acción penal en los casos
previstos en esta ley perseguibles por petición de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público, por la institu-
ción de crédito ofendida, o por quien tenga interés jurí-
dico, prescribirá en tres años contados a partir del día en
que dicha Secretaría o Institución de crédito o quien ten-
ga interés jurídico tengan conocimiento del delito y del
probable responsable y, si no tiene ese conocimiento, en
cinco años que se computarán conforme a las reglas es-
tablecidas en el artículo 102 del Código Penal Federal.
Una vez cubierto el requisito de procedibilidad, la pres-
cripción seguirá corriendo según las reglas del Código
Penal Federal. 



Artículo 116 Bis 1.- Las penas previstas en esta ley, se
reducirán a un tercio cuando se acredite haber reparado
el daño o haber resarcido el perjuicio ocasionado. 

Artículo 135 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, en ejercicio de las facultades de supervisión a
que se refiere el artículo 133 de esta ley, podrá solicitar
la comparecencia de funcionarios, empleados o cual-
quier persona que pueda contribuir a que ésta se allegue
de todos los elementos de juicio que estime necesarios
para verificar el estricto cumplimiento de la misma y de
las disposiciones que emanan de ella. 

Para tales efectos, dicha Comisión deberá notificar a la
persona cuya comparecencia se pretenda, con apercibi-
miento de que se hará acreedora a las sanciones previs-
tas en este ordenamiento en caso de no comparecer sin
causa justificada o de que se niegue a declarar. 

Artículo 143 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, en el ejercicio de las facultades a que se refiere
esta ley, podrá señalar la forma y términos en que las en-
tidades financieras y personas físicas o morales a las
cuales les solicite información deberán dar cumplimien-
to a sus requerimientos. 

Asimismo, la citada Comisión, para hacer cumplir sus
determinaciones, podrá emplear, a discreción, los si-
guientes medios de apremio: 

I. Amonestación con apercibimiento; 

II. Multa de 2,000 a 5,000 días de salario; 

III. Multa adicional de 100 días de salario por cada día
que persista la infracción; 

IV. Clausura temporal o permanente, parcial o total, y 

V. El auxilio de la fuerza pública.

Si fuera insuficiente el apremio, se podrá solicitar a la
autoridad competente se proceda contra el rebelde por
desobediencia a un mandato legítimo de autoridad com-
petente. 

Para efectos de este artículo, las autoridades judiciales o
ministeriales federales y los cuerpos de seguridad o po-
liciales federales o locales deberán prestar en forma ex-

pedita el apoyo que solicite la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores. 

En los casos de cuerpos de seguridad pública de las en-
tidades federativas o de los municipios, el apoyo se so-
licitará en los términos de los ordenamientos que regu-
lan la seguridad pública o, en su caso, de conformidad
con los acuerdos de colaboración administrativa que se
tengan celebrados con la Federación. 

Transitorios 

Primero.- El presente decreto entrará en vigor a los se-
senta días naturales siguientes a su publicación en el
Diario Oficial de la Federación. 

Segundo.- Las infracciones cometidas con anterioridad
a la fecha de entrada en vigor del presente Decreto, se
sancionarán conforme a lo previsto en los textos ante-
riormente aplicables de la Ley de Instituciones de Cré-
dito. 

Tercero.- El inciso h) que se adiciona a la fracción XIX
del artículo 106 de la Ley de Instituciones de Crédito,
entrará en vigor en la misma fecha en la que entre en vi-
gor el Reglamento que se expida de conformidad con lo
previsto en el artículo 63 de la Ley Federal de Protec-
ción al Consumidor. 

Las instituciones de crédito que a dicha fecha actúen co-
mo fiduciarias en fideicomisos de los referidos en el in-
ciso h) antes mencionado, podrán seguir actuando como
tales en dichos fideicomisos. Al efecto, deberán cumplir
con lo previsto en el artículo Sexto Transitorio del De-
creto por el que se reforman, adicionan y derogan di-
versas disposiciones de la Ley Federal de Protección al
Consumidor, publicado en el Diario Oficial de la Fede-
ración el 4 de febrero de 2004. �

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN

PRIMERA.- Esta Comisión resulta competente para dic-
taminar la Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diver-
sas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 y 45 nume-
ral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; así como los artí-
culos 56, 87, 88 y demás aplicables del Reglamento para el
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Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos.

SEGUNDA.- La que Dictamina considera que la Iniciativa
en estudio, tiene como objeto fortalecer las atribuciones
encomendadas a la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores, en materia de imposición de sanciones administrati-
vas a entidades financieras y demás personas reguladas por
la Ley de Instituciones de Crédito. Toda vez que de con-
formidad con diversas tesis emitidas por el Tribunal Fede-
ral de Justicia Fiscal y Administrativa, las disposiciones vi-
gentes de los artículos 108 y 110 de la referida Ley
establecen sanciones abiertas, cuando deberían de tipificar
la correspondiente a cada conducta de manera expresa, lo
que se ha interpretado como una gran discrecionalidad en
la imposición de sanciones y ha derivado en última instan-
cia, en resoluciones favorables a los intereses de las insti-
tuciones. 

En la iniciativa, se modifica la aplicación supletoria del
Código Civil para el Distrito Federal, por la de la legisla-
ción civil federal a efecto de actualizar tal referencia y se
adiciona como legislación supletoria la Ley Federal de Pro-
cedimiento Administrativo respecto de la tramitación de
los recursos previstos en la citada Ley, en virtud de consi-
derar su similitud con los trámites y procedimientos que se
prevén para la imposición de sanciones a los sujetos de la
ley. 

Se precisan los términos utilizados en la Ley de Institucio-
nes de Crédito y se definen conceptos tales como la sus-
pensión, remoción e inhabilitación, así como los alcances
de dichos actos. 

La Iniciativa, propone adicionar como causal de revoca-
ción de la autorización que otorga la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público a una institución de banca múltiple
para organizarse y operar como tal, la reincidencia en la re-
alización de operaciones prohibidas o en el incumplimien-
to a las acciones preventivas y correctivas ordenadas por la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con el objeto de
sancionar de manera consistente la realización reiterada de
conductas especialmente graves. 

Se establece la obligación de las instituciones de banca
múltiple y demás entidades financieras reguladas por el
mencionado ordenamiento legal, de cumplir con las dispo-
siciones generales de carácter prudencial que emita la au-
toridad financiera, así como la demás normatividad que, en

el ámbito de su competencia, emita el Banco de México,
con el propósito de fortalecer el carácter obligatorio de es-
tas disposiciones. 

Se adiciona como prohibición celebrar operaciones de fi-
deicomiso cuyo objeto sea administrar sumas de dinero que
aporten periódicamente grupos de consumidores integra-
dos mediante sistemas de comercialización, destinados a la
adquisición de determinados bienes o servicios, previstos
en la Ley Federal de Protección al Consumidor, a fin de
adecuar el marco jurídico aplicable a instituciones de cré-
dito con la reforma a la Ley Federal de Protección al Con-
sumidor publicada el 4 de febrero de 2004. 

Se otorga un plazo de cinco años para que caduquen las fa-
cultades de la autoridad para imponer sanciones adminis-
trativas, con lo cual se pretende otorgar certidumbre jurídi-
ca a los sujetos obligados por la ley. 

En la Iniciativa se contempla un mecanismo de actualiza-
ción del monto de las multas cuando éstas no se paguen
dentro de los quince días hábiles siguientes al de su notifi-
cación. Asimismo, como incentivos al pago oportuno de las
multas se prevé la aplicación de descuentos. Adicional-
mente, se determinan con precisión los elementos a consi-
derar en la imposición de sanciones. 

Se propone la amonestación como la sanción mínima en
casos específicos, considerando las circunstancias en que
se encuentre el infractor y la conducta que demuestre pre-
vio al inicio del procedimiento de imposición de la san-
ción. 

Se adiciona la facultad de la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores, para que de acuerdo con los lineamientos que
fije su Junta de Gobierno, se haga del conocimiento del pú-
blico las sanciones impuestas, cuando éstas hayan quedado
firmes o sean cosa juzgada, con el propósito de difundir in-
formación en beneficio de intereses del público. 

Por lo que respecta a medios de impugnación, atendiendo
a la necesidad de un marco jurídico que provea de certeza
y seguridad jurídica a las entidades y demás personas re-
guladas por la Ley y que garantice una efectiva impartición
de justicia, en la Iniciativa se propone ampliar los supues-
tos en que se puede promover el recurso de revocación, ta-
les como autorizaciones y modificaciones a los contratos
de adhesión, así como la suspensión de la ejecución en ma-
teria de multas administrativas. Se adiciona un Capítulo IV



denominado �De las notificaciones� al Título Quinto �De
las prohibiciones, sanciones Administrativas y Delitos� re-
lativo a las diversas maneras de notificación de los actos de
la autoridad. 

En el capítulo de delitos, se incluye la sanción de prisión
para aquellas personas que por sí, a través de otra persona,
o por medio de nombres comerciales, se ostenten frente al
público como intermediario o entidad financiera, sin contar
con la respectiva autorización para constituirse, funcionar,
organizarse u operar con tal carácter; así como para los
consejeros, funcionarios o empleados o quienes interven-
gan directamente en el otorgamiento de un crédito, cuando
proporcionen o permitan que se incluyan datos falsos en
los documentos, informes y demás documentación, que de-
ban presentarse y se propone sancionar a quienes destruyan
u ordenen destruir total o parcialmente los sistemas, regis-
tros contables o la documentación soporte de éstos, con an-
terioridad al vencimiento de los plazos legales de conser-
vación o bien, la información, documentos o archivos, con
el propósito de impedir u obstruir los actos de supervisión
de la autoridad financiera. 

Se sanciona con prisión a aquél que, habiendo sido remo-
vido, suspendido o inhabilitado, continúe desempeñando
las funciones respecto de las cuales se le impusieron tales
sanciones o bien, ocupe un empleo, cargo o comisión den-
tro del sistema financiero mexicano, a pesar de encontrar-
se suspendido o inhabilitado y se disminuyen las penas a
un tercio cuando se acredite haber reparado el daño o re-
sarcido el perjuicio ocasionado

Además, se faculta a la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores para solicitar la comparecencia de funcionarios,
empleados o cualquier persona que pueda contribuir a que
ésta se allegue de los elementos de juicio necesarios para
verificar el cumplimiento de la Ley, así como para emple-
ar, a discreción, medios de apremio y, si ello fuera insufi-
ciente, para solicitar a la autoridad competente proceda
contra el rebelde por desobediencia a un mandato legítimo
de la misma. 

La Comisión considera hacer algunas precisiones a los si-
guientes artículos: al 6º, a fin de que se adicione la nueva
fracción V, para que la actualización de multas se realice
conforme al Código Fiscal de la Federación; al artículo 18
con el objeto de precisar los efectos de las adquisiciones
sin la autorización correspondiente; igualmente se acota el
artículo 28 en su fracción XI, a efecto de que opere la re-
vocación ante la reiteración de actividades prohibidas por

el artículo 106; se elimina la adición del artículo 58 Bis, to-
da vez que podría interpretarse que se limita la posibilidad
de que las instituciones de banca múltiple y sus clientes
acuerden libremente los términos y condiciones relativas a
la cancelación de cuentas de cheques.

Asimismo, en el articulo 109 Bis 2, se agregan como agra-
vantes para la imposición de sanciones la cuantía de la ope-
ración, y la intención de realizar la conducta; en los artícu-
los 108 y 135 se elimina la infracción en el caso de que se
actualicen los supuestos de que las personas sujetas a la ley
se nieguen a declarar; en el artículo 109 Bis 8 se reduce la
discrecionalidad de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores a efecto de hacer del conocimiento público las san-
ciones cuando éstas hayan quedado firmes; en el artículo
110 Bis 1 se adiciona un párrafo que establece que el órga-
no encargado de resolver el recurso de revocación no esta-
rá integrado por la persona que hubiese impuesto la san-
ción de que se trate; en el artículo 143 Bis se elimina la
posibilidad de la clausura toda vez que la Ley contempla
específicamente los supuestos en que dicha medida es apli-
cable.

Finalmente, con relación a las notificaciones personales se
realizaron precisiones a los artículos 108; 109 Bis 4; pe-
núltimo párrafo del 110 Bis 2; al primer y segundo párra-
fos del 110 Bis 5, y al 110 Bis 12 relativo a las notificacio-
nes que no fueren efectuadas.

Por lo anterior se proponen las siguientes modificaciones:

�Artículo 6º. �

I. a II. ...

III. La legislación civil federal; 

IV. La Ley Federal de Procedimiento Administrativo
respecto de la tramitación de los recursos a que se refie-
re esta ley, y

V. El Código Fiscal de la Federación respecto de la ac-
tualización de multas. 

Artículo 18.- Las instituciones de banca múltiple se abs-
tendrán, en su caso, de efectuar la inscripción en el re-
gistro a que se refieren los artículos 128 y 129 de la Ley
General de Sociedades Mercantiles de las transmisiones
de acciones que se efectúen en contravención de lo dis-
puesto por los artículos 13, 17, 45-G y 45-H de esta ley,
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y deberán informar tal circunstancia a la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público y a la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores, dentro de los cinco días hábiles
siguientes a la fecha en que tenga conocimiento de ello. 

La abstención referida en el párrafo anterior no deriva-
rá en la responsabilidad a la que podría dar lugar lo pre-
visto en el artículo 129 de la Ley General de Sociedades
Mercantiles. 

Las adquisiciones de acciones que se realicen en con-
travención a lo dispuesto por los artículos 17, 45-G y
45-H no surtirán efectos hasta en tanto no se acredite
que se ha obtenido la autorización que corresponda, de
modo que las personas que las hubieren adquirido no
podrán ejercer los derechos corporativos y patrimonia-
les derivados de las mismas. Una vez obtenidas las au-
torizaciones que correspondan, los actos corporativos
celebrados con anterioridad serán validos.

I. Se deroga. 

II. Se deroga.

Artículo 28.-... 

I. a X.�

XI. Si la institución reincide en la realización de opera-
ciones prohibidas previstas en el artículo 106 de esta
Ley y sancionadas conforme al artículo 108 Bis de la
misma, o si se ubica por reincidencia en el supuesto pre-
visto en el inciso b) de la fracción IV del artículo 108 de
esta Ley.

... 

Artículo 108.- Las infracciones a esta ley o a las dispo-
siciones que sean emitidas con base en ésta por la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público o la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores serán sancionadas con
multa administrativa que impondrá la citada Comisión,
a razón de días de salario mínimo general vigente para
el Distrito Federal, siempre que no se establezca expre-
samente otra forma de sanción, conforme a lo siguiente: 

I. a II. ... 

III. Multa de 3,000 a 15,000 días de salario: 

a) a c)�

d) A las instituciones de crédito y demás personas regu-
ladas por esta Ley que se opongan u obstaculicen el
ejercicio de las facultades que ésta y otras disposiciones
aplicables le confieren a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público o a la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, así como a aquellas que, previa notificación de
esa Comisión para los efectos del artículo 135 Bis de es-
te ordenamiento, no comparezcan sin causa justificada. 

...

Artículo 109 Bis 2.-... 

I a III�

a) a b)�

c) La cuantía de la operación, y

d) La intención de realizar la conducta.

Artículo 109 Bis 8.- En ejercicio de sus facultades san-
cionadoras, la Comisión Nacional Bancaria y de Valo-
res, ajustándose a los lineamientos que apruebe su Jun-
ta de Gobierno, deberá hacer del conocimiento del
público en general, a través de los medios que los line-
amientos indiquen, las sanciones que al efecto imponga
por infracciones a esta Ley, una vez que dichas resolu-
ciones hayan quedado firmes o sean cosa juzgada, para
lo cual deberá señalar exclusivamente el nombre, deno-
minación o razón social del infractor, el precepto infrin-
gido y la sanción. 

Artículo 110 Bis.- La interposición del recurso de revo-
cación suspenderá los efectos del acto impugnado cuan-
do se trate de multas. 

Artículo 110 Bis 1.-�

�

La resolución de los recursos será competencia del Pre-
sidente de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
y deberá ser emitida en un plazo que no exceda a los
ciento veinte días hábiles posteriores a la fecha en que
se interpuso el recurso. 



La Comisión Nacional Bancaria y de Valores deberá
prever los mecanismos que eviten conflictos de interés
entre el área que emite la resolución objeto del recurso
y aquella que lo resuelve.

110 Bis 5.-�

Si los testigos no son designados por el interesado o su
representante o los designados no aceptan servir como
tales, quien realice la notificación los designará; asimis-
mo, si el interesado o su representante se niega a firmar
o a recibir el oficio antes mencionado o el acta de noti-
ficación, se hará constar dichas circunstancias en el ac-
ta, sin que esto afecte su validez.

Artículo 110 Bis 12.- Las notificaciones que no fueren
efectuadas conforme a este Capítulo, se entenderán le-
galmente hechas y surtirán sus efectos el día hábil si-
guiente a aquél en el que el interesado o su representan-
te se manifiesten sabedores de su contenido.

Artículo 135 Bis.-... 

Para tales efectos, dicha Comisión deberá notificar a la
persona cuya comparecencia se pretenda, con apercibi-
miento de que se hará acreedora a las sanciones previs-
tas en este ordenamiento en caso de no comparecer sin
causa justificada.

Las personas físicas que sean citadas a comparecer por
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrán ha-
cerlo con la asistencia de un abogado.

Artículo 143 Bis.-... 

... 

I. a II. ... 

III. Multa adicional de 100 días de salario por cada día
que persista la infracción, y

IV. El auxilio de la fuerza pública.

...�

Por lo antes expuesto, la Comisión de Hacienda y Crédito
Público, considera que es de aprobarse la Iniciativa con
proyecto de Decreto y pone a consideración del Pleno de la
H. Cámara de Diputados el siguiente:

DECRETO QUE REFORMA, ADICIONA Y DERO-
GA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE
INSTITUCIONES DE CRÉDITO 

Artículo Único.- Se reforman las fracciones III, IV y V del
artículo 6o, primero y segundo párrafos del artículo 18, pri-
mero, segundo y tercer párrafos del artículo 25, las frac-
ciones IX y X del artículo 28, los incisos f) y g) de la frac-
ción XIX del artículo 106, los artículos 108, 109 y 110, las
fracciones I a la IV del artículo 113, los párrafos primero y
décimo del artículo 115, así como el artículo 116 Bis; se
adicionan un cuarto párrafo con incisos a), b) y c) al artí-
culo 25, una fracción XI al artículo 28, el artículo 96 Bis,
un inciso h) a la fracción XIX del artículo 106, los artícu-
los 108 Bis y 108 Bis 1, un segundo párrafo al artículo 109,
los artículos 109 Bis al 109 Bis 8, los artículos 110 Bis y
110 Bis 1, un Capítulo IV, denominado �De las notifica-
ciones�, al Título Quinto denominado �De las prohibicio-
nes, Sanciones Administrativas y Delitos�, con los artícu-
los 110 Bis 2 al 110 Bis 14, un artículo 111 Bis, las
fracciones V a VII del artículo 113, el artículo 113 Bis 4,
los artículos 116 Bis 1, 135 Bis y 143 Bis; y se derogan las
fracciones I y II, los párrafos tercero al quinto del artículo
18, el último párrafo del artículo 25, la fracción XIV del ar-
tículo 106, el párrafo décimo primero del artículo 115 pa-
sando a ser décimo primero el párrafo décimo segundo de
dicho artículo, todos de la Ley de Instituciones de Crédito,
para quedar como sigue: 

Artículo 6o.-... 

I. a II. ... 

III. La legislación civil federal.

IV. La Ley Federal de Procedimiento Administrativo res-
pecto de la tramitación de los recursos a que se refiere es-
ta Ley, y 

V. El Código Fiscal de la Federación respecto de la actua-
lización de multas.

... 

Artículo 18.- Las instituciones de banca múltiple se abs-
tendrán, en su caso, de efectuar la inscripción en el registro
a que se refieren los artículos 128 y 129 de la Ley General
de Sociedades Mercantiles de las transmisiones de accio-
nes que se efectúen en contravención de lo dispuesto por
los artículos 13, 17, 45-G y 45-H de esta ley, y deberán
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informar tal circunstancia a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y a la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fe-
cha en que tenga conocimiento de ello. 

La abstención referida en el párrafo anterior no derivará en
la responsabilidad a la que podría dar lugar lo previsto en
el artículo 129 de la Ley General de Sociedades Mercanti-
les. 

Las adquisiciones de acciones que se realicen en contra-
vención a lo dispuesto por los artículos 17, 45-G y 45-H no
surtirán efectos hasta en tanto no se acredite que se ha ob-
tenido la autorización que corresponda, de modo que las
personas que las hubieren adquirido no podrán ejercer los
derechos corporativos y patrimoniales derivados de las
mismas. Una vez obtenidas las autorizaciones que corres-
pondan, los actos corporativos celebrados con anterioridad
serán validos.

I. Se deroga. 

II. Se deroga.

Tercer párrafo se deroga.

Cuarto párrafo se deroga.

Quinto Párrafo se deroga.

Artículo 25.- La Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
con acuerdo de su Junta de Gobierno, podrá en todo tiem-
po determinar que se proceda a la remoción de los miem-
bros del consejo de administración, directores generales,
comisarios, directores y gerentes, delegados fiduciarios y
funcionarios que puedan obligar con su firma a la institu-
ción, así como suspender de tres meses hasta cinco años a
las personas antes mencionadas, cuando considere que no
cuentan con la suficiente calidad técnica, honorabilidad e
historial crediticio satisfactorio para el desempeño de sus
funciones, no reúnan los requisitos al efecto establecidos o
incurran de manera grave o reiterada en infracciones a la
presente Ley o a las disposiciones de carácter general que
de ella deriven. 

En los dos últimos supuestos, la propia Comisión Nacional
Bancaria y de Valores podrá además, inhabilitar a las cita-
das personas para desempeñar un empleo, cargo o comi-
sión dentro del sistema financiero mexicano, por el mismo
periodo de tres meses hasta cinco años, sin perjuicio de las

sanciones que conforme a éste u otros ordenamientos lega-
les fueren aplicables. Antes de dictar la resolución corres-
pondiente, la citada Comisión deberá escuchar al interesa-
do y a la institución de banca múltiple de que se trate. 

La propia Comisión podrá, también con el acuerdo de su
Junta de Gobierno, ordenar la remoción de los auditores
externos independientes de las instituciones de banca múl-
tiple, así como suspender a dichas personas por el período
señalado en el párrafo anterior, cuando incurran de manera
grave o reiterada en infracciones a esta Ley o las disposicio-
nes de carácter general que de la misma emanen, sin perjui-
cio de las sanciones a que pudieran hacerse acreedores. 

Para los efectos de este artículo se entenderá por: 

a) Suspensión, a la interrupción temporal en el desempeño
de las funciones que el infractor tuviere dentro de la enti-
dad financiera en el momento en que se haya cometido o se
detecte la infracción; pudiendo realizar funciones distintas
a aquellas que dieron origen a la sanción, siempre y cuan-
do no se encuentren relacionados directa o indirectamente
con el cargo o actividad que dio origen a la suspensión. 

b) Remoción, a la separación del infractor del empleo, car-
go o comisión que tuviere en la entidad financiera al mo-
mento en que se haya cometido o se detecte la infracción;

c) Inhabilitación, al impedimento temporal en el ejercicio
de un empleo, cargo o comisión dentro del sistema finan-
ciero mexicano.

Para el ejercicio de las atribuciones que le confiere este ar-
tículo, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores llevará
un listado confidencial en términos de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental, de las personas cuya participación en el sector fi-
nanciero, por razón de sus antecedentes, no se considere
conveniente. 

Último párrafo se deroga.

Artículo 28.-... 

I. a VIII. ... 

IX. Cuando la institución no cubra al Instituto para la Pro-
tección al Ahorro Bancario las cuotas establecidas en la ley
que regula a dicho Instituto, en los términos por ella pre-
vistos; 



X. Si la institución de banca múltiple no cumple cualquie-
ra de las medidas correctivas mínimas; no cumple con más
de una medida correctiva especial adicional, o bien incum-
ple de manera reiterada una medida correctiva especial adi-
cional, y 

XI. Si la institución reincide en la realización de operacio-
nes prohibidas previstas en el artículo 106 de esta Ley y
sancionadas conforme al artículo 108 Bis de la misma, o si
se ubica por reincidencia en el supuesto previsto en el inci-
so b) de la fracción IV del artículo 108 de esta Ley.

Se considerará que la institución reincide en las infraccio-
nes señaladas en el párrafo anterior, cuando habiendo incu-
rrido en una infracción que haya sido sancionada, cometa
otra del mismo tipo o naturaleza, dentro de los dos años in-
mediatos siguientes a la fecha en que haya quedado firme
la resolución correspondiente. 

Artículo 96 Bis.- Las instituciones de crédito y demás en-
tidades financieras reguladas por esta ley deberán cumplir
con las disposiciones generales de carácter prudencial que
emita la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, así co-
mo la demás normatividad que, en el ámbito de su compe-
tencia, emita el Banco de México, orientadas a preservar la
solvencia, liquidez y estabilidad de dichas instituciones y
entidades, así como el sano y equilibrado desarrollo de las
operaciones que son materia de esta ley. 

Artículo 106.-... 

I. a XIII. ... 

XIV. Se deroga. 

XV. a XVIII. ... 

XIX.... 

a) a e)... 

f) Utilizar fondos o valores de los fideicomisos, mandatos
o comisiones destinados al otorgamiento de créditos, en
que la fiduciaria tenga la facultad discrecional, en el otor-
gamiento de los mismos para realizar operaciones en virtud
de las cuales resulten o puedan resultar deudores sus dele-
gados fiduciarios; los miembros del consejo de administra-
ción o consejo directivo, según corresponda, tanto propie-
tarios como suplentes, estén o no en funciones; los

empleados y funcionarios de la institución; los comisarios
propietarios o suplentes, estén o no en funciones; los audi-
tores externos de la institución; los miembros del comité
técnico del fideicomiso respectivo; los ascendientes o des-
cendientes en primer grado o cónyuges de las personas ci-
tadas, las sociedades en cuyas asambleas tengan mayoría
dichas personas o las mismas instituciones, asimismo
aquellas personas que el Banco de México determine me-
diante disposiciones de carácter general; 

g) Administrar fincas rústicas, a menos que hayan recibido
la administración para distribuir el patrimonio entre here-
deros, legatarios, asociados o acreedores, o para pagar una
obligación o para garantizar su cumplimiento con el valor
de la misma finca o de sus productos, y sin que en estos ca-
sos la administración exceda del plazo de dos años, salvo
los casos de fideicomisos a la producción o fideicomisos de
garantía, y

h) Celebrar fideicomisos que administren sumas de dinero
que aporten periódicamente grupos de consumidores inte-
grados mediante sistemas de comercialización, destinados
a la adquisición de determinados bienes o servicios, de los
previstos en la Ley Federal de Protección al Consumidor. 

XX....

...

...

Artículo 108.- Las infracciones a esta ley o a las disposi-
ciones que sean emitidas con base en ésta por la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público o la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores serán sancionadas con multa admi-
nistrativa que impondrá la citada Comisión, a razón de dí-
as de salario mínimo general vigente para el Distrito Fede-
ral, siempre que no se establezca expresamente otra forma
de sanción, conforme a lo siguiente: 

I. Multa de 200 a 2,000 días de salario: 

a) A las instituciones de crédito, fideicomisos públicos
constituidos por el Gobierno Federal para el fomento eco-
nómico, así como a las personas a que se refieren los artí-
culos 7º, 88, 89, 92 y 103, fracción IV, de esta Ley, que no
proporcionen dentro de los plazos establecidos para tal
efecto, la información o documentación a que se refiere es-
ta Ley o las disposiciones que emanan de ella, así como por
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omitir proporcionar la requerida por la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público o por la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores. 

b) A las instituciones de crédito que no cumplan con las
obligaciones previstas en el artículo 96 de la presente Ley
o en las disposiciones a que dicho artículo se refiere. 

c) A las instituciones de crédito o las personas a que se re-
fieren los artículos 88 y 103, fracción IV de esta Ley, por
no proporcionar los estados financieros mensuales, trimes-
trales o anuales, dentro de los plazos establecidos en esta
Ley o en las disposiciones que emanen de ella para tales
efectos. A las instituciones de crédito y las personas a que
se refiere el artículo 103, fracción IV, de esta Ley, por no
publicar los estados financieros trimestrales o anuales, den-
tro de los plazos establecidos en esta Ley o en las disposi-
ciones que de ella emanen para tales efectos. 

d) A los auditores externos independientes y demás profe-
sionistas o expertos que rindan o proporcionen dictámenes
u opiniones a las instituciones de crédito y a las personas a
que se refieren los artículos 7°, 88, 89, 92 y 103, fracción
IV, de esta ley, que incurran en infracciones a la presente
Ley o a las disposiciones que emanen de ella para tales
efectos. 

e) A las instituciones de crédito que no cumplan con lo se-
ñalado por el artículo 101 de esta Ley o por las disposicio-
nes a que se refiere dicho precepto. 

f) A las instituciones de crédito que no cumplan con lo pre-
visto por el artículo 95 de esta Ley así como las disposi-
ciones que emanen de éste. 

g) A los accionistas de instituciones de banca múltiple que,
en contravención a lo preceptuado por el artículo 12 de es-
ta Ley, omitan pagar en efectivo las acciones de institucio-
nes de banca múltiple que suscriban. 

h) A las instituciones de banca múltiple y a las personas a
que se refiere el artículo 103, fracción IV, de esta Ley que
omitan someter a la aprobación de la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público su escritura constitutiva o cualquier
modificación a ésta. A las personas que contravengan lo
dispuesto por el artículo 14 de esta Ley. A las instituciones
de banca múltiple que omitan informar a la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público respecto de la adquisición de
acciones a que se refieren los artículos 13, 17, 45-G y 45-

H de esta Ley, en contravención a lo establecido por el ar-
tículo 18 de este mismo ordenamiento legal. 

i) A las instituciones de crédito, así como a las demás enti-
dades financieras reguladas por esta Ley, que incumplan
con cualquiera de las disposiciones a que se refiere el artí-
culo 96 Bis de la misma. 

II. Multa de 1,000 a 5,000 días de salario:

a) A las instituciones de crédito que, en contravención a lo
dispuesto por el artículo 12 de esta Ley, omitan mantener
en depósito sus acciones en alguna de las instituciones pa-
ra el depósito de valores reguladas por la Ley del Mercado
de Valores.

b) Al consejero de la institución de banca múltiple que, en
contravención a lo dispuesto por el artículo 23 de esta Ley,
omita excusarse de participar en la deliberación o votación
de cualquier asunto que le implique un conflicto de interés. 

c) A las instituciones de crédito que no cumplan con las
obligaciones previstas en el artículo 66 de esta Ley. 

d) A las instituciones de crédito que no cumplan con las
obligaciones previstas en el artículo 79 de esta Ley. 

e) A las instituciones de crédito que no cumplan con lo se-
ñalado por el artículo 99 o 102 de esta Ley o por las dispo-
siciones a que se refieren dichos preceptos. 

III. Multa de 3,000 a 15,000 días de salario: 

a) A las instituciones de crédito que no cumplan con lo se-
ñalado por el artículo 93 de la presente Ley o las disposi-
ciones a que dicho precepto se refiere. 

b) A las instituciones de crédito que no cumplan con lo pre-
ceptuado por el artículo 99-A de esta Ley. 

c) A las instituciones de banca múltiple que no cumplan
con lo preceptuado por el artículo 19 de esta Ley, así como
las disposiciones a que dicho precepto se refiere. 

d) A las instituciones de crédito y demás personas regula-
das por esta Ley que se opongan u obstaculicen el ejercicio
de las facultades que ésta y otras disposiciones aplicables
le confieren a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
o a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, así como

Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados650



a aquellas que, previa notificación de esa Comisión para
los efectos del artículo 135 Bis de este ordenamiento, no
comparezcan sin causa justificada. 

e) A las personas que adquieran acciones de una institución
de banca múltiple, en contravención a lo establecido en los
artículos 13, 17, 45-G y 45-H de esta Ley. 

IV. Multa de 5,000 a 20,000 días de salarios: 

a) A las instituciones de crédito que den noticias o infor-
mación de los depósitos, servicios o cualquier tipo de ope-
raciones en contravención a lo dispuesto por los artículos
117 o 118 de esta Ley. 

b) A las instituciones de crédito que no den cumplimiento
a las acciones preventivas y correctivas ordenadas por la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en el ejercicio
de sus atribuciones en materia de inspección y vigilancia,
excepto aquéllas previstas en la fracción V de este artículo. 

c) A las instituciones de crédito que no cumplan con lo pre-
ceptuado por el artículo 50 de esta Ley así como las dispo-
siciones que emanan de ésta. 

d) A las instituciones de crédito que no cumplan con lo pre-
ceptuado por el artículo 55 de esta Ley así como disposi-
ciones que emanan de ésta. 

e) A las instituciones de crédito que no cumplan con las
obligaciones previstas en el artículo 65 de esta Ley. 

f) A las instituciones de crédito que, al realizar operaciones
con valores, no cumplan con lo dispuesto por el artículo 53
de esta Ley. 

g) A las instituciones de crédito que no cumplan con los li-
neamientos y requisitos previstos en los artículos 73 y 73
Bis de la presente Ley. 

h) A las instituciones de crédito que no cumplan con lo se-
ñalado por el artículo 76 de la presente Ley o por las dis-
posiciones a que dicho precepto se refiere. 

V. Multa de 20,000 a 100,000 días de salario:

a) A las instituciones de crédito que proporcionen, en for-
ma dolosa, información falsa, imprecisa o incompleta a las
autoridades financieras, que tenga como consecuencia que
no se refleje su verdadera situación financiera, administra-

tiva, económica o jurídica, siempre y cuando se comprue-
be que el director general o algún miembro del consejo de
administración de la institución correspondiente tuvo co-
nocimiento de tal acto. 

b) A las instituciones de banca múltiple que no cumplan
con cualquiera de las medidas correctivas a que se refieren
los artículos 134 Bis y 134 Bis 1 de esta Ley o las disposi-
ciones que de ellos emanen.

Artículo 108 Bis.- Las infracciones que consistan en reali-
zar operaciones prohibidas o no autorizadas, conforme a
esta ley y las disposiciones que emanan de ella, serán san-
cionadas con multa que se impondrá, en su caso, a las ins-
tituciones de crédito, así como a las personas a que se re-
fieren los artículos 7°, 45-A, fracciones I y III, 89 y 103,
fracción IV, de la misma, de acuerdo a lo siguiente: 

I. Multa por el equivalente del 1% hasta el 4% del importe
de la operación de que se trate o, en caso de que no se pue-
da determinar el monto de la operación, de 5,000 a 10,000
días de salario, a las instituciones de crédito que contra-
vengan lo dispuesto por las fracciones V, VII, VIII, IX, XI,
XII, XV, XV Bis, XV Bis 1, XV Bis 2, XVIII, XIX, inci-
sos a y g, y XX del artículo 106 de esta ley, así como en los
artículos 17, primer párrafo, 27, primer párrafo, 27 Bis, pri-
mer párrafo, 45-H, 45-I, 75, fracción III, 85 Bis, primer pá-
rrafo, 87, segundo y tercer párrafos, 88, primer párrafo y
89, primer párrafo, de la misma. La misma multa indicada
en esta fracción se impondrá a las personas a que se refie-
re la fracción IV del artículo 103 de esta Ley que se fusio-
nen, escindan o transformen sin contar con autorización de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

II. Multa del 5% hasta el 15% del importe de la operación
de que se trate o, en caso de que no se pueda determinar el
monto de la operación, de 10,000 a 30,000 días de salario,
a las instituciones de crédito que contravengan lo dispues-
to por las fracciones I, II, III, IV, VI, X, XIII, XVI, XVII y
XIX, incisos b, c, d, e, f y h del artículo 106 de esta Ley.

Artículo 108 Bis 1.- Las personas que realicen actividades,
servicios u operaciones para las que esta Ley prevé que se
requiere una autorización, sin tenerla, serán sancionadas
con multa que se les impondrá de acuerdo a lo siguiente: 

I. Multa de 1,000 a 5,000 días de salario: 

a) A las personas morales y establecimientos distintos a
los autorizados que en su nombre usen las palabras banco,
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crédito, ahorro, fiduciario u otras que expresen ideas seme-
jantes en cualquier idioma, por las que pueda inferirse el
ejercicio de la banca y del crédito, salvo aquellas excep-
tuadas por el segundo párrafo del artículo 105 de esta Ley;
y 

b) A las personas morales y establecimientos distintos a los
autorizados que en su nombre expresen ideas en cualquier
idioma, por las que pueda inferirse que se trata de institu-
ciones de banca múltiple, personas a las que se refiere el ar-
tículo 103, fracción IV, de esta Ley, oficinas de representa-
ción de entidades financieras del exterior o sociedades
controladoras filiales. 

II. Multa de 5,000 a 20,000 días de salario: 

a) A las oficinas de representación de entidades financieras
del exterior que, en contravención a lo dispuesto por el ar-
tículo 7o de esta Ley, se establezcan en territorio nacional
sin contar con autorización de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público; 

b) A la persona que, en contravención a lo dispuesto por los
artículos 2o, 7o ó 103 de esta Ley, se organicen u operen a
efecto de captar recursos del público en el mercado nacio-
nal para su colocación en el público, mediante actos cau-
santes de pasivo directo o contingente, obligándose a cu-
brir el principal y, en su caso, los accesorios financieros de
los recursos captados; 

c) A las personas que, en contravención a lo dispuesto por
el artículo 45-C de esta Ley, se organicen u operen como
filiales sin contar con autorización de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público;

Artículo 109.- La infracción a cualquier otro precepto de
esta Ley o de las disposiciones que de ella deriven, distin-
ta de las señaladas expresamente en algún otro artículo de
esta Ley y que no tenga sanción especialmente señalada en
este ordenamiento será sancionada con multa de 1,000 a
5,000 días de salario, o del 0.1% hasta el 1% de su capital
pagado y reservas de capital, dependiendo de la naturaleza
de la infracción. 

Las sanciones contenidas en el presente capítulo serán apli-
cables sin perjuicio de la facultad de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público para revocar la autorización otor-
gada para organizarse como institución de banca múltiple
y operar con tal carácter, cuando las instituciones de banca

múltiple se ubiquen en alguno de los supuestos a que se re-
fiere el artículo 28 de esta Ley. 

Artículo 109 Bis.- En los procedimientos administrativos
de imposición de sanciones previstos en esta Ley se admi-
tirán toda clase de pruebas. En el caso de la confesional a
cargo de autoridades, ésta deberá ser desahogada por escri-
to. 

Una vez desahogado el derecho de audiencia a que se re-
fiere el artículo 109 Bis 2 de esta Ley o bien, presentado el
escrito mediante el cual se interponga recurso de revoca-
ción, únicamente se admitirán pruebas supervenientes,
siempre y cuando no se haya emitido la resolución corres-
pondiente. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrá alle-
garse de los medios de prueba que considere necesarios, así
como acordar sobre la admisibilidad de las pruebas ofreci-
das. Sólo podrán rechazarse las pruebas aportadas por los
interesados cuando no fuesen ofrecidas conforme a dere-
cho, no tengan relación con el fondo del asunto, sean im-
procedentes, innecesarias o contrarias a la moral o al dere-
cho. La valoración de las pruebas se hará conforme a lo
establecido por el Código Federal de Procedimientos Civi-
les. 

Artículo 109 Bis 1.- La facultad de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores para imponer las sanciones de ca-
rácter administrativo previstas en esta ley, así como en las
disposiciones que de ella emanen, caducará en un plazo de
cinco años, contado a partir del día hábil siguiente al que se
realizó la conducta o se actualizó el supuesto de infracción. 

El plazo de caducidad señalado en el párrafo inmediato an-
terior se interrumpirá al iniciarse los procedimientos relati-
vos. Se entenderá que el procedimiento de que se trata ha
iniciado a partir de la notificación al presunto infractor del
oficio mediante el cual se le concede el derecho de audien-
cia a que hace referencia la fracción I del artículo 109 Bis
2 de esta ley. 

Para calcular el importe de las multas en aquellos supues-
tos contemplados por esta ley a razón de días de salario, se
tendrá como base el salario mínimo general diario vigente
en el Distrito Federal el día en que se realice la conducta
sancionada o se actualice el supuesto que dé motivo a la
sanción correspondiente.
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Las multas que la citada Comisión imponga deberán ser
pagadas dentro de los quince días hábiles siguientes al de
su notificación. Cuando las multas no se paguen dentro del
plazo señalado en este párrafo, su monto se actualizará des-
de el mes en que debió hacerse el pago y hasta que el mis-
mo se efectúe, en los mismos términos que establece el Có-
digo Fiscal de la Federación para este tipo de supuestos. 

En caso de que el infractor pague las multas impuestas por
la mencionada Comisión dentro de los quince días referi-
dos en el párrafo anterior, se aplicará una reducción en un
veinte por ciento de su monto, siempre y cuando no se hu-
biere interpuesto medio de defensa alguno en contra de di-
cha multa. 

Artículo 109 Bis 2.- La Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, en la imposición de sanciones de carácter adminis-
trativo a que se refiere esta ley, se sujetará a lo siguiente: 

I. Se otorgará audiencia al infractor, quien, en un plazo de
diez días hábiles contado a partir del día hábil siguiente a
aquél en que surta efectos la notificación correspondiente,
deberán manifestar por escrito lo que a su interés conven-
ga, ofrecer pruebas y formular alegatos. La Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores, a petición de parte, podrá am-
pliar por una sola ocasión el plazo a que se refiere esta
fracción, hasta por el mismo lapso, para lo cual considera-
rá las circunstancias particulares del caso. La notificación
surtirá efectos al día hábil siguiente a aquél en que se prac-
tique, y 

II. En caso de que el infractor no hiciere uso del derecho de
audiencia dentro del plazo concedido o bien, habiéndolo
ejercido no lograre desvanecer las imputaciones vertidas
en su contra, se tendrán por acreditadas las infracciones
imputadas y se procederá a la imposición de la sanción ad-
ministrativa correspondiente. 

III. En la imposición de sanciones se tomarán en cuenta, en
su caso, las siguientes agravantes: 

a) La afectación a terceros o al sistema financiero;

b) La reincidencia, las causas que la originaron y, en su ca-
so, las acciones correctivas aplicadas por el presunto in-
fractor. Se considerará reincidente al que haya incurrido en
una infracción que haya sido sancionada y, en adición a
aquella, cometa otra del mismo tipo o naturaleza, dentro de
los dos años inmediatos siguientes a la fecha en que haya
quedado firme la resolución correspondiente;

c) La cuantía de la operación, y

d) La intención de realizar la conducta.

Artículo 109 Bis 3.- Las sanciones serán impuestas por la
Junta de Gobierno de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, la que podrá delegar esa facultad, en razón de la
naturaleza de la infracción o del monto de la multa, al pre-
sidente o a los demás servidores públicos de esa Comisión. 

Artículo 109 Bis 4.- La Comisión Nacional Bancaria y de
Valores podrá imponer la multa que corresponda en los su-
puestos señalados en la fracción I del artículo 108 de esta
ley, o bien, para el caso que, a juicio de la propia Comisión,
se produzcan los supuestos a que se refiere el artículo 109
Bis 6, solamente amonestarlo. 

Artículo 109 Bis 5.- Las multas a que se refiere el Capítu-
lo II del Título Quinto de esta ley podrán ser impuestas a
las instituciones de crédito y personas morales reguladas
por la presente ley, así como a los miembros del consejo de
administración, directores generales, directivos, funciona-
rios, empleados o apoderados respectivos que hayan incu-
rrido directamente o hayan ordenado la realización de la
conducta materia de la infracción. Sin perjuicio de lo ante-
rior, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, aten-
diendo a las circunstancias de cada caso, podrá proceder
conforme a lo previsto en el artículo 25 de esta ley. 

Las multas impuestas por la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores a las instituciones de crédito se harán efectivas
mediante cargos del importe respectivo que se hagan en la
cuenta que lleva el Banco de México a dichas instituciones.
Corresponderá a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico hacer efectivas las multas a personas distintas a las
instituciones de crédito. 

El Banco de México realizará los cargos respectivos cuan-
do la Comisión Nacional Bancaria y de Valores se lo soli-
cite, por tratarse de multas contra las cuales no proceda ya
medio de defensa legal alguno o la institución de crédito
manifieste por escrito a la citada Comisión, su conformi-
dad para que se realice el referido cargo. 

Artículo 109 Bis 6.- La Comisión Nacional Bancaria y de
Valores considerará en la imposición de sanciones admi-
nistrativas, cuando el presunto infractor, de manera espon-
tánea y previo al inicio del procedimiento de imposición
de sanción a que se refiere la presente Ley, informe por es-
crito de la violación en que hubiere incurrido a la citada
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Comisión y corrija las omisiones o contravenciones a las
normas aplicables en que hubiere incurrido o, en su caso,
presente ante la misma Comisión un programa de correc-
ción que tenga por objeto evitar que la institución de crédi-
to o, en su caso, la entidad financiera regulada por esta ley,
se ubique de nueva cuenta en la conducta infractora. Asi-
mismo, se considerará la acreditación que el presunto in-
fractor haga ante a Comisión de haber resarcido el daño
causado, así como el hecho de que aporte información que
coadyuve en el ejercicio de las atribuciones de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores en materia de inspección y
vigilancia, a efecto de deslindar responsabilidades. 

Artículo 109 Bis 7.- Los procedimientos para la imposición
de las sanciones administrativas a que se refiere esta ley se
iniciarán con independencia de la opinión de delito que, en
su caso, emita la Comisión Nacional Bancaria y de Valores
en términos del artículo 115 del presente ordenamiento le-
gal, así como de los procedimientos penales que corres-
pondan, en su caso. Asimismo, dichas sanciones adminis-
trativas serán independientes de la revocación que, en su
caso, proceda de la autorización otorgada a la institución de
banca múltiple para organizarse y operar como tal o a las
sociedades financieras de objeto limitado a que se refiere el
artículo 103, fracción IV, de esta Ley o para establecer una
oficina de representación en territorio nacional, así como
de las intervenciones gerenciales o administrativas y de la
reparación del daño que, en su caso, demanden las perso-
nas afectadas por los actos de que se trate. 

Artículo 109 Bis 8.- En ejercicio de sus facultades sancio-
nadoras, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, ajus-
tándose a los lineamientos que apruebe su Junta de Go-
bierno, deberá hacer del conocimiento del público en
general, a través de los medios que los lineamientos indi-
quen, las sanciones que al efecto imponga por infracciones
a esta Ley, una vez que dichas resoluciones hayan quedado
firmes o sean cosa juzgada, para lo cual deberá señalar ex-
clusivamente el nombre, denominación o razón social del
infractor, el precepto infringido y la sanción. 

Artículo 110.- Los afectados con motivo de los actos que la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores haya emitido en
materia de autorizaciones, de modificaciones a los modelos
de contratos de adhesión utilizados por las instituciones de
crédito o para la imposición de sanciones administrativas,
podrán acudir en defensa de sus intereses interponiendo re-
curso de revocación, el cual deberá agotarse previamente a
la interposición de cualquier otro medio de defensa legal. 

El recurso de revocación deberá interponerse por escrito
dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha en
que surta efectos la notificación del acto respectivo y de-
berá presentarse ante la Junta de Gobierno de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, cuando el acto haya sido
emitido por dicha junta o por el presidente de esa misma
Comisión, o ante este último cuando se trate de actos rea-
lizados por otros servidores públicos. 

El escrito mediante el cual se interponga el recurso de re-
vocación deberá contener: 

I. El nombre, denominación o razón social del recurrente; 

II. Domicilio para oír y recibir toda clase de citas y notifi-
caciones; 

III. Los documentos con los que se acredita la personalidad
de quien promueve; 

IV. El acto que se recurre y la fecha de su notificación; 

V. Los agravios que se le causen con motivo del acto seña-
lado en la fracción V anterior, y 

VI. Las pruebas que se ofrezcan, las cuales deberán tener
relación inmediata y directa con el acto impugnado.

Cuando el recurrente no cumpla con alguno de los requisi-
tos a que se refieren las fracciones I a VI de este artículo,
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores lo prevendrá,
por escrito y por única ocasión, para que subsane la omi-
sión prevenida dentro de los tres días hábiles siguientes al
en que surta efectos la notificación de dicha prevención y,
en caso que la omisión no sea subsanada en el plazo indi-
cado en este párrafo, dicha Comisión procederá en térmi-
nos de lo previsto en el párrafo anterior. Si se omitieran las
pruebas se tendrán por no ofrecidas.

Artículo 110 Bis.- La interposición del recurso de revoca-
ción suspenderá los efectos del acto impugnado cuando se
trate de multas. 

Artículo 110 Bis 1.- El órgano encargado de resolver el re-
curso de revocación podrá: 

Desecharlo por improcedente; 

II. Sobreseerlo en los casos siguientes: 
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a) Por desistimiento expreso del recurrente.

b) Por sobrevenir una causal de improcedencia.

c) Por haber cesado los efectos del acto impugnado.

d) Las demás que conforme a la ley procedan.

III. Confirmar el acto impugnado; 

IV. Revocar total o parcialmente el acto impugnado, y 

V. Modificar o mandar reponer el acto impugnado o dic-
tar u ordenar expedir uno nuevo que lo sustituya.

No se podrán revocar o modificar los actos administrativos
en la parte no impugnada por el recurrente. 

La resolución de los recursos de revocación será compe-
tencia del Presidente de la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores y deberá ser emitida en un plazo que no exceda
a los ciento veinte días hábiles posteriores a la fecha en que
se interpuso el recurso. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores deberá prever
los mecanismos que eviten conflictos de interés entre el
área que emite la resolución objeto del recurso y aquella
que lo resuelve.

Capítulo IV
De las Notificaciones

Artículo 110 Bis 2.- Las notificaciones de los requerimien-
tos, visitas de inspección ordinarias y especiales, solicitu-
des de información y documentación, citatorios, emplaza-
mientos, resoluciones de imposición de sanciones
administrativas o de cualquier acto que ponga fin a los pro-
cedimientos de revocación de autorizaciones a que se re-
fiere la presente ley, así como las autorizaciones a que se
refiere la presente ley y las resoluciones administrativas
que le recaigan a los recursos de revocación y a las solici-
tudes de condonación interpuestos conforme a esta Ley, se
podrán notificar de las siguientes maneras: 

I. Personalmente, conforme a lo siguiente: 

a) En las oficinas de las autoridades financieras, de acuer-
do a lo previsto en el artículo 110 Bis 5 de esta Ley. 

b) En el domicilio del interesado o de su representante, en
términos de lo previsto en los artículos 110 Bis 6 y 110 Bis
9 de esta Ley. 

c) En cualquier lugar en el que se encuentre el interesado o
su representante, en los supuestos establecidos en el artícu-
lo 110 Bis 7 de esta Ley. 

II. Mediante oficio entregado por mensajero o por correo
certificado, ambos con acuse de recibo; 

III. Por edictos, en los supuestos señalados en el artículo
110 Bis 10 de esta Ley, y 

IV. Por medio electrónico, en el supuesto previsto en el ar-
tículo 110 Bis 11 esta Ley.

Respecto a la información y documentación que deba ex-
hibirse a los inspectores de la Comisión al amparo de una
visita de inspección se deberá observar lo previsto en el re-
glamento expedido por el Ejecutivo Federal, en materia de
supervisión, al amparo de lo establecido en el artículo 5,
primer párrafo de la Ley de la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores. 

Para efectos de este Capítulo, se entenderá por autoridades
financieras a la Secretaría, Comisión y Banco de México. 

Artículo 110 Bis 3.- Las revocaciones de autorizaciones so-
licitadas por el interesado o su representante y demás actos
distintos a los señalados en el artículo 110 Bis 2 de esta
Ley, podrán notificarse mediante la entrega del oficio en el
que conste el acto correspondiente, en las oficinas de la au-
toridad que realice la notificación, recabando en copia de
dicho oficio la firma y nombre de la persona que la reciba. 

Asimismo, las autoridades financieras podrán efectuar di-
chas notificaciones por correo ordinario, telegrama, fax,
correo electrónico o mensajería cuando el interesado o su
representante se lo soliciten por escrito señalando los datos
necesarios para recibir la notificación, dejando constancia
en el expediente respectivo, de la fecha y hora en que se re-
alizó. 

También, se podrán notificar los actos a que se refiere el
primer párrafo del presente artículo por cualquiera de las
formas de notificación señaladas en el artículo 110 Bis 2 de
esta Ley. 
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Artículo 110 Bis 4.- Las notificaciones de visitas de inves-
tigación y de la declaración de intervención a que se refie-
re esta ley se realizarán en un solo acto y conforme a lo pre-
visto en el reglamento a que hace referencia el penúltimo
párrafo del artículo 110 Bis 2 de esta Ley. 

Artículo 110 Bis 5.- Las notificaciones personales podrán
efectuarse en las oficinas de las autoridades financieras,
cuando el interesado o su representante acuda a las mis-
mas; para lo cual quien realice la notificación levantará por
duplicado un acta, firmada ente dos testigos designados por
el interesado o su representante, en la que asentará que hi-
zo saber al mismo el contenido del oficio en el que conste
el acto administrativo que deba notificarse; asimismo se
hará constar, en lo conducente, las demás circunstancias a
que se refiere el antepenúltimo párrafo del artículo 110 Bis
6 de esta Ley. 

Si los testigos no son designados por el interesado o su re-
presentante o los designados no aceptan servir como tales,
quien realice la notificación los designará; asimismo, si el
interesado o su representante se niega a firmar o a recibir
el oficio antes mencionado o el acta de notificación, se ha-
rá constar dichas circunstancias en el acta, sin que esto
afecte su validez.

Artículo 110 Bis 6.- Las notificaciones personales también
podrán practicarse con el interesado o con su representan-
te, en el último domicilio que hubiere proporcionado a la
autoridad financiera correspondiente o en el último domi-
cilio que haya señalado ante la propia autoridad en el pro-
cedimiento administrativo de que se trate, para lo cual se
levantará acta en los términos a que se refiere el antepe-
núltimo párrafo de este artículo. 

En el supuesto de que el interesado o su representante no
se encuentre en el domicilio mencionado, quien lleve a ca-
bo la notificación entregará citatorio a la persona que
atienda la diligencia, a fin de que el interesado o su repre-
sentante lo espere a una hora fija del día hábil siguiente y
en tal citatorio apercibirá al citado que de no comparecer a
la hora y el día que se fije, la notificación la practicará con
quien lo atienda o que en caso de encontrar cerrado dicho
domicilio o que se nieguen a recibir la notificación respec-
tiva, la hará mediante instructivo conforme a lo previsto en
el artículo 110 Bis 9 de esta Ley. Quien realice la notifica-
ción levantará acta en los términos previstos en el antepe-
núltimo párrafo de este artículo.

El citatorio de referencia deberá elaborarse por duplicado y
dirigirse al interesado o a su representante, señalando lugar
y fecha de expedición, fecha y hora fija en que deberá es-
perar al notificador, quien deberá asentar su nombre, cargo
y firma en dicho citatorio, el objeto de la comparecencia y
el apercibimiento respectivo, así como el nombre y firma
de quien lo recibe. En caso de que esta última no quisiera
firmar, se asentará tal circunstancia en el citatorio, sin que
ello afecte su validez. 

El día y hora fijados para la práctica de la diligencia moti-
vo del citatorio, el encargado de realizar la diligencia se
apersonará en el domicilio que corresponda, y encontrando
presente al citado, procederá a levantar acta en los términos
a que se refiere el antepenúltimo párrafo de este artículo. 

En el caso de que no comparezca el citado, la notificación
se entenderá con cualquier persona que se encuentre en el
domicilio en el que se realiza la diligencia; para tales efec-
tos se levantará acta en los términos de este artículo. 

En todo caso, quien lleve a cabo la notificación levantará
por duplicado un acta en la que hará constar, además de las
circunstancias antes señaladas, su nombre, cargo y firma,
que se cercioró que se constituyó y se apersonó en el do-
micilio buscado, que notificó al interesado, a su represen-
tante o persona que atendió la diligencia, previa identifica-
ción de tales personas, el oficio en el que conste el acto
administrativo que deba notificarse, asimismo hará constar
la designación de los testigos, el lugar, hora y fecha en que
se levante, datos de identificación del oficio mencionado,
los medios de identificación exhibidos, nombre del intere-
sado, representante legal o persona que atienda la diligen-
cia y de los testigos designados. Si las personas que inter-
vienen se niegan a firmar o a recibir el acta de notificación,
se hará constar dicha circunstancia en el acta, sin que esto
afecte su validez 

Para la designación de los testigos, quien efectúe la notifi-
cación requerirá al interesado, a su representante o persona
que atienda la diligencia para que los designe; en caso de
negativa o que los testigos designados no aceptaran la de-
signación, la hará el propio notificador. 

Artículo 110 Bis 7.- En el supuesto de que la persona en-
cargada de realizar la notificación hiciere la búsqueda del
interesado o su representante en el domicilio a que se re-
fiere el primer párrafo del artículo 110 Bis 6 de esta Ley, y
la persona con quien se entienda la diligencia niegue que es
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el domicilio de dicho interesado o su representante, quien
realice la diligencia levantará acta para hacer constar tal
circunstancia. Dicha acta deberá reunir, en lo conducente,
los requisitos previstos en el antepenúltimo párrafo del ar-
tículo 110 Bis 6 del presente ordenamiento legal. 

En el caso previsto en este precepto, quien efectúe la noti-
ficación podrá realizar la notificación personal en cual-
quier lugar en que se encuentre el interesado o su repre-
sentante. Para los efectos de esta notificación, quien la
realice levantará acta en la que haga constar que la perso-
na notificada es de su conocimiento personal o haberle si-
do identificada por dos testigos, además de asentar, en lo
conducente, lo previsto en el antepenúltimo párrafo del ci-
tado artículo 110 Bis 6, o bien hacer constar la diligencia
ante fedatario público. 

Artículo 110 Bis 8.- Las notificaciones que se efectúen me-
diante oficio entregado por mensajería o por correo certifi-
cado, con acuse de recibo, surtirán sus efectos al día hábil
siguiente a aquél que como fecha recepción conste en di-
cho acuse. 

Artículo 110 Bis 9.- En el supuesto de que el día y hora se-
ñalados en el citatorio que se hubiere dejado en términos
del artículo 110 Bis 6 de esta Ley, quien realice la notifica-
ción encontrare cerrado el domicilio que corresponda o
bien el interesado, su representante o quien atienda la dili-
gencia, se nieguen a recibir el oficio motivo de la notifica-
ción, hará efectivo el apercibimiento señalado en el men-
cionado citatorio. Para tales efectos llevará a cabo la
notificación, mediante instructivo que fijará en lugar visi-
ble del domicilio, anexando el oficio en el que conste el ac-
to a notificar, ante la presencia de dos testigos que al efec-
to designe. 

El instructivo de referencia se elaborará por duplicado y se
dirigirá al interesado o a su representante. En dicho ins-
tructivo se harán constar las circunstancias por las cuales
resultó necesario practicar la notificación por ese medio,
lugar y fecha de expedición; el nombre, cargo y firma de
quien levante el instructivo; el nombre, datos de identifica-
ción y firma de los testigos; la mención de que quien reali-
ce la notificación se cercioró de que se constituyó y se
apersonó en el domicilio buscado, y los datos de identifi-
cación del oficio en el que conste el acto administrativo
que deba notificarse. 

El instructivo hará prueba de la existencia de los actos, he-
chos u omisiones que en él se consignen. 

Artículo 110 Bis 10.- Las notificaciones por edictos se
efectuarán en el supuesto de que el interesado haya des-
aparecido, hubiere fallecido, se desconozca su domicilio o
exista imposibilidad de acceder a él, y no tenga represen-
tante conocido o domicilio en territorio nacional o se en-
cuentre en el extranjero sin haber dejado representante. 

Para tales efectos, se publicará por tres veces consecutivas
un resumen del oficio respectivo, en un periódico de circu-
lación nacional, sin perjuicio de que la autoridad financie-
ra que notifique difunda el edicto en la página electrónica
de la red mundial denominada Internet que corresponda a
la autoridad financiera que notifique; indicando que el ofi-
cio original se encuentra a su disposición en el domicilio
que también se señalará en dicho edicto. 

Artículo 110 Bis 11.- Las notificaciones por medios elec-
trónicos, con acuse de recibo, podrán realizarse siempre y
cuando el interesado o su representante así lo haya acepta-
do o solicitado expresamente por escrito a las autoridades
financieras a través de los sistemas automatizados y meca-
nismos de seguridad que las mismas establezcan. 

Artículo 110 Bis 12.- Las notificaciones que no fueren
efectuadas conforme a este Capítulo, se entenderán legal-
mente hechas y surtirán sus efectos el día hábil siguiente a
aquél en el que el interesado o su representante se mani-
fiesten sabedores de su contenido.

Artículo 110 Bis 13.- Para los efectos de esta Ley se tendrá
por domicilio para oír y recibir notificaciones relacionadas
con los actos relativos al desempeño de su encargo como
miembros del consejo de administración, directores gene-
rales, comisarios, directores, gerentes, funcionarios, dele-
gados fiduciarios, directivos que ocupen la jerarquía inme-
diata inferior a la del director general, y demás personas
que puedan obligar con su firma a las sociedades reguladas
por esta ley, el del lugar en donde se encuentre ubicada la
sociedad a la cual presten sus servicios, salvo que dichas
personas señalen por escrito a la Comisión un domicilio dis-
tinto, el cual deberá ubicarse dentro del territorio nacional. 

En los supuestos señalados en el párrafo anterior, la notifi-
cación se podrá realizar con cualquier persona que se en-
cuentre en el citado domicilio. 

Para lo previsto en este artículo, se considerará como do-
micilio de la sociedad el último que hubiere proporcionado
ante la propia Comisión o en el procedimiento administra-
tivo de que se trate. 
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Artículo 110 Bis 14.- Las notificaciones a que se refiere es-
te capítulo surtirán sus efectos al día hábil siguiente al que: 

I. Se hubieren efectuado personalmente; 

II. Se hubiere entregado el oficio respectivo en los supues-
tos previstos en los artículos 110 Bis 2 y 110 Bis 11; 

III. Se hubiere efectuado la última publicación a que se re-
fiere el artículo 110 Bis 10, y 

IV. Se hubiere efectuado por correo ordinario, telegrama,
fax, medio electrónico o mensajería.

Artículo 111 bis.- Serán sancionados con prisión de uno a
seis años las personas que por sí o a través de otra persona
o por medio de nombres comerciales, por cualquier medio
de publicidad se ostenten frente al público como interme-
diario o entidad financiera, sin contar con la autorización
para constituirse, funcionar, organizarse u operar con tal
carácter, según sea el caso, emitida por la autoridad com-
petente. 

Artículo 113.-... 

I. Que omitan u ordenen omitir registrar en los términos del
artículo 99 de esta Ley, las operaciones efectuadas por la
institución de que se trate, o que alteren u ordenen alterar
los registros para ocultar la verdadera naturaleza de las
operaciones realizadas, afectando la composición de acti-
vos, pasivos, cuentas contingentes o resultados; 

II. Que presenten a la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores datos, informes o documentos falsos o alterados
sobre la solvencia del deudor o sobre el valor de las garan-
tías que protegen los créditos; 

III. Que, conociendo la falsedad sobre el monto de los ac-
tivos o pasivos, concedan el crédito; 

IV. Que conociendo los vicios que señala la fracción II del
artículo 112 de esta Ley, concedan el crédito, si el monto
de la alteración hubiere sido determinante para concederlo; 

V. Que proporcionen o permitan que se incluyan datos fal-
sos en los documentos, informes, dictámenes, opiniones,
estudios o calificación crediticia, que deban presentarse a
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores en cumpli-
miento de lo previsto en esta Ley; 

VI. Que destruyan u ordenen que se destruyan total o par-
cialmente, los sistemas o registros contables o la documen-
tación soporte que dé origen a los asientos contables res-
pectivos, con anterioridad al vencimiento de los plazos
legales de conservación, y 

VII. Que destruyan u ordenen que se destruyan total o par-
cialmente, información, documentos o archivos, incluso
electrónicos, con el propósito de impedir u obstruir los ac-
tos de supervisión y vigilancia de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores.

Artículo 113 bis 4.- Serán sancionados con prisión de dos
a siete años todo aquél que habiendo sido removido, sus-
pendido o inhabilitado, por resolución firme de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores, en términos de lo pre-
visto en el artículo 25 de esta ley, continúe desempeñando
las funciones respecto de las cuales fue removido o sus-
pendido o bien, ocupe un empleo, cargo o comisión, den-
tro del sistema financiero mexicano, a pesar de encontrar-
se suspendido o inhabilitado para ello. 

Artículo 115.- En los casos previstos en los artículos 111 al
114 de esta Ley, se procederá indistintamente a petición de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, quien requeri-
rá la opinión previa de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores o bien, a petición de la institución de crédito de que
se trate, o de quien tenga interés jurídico. 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

... 

La violación a las disposiciones a que se refiere este artí-
culo será sancionada por la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores conforme al procedimiento previsto en el artí-
culo 110 de la presente ley, con multa equivalente del 10%
al 100% de la operación inusual no reportada, y en los de-
más casos con multa de hasta 100,000 días de salario mí-
nimo general vigente en el Distrito Federal.

Décimo Primer párrafo se deroga.

... 
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Artículo 116 bis.- Los delitos previstos en esta Ley solo ad-
mitirán comisión dolosa. La acción penal en los casos pre-
vistos en esta Ley perseguibles por petición de la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público, por la institución de
crédito ofendida, o por quien tenga interés jurídico, pres-
cribirá en tres años contados a partir del día en que dicha
Secretaría o Institución de crédito o quien tenga interés ju-
rídico tengan conocimiento del delito y del probable res-
ponsable y, si no tiene ese conocimiento, en cinco años que
se computarán conforme a las reglas establecidas en el ar-
tículo 102 del Código Penal Federal. Una vez cubierto el
requisito de procedibilidad, la prescripción seguirá corrien-
do según las reglas del Código Penal Federal. 

Artículo 116 Bis 1.- Las penas previstas en esta Ley, se re-
ducirán a un tercio cuando se acredite haber reparado el da-
ño o haber resarcido el perjuicio ocasionado. 

Artículo 135 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, en ejercicio de las facultades de supervisión a que
se refiere el artículo 133 de esta Ley, podrá solicitar la
comparecencia de funcionarios, empleados o cualquier
persona que pueda contribuir a que ésta se allegue de todos
los elementos de juicio que estime necesarios para verificar
el estricto cumplimiento de la misma y de las disposiciones
que emanan de ella. 

Para tales efectos, dicha Comisión deberá notificar a la per-
sona cuya comparecencia se pretenda, con apercibimiento
de que se hará acreedora a las sanciones previstas en este
ordenamiento en caso de no comparecer sin causa justifi-
cada. 

Las personas físicas que sean citadas a comparecer por la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores podrán hacerlo
con la asistencia de un abogado.

Artículo 143 Bis.- La Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, en el ejercicio de las facultades a que se refiere es-
ta ley, podrá señalar la forma y términos en que las entida-
des financieras y personas físicas o morales a las cuales les
solicite información deberán dar cumplimiento a sus re-
querimientos. 

Asimismo, la citada Comisión, para hacer cumplir sus de-
terminaciones, podrá emplear, a discreción, los siguientes
medios de apremio: 

I. Amonestación con apercibimiento;

II. Multa de 2,000 a 5,000 días de salario;

III. Multa adicional de 100 días de salario por cada día que
persista la infracción, y

IV. El auxilio de la fuerza pública.

Si fuera insuficiente el apremio, se podrá solicitar a la au-
toridad competente se proceda contra el rebelde por des-
obediencia a un mandato legítimo de autoridad competen-
te. 

Para efectos de este artículo, las autoridades judiciales o
ministeriales federales y los cuerpos de seguridad o poli-
ciales federales o locales deberán prestar en forma expedi-
ta el apoyo que solicite la Comisión Nacional Bancaria y
de Valores. 

En los casos de cuerpos de seguridad pública de las entida-
des federativas o de los municipios, el apoyo se solicitará
en los términos de los ordenamientos que regulan la segu-
ridad pública o, en su caso, de conformidad con los acuer-
dos de colaboración administrativa que se tengan celebra-
dos con la Federación. 

Transitorios

Primero.- El presente Decreto entrará en vigor a los sesen-
ta días naturales siguientes a su publicación en el Diario
Oficial de la Federación. 

Segundo.- Las infracciones cometidas con anterioridad a la
fecha de entrada en vigor del presente Decreto, se sancio-
narán conforme a lo previsto en los textos anteriormente
aplicables de la Ley de Instituciones de Crédito. 

Tercero.- El inciso h) que se adiciona a la fracción XIX del
artículo 106 de la Ley de Instituciones de Crédito, entrará
en vigor en la misma fecha en la que entre en vigor el Re-
glamento que se expida de conformidad con lo previsto en
el artículo 63 de la Ley Federal de Protección al Consumi-
dor. 

Las instituciones de crédito que a dicha fecha actúen como
fiduciarias en fideicomisos de los referidos en el inciso h)
antes mencionado, podrán seguir actuando como tales en
dichos fideicomisos. Al efecto, deberán cumplir con lo pre-
visto en el artículo Sexto Transitorio del Decreto por el que
se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de
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la Ley Federal de Protección al Consumidor, publicado en
el Diario Oficial de la Federación el 4 de febrero de 2004. 

Sala de Comisiones de la H. Cámara de Diputados a 19 de abril de
2006.

La Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Gustavo
Enrique Madero Muñoz (rúbrica), Francisco Suárez y Dávila (rúbrica),
Juan Carlos Pérez Góngora (rúbrica), José Felipe Puelles Espina (rú-
brica), María de los Dolores Padierna Luna (rúbrica), Cuauhtémoc
Ochoa Fernández, Óscar González Yáñez, Jesús Emilio Martínez Ál-
varez (rúbrica), secretarios; José Porfirio Alarcón Hernández (rúbrica),
José Arturo Alcántara Rojas (rúbrica), Ángel Augusto Buendía Tirado,
Marko Antonio Cortés Mendoza, Enrique Ariel Escalante Arceo (rú-
brica), Humberto Francisco Filizola Haces, José Luis Flores Hernán-
dez (rúbrica), Guillermo Huízar Carranza (rúbrica), Juan Francisco
Molinar Horcasitas (rúbrica), Francisco Luis Monárrez Rincón (rúbri-
ca en abstención), Irma Guadalupe Moreno Ovalles (rúbrica), José
Adolfo Murat Macías (rúbrica), Jorge Carlos Obregón Serrano (rúbri-
ca), José Guadalupe Osuna Millán, Manuel Pérez Cárdenas (rúbrica),
Alfonso Ramírez Cuéllar (rúbrica), Luis Antonio Ramírez Pineda (rú-
brica), Javier Salinas Narváez, María Esther de Jesús Scherman Leaño
(rúbrica), José Isabel Trejo Reyes (rúbrica), Francisco Javier Valdéz de
Anda, Emilio Zebadúa González.»

Es de segunda lectura.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Esta Presi-
dencia informa que no tiene oradores registrados. Para los
efectos del 134, se consulta a la Asamblea si va a reservar
algún artículo del proyecto de dictamen. Esta Presidencia
informa a la Asamblea que se reserva el artículo tercero
transitorio por parte del diputado Madero. Se pide a la Se-
cretaría que abra el sistema electrónico por tres minutos pa-
ra la votación del dictamen, menos el artículo reservado.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Regla-
mento Interior. Ábrase el sistema electrónico por tres mi-
nutos para proceder a la votación en lo general y en lo
particular de los artículos no impugnados. Se recuerda a las
diputadas y a los diputados que los reportes de fallas del
sistema electrónico deberán hacerse antes que transcurra el
tiempo para la votación: una vez cerrado el sistema, no se
aceptará ningún voto. (...) 

Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva voz: 

El diputado Alonso Adrián Juárez Jiménez (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Karina Martínez Cantú (desde la curul): A
favor.

El diputado Francisco Grajales Palacios (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Marcela Guerra Castillo (desde la curul): A
favor.

El diputado Juan Antonio Gordillo Reyes (desde la cu-
rul): A favor.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Di-
putado Presidente, informo a usted que se emitieron 349 en
pro, 0 en contra y 4 abstenciones.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Aprobado
en lo general y en lo particular...

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Per-
dón; rectifico: 354 en pro, 0 en contra y 4 abstenciones.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Gracias,
secretaria. Aprobados en lo general y en lo particular
por 354 votos, los artículos no impugnados.

Tiene la palabra el diputado Madero para referirse al artí-
culo tercero transitorio.

El diputado Gustavo Enrique Madero Muñoz: Con su
venia, señor Presidente: a la fecha en que se elaboró el dic-
tamen, el Reglamento de la Ley Federal de Protección al
Consumidor, que regulaba los autofinanciamientos, esta-
blecía el requisito de que la operación respectiva se llevara
a cabo por conducto de un fideicomiso. Sin embargo, el 10
de marzo de 2006 se expidió un nuevo reglamento de los
artículos 63 y siguientes de la referida ley, por lo que, por
cuestiones de transparencia y certeza jurídica, eliminaría
dicho requisito, permitiendo aplicar a las instituciones de
crédito la prohibición, sin generar problemas a los consu-
midores respectivos. 

Por lo anterior, en el dictamen se incluyó el artículo terce-
ro transitorio, el cual condicionaba la entrada en vigor de la
prohibición antes mencionada a la expedición del nuevo re-
glamento al que he hecho referencia. Por lo anterior, estoy
proponiendo la eliminación del dictamen del artículo terce-
ro transitorio. Es cuanto, señor Presidente.
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El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Gracias,
diputado. Consulte la Secretaría a la Asamblea si se acepta
la modificación propuesta por el diputado Madero.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Por
instrucciones de la Presidencia consulto a la Asamblea si se
acepta la modificación presentada por el diputado Madero.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa... Mayoría por la afirmativa, dipu-
tado Presidente.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Gracias,
secretaria. Se acepta. En consecuencia, se pide a la Se-
cretaría que ordene la apertura del sistema electrónico por
tres minutos para la votación de la modificación, pro-
puesta y aceptada por la Asamblea, del artículo tercero
transitorio.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Regla-
mento Interior. Ábrase el sistema electrónico por tres mi-
nutos para proceder a la votación nominal del artículo
tercero transitorio. (...) 

Se recuerda a las señoras diputadas y a los señores diputa-
dos que los reportes de fallas del sistema electrónico debe-
rán hacerse antes que transcurra el tiempo para la votación:
una vez cerrado el sistema, no se aceptará ningún voto. De
viva voz:

El diputado Alonso Adrián Juárez Jiménez (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Karina Martínez Cantú (desde la curul): A
favor.

El diputado Francisco Grajales Palacios (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Marcela Guerra Castillo (desde la curul): A
favor.

El diputado Juan Antonio Gordillo Reyes (desde la cu-
rul): A favor.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Di-
putado Presidente, informo a usted que se han emitido 350
votos en pro, 0 en contra y 4 abstenciones.

El Presidente diputado Álvaro Elías Loredo: Aprobado
en lo general y en lo particular, el proyecto de decreto
que reforma, adiciona y deroga diversas disposiciones
de la Ley de Instituciones de Crédito, con la modifica-
ción aceptada; pasa al Senado para los efectos constitu-
cionales.

Presidencia del diputado 
Francisco Arroyo Vieyra

SOCIEDADES FINANCIERAS

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión del dictamen
con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga di-
versas disposiciones de la Ley General de Títulos y Opera-
ciones de Crédito, de la Ley General de Organizaciones y
Actividades Auxiliares del Crédito, de la Ley de Institucio-
nes de Crédito, de la Ley General de Instituciones y Socie-
dades Mutualistas de Seguros, de la Ley Federal de Institu-
ciones de Fianzas, de la Ley para Regular las Agrupaciones
Financieras, de la Ley de Ahorro y Crédito Popular, de la
Ley de Inversión Extranjera, de la Ley del Impuesto sobre la
Renta, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado y del Có-
digo Fiscal de la Federación. En virtud de que se encuentra
publicado en la Gaceta Parlamentaria, consulte la Secreta-
ría a la Asamblea si se dispensa la lectura.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea,
en votación económica, si se dispensa la lectura del dicta-
men.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo... Mayoría
por la afirmativa, diputado Presidente. Se dispensa la
lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.
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Dictamen de la Comisión de Hacienda Crédito Público,
con proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga di-
versas disposiciones de la Ley General de Títulos y Opera-
ciones de Crédito; de la Ley General de Organizaciones y
Actividades Auxiliares del Crédito; de la Ley de Institu-
ciones de Crédito; de la Ley General de Instituciones y
Sociedades Mutualistas de Seguros; de la Ley Federal de
Instituciones de Fianzas; de la Ley para Regular las Agru-
paciones Financieras; de la Ley de Ahorro y Crédito Popu-
lar; de la Ley de Inversión Extranjera; de la Ley del Im-
puesto sobre la Renta; de la Ley del Impuesto al Valor
Agregado y del Código Fiscal de la Federación

Marzo 28 de 2006

HONORABLE ASAMBLEA

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 71, fracción
I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General, el Diputado Luis Antonio
Ramírez Pineda, del Grupo Parlamentario del Partido Re-
volucionario Institucional, sometió a la consideración del
H. Congreso de la Unión la Iniciativa con proyecto de de-
creto por el que se reforman, derogan y adicionan diversas
disposiciones de la Ley General de Títulos y Operaciones
de Crédito, Ley General de Organizaciones y Actividades
Auxiliares del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito,
Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de
Seguros, Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley pa-
ra Regular las Agrupaciones Financieras, Ley de Ahorro y
Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Im-
puesto sobre la Renta, Ley del Impuesto al Valor Agregado
y del Código Fiscal de la Federación.

Al efecto se llevaron a cabo diversas consultas y reuniones
de trabajo con representantes de la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, la Comisión Nacional Bancaria y de Va-
lores, así como diversas entidades financieras interesadas
en la materia de la iniciativa.

Los integrantes de esta Comisión de Hacienda y Crédito
Público, con base en las facultades que nos confieren los
artículos 39, 45 y demás relativos de la Ley Orgánica del
Congreso de los Estados Unidos Mexicanos, así como los
artículos 60, 65, 87, 88 y demás aplicables del Reglamen-
to para el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración
de esta honorable Asamblea el siguiente

D I C T A M E N

ANTECEDENTES

1.- En fecha 23 de febrero de 2006 el Diputado Luis Anto-
nio Ramírez Pineda, del Grupo Parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, presentó ante el Pleno de es-
ta H. Cámara la Iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforman, derogan y adicionan diversas disposicio-
nes de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédi-
to, Ley General de Organizaciones y Actividades Auxilia-
res del Crédito, Ley de Instituciones de Crédito, Ley
General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Se-
guros, Ley Federal de Instituciones de Fianzas, Ley para
Regular las Agrupaciones Financieras, Ley de Ahorro y
Crédito Popular, Ley de Inversión Extranjera, Ley del Im-
puesto sobre la Renta, Ley del Impuesto al Valor Agregado
y del Código Fiscal de la Federación.

2- En esa misma fecha la Mesa Directiva turnó la iniciati-
va antes señalada, a la Comisión de Hacienda y Crédito Pú-
blico para su estudio y dictamen.

3.- En sesión ordinaria los Diputados integrantes de esta H.
Comisión de Hacienda y Crédito Público procedieron al
análisis de la iniciativa antes enunciada, con base en el si-
guiente:

RESULTANDO

ÚNICO.- Los integrantes de esta Comisión Dictaminado-
ra estiman necesario puntualizar la iniciativa del Diputado
Luis Antonio Ramírez Pineda, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional, la cual a la letra se-
ñala:

�...

El acceso al crédito es un elemento crucial en el des-
arrollo del país al ser el factor determinante en la inver-
sión. En este sentido, la intermediación financiera juega
un papel fundamental al promover el ahorro y canali-
zarlo hacia los proyectos mas rentables y productivos.
La innovación financiera, la competencia global, y el
constante cambio en el entorno financiero hacen menes-
ter realizar ajustes en la legislación del sector financie-
ro para mejorar su funcionamiento.

Además del sistema bancario y los mercados públicos
de deuda y capital, existe un grupo de intermediarios
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financieros no bancarios que juegan un papel funda-
mental en el proceso de intermediación financiera. Este
grupo está compuesto por las sociedades financieras de
objeto limitado (Sofoles), así como por las arrendadoras
financieras y las empresas de factoraje financiero. Re-
cientemente, este grupo ha cobrado una mayor impor-
tancia. De 1997 a 2005, la cartera de estos intermedia-
rios se ha incrementado de 44.7 miles de millones de
pesos (MMP) a 223 MMP. Estas cifras equivalen a un
incremento en ese mismo periodo del 0.7% a 2.75% del
Producto Interno Bruto (PIB) o del 4.1% a 28% del cré-
dito total al sector privado no financiero. Este creci-
miento se debe principalmente a la actividad de las So-
foles, que aumentaron su participación de 0.4% a 2.38%
del PIB y aumentaron de 21 a 54 instituciones en el mis-
mo período.

Quizá más relevante, estos intermediarios en gran medi-
da cubren mercados que los bancos no han atendido y/o
que con la crisis de 1995 dejaron de cubrir. Las Sofoles
han originado mas de 10 millones de créditos a la fecha.
De ellos, destacan más de 450 mil créditos hipotecarios,
casi 5 millones de créditos automotrices, casi 3 millones
de créditos a micro, pequeñas y medianas empresas, y
casi 3 millones de créditos personales, muchos de los
cuales son micro créditos. En su mayoría, estos créditos
son otorgados a personas con bajos ingresos que no ha-
bían tenido acceso al sector financiero formal.

Así, es obligación de esta Soberanía sentar las bases ju-
rídicas apropiadas para que, por una parte, la oferta de
créditos tenga condiciones accesibles y, por la otra, los
potenciales deudores tengan la confianza de solicitarlos.
La presente Legislatura reconoció esta situación y, ante
esto, el 30 de noviembre de 2005 fue publicada en el
Diario Oficial de la Federación una reforma a los artí-
culos 2 y 103 de la Ley de Instituciones de Crédito pro-
puesta por la Senadora Dulce María Sauri. En resumen,
y como lo dice la misma exposición de motivos de esa
iniciativa:

�la iniciativa [propuso] que las entidades comerciales
puedan captar recursos del mercado de valores y de la
banca y otorgar financiamiento con estos mismos recur-
sos. Es decir, las empresas de cualquier giro, principal-
mente las que se dedican a la venta de productos para el
consumo, por ejemplo, los grandes almacenes, podrán
acceder a recursos que en este momento no están a su al-
cance, y otorgar crédito a las personas que desean ad-
quirir los productos que venden. De este modo, la ini-

ciativa busca fomentar la competencia y presionar para
que se reduzca el margen de intermediación que tienen
las entidades financieras. Al facilitar la participación de
nuevos otorgantes de crédito, la diferencia entre las ta-
sas activas y las pasivas, esto es, entre el costo por cap-
tar recursos y colocarlos en el mercado, tenderá a redu-
cirse, o, en caso contrario, las entidades financieras
perderán clientes, ya que habrá quien ofrezca crédito
más barato.�

La reforma de la senadora Sauri, en vigor desde el 30 de
noviembre de 2005, implica que cualquier empresa mer-
cantil puede obtener fondos de la banca regulada y su-
pervisada y del mercado de valores y utilizar esos re-
cursos para dar crédito. Con anterioridad a dicha
reforma, este tipo de intermediación estaba restringido a
las Sofoles y a otros intermediarios autorizados. Ahora,
cualquier empresa puede hacer esta intermediación con
mayor libertad que las Sofoles, ya que no necesaria-
mente tendrá que otorgar crédito a un sector (objeto) es-
pecífico, predefinido y autorizado por las autoridades fi-
nancieras.

Permitir el otorgamiento del crédito a varios sectores es
fundamental para fomentar la actividad crediticia. Por
ejemplo, una arrendadora de maquinaria agrícola no le
puede otorgar crédito a un campesino para comprar se-
millas. La situación no es eficiente para ninguna de las
partes: Por un lado, el arrendador ya conoce la calidad
crediticia del agricultor, estableció una relación de largo
plazo con él y le convendría prestarle, para adquirir se-
millas por ejemplo, para asegurarse que le continúe ha-
ciendo los pagos del tractor; por otro lado, el agricultor
tiene que acudir a un intermediario financiero diferente
para obtener el crédito deseado. En general, tiene poco
sentido que una Sofol que puede prestar para comprar
un coche no pueda prestar para comprar una lavadora
por ejemplo. Estos �cajones�, que se establecen en la le-
gislación actual, no conducen a la eficiencia ya que no
permiten aprovechar las sinergias de haber hecho un
costoso análisis crediticio de una persona. Al mismo
tiempo, los usuarios del crédito tienen que acudir y ha-
cer trámites ante varias instituciones para que se les
atienda todas sus necesidades de financiamiento.

La liberalización que llevó a cabo la reforma propuesta
por la Senadora Sauri no presenta ningún riesgo para el
sector financiero. La literatura económica y la experien-
cia internacional nos indican que las dos razones para
tener una regulación y supervisión prudencial son: (i)
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proteger los intereses del gran público depositante y (ii)
evitar un problema sistémico en el sector financiero en
caso que alguna institución no pudiera honrar sus obli-
gaciones.

La primera razón está justificada en el hecho que, al
captar recursos del público y otorgar créditos con ellos,
podría existir la posibilidad de que, en una situación de
crisis, los montos provenientes de los activos (es decir,
de esos créditos) no alcanzaran para pagarle a todos los
depositantes. Dado el número de depositantes, los cos-
tos involucrados imposibilitan una acción coordinada y
efectiva de supervisión sobre los bancos o cualquier
otro intermediario que capte recursos del público en ge-
neral. Por lo tanto, es necesaria la existencia de un agen-
te regulador centralizado que satisfaga el requerimiento
de supervisión, con lo que se incrementa la confianza y
la penetración de las instituciones bancarias en la eco-
nomía. La regulación mexicana sigue un enfoque pru-
dencial que abarca, entre otros mecanismos, restriccio-
nes y requerimientos de capital y reservas (capital
mínimo, capital neto, calificación de activos expuestos
a riesgo y constitución de reservas o provisiones), segu-
ros de depósito y limitaciones de portafolio.

La otra razón de la supervisión es evitar que la falla de
un intermediario pueda contaminar el resto del sistema
financiero a través del sistema de pagos. Es decir, si un
intermediario no puede honrar sus obligaciones con
otros intermediarios a través del sistema de pagos, es
posible que otros intermediarios con suficiente solven-
cia y liquidez antes del problema pierdan ambas o cual-
quiera de ellas en el momento que en ese otro interme-
diario deje de honrar sus obligaciones.

La reforma aprobada antes referida no causa ningún
riesgo debido a que las empresas mercantiles, antes y
después de la reforma, seguirán sin captar depósitos del
público ni estarán conectadas al sistema de pagos, por lo
que no pueden causar un riesgo sistémico. Las empresas
mercantiles que otorguen crédito podrán, como el resto
de las empresas mercantiles, obtener financiamiento de
la banca, que sí está regulada y supervisada por las au-
toridades financieras, así como del mercado de valores,
donde los requisitos de revelación reducen sustancial-
mente el problema de información y de agencia.

Lo interesante de lo anterior es que ni las Sofoles, ni las
arrendadoras o empresas de factoraje, captan depósitos
del público ni están conectadas al sistema de pagos, por

lo que conviene cuestionar mantenerlas sujetas a autori-
zación y a supervisión de las autoridades financieras.

De hecho, la regulación existente para las Sofoles,
arrendadoras y empresas de factoraje ha tenido efectos
adversos. En primer lugar, y quizás el más importante,
la regulación y supervisión por parte de las autoridades
financieras crea una percepción que existe una protec-
ción o garantía del Gobierno Federal a favor de los acre-
edores de estas instituciones. Lo anterior causa un ries-
go moral por parte de las Sofoles, arrendadoras y
empresas de factoraje y reduce los incentivos de moni-
toreo crediticio por parte de los acreedores, ya que asu-
men que, si algo sale mal, el gobierno realizará un res-
cate. Al respecto, no hay ninguna base legal para hacer
un rescate a estas instituciones y tendría poco sentido
hacerlo, ya que no captan depósitos del público. Sus
acreedores son bancos e inversionistas del mercado de
valores los cuales tienen un alto grado de sofisticación e
invierten a su propio riesgo. En segundo lugar, la auto-
rización para constituirse como Sofol, arrendadora o
empresa de factoraje constituye una barrera de entrada
que inhibe la competencia. En tercer lugar, la carga ad-
ministrativa que impone la regulación incrementa los
costos de operación, sin que necesariamente sea útil pa-
ra sus acreedores o sus usuarios. En cuarto lugar, la re-
gulación inhibe la innovación financiera. Todo lo ante-
rior se refleja en mayores tasas de interés para los
usuarios y en mayores cargas administrativas.

Por las razones ya expuestas, esta iniciativa comple-
menta este gran paso tomado por la presente Legislatu-
ra y lo lleva a sus últimas consecuencias. En particular,
la iniciativa impulsa la referida reforma de los artículos
2 y 103 de la Ley de Instituciones de Crédito en los si-
guientes dos sentidos para promover la competencia, la
penetración del crédito, reducir los márgenes de inter-
mediación y las tasas de interés:

Primero, reconoce que el arrendamiento y el factoraje
financiero no deben ser actividades reservadas, como no
lo es el crédito, y propone que cualquier empresa mer-
cantil pueda llevar a cabo estas operaciones sin autori-
zación ni supervisión de las autoridades financieras.

Segundo, hace una serie de adecuaciones legislativas
para darles a las empresas mercantiles que se dediquen
preponderantemente a otorgar crédito, y/o arrendamien-
to y/o factoraje las ventajas, principalmente fiscales y
procesales, que actualmente tienen las arrendadoras, las
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empresas de factoraje y las Sofoles como entidades fi-
nancieras. Al mismo tiempo, establece un período de
cuatro años de transición para que las Sofoles, las arren-
dadoras y las empresas de factoraje migren al esquema
sin supervisión financiera.

Liberalización de la actividad de arrendamiento y de
factoraje

Con respecto a liberalizar la actividad de arrendamiento
y de factoraje, la pregunta obligada es si existe alguna
razón para mantener estas actividades restringidas a en-
tidades que gocen de autorización expresa de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público. La literatura eco-
nómica y la experiencia internacional, en consonancia
con las circunstancias nacionales, indican que el arren-
damiento y el factoraje son subconjuntos y formas par-
ticulares del otorgamiento de crédito. Por lo tanto, si el
crédito no está reservado en México ni en casi ninguna
parte del mundo, tiene poco sentido reservar el arrenda-
miento y el factoraje. El arrendamiento es, de facto, un
crédito con un patrón de pago predeterminado donde, en
caso de que el deudor (es decir, el arrendatario) no hon-
re sus obligaciones, el acreedor (es decir, el arrendador)
tiene el derecho de que se le otorgue la posesión del bien
arrendado sin mayor trámite, ya que la propiedad del
bien no es del deudor, sino del mismo arrendador. Esto
permite a las empresas de arrendamiento reducir la car-
tera vencida y cobrar tasas de interés más accesibles que
en una operación crediticia común, en donde la ejecu-
ción de las garantías es más compleja. Por su parte, el
factoraje es también, de facto, una operación de crédito
donde la fuente de pago son cuentas por cobrar de un
tercero que se compran a un descuento de su valor no-
minal.

Fue relativamente reciente cuando en México se optó
por restringir el arrendamiento y el factoraje a empresas
autorizadas y supervisadas por las autoridades financie-
ras. El arrendamiento se restringió en 1981 cuando se
estableció en la Ley de Instituciones de Crédito y Orga-
nizaciones Auxiliares que solo las empresas que reci-
bieran una concesión por parte de la Secretaría de Ha-
cienda podrían hacerlo. El factoraje se incorporó como
actividad restringida a la Ley de Organizaciones y Acti-
vidades Auxiliares de Crédito en 1990. La motivación
de esto era regular estas actividades como parte del sec-
tor financiero para promoverlas y, al mismo tiempo, di-
ferenciar su regulación de la aplicable a la actividad
bancaria que, hasta antes de 1990, era desempeñada so-

lamente por empresas propiedad del Estado. Sin embar-
go, la regulación no logró fomentar el crecimiento de
estos sectores. La cartera de las arrendadoras se ha man-
tenido como una proporción constante del PIB cercana
al 0.2% desde 1997 a la fecha. Similarmente, la cartera
de las empresas de factoraje ha oscilado alrededor de
0.14% del PIB en el mismo período. Más aún, el nume-
ro de arrendadoras y de empresas de factoraje ha dismi-
nuido desde 1997.

El entorno financiero actual es totalmente diferente al
de los ochentas: la banca comercial ya no es propiedad
del estado, existen mercados de deuda maduros con
competitividad y transparencia en el flujo de informa-
ción como alternativas de fondeo; la regulación de estas
entidades no es sustancialmente diferente a la de los
bancos pese a que no captan recursos del público; es
evidente que la sobre-regulación está inhibiendo su des-
arrollo, la innovación financiera y la competencia; los
costos de la regulación encaren el costo del crédito; y
estas entidades absorben recursos y esfuerzos de super-
visión cuando no existen intereses del público deposi-
tante que cuidar.

Finalmente, dado que en México el crédito no está res-
tringido desde hace tiempo a entidades autorizadas para
esos propósitos y la reforma de la Senadora Sauri libe-
ralizó la intermediación de recursos de los bancos y de
los mercados de valores, resulta un anacronismo restrin-
gir el arrendamiento y factoraje financieros a empresas
que solo pueden dedicarse a esto, con una pesada carga
regulatoria que eleva sus costos. Por lo anterior, parece
razonable afirmar que las razones y propósitos de la re-
gulación a las que están sometidas las empresas de
arrendamiento y factoraje financieros ya no son consis-
tentes con las circunstancias actuales de la país, de la
economía y de sus sistema financiero.

Llevar a cabo este primer objetivo es jurídicamente sen-
cillo. Se requiere derogar las disposiciones de la Ley
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del
Crédito aplicables a las operaciones de arrendamiento y
factoraje financiero y trasladarlas a la Ley General de
Títulos y Operaciones de Crédito, con algunos ajustes y
precisiones para que se refieran a operaciones de crédi-
to celebradas entre cualesquier particulares.

Esta modificación, aunada a las reformas de los artícu-
los 2 y 103 de la Ley de Instituciones de Crédito ya
aprobadas, permitirá que cualquier empresa mercantil
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pueda fondearse de los bancos o mediante ofertas públi-
cas de valores y llevar a cabo operaciones de arrenda-
miento, factoraje y crédito a cualquier sector. Es decir,
con estas modificaciones legislativas, las empresas mer-
cantiles podrán hacer las mismas actividades para las
cuales hoy se necesita contar con autorizaciones del Go-
bierno Federal para constituirse y operar como arrenda-
dora financiera, empresa de factoraje financiero y una o
varias Sofoles.

El efecto promotor en el crédito es enorme y conducirá
a mayor competencia, menores costos de operación y,
por lo tanto, en menores tasas de interés para el consu-
midor. Esta liberalización no presenta ningún riesgo al
sistema financiero porque se mantiene la prohibición de
captar directamente recursos del público ahorrador y las
empresas que se dediquen a esto no tendrán acceso al
sistema de pagos.

Otorgar las ventajas fiscales y procesales que tienen
las entidades financieras a las empresas mercantiles
que se dediquen al crédito, arrendamiento y factora-
je.

Para alcanzar cabalmente la meta de abaratar el crédito
y fomentar la competencia entre entidades que no cap-
ten recursos del público ahorrador, es necesario lograr el
segundo gran objetivo de la iniciativa: otorgarles a las
empresas mercantiles que se dediquen preponderante-
mente al arrendamiento, y/o al factoraje, y/o al otorga-
miento de crédito, las mismas ventajas, fiscales y pro-
cesales, que actualmente tienen las Sofoles,
arrendadoras y empresas de factoraje como entidades fi-
nancieras. Este objetivo, aunque conceptualmente sim-
ple, requiere, de varios cambios legislativos que se pro-
ponen en esta iniciativa.

Las principales ventajas fiscales para las empresas que
componen el sistema financiero son:

La cartera crediticia no es incluida para el cómputo del
impuesto al activo y,

Los intereses generados en transacciones de la cartera
crediticia comercial con entidades financieras no causan
el impuesto al valor agregado.

Las principales ventajas procesales que tienen las enti-
dades financieras son:

Los estados de cuenta certificados de las entidades fi-
nancieras, incluyendo a las Sofoles, arrendadoras, y em-
presas de factoraje, tienen el carácter de títulos ejecuti-
vos. Es decir, un juez puede dictar un embargo del
colateral a favor de la entidad financiera sin esperar te-
ner una sentencia firme. Los litigios de las entidades fi-
nancieras son por la vía ejecutiva mercantil y no por la
vía ordinaria mercantil. Esto ha permitido abaratar y fo-
mentar el crédito ya que con un proceso judicial de por
medio, la entidad financiera puede embargar el colateral
sin esperar el final de proceso judicial.

Conforme al Código Civil Federal y los Códigos Civi-
les de las Entidades Federativas, establecen que las en-
tidades financieras pueden ceder los derechos de crédi-
tos con garantía hipotecaria a otro intermediario sin
necesidad de notificación al deudor, ni de escritura pú-
blica ni de inscripción ante el Registro Público de la
Propiedad correspondiente. Esta facilidad se vuelve cru-
cial para la venta de cartera hipotecaria o el proceso de
bursatilización de dicha cartera, en el que las Sofoles
transfieren los créditos a un fideicomiso que, a su vez,
emite certificados bursátiles con derechos sobre los flu-
jos derivados del pago de dichos créditos. Sin esta faci-
lidad, sería prohibitivamente caro llevar a cabo bursati-
lizaciones de carteras hipotecarias y, con ello, el
fomento del otorgamiento de dichos créditos, ya que se
necesitaría llevar a cabo notificaciones a miles de pose-
edores de hipotecas y efectuar los trámites necesarios
para obtener los registros correspondientes.

La manera más práctica y jurídicamente sólida para
otorgar las facilidades mencionadas a entidades mercan-
tiles que no requieran de autorización es crear la figura
de entidad financiera no regulada que se denominará
�Sociedad Financiera de Objeto Múltiple� o �Sofome.�
Adicionalmente, si no están vinculadas con un banco es-
tas entidades tendrán que llevar la expresión Entidad No
Regulada o E.N.R. después de su denominación. En ca-
so de estar vinculadas con un banco, llevarán la expre-
sión Entidad Regulada o E.R. Conceptualmente, aque-
llas sociedades que se dediquen preponderantemente a
otorgar créditos, dar bienes en arrendamiento financiero
y/o adquirir derechos de crédito mediante contratos de
factoraje financiero, serán denominadas Sofomes de
acuerdo con las disposiciones de la Ley General de Or-
ganizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito a que
se refiere la presente iniciativa, y tendrán las ventajas
fiscales y procesales mencionadas.
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Para acceder a los beneficios procesales la Iniciativa es-
tablece en la Ley General de Organizaciones y Activi-
dades Auxiliares del Crédito que una sociedad tendrá
que:

Establecer como su objeto social principal la realización
de arrendamiento y/o crédito y/o factoraje sin captar de-
pósitos del público; denominarse Sofome seguido de las
siglas E.N.R. o E.R. dependiendo de si están o no vin-
culadas con un banco; y establecer su estatus regulato-
rio en sus contratos.

Para tener las ventajas fiscales, una Sofome necesitará
cumplir en adición al requisito anterior alguno de los si-
guientes requisitos:

Que el 70% de los activos de la sociedad sean cartera de
crédito-arrendamiento-factoraje o

Que el 70% de los ingresos provengan de administrar la
mencionada cartera.

Estos requisitos son necesarios para que los beneficios
puedan ser accesibles sin demasiados costos. Así, para
acceder a los beneficios procesales, no es necesario ha-
cer cambios legislativos adicionales a los mencionados.
De esta forma, una sociedad anónima, al constituirse co-
mo Sofome, tendrá acceso a estos beneficios. Para ello,
bastará que estas sociedades acrediten en sus respecti-
vos estatutos sociales que su objeto social principal es la
realización de estas actividades para que un juez acepte
los estados de cuenta certificados como títulos ejecuti-
vos. Así mismo, las Sofomes tendrán la posibilidad de
ceder los créditos hipotecarios que hayan otorgado sin
necesidad de notificar a los deudores respectivos o lle-
var a cabo registro alguno, debido a que ellas serán con-
sideradas como entidades financieras bajo la legislación
de la materia y que los códigos civiles no diferencian si
éstas deben estar reguladas y supervisadas o no.

La Iniciativa propone tres cambios a las legislaciones
fiscales para otorgar las ventajas fiscales a las Sofomes:

Primero, establecer en el Artículo 8 de la Ley del Im-
puesto Sobre la Renta los requisitos fiscales de las So-
fomes en los términos expuestos.

Segundo, incorporar a las Sofomes en el artículo 8 de la
Ley del Impuesto sobre la Renta, que es aquel que defi-
ne a las entidades que componen al sector financiero pa-

ra efectos fiscales. Esta modificación, aunada al hecho
de que la Ley del Impuesto al Activo, en su artículo 1,
establece que, para las empresas que componen el siste-
ma financiero, el impuesto se calcula con base en el �ac-
tivo no afecto a su intermediación financiera� y que el
artículo 14 de la misma ley remite la definición de sis-
tema financiero a dicho artículo 8 de la Ley del Impues-
to Sobre la Renta, implica que a las Sofomes se les da-
rá el tratamiento de las entidades financieras para
efectos del impuesto al activo.

Tercero, con el fin evitar que los créditos comerciales y
operaciones de factoraje de aquellas entidades financie-
ras no sujetas a autorización para operar con tal carácter
causen IVA, la iniciativa propone modificar el artículo
15, fracción X, de la Ley del Impuesto al Valor Agrega-
do para que también incluya a las Sofomes. Al respecto,
conviene hacer tres aclaraciones: Primero, el arrenda-
miento financiero sí causa IVA, debido a que fiscalmen-
te es una venta diferida en el tiempo. Segundo, los inte-
reses para préstamos al consumo actualmente causan
IVA, aún cuando provengan de entidades financieras. Y
tercero, los créditos hipotecarios no causan IVA.

Sería inviable abrir estas facilidades fiscales a las socie-
dades mercantiles que tengan objetos empresariales no
financieros ya que se prestaría a planeaciones fiscales
para evadir el impuesto al activo y el cobro del IVA en
la venta de sus productos. En relación con el impuesto
al activo, se podría prestar a manipulaciones entre acti-
vos fijos y activos crediticios para evadir el impuesto.
Con los requisitos fiscales propuestos, las empresas
mercantiles que no se dediquen predominantemente a la
actividad crediticia, tendrán que incluir todos sus acti-
vos para el cálculo del impuesto. Así mismo, la separa-
ción permitirá una fiscalización del IVA mas transpa-
rente.

Mientras una sociedad cumpla con el requisito fiscal,
tendrá acceso a las facilidades fiscales del impuesto al
activo y del IVA. Asegurarse que estos requisitos se
cumplen es sencillo de verificar por parte de las autori-
dades fiscales en la declaración anual de impuestos. Si
alguna Sofome no cumple con los requisitos fiscales, no
accederá a las facilidades fiscales aunque mantendrá las
ventajas procesales.

Estas modificaciones fiscales no tendrán un impacto ad-
verso en la recaudación debido a que actualmente las
Sofoles, arrendadoras, y empresas de factoraje están
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exentas del impuesto al activo y en los casos menciona-
dos sus créditos y operaciones de factoraje no causan el
IVA. Con la reforma, estas entidades podrán continuar
con sus mismas actividades y seguirán sin causar el im-
puesto al activo o el IVA. En la medida que la reforma
promueva la entrada de nuevas Sofomes, la recaudación
podrá aumentar vía otros impuestos.

Debido a que el cambio en la naturaleza jurídica de las
Sofoles, arrendadoras, y empresas de factoraje es tan
profundo, existirá un período transitorio de casi cuatro
años hasta octubre del 2009 en el cual las Sofoles, las
arrendadoras, y las empresas de factoraje podrán mante-
nerse, si así lo desean, como entidades financieras regu-
ladas bajo el régimen actual: bajo la supervisión de la
Secretaría de Hacienda y de la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores, y con la legislación actual que no les
permite liberalizar sus operaciones activas (las Sofoles
seguirán siendo de objeto limitado y las arrendadoras y
empresas de factoraje solo podrán realizar las activida-
des que les permite el régimen actual).

Otros ajustes legislativos necesarios

La iniciativa contiene una serie de ajustes legislativos
adicionales para asegurar el buen funcionamiento de las
Sofomes como nuevas entidades y de la liberalización
del arrendamiento y del factoraje.

Resguardar el arbitraje regulatorio

Un riesgo importante de minimizar es el del arbitraje re-
gulatorio entre una Sofome que no está regulada y un in-
termediario financiero que sí capta depósitos del públi-
co ahorrador y que está regulado, como un banco. El
riesgo es que un intermediario financiero regulado, co-
mo un banco, lleve a cabo sus actividades de arrenda-
miento, factoraje y de crédito a través de una Sofome
con las ventajas fiscales y procesales mencionadas y
evite cumplir los requisitos crediticios que se le aplica al
banco poniendo en riesgo los depósitos del público o el
sistema de pagos. En el extremo, un banco podría pres-
tar toda su cartera a través de una Sofome con requisi-
tos crediticios menores.

Por lo anterior, la iniciativa propone evitar cualquier ti-
po de arbitraje regulatorio entre un banco, o cualquier
otra entidad de capte del público, y las Sofomes. La Ini-
ciativa busca que el banco, sea indiferente en términos
fiscales y regulatorios entre llevar a cabo las operacio-

nes de crédito, arrendamiento o factoraje dentro de su
balance o a través de una de una Sofome.

Este riesgo de arbitraje ya existe y se evita actualmente
con las Sofoles, arrendadoras, y empresas de factoraje.
La regulación de las arrendadoras y de las empresas de
factoraje es tal que los bancos tienen pocos incentivos
para realizar estas actividades a través de una empresa
separada aunque algunos así lo hacen. Recientemente,
la Secretaría de Hacienda preparó unas modificaciones
a la regulación aplicable a las Sofoles vinculadas con
bancos para homologar los estándares de capitalización,
diversificación, reserva de cartera, créditos relaciona-
dos, criterios contables, control interno, administración
de riesgos, diversificación, integración de expedientes,
de carácter prudencial en materia de crédito y califica-
ción de cartera para asegurarse que el banco no tenga in-
centivos perversos de otorgar crédito a través de Sofoles
y evadir requisitos que pongan en peligro los depósitos
del público.

La iniciativa plantea en la Ley General de Organizacio-
nes y Actividades Auxiliares del Crédito que, cuando
exista un vínculo patrimonial entre una Sofome y un
banco o un grupo financiero que comprenda a un banco,
o personas físicas que tengan control sobre un banco, la
Sofome será considerada como �Entidad Regulada� (o
E.R.), lo cual deberá ser señalado de esa forma en su de-
nominación social, y le será aplicable la regulación co-
rrespondiente a los bancos, tal y como actualmente se le
aplica la regulación a las Sofoles que han sido adquiri-
das por los bancos. Esto implica que dichas Sofomes,
entidades reguladas, serán supervisadas por la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores. En sentido contrario,
cualquier otra Sofome que no tenga un vínculo patrimo-
nial en los términos antes señalados, será considerada
como entidad no regulada (E.N.R.), lo cual deberá se-
ñalarse en su denominación social, y no estará sujeta a
la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores.

Un ajuste menor relacionado con este tema implica mo-
dificar la Ley de Agrupaciones Financieras para reducir
el número mínimo de entidades financieras que integran
un grupo de tres a dos entidades. Este ajuste es necesa-
rio para evitar que con la liberalización propuesta por
esta Iniciativa, algún grupo financiero no cumpla con el
mínimo de entidades financieras, por ejemplo al fusio-
nar una arrendadora y una empresa de factoraje en una
Sofome.
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Se mantiene el acceso a las fuentes de fondeo vigentes

Las Sofoles, las arrendadoras y las empresas de factora-
je, al igual que las empresas mercantiles, actualmente
pueden recibir fondeo de instituciones financieras (ban-
cos, aseguradoras y afianzadoras), y a través de emisio-
nes públicas de deuda. Las Sofomes, al ser entidades
mercantiles, también podrán hacerlo. Adicionalmente,
no es necesario cambiar ninguna disposición legal apli-
cable a la banca de desarrollo para permitir que las So-
fomes puedan recibir créditos de aquella. Los consejos
directivos de las instituciones de banca de desarrollo tie-
nen la facultad de determinar que los créditos puedan
otorgarse a personas que no tengan el carácter de insti-
tuciones financieras. En el caso de la Sociedad Hipote-
caria Federal la Secretaría de Hacienda tiene esa facul-
tad.

En este sentido, se incluye una modificación a la Ley
General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de
Seguros y a la Ley Federal de Instituciones de Fianzas
para que esas instituciones puedan recibir títulos en des-
cuento y redescuento de las Sofomes, tal y como lo pue-
den hacer hoy de las Sofoles, arrendadoras y empresas
de factoraje financiero.

Prevención de lavado de dinero

La iniciativa también atiende la prevención del lavado
de dinero y financiamiento al terrorismo. Si bien es cier-
to que las Sofoles, arrendadoras y empresas de factora-
je no captan directamente recursos del público y, por lo
tanto, su capacidad de lavar dinero a través de ellas es
limitada, actualmente la Ley General de Organizaciones
y Actividades Auxiliares del Crédito y la Ley de Institu-
ciones de Crédito, en consonancia con los estándares in-
ternacionalmente reconocidos como los más adecuados
para la prevención de dichas prácticas, como son aque-
llos recomendados por el foro intergubernamental deno-
minado Grupo de Acción Financiera sobre el Blanqueo
de Capitales (GAFI), establecen que estas entidades de-
ben estar sujetas a ciertas normas en la materia.

En este sentido, y debido a que la práctica internacional
apunta en la dirección de establecer medidas de preven-
ción de lavado de dinero para las actividades de toda en-
tidad financiera, la presente iniciativa propone en la Ley
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del
Crédito, que las Sofomes, al igual que los centros cam-
biarios, estén sujetas a normas de lavado de dinero y que

sean supervisadas por el Servicio de Administración
Tributaria.

Protección al usuario

Actualmente la Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros (Con-
dusef) es la encargada de proteger y defender los dere-
chos e intereses de los usuarios de los servicios que
prestan las Sofoles, arrendadoras y empresas de factora-
je. El nuevo régimen propuesto por esta iniciativa preci-
sa en la Ley General de Organizaciones y Actividades
Auxiliares del Crédito que la protección del usuario de
los servicios de arrendamiento financiero, factoraje fi-
nanciero y otorgamiento de crédito que presten las So-
fomes corresponde también a la Condusef.

Inversión Extranjera y Tratados Internacionales

Actualmente, la inversión extranjera en las Sofoles,
arrendadoras y empresas de factoraje está permitida al
100% a través del régimen de filiales. Al dejar de ser en-
tidades financieras y al liberalizar las actividades de fac-
toraje y de arrendamiento, es necesario derogar los inci-
sos (H) al (K) de la fracción III del artículo 7 de la Ley
de Inversión Extranjera para que las sociedades extran-
jeras puedan invertir directamente en el capital de estas
entidades sin tener que constituir una filial. Las socie-
dades extranjeras tendrán que inscribirse en el Registro
Público de Comercio y tener por objeto las tres opera-
ciones correspondientes a las Sofomes si quieren tener
los beneficios fiscales y procesales. Los que no se re-
gistren solo tendrán que ajustarse a la Ley de Inversión
Extranjera, como en cualquier otra actividad mercantil.

La Iniciativa aquí presentada no infringe ninguno de los
tratados internacionales que tiene celebrados México.
Solo se tendrá que informar a nuestros socios comercia-
les que la inversión extranjera quedó liberada y que la
autorización para realizar operaciones de crédito, de
arrendamiento, factoraje y/o crédito ya no es necesaria.

Conclusiones

Esta miscelánea de reformas tiene por objeto promover
la actividad crediticia y fomentar la competencia, así co-
mo reducir los costos y, por lo tanto, las tasas de interés.
Al mismo tiempo, elimina una fuente de riesgo moral
en el sector financiero al dejar fuera de la supervisón
de las autoridades financieras actividades donde no

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 2006669



hay intereses del público que tutelar y no hay riesgo del
sistema de pagos. Aunque los objetivos son simples,
sentar las bases para que estas actividades se puedan re-
alizar de manera competitiva en el ámbito mercantil re-
quiere hacer cambios a varias leyes:

Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito.

Ley General de Organizaciones y Actividades Auxilia-
res del Crédito.

Ley de Instituciones de Crédito.

Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas
de Seguros

Ley Federal de Instituciones de Fianzas.

Ley para Regular las Agrupaciones Financieras.

Ley de Ahorro y Crédito Popular.

Ley de Inversión Extranjera.

Ley del Impuesto sobre la Renta.

Ley del Impuesto al Valor Agregado.

Código Fiscal de la Federación.

...�

CONSIDERACIONES DE LA COMISIÓN

PRIMERA.- Esta Comisión resulta competente para dic-
taminar la iniciativa del Diputado Luis Ramírez Pineda del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, de conformidad con lo dispuesto por los artículos
39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos.

SEGUNDA.- La iniciativa presentada por el Diputado
Luis Antonio Ramírez Pineda, del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional propone reformar, de-
rogar y adicionar diversas disposiciones de la Ley General
de Títulos y Operaciones de Crédito, Ley General de Or-
ganizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, Ley de
Instituciones de Crédito, Ley General de Instituciones y

Sociedades Mutualistas de Seguros, Ley Federal de Insti-
tuciones de Fianzas, Ley para Regular las Agrupaciones
Financieras, Ley de Ahorro y Crédito Popular, Ley de In-
versión Extranjera, Ley del Impuesto sobre la Renta, Ley
del Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la
Federación, a efecto de realizar diversos ajustes en la le-
gislación del sector financiero, para con ello mejorar su
funcionamiento.

La que Dictamina estima procedentes las consideraciones
que se señalan en la iniciativa sujeta a estudio.

En efecto, el acceso al crédito resulta un elemento de espe-
cial importancia en el desarrollo del nuestro país, al ser el
factor determinante en la inversión, siendo por tanto rele-
vante el papel que la intermediación financiera realiza, pa-
ra promover el ahorro y canalizarlo hacia los proyectos
mas rentables y productivos.

En este sentido, el grupo de intermediarios financieros no
bancarios compuesto por las sociedades financieras de ob-
jeto limitado Sofoles, así como por las arrendadoras finan-
cieras y las empresas de factoraje financiero, cuentan con
un papel fundamental en el proceso de intermediación fi-
nanciera.

A partir de diciembre de 1993 las Sofoles surgen como una
excepción a la prohibición de captación directa o indirecta
de recursos del público para otorgar créditos a objetos li-
mitados, cubriendo en gran medidas las necesidades de di-
versos sectores que los bancos no atienden o que con la cri-
sis de 1995, dejaron de cubrir, convirtiéndose en una
importante fuente alterna de financiamiento a diversos sec-
tores productivos.

Las importancia de la actividad desarrollada por las Sofo-
les se refleja en los mas de 10 millones de créditos a la fe-
cha han otorgado, de los cuales 450 mil corresponden a
créditos hipotecarios, casi 5 millones de créditos automo-
trices, casi 3 millones de créditos a micro, pequeñas y me-
dianas empresas, y casi 3 millones de créditos personales,
muchos de los cuales son micro créditos.

Actualmente en nuestro país existen 58 Sofoles, cuyos ac-
tivos totales ascienden a 211,472 millones de pesos, de los
cuales:

� El 62.2% están concentrados en el sector hipotecario.

� El automotriz cuenta con el 27.6%.
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No debe perderse de vista que la mayoría de dichos crédi-
tos, según refiere la iniciativa, han sido otorgados a perso-
nas con bajos ingresos, que de otra manera no habrían te-
nido acceso al sector financiero formal.

Dado el auge e importancia que la intermediación finan-
ciera ha adquirido para el nuestro país, esta legislatura
aprobó una reforma a los artículos 2 y 103 de la Ley de Ins-
tituciones de Crédito, con el propósito de establecer un me-
canismo que propicie condiciones accesibles a la oferta de
créditos, además de otorgar confianza a los potenciales
deudores.

Así se autorizó mediante mandato de ley, que cualquier
empresa mercantil pueda obtener fondos de la banca regu-
lada y supervisada, así como del mercado de valores, utili-
zando dichos recursos para dar crédito, logrando con ello
que cualquier empresa esté en condiciones de realizar esta
intermediación con la misma libertad que las Sofoles, con
lo cual podrán otorgar créditos a diversos sectores, sin au-
torización de las autoridades financieras, logrando con ello
fomentar la actividad crediticia.

En razón de lo anterior es que se considera que no tiene
sentido mantener el esquema de crédito especializado para
cada uno de los sectores específicos, ya que lo anterior tie-
ne como resultado no aprovechar las sinergias de haber he-
cho un costoso análisis crediticio de una persona, además
de obligar a los usuarios del crédito a acudir y hacer trámi-
tes ante varias instituciones para satisfacer sus necesidades
de financiamiento, lo cual obviamente eleva los costos y la
tasas de interés.

Es importante señalar que en los últimos años el sistema fi-
nanciero mexicano ha vivido inmerso en un proceso de
transformación, incorporándose a la legislación medidas
tanto preventivas como correctivas, en beneficio del públi-
co ahorrador.

Así, la liberalización antes referida, no causa ningún riesgo
para el sector financiero, ya que las empresas mercantiles
continuarán sin captar depósitos del público y no estarán
conectadas al sistema de pagos, por lo que no causarán un
riesgo sistémico.

En razón de lo anterior esta Comisión que dictamina en-
cuentra coincidencia en que no existe razón alguna para
continuar sujetando a los intermediarios financieros tales
como las Sofoles, arrendadoras y empresas de factoraje, a

la autorización y supervisión de las autoridades financie-
ras.

Aunado a lo anterior, resultan atinentes las consideraciones
que se plasman en la iniciativa, ya que la regulación exis-
tente para los intermediarios financieros antes citados tiene
diversos efectos negativos, tales como:

� Crear la percepción de que existe una protección o ga-
rantía del Gobierno Federal a favor de los acreedores de
estas instituciones, siendo que no hay ninguna base le-
gal que permita la instrumentación de un rescate, ya que
sus acreedores son bancos e inversionistas del mercado
de valores los cuales tienen un alto grado de sofistica-
ción e invierten a su propio riesgo.

� Formar una barrera de entrada que inhibe la compe-
tencia.

� Ocasionar una carga administrativa que incrementa los
costos de operación, sin que necesariamente sea útil pa-
ra sus acreedores o sus usuarios, además de inhibir la in-
novación financiera.

Principales objetivos de la iniciativa

La que dictamina, coincidiendo con el espíritu de la refor-
ma ya realizada a la Ley de Instituciones de Crédito y a
efecto de complementar y homologar el marco legal que
permita promover la competencia, la penetración del crédi-
to, reducir los márgenes de intermediación y las tasas de in-
terés, estima que resultan acertados los dos objetivos plan-
teados en la iniciativa:

1. Permitir que cualquier empresa mercantil, pueda lle-
var a cabo operaciones de, arrendamiento y factoraje fi-
nancieros sin autorización ni supervisión de las autori-
dades financieras, y

2. Otorgar a las empresas mercantiles que se dediquen
preponderantemente a otorgar crédito, arrendamiento y
factoraje, las ventajas fiscales y procesales, que actual-
mente tienen dichas entidades financieras.

Por lo que hace al primer objetivo, resulta acertado pun-
tualizar respecto a la liberalización de la actividad de
arrendamiento y de factoraje que se propone, que la expe-
riencia internacional refiere que, tanto el arrendamiento co-
mo el factoraje son subconjuntos y formas particulares del
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otorgamiento de crédito, por lo que, al no encontrarse re-
servado éste, no resulta justificado reservar ni el arrenda-
miento, ni el factoraje.

A este respecto no debe perderse de vista que en nuestro
país se optó por restringir el arrendamiento y el factoraje a
empresas autorizadas y supervisadas por las autoridades fi-
nancieras con el objetivo de promoverlas y, al mismo tiem-
po, diferenciar su regulación de la aplicable a la actividad
bancaria que, hasta antes de 1990, era desempeñada sola-
mente por empresas propiedad del Estado.

No obstante lo anterior, dicha regulación no cumplió con el
objetivo primordial planteado que era fomentar el creci-
miento de estos sectores, por lo que, atendiendo a las cir-
cunstancias actuales del país, la economía, el sistema fi-
nanciero y específicamente del sector, resulta válido
afirmar que la sobre-regulación inhibe su desarrollo, la in-
novación financiera y la competencia; además de que los
costos de dicha regulación encaren el costo del crédito;
siendo que no existen intereses del público depositante que
cuidar.

En razón de lo anterior, esta Comisión encuentra acertado
derogar las disposiciones de la Ley General de Organiza-
ciones y Actividades Auxiliares del Crédito aplicables a las
operaciones de arrendamiento y factoraje financiero, y
trasladarlas a la Ley General de Títulos y Operaciones de
Crédito, refiriéndolas a operaciones de crédito celebradas
entre particulares, con objeto de permitir que cualquier em-
presa mercantil pueda fondearse de los bancos o mediante
ofertas públicas de valores y llevar a cabo operaciones de
arrendamiento, factoraje y crédito a cualquier sector.

Los beneficios de la liberalización serán:

� Mayor efecto promotor en el crédito,

� Mayor competencia,

� Menores costos de operación y, por ende, menores ta-
sas de interés para el consumidor.

Respecto al segundo de los objetivos planteados en la ini-
ciativa, esta Comisión estima acertado otorgar a las empre-
sas mercantiles que se dediquen preponderantemente al
arrendamiento, factoraje y al otorgamiento de crédito, las
mismas ventajas, procesales y fiscales, que actualmente
tienen las entidades financieras.

Para tal propósito se estima acertado la creación de la figu-
ra de entidad financiera no regulada denominada �Socie-
dad Financiera de Objeto Múltiple� o �Sofome�, la cual se
hará acompañar de la expresión Entidad No Regulada o
E.N.R. después de su denominación, y en caso de estar vin-
culadas con un banco, llevarán la expresión Entidad Regu-
lada o E.R.

Así, según se establece en la iniciativa que se dictamina,
deben equipararse las principales ventajas procesales y fis-
cales con que actualmente cuentan las empresas que com-
ponen el sistema financiero, a las sociedades que se dedi-
quen preponderantemente a otorgar créditos, dar bienes en
arrendamiento financiero y adquirir derechos de crédito
mediante contratos de factoraje financiero, �Sofomes�.

Para acceder a los beneficios procesales la Iniciativa esta-
blece en la Ley General de Organizaciones y Actividades
Auxiliares del Crédito que una sociedad tendrá que:

a) Establecer como su objeto social principal la realiza-
ción de arrendamiento y/o crédito y/o factoraje sin cap-
tar depósitos del público

b) Denominarse Sofome seguido de las siglas E.N.R. o
E.R. dependiendo de si están o no vinculadas con un
banco; y

c) Establecer su estatus regulatorio en sus contratos.

Ventajas procesales

Las principales ventajas procesales con que actualmente
gozan las entidades financieras, y de las que gozarán las
Sofomes son que:

1. Los estados de cuenta certificados de las entidades fi-
nancieras, incluyendo a las Sofoles, arrendadoras, y em-
presas de factoraje, tienen el carácter de títulos ejecuti-
vos.

Lo cual tiene como beneficios que el juicio se substancie
en la vía ejecutiva mercantil y no por la vía ordinaria mer-
cantil, lo cual permite que se pueda trabar embargo a favor
de la entidad financiera, sin esperar tener una sentencia fir-
me.

2. Las entidades financieras pueden ceder los derechos
de créditos con garantía hipotecaria a otro intermediario
sin necesidad de notificación al deudor, ni de escritura
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pública ni de inscripción ante el Registro Público de la
Propiedad correspondiente, ello de conformidad con el
Código Civil Federal y los Códigos Civiles de las Enti-
dades Federativas.

Esta facilidad permite la venta de cartera hipotecaria y el
proceso de bursatilización de dicha cartera, en el que las
Sofoles, transfieren los créditos a un fideicomiso que, a su
vez, emite certificados bursátiles con derechos sobre los
flujos derivados del pago de tales créditos, lográndose el
fomento del otorgamiento al financiamiento.

Ventajas fiscales.

Por lo que hace al acceso a los beneficios fiscales para las
Sofomes, estos se logran a través de las siguientes modifi-
caciones a las legislaciones fiscales federales:

1. Incorporar en el Artículo 8 de la Ley del Impuesto So-
bre la Renta, incorporándolas a la definición que el mis-
mo artículo prevé para las entidades que componen el
sistema financiero para efectos fiscales.

En adición a lo anterior, se establece que las Sofomes ten-
drán que cumplir con cualquiera de los siguientes requisi-
tos:

a) Que el 70% de los activos de la sociedad sean car-
tera de crédito-arrendamiento-factoraje o

b) Que el 70% de los ingresos provengan de admi-
nistrar la mencionada cartera.

Lo anterior, redundará en que para efectos del cálculo del
impuesto al activo, éste se realice con base en el �activo no
afecto a su intermediación financiera�, ya que el artículo
14 de la Ley del Impuesto al Activo prevé dicho beneficios
para las entidades del sistema financiero a que se refiere el
artículo 8 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

2. Modificar el artículo 15, fracción X, de la Ley del
Impuesto al Valor Agregado para que también incluya a
las Sofomes, únicamente por lo que hace a créditos co-
merciales y operaciones de factoraje en los servicios
que se encuentran exentos de dicho impuesto.

Con dichas modificaciones se logra el beneficio que busca
la reforma, sin tener un impacto en la recaudación o poner
en riesgo la adecuada tributación de los sujetos, además de
que de no cumplir con los requisitos fiscales antes señala-

dos, la Sofome no podrá acceder a las facilidades fiscales,
aunque mantendrá las ventajas procesales antes señaladas.

No obstante, esta Comisión dictaminadora considera con-
veniente eliminar la reforma al Artículo 47 de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta por ser innecesaria así como ha-
cer algunas precisiones a los artículos 8 y 31 de la Ley del
Impuesto Sobre la Renta y 15 de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado asegurando así que se cumplan los propósitos
de la presente iniciativa para quedar en los siguientes tér-
minos:

Ley del Impuesto Sobre la Renta:

�Artículo 8o.- ...

...

El sistema financiero, para los efectos de esta Ley, se
compone por las instituciones de crédito, de seguros y
de fianzas, sociedades controladoras de grupos financie-
ros, almacenes generales de depósito, administradoras
de fondos para el retiro, arrendadoras financieras, unio-
nes de crédito, sociedades financieras populares, socie-
dades de inversión de renta variable, sociedades de in-
versión en instrumentos de deuda, empresas de factoraje
financiero, casas de bolsa, casas de cambio y sociedades
financieras de objeto limitado, que sean residentes en
México o en el extranjero. Asimismo, se considerarán
integrantes del sistema financiero a las sociedades fi-
nancieras de objeto múltiple a las que se refiere la Ley
General de Organizaciones y Actividades Auxiliares del
Crédito que tengan cuentas y documentos por cobrar de-
rivados de las actividades que deben constituir su obje-
to social principal, conforme a lo dispuesto en dicha ley,
que representen al menos el setenta por ciento de sus ac-
tivos totales, o bien, que tengan ingresos derivados de
dichas actividades y de la enajenación o administración
de los créditos otorgados por ellas, que representen al
menos el setenta por ciento de sus ingresos totales. Para
los efectos de la determinación del porcentaje del seten-
ta por ciento, no se considerarán los activos o ingresos
que deriven de la enajenación a crédito de bienes o ser-
vicios de las propias sociedades, de las enajenaciones
que se efectúen con cargo a tarjetas de crédito o finan-
ciamientos otorgados por terceros.

Tratándose de sociedades de objeto múltiple de nueva
creación, el Servicio de Administración Tributaria me-
diante resolución particular en la que se considere el

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 2006673



programa de cumplimiento que al efecto presente el
contribuyente podrá establecer para los tres primeros
ejercicios de dichas sociedades, un porcentaje menor al
señalado en el párrafo anterior, para ser consideradas
como integrantes del sistema financiero para los efectos
de esta Ley.�

�Artículo 31. ...

XVI. ...

...

a) Tratándose de créditos cuya suerte principal al día de
su vencimiento no exceda de $20,000.00, cuando en el
plazo de un año contado a partir de que incurra en mo-
ra, no se hubiera logrado su cobro. En este caso, se con-
siderarán incobrables en el mes en que se cumpla un año
de haber incurrido en mora.

Cuando se tengan dos o más créditos con una misma
persona física o moral de los señalados en el párrafo an-
terior, se deberá sumar la totalidad de los créditos otor-
gados para determinar si éstos no exceden del monto a
que se refiere dicho párrafo.

Lo dispuesto en el inciso a) de esta fracción será aplica-
ble tratándose de créditos contratados con el publico en
general, cuya suerte principal al día de su vencimiento
se encuentre entre $5000.00 a $20,000.00, siempre que
el contribuyente de acuerdo con las reglas de carácter
general que al respecto emita el Servicio de Administra-
ción Tributaria informe de dichos crédito a las socieda-
des de información crediticia que obtengan autorización
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público de con-
formidad con la Ley de Sociedades de Información Cre-
diticia.

Así mismo, será aplicable lo dispuesto en el inciso a) de
esta fracción, cuando el deudor del crédito de que se tra-
te sea contribuyente que realiza actividades empresaria-
les y el acreedor informe por escrito al deudor de que se
trate, que efectuará la deducción del crédito incobrable,
a fin de que el deudor acumule el ingreso derivado de la
deuda no cubierta en los términos de esta Ley. Los con-
tribuyentes que apliquen lo dispuesto en este párrafo,
deberán informar a más tardar el 15 de febrero de cada
año de los créditos incobrables que dedujeron en los tér-
minos de este párrafo en el año calendario inmediato an-
terior.

b) Tratandose de crédito cuya suerte principal al día de
su vencimiento sea mayor a $20,000.00 cuando el acre-
edor haya demandado ante la autoridad judicial el pago
del crédito o se haya iniciado el procedimiento arbitral
convenido para su cobro y además se cumpla con lo pre-
visto en el párrafo final del inciso anterior.

c) ...
...
...

Tratándose de cuentas por cobrar que tengan una garan-
tía hipotecaria, solamente será deducible el cincuenta
por ciento del monto cuando se den los supuestos a que
se refiere el inciso b) anterior. Cuando el deudor efectúe
el pago del adeudo o se haga la aplicación del importe
del remate a cubrir el adeudo, se hará la deducción del
saldo de la cuenta por cobrar o en su caso la acumula-
ción del importe recuperado.�

Ley del Impuesto al Valor Agregado:

Artículo 15.- No se pagará el impuesto por la prestación
de los siguientes servicios:

I. a IX.- ...

X. ...

a) ...

b) Reciban o paguen las instituciones de crédito, las
uniones de crédito, las sociedades financieras de objeto
limitado, las sociedades de ahorro y préstamo y las em-
presas de factoraje financiero, en operaciones de finan-
ciamiento, para las que requieran de autorización y por
concepto de descuento en documentos pendientes de co-
bro; los que reciban y paguen las sociedades financieras
de objeto múltiple que para los efectos del impuesto so-
bre la renta formen parte del sistema financiero, por el
otorgamiento de crédito, de factoraje financiero o des-
cuento en documentos pendientes de cobro; los que re-
ciban los almacenes generales de depósito por créditos
otorgados que hayan sido garantizados con bonos de
prenda; así como las comisiones de los agentes y co-
rresponsales de las instituciones de crédito por dichas
operaciones.

...

...
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c) a i). ...

XI. a XVI. ...

Otros ajustes legislativos

Por lo que hace a las modificaciones que se proponen a va-
rios ordenamientos legales, esta dictaminadora encuentra
coincidencia en homologar las diversas leyes del sector fi-
nanciero, a efecto de asegurar el buen funcionamiento de
las Sofomes como nuevas entidades, además de garantizar
la liberalización del arrendamiento y del factoraje, reali-
zando para estos efectos una reforma legal integral.

En efecto, resulta procedente reformar la Ley General de
Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, a
efecto evitar el riesgo de que un intermediario financiero
regulado, como un banco, lleve a cabo actividades de
arrendamiento, factoraje y de crédito a través de una Sofo-
me, con las ventajas fiscales y procesales antes señaladas,
evitando cumplir los requisitos crediticios que se le aplica
al banco, poniendo en riesgo los depósitos del público o el
sistema de pagos.

Así, cuando exista un vínculo patrimonial entre una Sofo-
me y un banco o un grupo financiero que comprenda a un
banco, o personas físicas que tengan control sobre un ban-
co, la Sofome será considerada como �Entidad Regulada�,
señalándose de esa forma en su denominación social, sien-
do aplicable la regulación correspondiente a los bancos, tal
y como actualmente se le aplica la regulación a las Sofoles
que han sido adquiridas por los bancos.

Lo anterior implica que dichas Sofomes como entidades
reguladas, serán supervisadas por la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores.

En este mismo sentido, a efecto de garantizar que los ban-
cos no tengan incentivos perversos de otorgar crédito a tra-
vés de Sofoles y evadir requisitos que pongan en peligro
los depósitos del público, la Secretaría de Hacienda, ho-
mologó diversos estándares crediticios, contables y pru-
denciales.

No obstante lo anterior, esta Comisión estima que a efecto
de minimizar el riesgo de arbitraje regulatorio, y tomando
en cuenta que se propone que las Sofomes vinculadas pa-
trimonialmente con instituciones de crédito se sujeten a di-
versas disposiciones de la Ley de Instituciones de Crédito,
resulta necesario incluir las relativas a los artículos 24 Bis,

51, 65 y 76, así como omitir las del artículo 52 que no tie-
ne relación con lo que se pretende, por ello se modifica el
artículo 87-D de la Ley General de Organizaciones y Acti-
vidades Auxiliares del Crédito, para quedar de la siguiente
manera:

�ARTÍCULO 87-D.- Las sociedades financieras de ob-
jeto múltiple reguladas se sujetarán a lo que, para las
instituciones de crédito y entidades financieras, según
corresponda, disponen los artículos 24 Bis, 49, 50, 51,
65, 73, 73 Bis y 73 Bis 1, 76, 93, 99, 101, 102 y 115 de
la Ley de Instituciones de Crédito, así como 4, fraccio-
nes I a VI, y 6 de la Ley de la Comisión Nacional Ban-
caria y de Valores. Al efecto, las sociedades financieras
de objeto múltiple reguladas se sujetarán a las disposi-
ciones que, para dichas sociedades, emitan las corres-
pondientes autoridades indicadas en los artículos antes
señalados y en las mismas materias a que aquellos se re-
fieren.

Lo dispuesto por este artículo deberá preverse expresa-
mente en los estatutos de las sociedades financieras de
objeto múltiple reguladas.

Lo previsto en artículo 65-A de esta Ley será igualmen-
te aplicable a las sociedades financieras de objeto múl-
tiple reguladas, tratándose de los actos administrativos
señalados en dicho precepto que la citada Comisión dic-
te en relación con dichas entidades financieras.�

En virtud de la modificación al artículo 87-D antes señala-
do, es necesario adecuar las sanciones aplicables en caso
de incumplimiento a lo dispuesto en el mismo, por lo que
el texto del artículo 89 de la Ley General de Organizacio-
nes y Actividades Auxiliares del Crédito, queda de la si-
guiente manera:

ARTÍCULO 89.- ...

I a XIII ...

XIII bis.- De 2,000 a 20,000 días de salario a las socie-
dades financieras de objeto múltiple reguladas, que in-
cumplan con lo dispuesto por el artículo 87-D de esta
Ley, en relación con los artículos 24 Bis, 49, 50, 51, 93,
101, 102 y 115 de la Ley de Instituciones de Crédito;

XIII bis 1.- De 5,000 a 50,000 días de salario, a las so-
ciedades financieras de objeto múltiple reguladas que
incumplan con lo dispuesto por el artículo 87-D de esta
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Ley, en relación con los artículos 73, 73 Bis y 73 Bis 1
de la Ley de Instituciones de Crédito;

XIII bis 2.- De 15,000 a 60,000 días de salario, a las so-
ciedades financieras de objeto múltiple reguladas, que
incumplan con lo dispuesto por el artículo 87-D de esta
Ley, en relación con los artículos 65 y 76 de la Ley de
Instituciones de Crédito, así como con las disposiciones
prudenciales, en materia de contabilidad y de requeri-
mientos de información, que haya emitido la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores para dichas sociedades;
y

XIV.- ...

La Dictaminadora comparte el objetivo de minimizar el
riesgo de arbitraje regulatorio, que orienta la adición de un
segundo párrafo al artículo 76 de la Ley de Instituciones de
Crédito, sin embargo, considera que no es necesario pues-
to que la facultad prevista actualmente en el artículo citado
es lo suficientemente amplia para el fin que se persigue,
por lo que se propone eliminar la adición señalada. Res-
pecto del mismo tema y con el fin de evitar sobreregula-
ción se propone adicionar un inciso c) al artículo 73 Bis de
la Ley de Instituciones de Crédito para quedar:

�ARTÍCULO 73bis.- �

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

c) Las entidades financieras que formen parte del grupo
financiero al que, en su caso, pertenezca la institución
de banca múltiple, o aquéllas entidades financieras en
las que la institución de banca múltiple tengan una par-
ticipación accionaria, a menos que dichas entidades a su
vez otorguen cualquier tipo de financiamiento a las per-
sonas señaladas en las fracciones I a VII del artículo 73
y por el monto de dicho financiamiento.�

En consecuencia de lo anterior, se modifica en lo condu-
cente el artículo Primero Transitorio del Decreto para que-
dar:

�PRIMERO.- Entrarán en vigor el día siguiente de la
publicación de este Decreto en el Diario Oficial de la
Federación:

I. El artículo Primero del presente Decreto;

II. Las reformas a los artículos 4; 7 y 95 Bis, así como a
la identificación del Capítulo Único del Título Quinto y
las adiciones al Título Quinto con el Capítulo II, que in-
cluye los artículos 87-B a 87-Ñ, y al artículo 89 de la
Ley General de Organizaciones y Actividades Auxilia-
res del Crédito, contenidas en el artículo Segundo de es-
te Decreto;

III. Las reformas a los artículos 46 y 89, así como la adi-
ción al artículo 73 Bis de la Ley de Instituciones de Cré-
dito, contenidas en el artículo Tercero de este Decreto, y

IV. Los artículos Noveno, Décimo y Décimo Primero
del Presente Decreto.

A partir de la entrada en vigor a que se refiere este artí-
culo, las operaciones de arrendamiento financiero y fac-
toraje financiero no se considerarán reservadas para las
arrendadoras financieras y empresas de factoraje finan-
ciero, por lo que cualquier persona podrá celebrarlas en
su carácter de arrendador o factorante, respectivamente,
sin contar con la autorización de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público referida en el artículo 5 de la
Ley General de Organizaciones y Actividades Auxilia-
res del Crédito.

Las sociedades financieras de objeto limitado podrán
seguir actuando con el carácter de fiduciarias en los fi-
deicomisos a los que se refiere el artículo 395 de la Ley
General de Títulos y Operaciones de Crédito hasta que
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queden sin efectos las autorizaciones que les haya otor-
gado la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en
términos de la fracción IV del artículo 103 de la Ley de
Instituciones de Crédito, salvo que adopten la modali-
dad de sociedad financiera de objeto múltiple, en cuyo
caso podrán continuar en el desempeño de su enco-
mienda fiduciaria.�

También resulta adecuada la modificación que se propone
a la Ley de Agrupaciones Financieras, garantizando que los
grupos financieros cumplan con el mínimo de entidades fi-
nancieras.

Aunado a lo anterior, con las modificaciones planteadas se
mantiene el acceso a las fuentes de fondeo vigentes, espe-
cíficamente a través del fondeo de instituciones financieras
(bancos, aseguradoras y afianzadoras), y de emisiones pú-
blicas de deuda, siendo necesario que las instituciones y
sociedades mutualistas de seguros, así como las institucio-
nes de fianzas, puedan recibir títulos en descuento y redes-
cuento de las Sofomes, tal y como lo pueden hacer hoy de
las arrendadoras y empresas de factoraje financiero, siendo
por ende procedente la modificación que se propone a la
Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de
Seguros y a la Ley Federal de Instituciones de Fianzas.

Sin embargo, esta Comisión considerando que el espíritu
de la iniciativa es igualar las condiciones con las que ac-
tualmente cuentan las entidades financieras objeto de la
misma, al mudar al régimen de Sofomes, estima adecuado
eliminar la limitación que se hace para que las asegurado-
ras y afianzadoras puedan recibir títulos en descuento y re-
descuento solo de Sofomes reguladas, proponiendo en con-
secuencia modificar los artículos 34 y 81 de la Ley General
de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, así
como las del artículo 16 de la Ley Federal de Instituciones
de Fianzas, en los siguientes términos:

Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas
de Seguros:

�ARTÍCULO 34.- ...

I. a VIII. ...

IX. Recibir títulos en descuento y redescuento a institu-
ciones de crédito, organizaciones auxiliares del crédito
y sociedades financieras de objeto múltiple, así como a
fondos permanentes de fomento económico destinados

en fideicomiso por el gobierno federal en instituciones
de crédito;

X. a XVI. ...�

�ARTÍCULO 81.- ...

I. a V. ...

VI. Recibir títulos en descuento y redescuento a institu-
ciones de crédito, organizaciones auxiliares del crédito
y sociedades financieras de objeto múltiple, así como a
fondos permanentes de fomento económico destinados
en fideicomiso por el gobierno federal en instituciones
de crédito;

VII. a XII. ...�

Ley Federal de Instituciones de Fianzas:

�ARTÍCULO 16.- ...

I. a XIII. ...

XIV. Recibir títulos en descuento y redescuento a insti-
tuciones de crédito, organizaciones auxiliares del crédi-
to, sociedades financieras de objeto múltiple, así como
a fondos permanentes de fomento económico destina-
dos en fideicomiso por el gobierno federal en institucio-
nes de crédito;

XV. a XVIII. ...

...�

De especial preocupación resulta para esta Dictaminadora
adecuar el marco legal a efecto de incorporar las recomen-
daciones del foro intergubernamental denominado Grupo
de Acción Financiera sobre el Blanqueo de Capitales (GA-
FI), no obstante que ni las Sofoles, arrendadoras y empre-
sas de factoraje captan directamente recursos del público.

En efecto, toda vez que esta legislatura atenta a las reco-
mendaciones de la GAFI ha incorporado diversas reformas
a los ordenamientos legales financieros, tales la publicada
en el Diario Oficial de la Federación el 28 de enero de
2004, que tuvo como propósito modificar y adicionar di-
versas leyes financieras, a efecto de establecer medidas que
coadyuven a prevenir y, en su caso, detectar operaciones de
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procedencia ilícita, que deriven de financiamiento al terro-
rismo y de lavado de dinero, se coincide con que a las Sofo-
mes estén sujetas a normas de lavado de dinero y que sean
supervisadas por el Servicio de Administración Tributaria.

Otro punto de especial interés para esta dictaminadora, lo
es la Protección al usuario, siendo importante garantizar
que a través de la institución especializada para ello, se
protegerá y defenderán los derechos e intereses de los
usuarios de arrendamiento financiero, factoraje financiero
y otorgamiento de crédito que presten las Sofomes, corres-
pondiendo realizar dichas acciones a la Comisión Nacional
para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios
Financieros (Condusef).

No obstante, también es interés de esta Comisión que las
medidas de protección al usuario que la iniciativa estable-
ce sean consistentes con los mecanismos operativos del
arrendamiento financiero, factoraje financiero y crédito,
Por ello se considera necesario precisar cuando puede con-
venirse la capitalización de intereses y permitir que los pla-
zos de envío de estados de cuenta se puedan ajustar cuan-
do se pactan, en esas operaciones, pagos trimestrales,
semestrales y anuales, de esta manera los textos de los ar-
tículos 87-I y 87-M de la Ley General de Organizaciones y
Actividades Auxiliares del Crédito quedan en los siguien-
tes términos:

�ARTÍCULO 87-I.- En las operaciones de crédito,
arrendamiento financiero y factoraje financiero que las
sociedades financieras de objeto múltiple celebren con
sus clientes:

I. Sólo se podrán capitalizar intereses cuando, antes o
después de la generación de los mismos, las partes lo
hayan convenido. En este caso la sociedad respectiva
deberá proporcionar a su cliente estado de cuenta men-
sual. Es improcedente el cobro que contravenga lo dis-
puesto por esta fracción, y

II. Los intereses se causarán exclusivamente sobre los
saldos insolutos del crédito concedido y su pago no po-
drá ser exigido por adelantado, sino únicamente por pe-
ríodos vencidos. En las operaciones de factoraje finan-
ciero el factorado y la sociedad financiera de objeto
múltiple podrán pactar en contrario.�

�ARTÍCULO 87-M.- En las operaciones de crédito,
arrendamiento financiero y factoraje financiero, las so-
ciedades financieras de objeto múltiple deberán:

I. Informar a sus clientes previamente sobre la contra-
prestación; monto de los pagos parciales, la forma y pe-
riodicidad para liquidarlos; cargas financieras; acceso-
rios; monto y detalle de cualquier cargo, si lo hubiera;
número de pagos a realizar, su periodicidad; en su caso,
el derecho que tiene a liquidar anticipadamente la ope-
ración y las condiciones para ello y, los intereses, in-
cluidos los moratorios, forma de calcularlos y el tipo de
tasa y, en su caso, tasa de descuento.

II. De utilizarse una tasa fija, también se informará al
cliente el monto de los intereses a pagar en cada perío-
do. De utilizarse una tasa variable, se informará al clien-
te sobre la regla de ajuste de la tasa, la cual no podrá de-
pender de decisiones unilaterales de la sociedad
financiera de objeto múltiple respectiva, sino de las va-
riaciones que registre una tasa de interés representativa
del costo de la operación al cliente, la cual deberá ser fá-
cilmente verificable por el cliente;

III. Informar al cliente el monto total a pagar por la ope-
ración de que se trate, en su caso, número y monto de
pagos individuales, los intereses, comisiones y cargos
correspondientes, incluidos los fijados por pagos antici-
pados o por cancelación; proporcionándole debidamen-
te desglosados los conceptos correspondientes;

IV. En caso de haberse efectuado la operación, la socie-
dad respectiva deberá enviar al cliente al menos un es-
tado de cuenta bimestral, por el medio que éste elija, que
contenga la información relativa a cargos, pagos, intere-
ses y comisiones, entre otros rubros. Lo dispuesto en
esta fracción no será aplicable en operaciones de fac-
toraje financiero en donde se haya establecido una ta-
sa fija por el plazo de la operación ni en operaciones
cuyo vencimientos sucesivos convenidos por las parte
sea trimestral, semestral o anual. En estos últimos ca-
sos, el envío de estados de cuenta podrá ajustarse a di-
chos plazos.

La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de
los Usuarios de Servicios Financieros podrá emitir re-
comendaciones a las sociedades financieras de objeto
múltiple para alcanzar el cumplimiento de lo dispuesto
por este artículo.�

Por lo que hace a la Inversión Extranjera y Tratados In-
ternacionales, al liberalizar las actividades de factoraje y
de arrendamiento en los términos que se proponen, no se
encuentra justificación en continuar con el esquema de
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inversión a través de filiales, con que actualmente cuentan
las Sofoles, siendo por ende procedente derogar los incisos
I, J y K de la fracción III del artículo 7 de la Ley de Inver-
sión Extranjera, a efecto de permitir que las sociedades ex-
tranjeras puedan invertir directamente en el capital de estas
entidades sin tener que constituir una filial.

Lo anterior sin perjuicio de que las sociedades extranjeras
tengan la obligación de inscribirse en el Registro Público
de Comercio, además de tener por objeto las tres operacio-
nes correspondientes a las Sofomes, a efecto de contar con
los beneficios fiscales y procesales antes señalados.

Siendo que para el caso de dichas sociedades no se regis-
tren, se ajustarán a la Ley de Inversión Extranjera, como en
cualquier otra actividad mercantil.

Con dichas modificaciones no se infringe ninguno de los
tratados internacionales suscritos por nuestro país, infor-
mándose en consecuencia a nuestros socios comerciales
que la inversión extranjera quedó liberada y que la autori-
zación para realizar operaciones de crédito, de arrenda-
miento, factoraje y crédito ya no es necesaria.

Aún y cuando la iniciativa plantea un período de transición
razonable, octubre de 2009, para que queden sin efecto las
autorizaciones que la Secretaría de Hacienda haya otorga-
do para la operación de las sociedades financieras de obje-
to limitado, arrendadoras y empresas de factoraje y des-
pués de haber escuchado al sector relacionado, esta
Comisión considera conveniente ampliar dicho período a 7
años después de la publicación de este Decreto en el Dia-
rio Oficial de la Federación, porque la Dictaminadora tam-
bién reconoce que el cambio en la naturaleza jurídica de las
entidades, es profundo e innovador, además de que:

� Durante el período señalado, las operaciones de arren-
damiento y factoraje financieros estarán liberalizadas, al
igual que lo está el crédito y podrán coexistir las socie-
dades financieras de objeto múltiple con las sociedades
financieras de objeto limitado, arrendadoras y empresas
de factoraje, con lo que el espíritu promotor de la ini-
ciativa prevalece, y

� Durante el período transitorio, cualquier sociedad fi-
nanciera de objeto limitado, arrendadora y empresas de
factoraje podrá decidir libremente migrar al régimen de
las sociedades financieras de objeto múltiple.

En este sentido se modifican los artículos transitorios que re-
sultan conducentes, para quedar en los siguientes términos: 

�TERCERO.- Entrarán en vigor a los siete años de la
publicación del presente Decreto en el Diario Oficial de
la Federación. las reformas a los artículos 5, 8, 40, 45
Bis 3, 47, 48, 48-A, 48-B, 78, 96, 97, 98 y 99, así como
la derogación a los artículos 3 y 48 y del Capítulo II del
Título Segundo, que incluye los artículos 24 a 38, del
Capítulo II Bis del Título Segundo, que incluye los artí-
culos 45-A a 45-T, de la Ley General de Organizaciones
y Actividades Auxiliares del Crédito contenidas en el ar-
tículo Segundo de este Decreto.

A partir de la fecha en que entren en vigor las reformas
y derogaciones señaladas en el párrafo anterior, las au-
torizaciones que haya otorgado la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público para la constitución y operación de
arrendadoras financieras y empresas de factoraje finan-
ciero quedarán sin efecto por ministerio de ley, por lo
que las sociedades que tengan dicho carácter dejarán de
ser organizaciones auxiliares del crédito.

Las sociedades señaladas en el párrafo anterior no esta-
rán obligadas a disolverse y liquidarse por el hecho de
que, conforme a lo dispuesto por el párrafo anterior,
queden sin efecto las autorizaciones respectivas, aun-
que, para que puedan continuar operando, deberán:

I. Reformar sus estatutos sociales a efecto de elimi-
nar cualquier referencia expresa o de la cual se pue-
da inferir que son organizaciones auxiliares del cré-
dito y que se encuentran autorizadas por la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público para cons-
tituirse y funcionar con tal carácter.

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, a más tardar en la fecha en que entren en vi-
gor las reformas y derogaciones señaladas en el pri-
mer párrafo de este artículo,, el instrumento público
en el que conste la reforma estatutaria referida en la
fracción anterior, con los datos de la respectiva ins-
cripción en el Registro Público de Comercio.

Las sociedades que no cumplan con lo dispuesto por la
fracción II anterior entrarán, por ministerio de ley, en es-
tado de disolución y liquidación, sin necesidad de acuer-
do de asamblea general de accionistas.
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La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con inde-
pendencia de que se cumpla o no con los requisitos se-
ñalados en las fracciones anteriores, publicará en el Dia-
rio Oficial de la Federación que las autorizaciones a que
se refiere este artículo han quedado sin efecto.

La entrada en vigor de las reformas y derogación a que
este artículo transitorio se refiere no afectará la existen-
cia y validez de los contratos que, con anterioridad a la
misma, hayan suscrito aquellas sociedades que tenían el
carácter de arrendadoras financieras y empresas de fac-
toraje financiero, ni será causa de ratificación o conva-
lidación de esos contratos. Sin perjuicio de lo anterior, a
partir de la entrada en vigor señalada en este artículo,
los contratos de arrendamiento y factoraje financiero a
que se refiere este párrafo se regirán por las disposicio-
nes correlativas de la Ley General de Títulos y Opera-
ciones de Crédito.

En los contratos de arrendamiento financiero y factora-
je financiero que las sociedades celebren con posteriori-
dad a la fecha en que, conforme a lo dispuesto por este
artículo, queden sin efecto las respectivas autorizacio-
nes que les haya otorgado la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, aquellas deberán señalar expresamente
que no cuentan con autorización de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público y que, excepto tratándose de
sociedades financieras de objeto múltiple reguladas, no
están sujetas a la supervisión de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores. Igual mención deberá señalarse
en cualquier tipo de información que, con fines de pro-
moción de sus servicios, utilicen las sociedades señala-
das.�

�CUARTO.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico solo dará trámite a las solicitudes de autorización
que, para la constitución y operación de arrendadoras
financieras y empresas de factoraje financiero, en térmi-
nos de lo dispuesto por la Ley General de Organizacio-
nes y Actividades Auxiliares del Crédito, hayan sido
presentadas antes de la fecha en que se publique en el
Diario Oficial de la Federación el presente Decreto. Las
autorizaciones que, en su caso se otorguen solo estarán
vigentes hasta la fecha en que se cumplan siete años de
la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial
de la Federación y quedarán sujetas a lo dispuesto por el
artículo que antecede.�

�QUINTO.- Entrarán en vigor a los siete años de la pu-
blicación del presente Decreto en el Diario Oficial de la

Federación las reformas, adiciones y derogaciones a los
artículos 45-A, 45-B, 45-D, 45-I, 45-K, 45-N, 49, 85
BIS, 103, 108, 115 y 116 de la Ley de Instituciones de
Crédito contenidas en el artículo Tercero de este Decre-
to.

A partir de la fecha en que entren en vigor las reformas
y derogaciones señaladas en el párrafo anterior, las au-
torizaciones que hayan sido otorgadas por la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público, en términos del artículo
103, fracción IV, de la Ley de Instituciones de Crédito,
a las sociedades financieras de objeto limitado, queda-
rán sin efecto por ministerio de ley, sin que por ello es-
tén obligadas a disolverse y liquidarse, aunque, para que
puedan continuar operando, deberán:

I. Reformar sus estatutos sociales, a afecto de elimi-
nar cualquier referencia expresa o de la cual se pue-
da inferir que son sociedades financieras de objeto
limitado y que se encuentran autorizadas por la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público para ello.

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, a más tardar en la fecha en que entren en vi-
gor las reformas y derogaciones señaladas en el pri-
mer párrafo de este artículo, el instrumento público
en el que conste la reforma estatutaria referida en la
fracción anterior, con los datos de la respectiva ins-
cripción en el Registro Público de Comercio.

Las sociedades que no cumplan con lo dispuesto por la
fracción II anterior entrarán, por ministerio de ley, en es-
tado de disolución y liquidación, sin necesidad de acuer-
do de asamblea general de accionistas.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con inde-
pendencia de que se cumpla o no con los requisitos se-
ñalados en las fracciones anteriores, publicará en el Dia-
rio Oficial de la Federación que las autorizaciones a que
se refiere este artículo han quedado sin efecto.

La entrada en vigor de las reformas, adiciones y dero-
gaciones a los artículos de la Ley de Instituciones de
Crédito señalados en este artículo transitorio no afecta-
rá la existencia y validez de los contratos que, con ante-
rioridad a la misma, hayan suscrito las sociedades que
tenían el carácter de sociedades financieras de objeto li-
mitado, ni será causa de ratificación o convalidación de
esos contratos.
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En los contratos de crédito que las sociedades celebren
con posterioridad a la fecha en que, conforme a lo dis-
puesto por este artículo, queden sin efecto las respecti-
vas autorizaciones que les haya otorgado la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público, aquellas deberán seña-
lar expresamente que no cuentan con autorización de la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. Igual men-
ción deberá señalarse en cualquier tipo de información
que, con fines de promoción de sus servicios, utilicen
las sociedades señaladas.�

�SEXTO.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co solo dará trámite a las solicitudes que, para obtener
la autorización señalada en el artículo 103, fracción IV,
de la Ley de Instituciones Crédito y en términos de lo
dispuesto por la misma ley, hayan sido presentadas an-
tes de la fecha en que se publique en el Diario Oficial de
la Federación el presente Decreto. Las autorizaciones
que, en su caso se otorguen solo estarán vigentes hasta
la fecha en que se cumplan siete años de la publicación
del presente Decreto en el Diario Oficial de la Federa-
ción y quedarán sujetas a lo dispuesto por el artículo que
antecede.�

�SÉPTIMO.- Las arrendadoras financieras, empresas
de factoraje financiero y sociedades financieras de obje-
to limitado que, antes de la fecha en que se cumplan sie-
te años de la publicación del presente Decreto en el Dia-
rio Oficial de la Federación, pretendan celebrar
operaciones de arrendamiento financiero, factoraje fi-
nanciero y otorgamiento de crédito sin sujetarse al régi-
men de la Ley General de Organizaciones y Actividades
Auxiliares del Crédito y de la Ley de Instituciones de
Crédito que, según sea el caso, les sean aplicables, de-
berán:

I. Acordar en asamblea de accionistas que las opera-
ciones de arrendamiento financiero, factoraje finan-
ciero y crédito que realicen dichas sociedades con el
carácter de arrendador, factorante o acreditante se
sujetarán al régimen de la Ley General de Títulos y
Operaciones de Crédito y, en su caso, al de socieda-
des financieras de objeto múltiple previsto en la Ge-
neral de Organizaciones y Actividades Auxiliares
del Crédito;

II. Reformar sus estatutos sociales, a efecto de elimi-
nar, según corresponda, cualquier referencia expresa
o de la cual se pueda inferir que son organizaciones
auxiliares del crédito o sociedades financieras de ob-

jeto limitado; que se encuentran autorizadas por la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público; que, ex-
cepto que se ubiquen en el supuesto del penúltimo
párrafo del artículo 87-B de la Ley General de Or-
ganizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito,
están sujetas a la supervisión de la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores y que su organización,
funcionamiento y operación se rigen por dicha Ley
o por la Ley de Instituciones de Crédito, y

III. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público el instrumento público en el que conste la
celebración de la asamblea de accionistas señalada
en la fracción I y la reforma estatutaria referida en la
fracción II anterior, con los datos de la respectiva
inscripción en el Registro Público de Comercio.

La autorización que haya otorgado la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, según corresponda, para la
constitución, operación, organización y funcionamiento
de la arrendadora financiera, empresa de factoraje fi-
nanciero o sociedad financiera de objeto limitado de que
se trate, quedará sin efecto a partir del día siguiente a la
fecha en que se inscriba en el Registro Público de Co-
mercio la reforma estatutaria señalada en la fracción II
de este artículo, sin que, por ello, la sociedad deba en-
trar en estado de disolución y liquidación. La Secretaría
de Hacienda y Crédito Público publicará en el Diario
Oficial de la Federación que la autorización ha quedado
sin efecto.

Los contratos que hayan suscrito las arrendadoras fi-
nancieras, empresas de factoraje financiero o sociedades
financieras de objeto limitado con anterioridad a la fe-
cha en que, conforme a lo dispuesto por este artículo,
queden sin efectos las autorizaciones referidas, no que-
darán afectados en su existencia o validez ni deberán ser
ratificados o convalidados por esa causa.

En los contratos de arrendamiento financiero, factoraje
financiero y crédito que las sociedades a que se refiere
este artículo celebren con posterioridad a la fecha en que
la autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público haya quedado sin efecto, aquellas deberán seña-
lar expresamente que no cuentan autorización de la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público y que, excepto
tratándose de sociedades financieras de objeto múltiple
reguladas, no están sujetas a la supervisión de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores. Igual mención de-
berá señalarse en cualquier tipo de información que, con
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fines de promoción de sus servicios, utilicen las socie-
dades señaladas en el primer párrafo de este artículo.�

�DÉCIMO.- El artículo Sexto de este Decreto entrará
en vigor el día siguiente al de su publicación en el Dia-
rio Oficial de la Federación.

Las arrendadoras financieras, empresas de factoraje fi-
nanciero y sociedades financieras de objeto limitado cu-
yas acciones con derecho a voto que representen, cuan-
do menos, el cincuenta y uno por ciento de su capital
social sean propiedad de sociedades controladoras de
grupos financieros con anterioridad a la fecha en que se
cumplan siete años de la publicación del presente De-
creto en el Diario Oficial de la Federación, serán consi-
deradas como integrantes de dichos grupos financieros
en tanto continúe vigente la autorización que la Secreta-
ría de Hacienda y Crédito Público les haya otorgado a
dichas entidades para constituirse, operar, organizarse y
funcionar, según sea el caso, con tal carácter. En este su-
puesto, seguirá siendo aplicable en lo conducente la Ley
para Regular las Agrupaciones Financieras.

En caso que, conforme a lo dispuesto por el presente
Decreto, las arrendadoras financieras, empresas de fac-
toraje financiero y sociedades financieras de objeto li-
mitado referidas en el párrafo anterior adopten la moda-
lidad de sociedades financieras de objeto múltiple y las
acciones con derecho a voto representativas de, cuando
menos, el cincuenta y uno por ciento de su capital social
permanezca bajo la propiedad de la sociedad controla-
dora de que se trate, dichas sociedades serán considera-
das como integrantes del grupo financiero respectivo en
términos del artículo 7 de la Ley para Regular las Agru-
paciones Financieras, reformado por este Decreto, siem-
pre y cuando se inscriban en el Registro Público de Co-
mercio las reformas correspondientes a los estatutos
sociales de la sociedad controladora, se modifique el
convenio de responsabilidades a que se refiere el artícu-
lo 28 de la misma Ley y la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público apruebe la modificación a la autoriza-
ción otorgada al grupo financiero de que se trate para
constituirse y funcionar con tal carácter. Las responsa-
bilidades de la controladora subsistirán en tanto no que-
den totalmente cumplidas todas las obligaciones contra-
ídas por las sociedades que dejan de tener el carácter de
arrendadoras financieras, empresas de factoraje finan-
ciero y sociedades financieras de objeto limitado, antes
de la inscripción señalada.�

Por último, esta Dictaminadora estima conveniente que a
las sociedades financieras de objeto múltiple se les consi-
dere como intermediarios financieros rurales para los efec-
tos de la Ley Orgánica de la Financiera Rural, en virtud de
que este tipo de entidades pueden contribuir al cumpli-
miento del objeto de la Financiera Rural que consiste en
impulsar el desarrollo de las actividades económicas vin-
culadas al medio rural. Para ello se propone adicionar un
artículo transitorio en los términos siguientes:

�DÉCIMO QUINTO.- Las sociedades financieras de
objeto múltiple se reputan intermediarios financieros ru-
rales para los efectos de la Ley Orgánica de la Financie-
ra Rural.�

Por lo anterior la Comisión de Hacienda y Crédito Público
somete a la consideración del Pleno de esta H. Cámara de
Diputados el siguiente proyecto de:

DECRETO POR LA QUE SE REFORMAN, DERO-
GAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES
DE LA LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIO-
NES DE CRÉDITO, LEY GENERAL DE ORGANI-
ZACIONES Y ACTIVIDADES AUXILIARES DEL
CRÉDITO, LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDI-
TO, LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y SOCIE-
DADES MUTUALISTAS DE SEGUROS, LEY FEDE-
RAL DE INSTITUCIONES DE FIANZAS, LEY PARA
REGULAR LAS AGRUPACIONES FINANCIERAS,
LEY DE AHORRO Y CRÉDITO POPULAR, LEY DE
INVERSIÓN EXTRANJERA, LEY DEL IMPUESTO
SOBRE LA RENTA, LEY DEL IMPUESTO AL VA-
LOR AGREGADO Y DEL CÓDIGO FISCAL DE LA
FEDERACIÓN.

ARTÍCULO PRIMERO.- Se REFORMA la fracción V
y el último párrafo del artículo 395, y se ADICIONA al Tí-
tulo Segundo, el Capítulo VI con los artículos 408 al 418 y
el Capítulo VII con los artículos 419 al 431 todos de la Ley
General de Títulos y Operaciones de Crédito, para que-
dar como sigue:

ARTÍCULO 395.- ...

I. a IV. ...

V. Sociedades financieras de objeto múltiple a que se re-
fiere el artículo 87-B de la Ley General de Organizacio-
nes y Actividades Auxiliares del Crédito, y
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VI. ...

Las instituciones fiduciarias a que se refieren las fracciones
II a IV y VI de este artículo, se sujetarán a lo que dispone
el artículo 85 Bis de la Ley de Instituciones de Crédito.

CAPITULO VI
Del arrendamiento financiero

ARTÍCULO 408.- Por virtud del contrato de arrenda-
miento financiero, el arrendador se obliga a adquirir deter-
minados bienes y a conceder su uso o goce temporal, a pla-
zo forzoso, al arrendatario, quien podrá ser persona física o
moral, obligándose este último a pagar como contrapresta-
ción, que se liquidará en pagos parciales, según se conven-
ga, una cantidad en dinero determinada o determinable,
que cubra el valor de adquisición de los bienes, las cargas
financieras y los demás accesorios que se estipulen, y
adoptar al vencimiento del contrato alguna de las opciones
terminales a que se refiere el artículo 410 de esta Ley.

Los contratos de arrendamiento financiero deberán otor-
garse por escrito y podrán inscribirse en el Registro Públi-
co de Comercio, a solicitud de los contratantes, sin perjui-
cio de hacerlo en otros Registros que las leyes determinen.

En los contratos de arrendamiento financiero en los que se
convenga la entrega de anticipos, por parte del arrendador,
a los proveedores, fabricantes o constructores de los bien-
es objeto de dichos contratos que, por su naturaleza, ubica-
ción o proceso de producción, no sean entregados en el
momento en que se pague su precio o parte del mismo, el
arrendatario quedará obligado a pagar al arrendador una
cantidad de dinero, determinada o determinable, que cubri-
rá únicamente el valor de las cargas financieras y demás
accesorios de los anticipos hasta en tanto se entregue el
bien de que se trate, condición que deberá estar contenida
en el contrato de arrendamiento financiero.

En el supuesto señalado en el párrafo anterior, las partes
deberán convenir el plazo durante el cual se entregarán los
anticipos, después del cual el arrendatario deberá cubrirlos
en el arrendamiento financiero con las características y
condiciones pactadas en el contrato correspondiente.

ARTÍCULO 409.- El o los pagarés que el arrendatario
otorgue a la orden del arrendador, por el importe total del
precio pactado, por concepto de renta global, no podrán te-
ner un vencimiento posterior al plazo del arrendamiento fi-

nanciero y deberá hacerse constar en tales documentos su
procedencia de manera que queden suficientemente identi-
ficados. La transmisión de esos títulos, implica en todo ca-
so el traspaso de la parte correspondiente de los derechos
derivados del contrato de arrendamiento financiero y de-
más derechos accesorios en la proporción que correspon-
dan.

La suscripción y entrega de estos títulos de crédito, no se
considerarán como pago de la contraprestación ni de sus
parcialidades.

ARTÍCULO 410.- Al concluir el plazo del vencimiento
del contrato o cuando las partes acuerden su vencimiento
anticipado y una vez que se hayan cumplido todas las obli-
gaciones, el arrendatario deberá adoptar alguna de las si-
guientes opciones terminales:

I. La compra de los bienes a un precio inferior a su va-
lor de adquisición, que quedará fijado en el contrato. En
caso de que no se haya fijado, el precio debe ser inferior
al valor de mercado a la fecha de compra, conforme a
las bases que se establezcan en el contrato;

II. A prorrogar el plazo para continuar con el uso o go-
ce temporal, pagando una renta inferior a los pagos pe-
riódicos que venía haciendo, conforme a las bases que
se establezcan en el contrato; y

III. A participar con el arrendador en el precio de la ven-
ta de los bienes a un tercero, en las proporciones y tér-
minos que se convengan en el contrato.

Cuando en el contrato se convenga la obligación del arren-
datario de adoptar, de antemano, alguna de las opciones an-
tes señaladas, éste será responsable de los daños y perjui-
cios en caso de incumplimiento. El arrendador no podrá
oponerse al ejercicio de dicha opción.

Si en los términos del contrato, queda el arrendatario fa-
cultado para adoptar la opción terminal al finalizar el pla-
zo obligatorio, éste deberá notificar por escrito al arrenda-
dor, por lo menos con un mes de anticipación al
vencimiento del contrato, cuál de ellas va a adoptar, res-
pondiendo de los daños y perjuicios en caso de omisión,
con independencia de lo que se convenga en el contrato.

ARTÍCULO 411.- En los contratos de arrendamiento fi-
nanciero en los que se estipule que la entrega material de
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los bienes sea realizada directamente al arrendatario por el
proveedor, fabricante o constructor, en las fechas previa-
mente convenidas, el arrendatario quedará obligado a en-
tregar constancia del recibo de los bienes al arrendador.
Salvo pacto en contrario, la obligación de pago del precio
del arrendamiento financiero se inicia a partir de la firma
del contrato, aunque no se haya hecho la entrega material
de los bienes objeto del arrendamiento.

En los casos a que se refiere el párrafo anterior, el arrenda-
dor estará obligado a entregar al arrendatario los documen-
tos necesarios para que el mismo quede legitimado a fin de
recibirlos directamente.

ARTÍCULO 412.- Salvo pacto en contrario, el arrendata-
rio queda obligado a conservar los bienes en el estado que
permita el uso normal que les corresponda, a dar el mante-
nimiento necesario para este propósito y, consecuentemen-
te, a hacer por su cuenta las reparaciones que se requieran,
así como a adquirir las refacciones e implementos necesa-
rios, según se convenga en el contrato. Dichas refacciones,
implementos y bienes que se adicionen a los que sean ob-
jeto del arrendamiento financiero, se considerarán incorpo-
rados a éstos y, consecuentemente, sujetos a los términos
del contrato.

El arrendatario debe servirse de los bienes solamente para
el uso convenido, o conforme a la naturaleza y destino de
éstos, siendo responsable de los daños que los bienes su-
fran por darles otro uso, o por su culpa o negligencia, o la
de sus empleados o terceros.

ARTÍCULO 413.- El arrendatario deberá seleccionar al
proveedor, fabricante o constructor y autorizar los térmi-
nos, condiciones y especificaciones que se contengan en el
pedido u orden de compra, identificando y describiendo los
bienes que se adquirirán.

El arrendador no será responsable de error u omisión en la
descripción de los bienes objeto del arrendamiento conteni-
da en el pedido u orden de compra. La firma del arrendata-
rio en cualquiera de estos últimos documentos implica, entre
otros efectos, su conformidad con los términos, condiciones,
descripciones y especificaciones, ahí consignados.

ARTÍCULO 414.- Salvo pacto en contrario, son a riesgo
del arrendatario:

I. Los vicios o defectos ocultos de los bienes que impi-
dan su uso parcial o total. En este caso, el arrendador

transmitirá al arrendatario los derechos que como com-
prador tenga, para que éste los ejercite en contra del
vendedor, o lo legitimará para que el arrendatario en su
representación ejercite dichos derechos;

II. La pérdida parcial o total de los bienes, aunque ésta
se realice por causa de fuerza mayor o caso fortuito; y

III. En general, todos los riesgos, pérdidas, robos, des-
trucción o daños que sufrieren los bienes dados en
arrendamiento financiero.

Frente a las eventualidades señaladas, el arrendatario no
queda liberado del pago de la contraprestación, debiendo
cubrirla en la forma que se haya convenido en el contrato.

ARTÍCULO 415.- En casos de despojo, perturbación o
cualquier acto de terceros, que afecten el uso o goce de los
bienes, la posesión de los mismos o bien la propiedad, el
arrendatario tiene la obligación de realizar las acciones que
correspondan para recuperar los bienes o defender el uso o
goce de los mismos. Igualmente, estará obligado a ejercer
las defensas que procedan, cuando medie cualquier acto o
resolución de autoridad que afecten la posesión o la pro-
piedad de los bienes.

Cuando ocurra alguna de estas eventualidades, el arrenda-
tario debe notificarlo al arrendador, a más tardar el tercer
día hábil siguiente al que tenga conocimiento de esas even-
tualidades, siendo responsable de los daños y perjuicios, si
hubiese omisión. El arrendador, en caso de que no se efec-
túen o no se ejerciten adecuadamente las acciones o defen-
sas, o por convenir así a sus intereses, podrá ejercitar di-
rectamente dichas acciones o defensas, sin perjuicio de las
que realice el arrendatario.

El arrendador estará obligado a legitimar al arrendatario
para que, en su representación, ejercite dichas acciones o
defensas, cuando ello sea necesario.

ARTÍCULO 416.- El arrendador, para solicitar en la de-
manda o durante el juicio la posesión de los bienes objeto
del arrendamiento financiero, al ser exigible la obligación
y ante el incumplimiento del arrendatario de las obligacio-
nes consignadas en el contrato, deberá acompañar el con-
trato correspondiente debidamente ratificado ante fedatario
público. Una vez decretada la posesión, el arrendador que-
dará facultado a dar los bienes en arrendamiento financie-
ro a terceros o a disponer de ellos.
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ARTÍCULO 417.- El seguro o garantía que llegue a con-
venirse en los contratos de arrendamiento financiero debe-
rá cubrir, en los términos que se pacte, por lo menos, los
riesgos de construcción, transportación, recepción e insta-
lación, según la naturaleza de los bienes, los daños o pér-
didas de los propios bienes, con motivo de su posesión y
uso, así como las responsabilidades civiles y profesionales
de cualquier naturaleza, susceptibles de causarse en virtud
de la explotación o goce de los propios bienes, cuando se
trate de bienes que puedan causar daños a terceros, en sus
personas o en sus propiedades.

En los contratos o documentos en que conste la garantía
deberá señalarse como primer beneficiario al arrendador, a
fin de que, en primer lugar, con el importe de las indemni-
zaciones se cubran a éste los saldos pendientes de la obli-
gación concertada, o las responsabilidades a que queda
obligado como propietario de los bienes. Si el importe de
las indemnizaciones pagadas no cubre dichos saldos o res-
ponsabilidades, el arrendatario queda obligado al pago de
los faltantes.

ARTÍCULO 418.- Las primas y los gastos del seguro se-
rán por cuenta del arrendatario, incluso cuando el arrenda-
dor proceda a contratar los seguros a que se refiere el artí-
culo anterior si es el caso de que habiéndose pactado que el
seguro deba ser contratado por el arrendatario y éste no re-
alizara la contratación respectiva dentro de los tres días si-
guientes a la celebración del contrato. Lo anterior, sin per-
juicio de que contractualmente esta omisión se considere
como causa de rescisión.

CAPITULO VII
Del Factoraje Financiero

ARTÍCULO 419.- Por virtud del contrato de factoraje, el
factorante conviene con el factorado, quien podrá ser perso-
na física o moral, en adquirir derechos de crédito que este úl-
timo tenga a su favor por un precio determinado o determi-
nable, en moneda nacional o extranjera, independientemente
de la fecha y la forma en que se pague, siendo posible pac-
tar cualquiera de las modalidades siguientes:

I. Que el factorado no quede obligado a responder por el
pago de los derechos de crédito transmitidos al facto-
rante; o

II. Que el factorado quede obligado solidariamente con
el deudor, a responder del pago puntual y oportuno de
los derechos de crédito transmitidos al factorante.

La administración y cobranza de los derechos de crédito,
objeto de los contratos de factoraje, deberá ser realizada
por el factorante o por un tercero a quien éste le haya dele-
gado la misma, en términos del artículo 430.

Todos los derechos de crédito pueden transmitirse a través
de un contrato de factoraje financiero, sin el consentimien-
to del deudor, a menos que la transmisión esté prohibida
por la ley, no lo permita la naturaleza del derecho o en los
documentos en los que consten los derechos que se van a
adquirir se haya convenido expresamente que no pueden
ser objeto de una operación de factoraje.

El deudor no puede alegar contra el tercero que el derecho
no podía transmitirse mediante contrato de factoraje finan-
ciero porque así se había convenido, cuando ese convenio
no conste en el título constitutivo del derecho.

ARTÍCULO 420.- El factorante, al celebrar contratos con
los deudores de derechos de crédito constituidos a favor de
proveedores de bienes o servicios, deberá estipular expre-
samente si se comprometerá a adquirir dichos derechos de
crédito para el caso de aceptación de los propios proveedo-
res.

Tratándose de contratos de promesa de factoraje en los que
se convenga la entrega de anticipos al factorado, éste que-
dará obligado a pagar una cantidad de dinero determinada
o determinable que cubrirá conforme a lo estipulado el va-
lor de las cargas financieras y demás accesorios de los an-
ticipos hasta en tanto se transmitan los derechos de crédito
mediante la celebración del contrato de factoraje corres-
pondiente, condición que deberá estar contenida en el con-
trato de promesa de factoraje financiero. En este supuesto
deberá convenirse el plazo de los anticipos, después del
cual deberá otorgarse el contrato de factoraje financiero.

ARTÍCULO 421.- Podrán ser objeto del contrato de fac-
toraje, cualquier derecho de crédito denominado en mone-
da nacional o extranjera que se encuentren documentados
en facturas, contrarrecibos, títulos de crédito, mensajes de
datos, en los términos del Título Segundo del Libro Se-
gundo del Código de Comercio, o cualesquier otros docu-
mentos, que acrediten la existencia de dichos derechos de
crédito.

ARTÍCULO 422.- Los factorados estarán obligados a ga-
rantizar la existencia y legitimidad de los derechos de cré-
dito objeto del contrato de factoraje, al tiempo de celebrar-
se el contrato, independientemente de la obligación que, en
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su caso, contraigan conforme a la fracción II del artículo
419 de esta Ley.

ARTÍCULO 423.- Los factorados responderán del detri-
mento en el valor de los derechos de crédito objeto de los
contratos de factoraje financiero, que sean consecuencia
del acto jurídico que les dio origen, salvo los que estén do-
cumentados en títulos de crédito y aún cuando el contrato
de factoraje se haya celebrado en términos de la fracción I
del artículo 419.

Si del acto jurídico que dio origen a los derechos de crédi-
to se derivan devoluciones, los bienes correspondientes se
entregarán al factorado, salvo pacto en contrario.

ARTÍCULO 424.- Solo en las operaciones de factoraje fi-
nanciero a que se refiere la fracción II del artículo 419, los
factorados podrán suscribir a la orden del factorante paga-
rés por el importe total de las obligaciones asumidas por
ellos, en cuyo caso deberá hacerse constar en dichos títulos
de crédito su procedencia, de manera que queden suficien-
temente identificados. Estos pagarés serán no negociables,
en los términos del artículo 25 de esta Ley.

La suscripción y entrega de dichos pagarés no se conside-
rará como pago o dación en pago de las obligaciones que
documenten.

ARTÍCULO 425.- En las operaciones de factoraje finan-
ciero la transmisión de los derechos de crédito comprende
la de todos los derechos accesorios a ellos, salvo pacto en
contrario.

ARTÍCULO 426.- La transmisión de derechos de crédito
efectuada con motivo de una operación de factoraje finan-
ciero surtirá efectos frente a terceros, desde la fecha en que
haya sido notificada al deudor, en los términos del artículo
427 de esta Ley, sin necesidad de que sea inscrita en regis-
tro alguno u otorgada ante fedatario público.

ARTÍCULO 427.- El factorante deberá notificar al deudor
respectivo la transmisión de los derechos de crédito objeto
de un contrato de factoraje financiero, excepto en el caso
de factoraje en el que se otorgue al factorado mandato de
cobranza o se conceda a este último la facultad de llevar a
cabo la cobranza del crédito correspondiente. La notifica-
ción deberá hacerse a través de cualquiera de las formas si-
guientes:

I. Entrega del documento o documentos comprobatorios
del derecho de crédito en los que conste el sello o le-
yenda relativa a la transmisión y acuse de recibo por el
deudor mediante contraseña, contrarrecibo o cualquier
otro signo inequívoco de recepción;

II. Comunicación por correo certificado con acuse de re-
cibo, telegrama, télex o telefacsímil, contraseñados que
deje evidencia de su recepción por parte del deudor;

III. Notificación realizada por fedatario público; y

IV. Mensajes de datos, en los términos del Título Se-
gundo del Libro Segundo del Código de Comercio.

Cuando se trate de notificaciones que deban surtir efectos
en el extranjero, el factorante las podrá efectuar a través de
los medios señalados en las fracciones anteriores de este
artículo o por mensajería con acuse de recibo o por los me-
dios establecidos de conformidad con lo dispuesto por los
tratados o acuerdos internacionales suscritos por los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Las notificaciones surtirán sus efectos el día hábil siguien-
te a aquél en que fueron hechas y, al practicarlas, deberá
proporcionarse al interesado copia del acto que se notifi-
que.

En los casos señalados, la notificación deberá ser realizada
en el domicilio del deudor, y podrá efectuarse con su re-
presentante legal o cualquiera de sus dependientes o em-
pleados. Toda notificación personal, realizada con quien
deba entenderse, será legalmente válida aún cuando no se
efectúe en el domicilio respectivo.

Para los efectos de la notificación a que alude el párrafo an-
terior, se tendrá por domicilio del deudor el que se señale
en los documentos en que consten los derechos de crédito
objeto de los contratos de factoraje. En cuanto al lugar de
notificación, se estará a lo dispuesto en el Código de Co-
mercio cuando la notificación se realice por medio de men-
saje de datos en términos de dicho ordenamiento.

En el caso de sociedades en liquidación en las que se hu-
bieran nombrado varios liquidadores, las notificaciones o
diligencias que deban efectuarse con aquellas podrán prac-
ticarse válidamente con cualquiera de éstos.
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La notificación se tendrá por realizada al expedir los deu-
dores contraseña, sello o cualquier signo inequívoco de ha-
berla recibido por alguno de los medios señalados en el
presente artículo. Asimismo, el pago que haga el deudor o
su representante legal al factorante surtirá efectos de noti-
ficación en forma desde la fecha en que se realice dicho pa-
go.

ARTÍCULO 428.- El deudor de los derechos de crédito
transmitidos por virtud de una operación de factoraje fi-
nanciero, mientras no se le haya notificado la transmisión
en términos del artículo anterior, libera su obligación con
el pago que haga al acreedor original o a quien haya sido el
último titular de esos derechos previo al factorante, según
corresponda. Por el contrario, el pago que, después de re-
cibir la notificación a que se refiere el artículo precedente,
realice el deudor al acreedor original o a quien haya sido el
último titular de esos derechos previo al factorante, según
corresponda, no lo libera ante el propio factorante.

ARTÍCULO 429.- Cuando el factorante dé en prenda los
derechos adquiridos, dicha garantía se constituirá y forma-
lizará mediante contrato que deberá constar por escrito, pu-
diendo designarse un depositario de los documentos co-
rrespondientes.

ARTÍCULO 430.- La persona a la que se le haya otorga-
do mandato de administración y cobranza de los derechos
de crédito objeto de una operación de factoraje financiero
o que, por cualquier otra forma, se le haya concedido la fa-
cultad de llevar a cabo dichos actos deberá entregar al fac-
torante las cantidades que le sean pagadas en virtud de la
cobranza que realice, dentro de un plazo que no podrá ex-
ceder de diez días hábiles contados a partir de aquel en que
se efectúe dicha cobranza.

En el contrato de factoraje financiero deberá incluirse la re-
lación de los derechos de crédito que se transmiten. La re-
lación deberá consignar, por lo menos, los nombres, deno-
minaciones, o razones sociales del factorado y de los
deudores, así como los datos necesarios para identificar los
documentos que amparen los derechos de crédito, sus co-
rrespondientes importes y sus fechas de vencimiento.

En caso de que el factorante convenga con el factorado que
podrá realizar visitas de inspección en los locales de las
personas a quienes se les haya conferido la facultad de re-
alizar la administración y cobranza de los derechos de cré-
dito objeto del factoraje financiero, se deberá establecer
expresamente en el contrato los aspectos que, respecto de

los derechos de crédito, serán objeto de las visitas y la obli-
gación de levantar actas en las que se asiente el procedi-
miento utilizado y los resultados de las mismas. Será nula
cualquier visita hecha en violación a lo pactado conforme
a lo anteriormente dispuesto por este párrafo.

ARTÍCULO 431.- El factorante podrá transmitir a un ter-
cero los derechos de crédito objeto del correspondiente
contrato de factoraje financiero que haya celebrado, para lo
cual deberá sujetarse a las disposiciones aplicables a dicha
transmisión.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se REFORMAN el artículo
4º, los párrafos primero, tercero y quinto del artículo 5º; el
primer párrafo del artículo 7º; la fracción I y el párrafo se-
gundo de la fracción III del artículo 8º; la fracción XVI del
artículo 40; el primer párrafo del artículo 45 Bis 3; el artí-
culo 47; el primer y tercer párrafos del artículo 48; el pri-
mero, segundo, tercero y cuarto párrafos y la fracción III
del artículo 48-A; el artículo 48-B; el primer párrafo del ar-
tículo 78; el primer párrafo, cuarto párrafo y sus incisos b.
a d., quinto, sexto, octavo, décimo y décimo segundo pá-
rrafos del artículo 95 Bis; el artículo 96; las fracciones II a
IV del artículo 97; las fracciones I, II en sus incisos a), c)
y e), III y IV del artículo 98, y el artículo 99, así como la
identificación del Capítulo Único del Título Quinto, se
ADICIONA el Capítulo II al Título Quinto con los artícu-
los 87-B a 87-Ñ, y las fracciones XIII bis, XIII bis 1 y XIII
bis 2 al artículo 89 y se DEROGAN las fracciones II y V
del artículo 3º; el Capítulo II del Título Segundo con sus ar-
tículos del 24 al 38; el Capítulo III Bis del Título Segundo
con sus artículos 45-A al 45-T, el segundo párrafo del artí-
culo 48, todos de la Ley General de Organizaciones y
Actividades Auxiliares del Crédito, para quedar como si-
gue:

ARTICULO 3o.- ...

I. ...

II. Se deroga.

III. y IV. ...

V. Se deroga.

VI. ...
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ARTÍCULO 4o.- Se consideran actividades auxiliares del
crédito:

I. La compra-venta habitual y profesional de divisas, y

II. La realización habitual y profesional de operaciones
de crédito, arrendamiento financiero o factoraje finan-
ciero.

ARTÍCULO 5o.- Se requerirá autorización de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público, para la constitución y ope-
ración de almacenes generales de depósito o de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores cuando se trate de
uniones de crédito.

...

Para el otorgamiento de las autorizaciones que le corres-
ponde otorgar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co conforme al presente artículo, ésta escuchará la opinión
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y del Ban-
co de México.

...

Solo las sociedades que gocen de autorización en los tér-
minos de esta Ley podrán operar como almacenes genera-
les de depósito o uniones de crédito.

ARTÍCULO 7o.- Las palabras organización auxiliar del
crédito, almacén general de depósito, unión de crédito, ca-
sa de cambio u otras que expresen ideas semejantes en
cualquier idioma, solo podrán ser usadas en la denomina-
ción de las sociedades a las que haya sido otorgada la au-
torización a que se refieren los artículos 5 y 81 de la pre-
sente Ley.

...

...

ARTÍCULO 8o.- ...

I. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, oyendo la
opinión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y
del Banco de México, determinará durante el primer tri-
mestre de cada año, los capitales mínimos necesarios para
constituir nuevos almacenes generales de depósito, uniones
de crédito y casas de cambio, así como para mantener en
operación a los que ya estén autorizados, para lo cual to-

mará en cuenta el tipo y, en su caso, clase de las organiza-
ciones auxiliares del crédito y casas de cambio así como las
circunstancias económicas de cada una de ellas y del país
en general, considerando necesariamente el incremento en
el nivel del Índice Nacional de Precios al Consumidor que,
en su caso, se dé durante el año inmediato anterior.

...

...

...

...

...

...

...

...

II. ...

III. ...

1.- ...

Las entidades financieras del exterior, así como las per-
sonas físicas y morales extranjeras, podrán participar en
el capital pagado de los almacenes generales de depósi-
to y casas de cambio.

...

CAPITULO II
(Derogado)

De las Arrendadoras Financieras
(Derogado)

ARTÍCULO 24.- Derogado.

ARTÍCULO 25.- Se deroga.

ARTÍCULO 26.- Se deroga.

ARTÍCULO 27.- Se deroga.

ARTÍCULO 28.- Se deroga.

ARTÍCULO 29.- Se deroga.

ARTÍCULO 30.- Se deroga.

ARTÍCULO 31.- Se deroga.
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ARTÍCULO 32.- Se deroga.

ARTÍCULO 33.- Se deroga.

ARTÍCULO 34.- Se deroga.

ARTÍCULO 35.- Se deroga.

ARTÍCULO 36.- Se deroga.

ARTÍCULO 37.- Se deroga.

ARTÍCULO 37-B.- Se deroga.

ARTÍCULO 37-C.- Se deroga.

ARTÍCULO 38.- Se deroga.

ARTÍCULO 40.- ...

I. a XV. ...

XVI. Realizar por cuenta de sus socios como factorados
operaciones de factoraje financiero, así como recibir
bienes en arrendamiento financiero destinados al cum-
plimiento de su objeto social, y

...

CAPITULO III-BIS
(Derogado)

De las Empresas de Factoraje Financiero
](Derogado)

ARTÍCULO 45-A.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-B.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-C.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-D.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-E.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-F.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-G.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-H.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-I.- Se deroga.

ARTICULO 45-J.- Se deroga.

ARTICULO 45-K.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-L.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-M.- Se deroga.

ARTICULO 45-O.- Se deroga.

ARTICULO 45-P.- Se deroga.

ARTICULO 45-Q.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-R.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-T.- Se deroga.

ARTÍCULO 45-Bis 3.- Para constituirse y operar como Fi-
lial se requiere autorización del Gobierno Federal, que
compete otorgar discrecionalmente a la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, oyendo la opinión de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores y del Banco de Méxi-
co tratándose de almacenes generales de depósito y casas
de cambio, o autorización de la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores cuando se trate de Uniones de Crédito. Por
su naturaleza estas autorizaciones serán intransmisibles.

...

ARTÍCULO 47.- En los contratos que celebren las organi-
zaciones auxiliares del crédito en que se pacte que el acre-
ditado o el mutuatario puedan disponer de la suma acredi-
tada o del importe del préstamo en cantidades parciales o
estén autorizados para efectuar reembolsos previos al ven-
cimiento del término señalado en el contrato, el estado de
cuenta certificado por el contador de la organización auxi-
liar del crédito acreedora hará fe, salvo prueba en contra-
rio, en el juicio respectivo para la fijación del saldo resul-
tante a cargo del deudor.

ARTÍCULO 48.- El contrato o documento en que se hagan
constar los créditos que otorguen las organizaciones auxi-
liares del crédito, junto con la certificación del estado de
cuenta a que se refiere el artículo anterior, serán título eje-
cutivo mercantil sin necesidad de reconocimiento de firma
ni de otro requisito alguno.
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Se deroga, segundo párrafo.

El estado de cuenta certificado antes citado, deberá conte-
ner los datos sobre la identificación del contrato o conve-
nio en donde conste el crédito otorgado; el capital inicial
dispuesto; el capital vencido no pagado; el capital pendien-
te por vencer; las tasas de interés del crédito aplicables a
cada período de pago; los intereses moratorios generados;
la tasa de interés aplicable a intereses moratorios, y el im-
porte de accesorios generados.

ARTÍCULO 48-A.- Las obligaciones subordinadas que
emitan los almacenes generales de depósito serán títulos de
crédito a cargo de estos emisores, obligatoriamente con-
vertibles a capital y producirán acción ejecutiva respecto a
las mismas, previo requerimiento de pago ante fedatario
público. Se emitirán en serie mediante declaración unilate-
ral de voluntad de la entidad correspondiente, la cual debe-
rá contener:

I. y II. ...

III. El nombre y firma del emisor;

IV. a IX. ...

Podrán tener anexos cupones para el pago de intereses y, en
su caso, para las conversiones parciales. Los títulos podrán
amparar una o más obligaciones. Los almacenes generales
de depósito se reservarán la facultad de la conversión anti-
cipada.

El emisor mantendrá las obligaciones en algunas de las ins-
tituciones para el depósito de valores reguladas en la Ley
del Mercado de Valores, entregando a los titulares de las
mismas, constancia de sus tenencias.

En caso de liquidación del emisor, el pago de las obliga-
ciones subordinadas se hará a prorrata después de cubrir to-
das las demás deudas de la organización, pero antes de re-
partir a los titulares de las acciones el haber social. En el
acta de emisión relativa y en los títulos que se expidan de-
berá constar en forma notoria, lo dispuesto en este párrafo.

...

...

ARTÍCULO 48-B.- La emisión de las obligaciones subor-
dinadas convertibles obligatoriamente a capital y demás tí-
tulos de crédito, en serie o en masa, a que se refieren los ar-

tículos 11 fracción VII, y 40 fracción III, de esta Ley, re-
querirán del correspondiente dictamen emitido por una ins-
titución calificadora de valores.

ARTÍCULO 78.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, después de haber escuchado la opinión de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores y previa audiencia de
la sociedad interesada, podrá declarar la revocación de la
autorización otorgada a los almacenes generales de depósi-
to, en los siguientes casos:

I. a X. ...

...

...

...

...

...

TITULO QUINTO
De las Actividades Auxiliares del Crédito

CAPITULO I
De la compra venta habitual 

y profesional de divisas

ARTÍCULO 81 a ARTÍCULO 87-A ...

CAPÍTULO II
De la realización habitual y profesional 

de operaciones de crédito, arrendamiento 
financiero y factoraje financiero

ARTÍCULO 87-B.- El otorgamiento de crédito, así como
la celebración de arrendamiento financiero o factoraje fi-
nanciero podrán realizarse en forma habitual y profesional
por cualquier persona sin necesidad de requerir autoriza-
ción del Gobierno Federal para ello.

Aquellas sociedades anónimas que, en sus estatutos socia-
les, contemplen expresamente como objeto social principal
la realización habitual y profesional de una o más de las ac-
tividades que se indican en el párrafo anterior, se conside-
rarán como sociedades financieras de objeto múltiple. Di-
chas sociedades se reputarán entidades financieras, que
podrán ser:
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I. Sociedades financieras de objeto múltiple reguladas, o

II. Sociedades financieras de objeto múltiple no regula-
das.

Las sociedades señaladas en la fracción I anterior serán
aquellas en las que, en los términos de esta ley, mantengan
vínculos patrimoniales instituciones de crédito o socieda-
des controladoras de grupos financieros de los que formen
parte instituciones de crédito. Estas sociedades deberán
agregar a su denominación social la expresión �sociedad fi-
nanciera de objeto múltiple� o su acrónimo �SOFOM�, se-
guido de las palabras �entidad regulada� o su abreviatura
�E.R.�. Las sociedades financieras de objeto múltiple re-
guladas estarán sujetas a la supervisión de la Comisión Na-
cional Bancaria y de Valores.

Las sociedades previstas en la fracción II de este artículo
serán aquellas en cuyo capital no participen, en los térmi-
nos y condiciones antes señalados, cualesquiera de las en-
tidades a que se refiere el párrafo anterior. Estas sociedades
deberán agregar a su denominación social la expresión �so-
ciedad financiera de objeto múltiple� o su acrónimo �SO-
FOM�, seguido de las palabras �entidad no regulada� o su
abreviatura �E.N.R.�. Las sociedades financieras de objeto
múltiple no reguladas no estarán sujetas a la supervisión de
la Comisión Nacional Bancaria y de Valores.

ARTÍCULO 87-C.- Para efectos de lo dispuesto por el ar-
tículo 87-B de esta Ley, se entenderá por vínculo patrimo-
nial a la participación en el capital social de una sociedad
financiera de objeto múltiple que tenga una sociedad con-
troladora de un grupo financiero del que forme parte una
institución de crédito, o bien, cuando:

I. Una institución de crédito ejerza el control de la so-
ciedad financiera de objeto múltiple en los términos de
este artículo, o

II. La sociedad tenga accionistas en común con una ins-
titución de crédito.

Respecto de lo señalado en la fracción I anterior, se enten-
derá que se ejerce control de una sociedad cuando se tenga
el veinte por ciento o más de las acciones representativas
del capital social de la misma, o se tenga el control de la
asamblea general de accionistas, o se esté en posibilidad de
nombrar a la mayoría de los miembros del consejo de ad-
ministración, o se controle a la sociedad de que se trate por
cualquier otro medio.

Por accionistas en común se entenderá a la persona o gru-
po de personas que tengan acuerdos de cualquier naturale-
za para tomar decisiones en un mismo sentido y manten-
gan, directa o indirectamente, una participación
mayoritaria en el capital social de la sociedad y de la insti-
tución o puedan ejercer el control de la sociedad y de la
institución, en términos del párrafo anterior.

ARTÍCULO 87-D.- Las sociedades financieras de objeto
múltiple reguladas se sujetarán a lo que, para las institu-
ciones de crédito y entidades financieras, según correspon-
da, disponen los artículos 49, 50, 51, 73, 73 Bis y 73 Bis 1,
93, 99, 101, 102 y 115 de la Ley de Instituciones de Crédi-
to, así como 4, fracciones I a VI, y 6 de la Ley de la Comi-
sión Nacional Bancaria y de Valores. Al efecto, las socie-
dades financieras de objeto múltiple reguladas se sujetarán
a las disposiciones que, para dichas sociedades, emitan las
correspondientes autoridades indicadas en los artículos an-
tes señalados y en las mismas materias a que aquellos se re-
fieren.

Lo dispuesto por este artículo deberá preverse expresa-
mente en los estatutos de las sociedades financieras de ob-
jeto múltiple reguladas.

Lo previsto en artículo 65-A de esta Ley será igualmente
aplicable a las sociedades financieras de objeto múltiple re-
guladas, tratándose de los actos administrativos señalados
en dicho precepto que la citada Comisión dicte en relación
con dichas entidades financieras.

ARTÍCULO 87-E.- En los contratos de arrendamiento fi-
nanciero, factoraje financiero y crédito que celebren las so-
ciedades financieras de objeto múltiple y en los que se pac-
te que el arrendatario, el factorado o el acreditado pueda
disponer de la suma acreditada o del importe del préstamo
en cantidades parciales o esté autorizado para efectuar re-
embolsos previos al vencimiento del término señalado en
el contrato, el estado de cuenta certificado por el contador
de la sociedad correspondiente hará fe, salvo prueba en
contrario, en el juicio respectivo para la fijación del saldo
resultante a cargo del deudor.

ARTÍCULO 87-F.- El contrato en que se haga constar el
crédito, arrendamiento financiero o factoraje financiero
que otorguen las sociedades financieras de objeto múltiple,
siempre que dicho instrumento vaya acompañado de la cer-
tificación del estado de cuenta respectivo a que se refiere el
artículo anterior, será título ejecutivo mercantil, sin necesi-
dad de reconocimiento de firma ni de otro requisito alguno.
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Tratándose del factoraje financiero, además del contrato
respectivo, las sociedades financieras de objeto múltiple
deberán contar con los documentos que demuestren los de-
rechos de crédito transmitidos por virtud de dicha opera-
ción, así como la notificación al deudor de dicha transmi-
sión cuando ésta deba realizarse de acuerdo con las
disposiciones aplicables.

El estado de cuenta citado en el primer párrafo de este ar-
tículo deberá contener los datos sobre la identificación del
contrato o convenio en donde conste el crédito, el factora-
je financiero o el arrendamiento financiero que se haya
otorgado; el capital inicial dispuesto o, en su caso, el im-
porte de las rentas determinadas; el capital o, en su caso,
las rentas vencidas no pagadas; el capital o, en su caso, las
rentas pendientes por vencer; las tasas de interés del crédi-
to o, en su caso, la variabilidad de la renta aplicable a las
rentas determinables a cada período de pago; los intereses
moratorios generados; la tasa de interés aplicable a intere-
ses moratorios, y el importe de accesorios generados.

ARTÍCULO 87-G.- Las hipotecas constituidas en favor de
sociedades financieras de objeto múltiple sobre la unidad
completa de una empresa industrial, agrícola, ganadera o
dedicada a actividades primarias, industriales, comerciales
o de servicios, deberán comprender la concesión o conce-
siones respectivas, en su caso; todos los elementos mate-
riales, muebles o inmuebles afectos a la exploración, con-
siderados en su unidad; y además, podrán comprender el
dinero en caja de la explotación corriente y los créditos a
favor de la empresa, nacidos directamente de sus operacio-
nes, sin perjuicio de la posibilidad de disponer de ellos y de
sustituirlos en el movimiento normal de las operaciones,
sin necesidad de consentimiento del acreedor salvo pacto
en contrario.

Las sociedades financieras de objeto múltiple acreedoras
de las hipotecas a que se refiere este artículo, deberán per-
mitir el desarrollo normal de la explotación de los bienes
afectos a las mismas, conforme al destino que les corres-
ponda, y no podrán, tratándose de bienes afectos a una con-
cesión de servicio público, oponerse a las alteraciones o
modificaciones que a los mismos se haga durante el plazo
de la hipoteca, siempre que resulten necesarios para la me-
jor prestación del servicio público correspondiente.

No obstante lo dispuesto por el párrafo anterior, las socie-
dades financieras de objeto múltiple, como acreedoras, po-
drán oponerse a la venta o enajenación de parte de los bien-
es y a la fusión con otras empresas, en caso de que se

origine con ello un peligro para la seguridad de las opera-
ciones de arrendamiento financiero, factoraje financiero y
créditos hipotecarios.

La referida hipoteca podrá constituirse en segundo lugar,
siempre que el importe de los rendimientos netos de la ex-
plotación libre de toda otra carga alcance para cubrir los in-
tereses y amortizaciones del crédito respectivo.

Las hipotecas a que se refiere este artículo deberán ser ins-
critas en el Registro Público del lugar o lugares en que es-
tén ubicados los bienes.

Será aplicable en lo pertinente a las hipotecas a que se re-
fiere este artículo, lo dispuesto en el artículo 214 de la Ley
General de Títulos y Operaciones de Crédito.

ARTÍCULO 87-H.- El juez decretará de plano la posesión
del bien objeto del contrato de arrendamiento financiero,
solicitada conforme al artículo 416 de la Ley General de
Títulos y Operaciones de Crédito por las sociedades finan-
cieras de objeto múltiple que hayan celebrado dicho con-
trato como arrendador, siempre que, además del contrato
de arrendamiento financiero debidamente certificado ante
fedatario público, aquéllas acompañen a su solicitud el es-
tado de cuenta certificado en los términos del artículo 87-
E de esta Ley.

ARTÍCULO 87-I.- En las operaciones de crédito, arren-
damiento financiero y factoraje financiero que las socieda-
des financieras de objeto múltiple celebren con sus clien-
tes:

I. Sólo se podrán capitalizar intereses cuando, antes o
después de la generación de los mismos, las partes lo
hayan convenido. En este caso la sociedad respectiva
deberá proporcionar a su cliente estado de cuenta men-
sual. Es improcedente el cobro que contravenga lo dis-
puesto por esta fracción, y

II. Los intereses se causarán exclusivamente sobre los
saldos insolutos del crédito concedido y su pago no po-
drá ser exigido por adelantado, sino únicamente por pe-
ríodos vencidos. En las operaciones de factoraje finan-
ciero el factorado y la sociedad financiera de objeto
múltiple podrán pactar en contrario.

ARTÍCULO 87-J.- En los contratos de arrendamiento fi-
nanciero, factoraje financiero y crédito que celebren las
sociedades financieras de objeto múltiple, éstas deberán
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señalar expresamente que, para su constitución y operación
con tal carácter, no requieren de autorización de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público. Igual mención deberá
señalarse en cualquier tipo de información que, para fines
de promoción de sus operaciones y servicios, utilicen las
sociedades financieras de objeto múltiple.

En adición a lo anterior, las sociedades financieras de ob-
jeto múltiple no reguladas, en la documentación e informa-
ción a que se refiere el párrafo anterior, deberán expresar
que, para la realización de las operaciones señaladas en ese
mismo párrafo, no están sujetas a la supervisión y vigilan-
cia de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores.

ARTÍCULO 87-K.- La protección y defensa de los dere-
chos e intereses del público usuario de los servicios que, en
la realización de las operaciones señaladas en el artículo
87-B de esta Ley, presten las sociedades financieras de ob-
jeto múltiple estará a cargo de la Comisión Nacional para
la Protección y Defensa de los Usuarios de Servicios Fi-
nancieros, en términos de la Ley de Protección y Defensa
al Usuario de Servicios Financieros. Respecto de los servi-
cios antes indicados, las sociedades financieras de objeto
múltiple estarán sujetas a la Ley citada, en los términos que
aquélla contempla para las instituciones financieras defini-
das en ella. En tal virtud, la Comisión Nacional para la Pro-
tección y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros
podrá ejercer, respecto de las las sociedades financieras de
objeto múltiple por la prestación de los servicios señalados,
las mismas facultades que dicha ley le confiere y serán
aplicables a dichas sociedades las correspondientes sancio-
nes previstas en el propio ordenamiento.

Las sociedades financieras de objeto múltiple, al consti-
tuirse con tal carácter, deberán comunicar por escrito dicha
circunstancia a la Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros, a más
tardar, a los diez días hábiles posteriores a la inscripción
del acta constitutiva correspondiente en el Registro Públi-
co de Comercio.

ARTÍCULO 87-L.- Sin perjuicio de lo dispuesto por este
Capítulo, las facultades que la Ley de Transparencia y de
Fomento a la Competencia en el Crédito Garantizado otor-
ga a la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, respecto
de entidades financieras que otorguen crédito garantizado
en los términos de dicho ordenamiento, se entenderán con-
feridas a la Comisión Nacional para la Protección y Defen-
sa de los Usuarios de Servicios Financieros, respecto de las
sociedades financieras de objeto múltiple no reguladas.

La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los
Usuarios de Servicios Financieros dará a conocer, en los
términos del artículo 10 de la Ley de Transparencia y de
Fomento a la Competencia en el Crédito Garantizado los
componentes, la metodología de cálculo y la periodicidad
del costo anual total a que dicho precepto se refiere, res-
pecto de las sociedades financieras de objeto múltiple no
reguladas. Al efecto, tales sociedades colaborarán con di-
cha Comisión proporcionando la información que ésta les
solicite para efectos de lo dispuesto por dicho precepto.

ARTÍCULO 87-M.- En las operaciones de crédito, arren-
damiento financiero y factoraje financiero, las sociedades
financieras de objeto múltiple deberán:

I. Informar a sus clientes previamente sobre la contra-
prestación; monto de los pagos parciales, la forma y pe-
riodicidad para liquidarlos; cargas financieras; acceso-
rios; monto y detalle de cualquier cargo, si lo hubiera;
número de pagos a realizar, su periodicidad; en su caso,
el derecho que tiene a liquidar anticipadamente la ope-
ración y las condiciones para ello y, los intereses, in-
cluidos los moratorios, forma de calcularlos y el tipo de
tasa y, en su caso, tasa de descuento.

II. De utilizarse una tasa fija, también se informará al
cliente el monto de los intereses a pagar en cada perío-
do. De utilizarse una tasa variable, se informará al clien-
te sobre la regla de ajuste de la tasa, la cual no podrá de-
pender de decisiones unilaterales de la sociedad
financiera de objeto múltiple respectiva, sino de las va-
riaciones que registre una tasa de interés representativa
del costo de la operación al cliente, la cual deberá ser fá-
cilmente verificable por el cliente;

III. Informar al cliente el monto total a pagar por la ope-
ración de que se trate, en su caso, número y monto de
pagos individuales, los intereses, comisiones y cargos
correspondientes, incluidos los fijados por pagos antici-
pados o por cancelación; proporcionándole debidamen-
te desglosados los conceptos correspondientes;

IV. En caso de haberse efectuado la operación, la socie-
dad respectiva deberá enviar al cliente al menos un es-
tado de cuenta bimestral, por el medio que éste elija, que
contenga la información relativa a cargos, pagos, intere-
ses y comisiones, entre otros rubros. Lo dispuesto en
esta fracción no será aplicable en operaciones de facto-
raje financiero en donde se haya establecido una tasa fi-
ja por el plazo de la operación ni en operaciones cuyo
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vencimientos sucesivos convenidos por las parte sea tri-
mestral, semestral o anual. En estos últimos casos, el en-
vío de estados de cuenta podrá ajustarse a dichos plazos.

La Comisión Nacional para la Protección y Defensa de los
Usuarios de Servicios Financieros podrá emitir recomenda-
ciones a las sociedades financieras de objeto múltiple para
alcanzar el cumplimiento de lo dispuesto por este artículo.

ARTÍCULO 87-N.- En adición a lo dispuesto por los artí-
culos 87-K, 87-L y 87-M de esta Ley, la Comisión Nacio-
nal para la Protección y Defensa de los Usuarios de Servi-
cios Financieros tendrá a su cargo La vigilancia y
supervisión del cumplimiento, por parte de las sociedades
financieras de objeto múltiple, a lo dispuesto por los artí-
culos 87-I, 87-M y 87-Ñ de esta Ley, bajo los criterios que
dicha Comisión determine para ejercer dichas facultades.

La citada Comisión podrá ejercer dichas facultades en los
lugares en los que operen las sociedades financieras de ob-
jeto múltiple de que se trate, en los términos del procedi-
miento previsto por la Ley Federal de Procedimiento Ad-
ministrativo. Asimismo, la propia Comisión podrá ejercer
tales facultades a través de visitas, requerimientos de in-
formación o documentación. Para efectos de lo dispuesto
en este artículo, las sociedades financieras de objeto múlti-
ple, así como sus representantes o sus empleados, están
obligados a permitir al personal acreditado de la Comisión
el acceso al lugar o lugares objeto de la verificación.

ARTÍCULO 87-Ñ.- Las sociedades financieras de objeto
múltiple quedarán sujetas, en lo que respecta a las opera-
ciones de fideicomiso de garantía que administren de
acuerdo con la Sección II del Capítulo V del Título II de la
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, a lo dis-
puesto por los artículos 79 y 80 de la Ley de Instituciones
de Crédito para dichas instituciones. En los contratos de fi-
deicomiso de garantía a que se refiere el artículo 395 de la
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y en la
ejecución de los mismos, a las sociedades financieras de
objeto múltiple les estará prohibido:

I. Actuar como fiduciarias en cualesquier otros fideico-
misos distintos a los de garantía;

II. Utilizar el efectivo, bienes, derechos o valores de los
fideicomisos para la realización de operaciones en vir-
tud de las cuales resulten o puedan resultar deudores o
beneficiarios sus delegados fiduciarios; administrado-
res, los miembros de su consejo de administración pro-

pietarios o suplentes, estén o no en funciones; sus direc-
tivos o empleados; sus comisarios propietarios o su-
plentes, estén o no en funciones; sus auditores externos;
los miembros del comité técnico del fideicomiso res-
pectivo; los ascendientes o descendientes en primer gra-
do o cónyuges de las personas citadas; las sociedades en
cuyas asambleas tengan mayoría dichas personas o las
mismas sociedades financieras de objeto múltiple;

III. Celebrar operaciones por cuenta propia;

IV. Actuar en fideicomisos a través de los cuales se eva-
dan limitaciones o prohibiciones contenidas en esta u
otras leyes;

V. Responder a los fideicomitentes o fideicomisarios del
incumplimiento de los deudores por los bienes, dere-
chos o valores del fideicomiso, salvo que sea por su cul-
pa según lo dispuesto en la parte final del Artículo 391
de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito.

Si al término del fideicomiso, los bienes, derechos o va-
lores no hubieren sido pagados por los deudores, la fidu-
ciaria deberá transferirlos, junto con el efectivo, bienes, y
demás derechos o valores que constituyan el patrimonio
fiduciario al fideicomitente o fideicomisario, según sea el
caso, absteniéndose de cubrir su importe.

En los contratos de fideicomiso se insertará en forma
notoria lo previsto en este inciso y una declaración de la
fiduciaria en el sentido de que hizo saber inequívoca-
mente su contenido a las personas de quienes haya reci-
bido el efectivo, bienes, derechos o valores para su afec-
tación fiduciaria;

VI. Actuar como fiduciarias en fideicomisos a través de
los cuales se capten, directa o indirectamente, recursos
del público mediante cualquier acto causante de pasivo
directo o contingente;

VII. Actuar en fideicomisos a través de los cuales se
evadan limitaciones o prohibiciones contenidas en esta
u otras leyes;

VIII. Actuar como fiduciarias en los fideicomisos a que
se refiere el segundo párrafo del Artículo 88 de la Ley
de Sociedades de Inversión, y

IX. Administrar fincas rústicas, a menos que hayan reci-
bido la administración para garantizar al fideicomisario
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el cumplimiento de una obligación y su preferencia en
el pago con el valor de la misma finca o de sus produc-
tos.

Cualquier pacto en contrario a lo dispuesto por las fraccio-
nes anteriores será nulo.

ARTÍCULO 89.- ...

I a XIII ...

XIII bis.- De 2,000 a 20,000 días de salario a las socie-
dades financieras de objeto múltiple reguladas, que in-
cumplan con lo dispuesto por el artículo 87-D de esta
Ley, en relación con los artículos 24 Bis, 49, 50, 52, 93,
101, 102 y 115 de la Ley de Instituciones de Crédito;

XIII bis 1.- De 5,000 a 50,000 días de salario, a las so-
ciedades financieras de objeto múltiple reguladas que
incumplan con lo dispuesto por el artículo 87-D de esta
Ley, en relación con los artículos 73, 73 Bis y 73 Bis 1
de la Ley de Instituciones de Crédito;

XIII bis 2.- De 15,000 a 60,000 días de salario, a las so-
ciedades financieras de objeto múltiple reguladas, que
incumplan con lo dispuesto por el artículo 87-D de esta
Ley, en relación con los artículos 65 y 76 de la Ley de
Instituciones de Crédito, así como con las disposiciones
prudenciales, en materia de contabilidad y de requeri-
mientos de información, que haya emitido la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores para dichas sociedades;
y

XIV.- ...

ARTÍCULO 95 Bis.- Las sociedades financieras de obje-
to múltiple, las personas que realicen las actividades a que
se refiere el artículo 81-A y los transmisores de dinero, en
términos de las disposiciones de carácter general que emi-
ta la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, escuchando
la previa opinión del Servicio de Administración Tributa-
ria, estarán obligadas, en adición a cumplir con las demás
obligaciones que les resulten aplicables, a:

I. y II. ...
...
...

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
en las citadas reglas generales emitirá los lineamientos

sobre el procedimiento y criterios que las sociedades fi-
nancieras de objeto múltiple, las personas que realicen
las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los
transmisores de dinero deberán observar respecto de:

a. ...

b. La información y documentación que dichas socieda-
des financieras de objeto múltiple, personas que realicen
las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los
transmisores de dinero deban recabar para la apertura de
cuentas o celebración de contratos relativos a las opera-
ciones y servicios que ellas presten y que acrediten ple-
namente la identidad de sus clientes;

c. La forma en que las mismas sociedades financieras de
objeto múltiple, personas que realicen las actividades a
que se refiere el artículo 81-A y los transmisores de di-
nero deberán resguardar y garantizar la seguridad de la
información y documentación relativas a la identifica-
ción de sus clientes y usuarios o quienes lo hayan sido,
así como la de aquellos actos, operaciones y servicios
reportados conforme al presente artículo, y

d. Los términos para proporcionar capacitación al inte-
rior de sociedades financieras de objeto múltiple, las
personas que realicen las actividades a que se refiere el
artículo 81-A y los transmisores de dinero sobre la ma-
teria objeto de este artículo. Las disposiciones de carác-
ter general a que se refiere el presente artículo, señala-
rán los términos para su debido cumplimiento.

Las sociedades financieras de objeto múltiple, las personas
que realicen las actividades a que se refiere el artículo 81-
A y los transmisores de dinero deberán conservar, por al
menos diez años, la información y documentación a que se
refiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo
establecido en éste u otros ordenamientos aplicables.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facul-
tada para requerir y recabar, por conducto del Servicio de
Administración Tributaria, información y documentación
relacionada con los actos, operaciones y servicios a que se
refiere la fracción II de este artículo. Las sociedades finan-
cieras de objeto múltiple, las personas que realicen las ac-
tividades a que se refiere el artículo 81-A y los transmiso-
res de dinero, quienes estarán obligadas a proporcionar
dicha información y documentación.

...
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Las disposiciones de carácter general a que se refiere este
artículo deberán ser observadas por las sociedades finan-
cieras de objeto múltiple, las personas que realicen las ac-
tividades a que se refiere el artículo 81-A y los transmiso-
res de dinero, así como por los miembros del consejo de
administración, administradores, directivos, funcionarios,
empleados, factores y apoderados respectivos, por lo cual,
tanto las entidades como las personas mencionadas serán
responsables del estricto cumplimiento de las obligaciones
que mediante dichas disposiciones se establezcan.

...

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, a las socie-
dades financieras de objeto múltiple, las personas que rea-
licen las actividades a que se refiere el artículo 81-A y los
transmisores de dinero, así como a sus miembros del con-
sejo de administración, administradores, directivos, funcio-
narios, empleados, factores y apoderados respectivos, así
como a las personas físicas y morales que, en razón de sus
actos, hayan ocasionado o intervenido para que dichas en-
tidades financieras incurran en la irregularidad o resulten
responsables de la misma.

...

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y el Servicio de Administración Tributaria,
las sociedades financieras de objeto múltiple, las personas
que realicen las actividades a que se refiere el artículo 81-
A y los transmisores de dinero, sus miembros del consejo
de administración, administradores, directivos, funciona-
rios, empleados, factores y apoderados, deberán abstenerse
de dar noticia de los reportes y demás documentación e in-
formación a que se refiere este artículo, a personas o auto-
ridades distintas a las facultadas expresamente en los orde-
namientos relativos para requerir, recibir o conservar tal
documentación e información. La violación a estas obliga-
ciones será sancionada en los términos de las leyes corres-
pondientes.

ARTÍCULO 96.- Se impondrá pena de prisión de tres me-
ses a dos años y multa de treinta a trescientos días de sala-
rio a los directores generales o gerentes generales, miem-
bros del consejo de administración, comisarios y auditores
externos de las organizaciones auxiliares del crédito o de
las casas de cambio que en el ejercicio de sus funciones, in-
curran en violación de cualquiera de las prohibiciones a
que se refieren los artículos 23, fracción VII, 45, fracción
XII y 87-A, fracción VII de esta Ley.

ARTÍCULO 97.- ...

I. ...

II. Que conociendo la falsedad sobre el monto de los ac-
tivos o pasivos, concedan el préstamo o crédito.

III. Que a sabiendas, presenten a la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores datos falsos sobre la solvencia del
deudor, sobre el valor de las garantías de los créditos,
préstamos o derechos de crédito, imposibilitándola a
adoptar las medidas necesarias para que se realicen los
ajustes correspondientes en los registros de la organiza-
ción respectiva, y

IV. Que, conociendo los vicios que señala la fracción III
del artículo 98 de esta ley, concedan el préstamo o cré-
dito.

ARTÍCULO 98.- ...

...

...

...

...

I. Las personas que con el propósito de obtener un prés-
tamo o crédito proporcionen a una organización auxiliar
del crédito, datos falsos sobre el monto de activos o pa-
sivos de una entidad o persona física o moral, si como
consecuencia de ello resulta quebranto o perjuicio patri-
monial para la organización;

II. ...

...

a) Otorguen préstamos o créditos, a sociedades consti-
tuidas a sabiendas de que éstas no han integrado el ca-
pital que registren las actas de asamblea respectivas;

b) ...

c) Renueven préstamos o créditos, vencidos parcial o to-
talmente a las personas físicas o morales a que se refie-
re el inciso anterior;
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d) ...

e) A sabiendas, permitan a un deudor desviar el importe
del crédito o préstamo, reduciendo notoriamente su ca-
pacidad para pagar o responder por el importe de su
obligación y, como consecuencia de ello, resulte que-
branto o perjuicio patrimonial a la organización.

III. Las personas que para obtener préstamos o créditos
de una organización auxiliar del crédito, presenten ava-
lúos que no correspondan a la realidad, de manera que
el valor real de los bienes que se ofrecen en garantía sea
inferior al importe del crédito o préstamo, resultando
quebranto o perjuicio patrimonial para la organización;

IV. Los acreditados que desvíen un crédito concedido
por alguna organización auxiliar del crédito a fines dis-
tintos para los que se otorgó, si dicha finalidad fue de-
terminante para el otorgamiento de condiciones prefe-
renciales en el crédito, y

V. ...

ARTÍCULO 99.- Los consejeros, funcionarios, empleados
de las organizaciones auxiliares del crédito y casas de cam-
bio, o quienes intervengan directamente en la operación,
que con independencia de los cargos o intereses fijados por
la sociedad respectiva, por sí o por interpósita persona ha-
yan obtenido de los sujetos de crédito o clientes de casas de
cambio, beneficios por su participación en el trámite u
otorgamiento del crédito o de operaciones de casas de cam-
bio, serán sancionados con pena de prisión de tres meses a
tres años cuando el beneficio no sea valuable, o no exceda
de quinientos días de salario, en el momento de cometerse
el delito y de dos a catorce años de prisión cuando el bene-
ficio exceda de quinientos días del salario referido.

ARTÍCULO TERCERO.- Se REFORMA la fracción I
del artículo 45-A; el primer párrafo del artículo 45-B; el se-
gundo párrafo del artículo 45-D; el primer párrafo y las
fracciones II y IV del artículo 45-I; el primer párrafo del ar-
tículo 45-N; el último párrafo del artículo 46; el primer pá-
rrafo del artículo 49; el primero y tercer párrafos del artí-
culo 85-Bis; el tercer párrafo del artículo 89; el primer
párrafo del artículo 108; el tercer párrafo, quinto párrafo y
sus incisos b. a d., sexto, séptimo, noveno, décimo prime-
ro y décimo segundo párrafos del artículo 115; se ADI-
CIONA un inciso c) al artículo 73, Bis y se DEROGA el

párrafo séptimo del artículo 45-K; el segundo párrafo del
artículo 85 Bis; la fracción IV y el penúltimo y último pá-
rrafos del artículo 103 y el último párrafo del artículo 116
todos de la Ley de Instituciones de Crédito, para quedar
como sigue:

ARTÍCULO 45-A.- ...

I. Filial: La sociedad mexicana autorizada para organi-
zarse y operar, conforme a esta Ley, como institución de
banca múltiple, y en cuyo capital participe una Institu-
ción Financiera del Exterior o una Sociedad Controla-
dora Filial en los términos del presente capítulo;

II. y III. ...

ARTÍCULO 45-B.- Las Filiales se regirán por lo previsto
en los tratados o acuerdos internacionales correspondien-
tes, el presente capítulo, las disposiciones contenidas en es-
ta Ley aplicables a las instituciones de banca múltiple, y las
reglas para el establecimiento de filiales que al efecto ex-
pida la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, oyendo
la opinión del Banco de México y de la Comisión Nacional
Bancaria y de Valores.

...

ARTÍCULO 45-D.- ...

Las Filiales podrán realizar las mismas operaciones que las
instituciones de banca múltiple, a menos que el tratado o
acuerdo internacional aplicable establezca alguna restric-
ción.

ARTÍCULO 45-I.- La Secretaría de Hacienda y Crédito
Público podrá autorizar a las Instituciones Financieras del
Exterior, a las Sociedades Controladoras Filiales o a las Fi-
liales, la adquisición de acciones representativas del capi-
tal social de una o más instituciones de banca múltiple,
siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos:

I. ...

II. Deberán modificarse los estatutos sociales de la ins-
titución de banca múltiple, cuyas acciones sean objeto
de enajenación, a efecto de cumplir con lo dispuesto en
el presente capítulo;

III. ...
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IV. Cuando, el adquirente sea una Filial deberá fusio-
narse con la institución de banca múltiple que haya sido
adquirida; y

V. ...

...

ARTÍCULO 45-K.- ...

...

...

...

...

I. a VIII. ...

...

Se deroga, séptimo párrafo

...

...

...

ARTÍCULO 45-N.- Respecto de las Filiales, la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores tendrá todas las facultades
que le atribuye la presente Ley en relación con las institu-
ciones de banca múltiple. Cuando las autoridades supervi-
soras del país de origen de la Institución Financiera del Ex-
terior propietaria de acciones representativas del capital
social de una Filial o de una Sociedad Controladora Filial,
según sea el caso, deseen realizar visitas de inspección, de-
berán solicitarlo a la propia Comisión. A discreción de la
misma, las visitas podrán hacerse por su conducto o sin que
medie su participación.

...

I. y II. ...

...

ARTÍCULO 46.- ...

I. a XXVII. ...

La realización de las operaciones señaladas en las frac-
ciones XXIV y XXVI de este artículo, así como el cum-
plimiento de las obligaciones de las partes, se sujetarán
a lo previsto por esta Ley y, en lo que no se oponga a
ella, por la Ley General de Títulos y Operaciones de
Crédito.

ARTÍCULO 49.- La Comisión Nacional para la Protec-
ción y Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros o
las instituciones de crédito, podrán solicitar al Banco de
México se evalúe si existen o no condiciones razonables de
competencia en materia de comisiones o tarifas, respecto
de operaciones activas, pasivas y de servicios de las citadas
instituciones de crédito.

...

...

...

...

...

ARTÍCULO 73 Bis.- ...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

...

c) Las entidades financieras que formen parte del grupo
financiero al que, en su caso, pertenezca la institución
de banca múltiple, o aquéllas entidades financieras en
las que la institución de banca múltiple tengan una par-
ticipación accionaria, a menos que dichas entidades a su
vez otorguen cualquier tipo de financiamiento a las per-
sonas señaladas en las fracciones I a VII del artículo 73
y por el monto de dicho financiamiento.

ARTÍCULO 85 Bis.- Para poder actuar como fiduciarias
de los fideicomisos de garantía, las instituciones a que se
refieren las fracciones II, III, IV y VI del artículo 395 de la
Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito deberán
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contar con el capital mínimo adicional que, para este efec-
to, determine la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
mediante disposiciones de carácter general, previa opinión
de las Comisiones Nacionales Bancaria y de Valores y de
Seguros y Fianzas, según corresponda en virtud de la insti-
tución de que se trate, así como con la autorización que
otorgará discrecionalmente el Gobierno Federal, a través
de dicha Secretaría.

Se deroga, segundo párrafo

Las sociedades a que se refieren las fracciones II, III, IV y
VI del artículo 395 de la Ley General de Títulos y Opera-
ciones de Crédito deberán administrar las operaciones de
fideicomiso objeto de dicho artículo en los términos que,
para las instituciones de crédito, señalan los artículos 79 y
80 de esta Ley.

ARTÍCULO 89.- ...

...

Las instituciones de banca múltiple podrán invertir en el
capital social de sociedades de inversión, sociedades ope-
radoras de éstas, administradoras de fondos para el retiro,
sociedades financieras de objeto múltiple, así como en el
de sociedades de inversión especializadas de fondos para el
retiro, en los términos de la legislación aplicable y, cuando
no formen parte de grupos financieros, en el de organiza-
ciones auxiliares del crédito e intermediarios financieros
no bancarios, que no sean casas de bolsa, instituciones y
sociedades mutualistas de seguros e instituciones de fian-
zas, previa autorización de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público.

...

...

...

...

ARTÍCULO 103.- ...

...

I. a III ...

IV. Se deroga.

Se deroga, penúltimo párrafo

Se deroga, último párrafo

ARTÍCULO 108.- El incumplimiento o la violación de la
presente Ley, de la Ley del Banco de México y de las dis-
posiciones que emanen de ellas, por las instituciones de
crédito o las personas a que se refieren los artículos 7o., 88,
89 y 92 de esta Ley, serán sancionados con multa que im-
pondrá administrativamente la Comisión Nacional Banca-
ria y de Valores, hasta del cinco por ciento del capital pa-
gado y reservas de capital de la institución o sociedad de
que se trate o hasta cien mil veces el salario mínimo gene-
ral diario vigente en el Distrito Federal, debiendo notifi-
carse al consejo de administración o consejo directivo co-
rrespondiente.

...

...

ARTÍCULO 115.- ...

...

Las instituciones de crédito, en términos de las disposicio-
nes de carácter general que emita la Secretaría de Hacien-
da y Crédito Público, escuchando la previa opinión de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores, estarán obliga-
das, en adición a cumplir con las demás obligaciones que
les resulten aplicables, a:

I. y II. ...

...

Asimismo, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
en las citadas reglas generales emitirá los lineamientos
sobre el procedimiento y criterios que las instituciones
de crédito deberán observar respecto de:

a. ...

b. La información y documentación que dichas institu-
ciones deban recabar para la apertura de cuentas o cele-
bración de contratos relativos a las operaciones y servi-
cios que ellas presten y que acredite plenamente la
identidad de sus clientes;

c. La forma en que las mismas instituciones deberán res-
guardar y garantizar la seguridad de la información y
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documentación relativas a la identificación de sus clien-
tes y usuarios o quienes lo hayan sido, así como la de
aquellos actos, operaciones y servicios reportados con-
forme al presente artículo, y

d. Los términos para proporcionar capacitación al inte-
rior de las instituciones sobre la materia objeto de este
artículo. Las disposiciones de carácter general a que se
refiere el presente artículo, señalarán los términos para
su debido cumplimiento.

Las instituciones de crédito deberán conservar, por al me-
nos diez años, la información y documentación a que se re-
fiere el inciso c) del párrafo anterior, sin perjuicio de lo es-
tablecido en éste u otros ordenamientos aplicables.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público estará facul-
tada para requerir y recabar, por conducto de la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores, a las instituciones de cré-
dito, quienes estarán obligadas a entregar información y
documentación relacionada con los actos, operaciones y
servicios a que se refiere este artículo. La Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público estará facultada para obtener in-
formación adicional de otras personas con el mismo fin y a
proporcionar información a las autoridades competentes.

...

Las disposiciones de carácter general a que se refiere este
artículo deberán ser observadas por las instituciones de cré-
dito, así como por los miembros del consejo de adminis-
tración, directivos, funcionarios, empleados y apoderados
respectivos, por lo cual, tanto las entidades como las per-
sonas mencionadas serán responsables del estricto cumpli-
miento de las obligaciones que mediante dichas disposi-
ciones se establezcan.

...

Las mencionadas multas podrán ser impuestas, tanto a las
instituciones de crédito, así como a los miembros del con-
sejo de administración, directivos, funcionarios, empleados
y apoderados respectivos, y a las personas físicas y mora-
les que, en razón de sus actos, ocasionen o intervengan pa-
ra que dichas instituciones de crédito incurran en la irregu-
laridad o resulten responsables de la misma. Sin perjuicio
de lo anterior, la Comisión Nacional Bancaria y de Valores,
atendiendo a las circunstancias de cada caso, podrá proce-
der conforme a lo previsto en el artículo 25 de esta Ley.

Los servidores públicos de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público y de la Comisión Nacional Bancaria y de
Valores, las instituciones de crédito, sus miembros del con-
sejo de administración, directivos, funcionarios, empleados
y apoderados, deberán abstenerse de dar noticia de los re-
portes y demás documentación e información a que se re-
fiere este artículo, a personas o autoridades distintas a las
facultadas expresamente en los ordenamientos relativos
para requerir, recibir o conservar tal documentación e in-
formación. La violación a estas obligaciones será sancio-
nada en los términos de las leyes correspondientes.

ARTÍCULO 116.- ...

...

Se deroga, último párrafo

ARTÍCULO CUARTO.- Se REFORMA el numeral 1 de
la fracción II del artículo 29, la fracción IX del artículo 34
y la fracción VI del artículo 81, de la Ley General de Ins-
tituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, para
quedar como sigue:

ARTÍCULO 29.- ...

I y I Bis ...

II. ...

1.- No podrán participar en su capital social pagado, di-
rectamente o a través de interpósita persona, institucio-
nes de crédito, sociedades mutualistas de seguros, casas
de bolsa, organizaciones auxiliares del crédito, socieda-
des operadoras de sociedades de inversión, entidades de
ahorro y crédito popular, administradoras de fondos pa-
ra el retiro, ni casas de cambio. ...

...

...

...

2.- ...

III. a XI. ...
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ARTÍCULO 34.- ...

I. a VIII. ...

IX. Recibir títulos en descuento y redescuento a institu-
ciones de crédito, organizaciones auxiliares del crédito
y sociedades financieras de objeto múltiple, así como a
fondos permanentes de fomento económico destinados
en fideicomiso por el gobierno federal en instituciones
de crédito;

X. a XVI. ...

ARTÍCULO 81.- ...

I. a V. ...

VI. Recibir títulos en descuento y redescuento a institu-
ciones de crédito, organizaciones auxiliares del crédito
y sociedades financieras de objeto múltiple, así como a
fondos permanentes de fomento económico destinados
en fideicomiso por el gobierno federal en instituciones
de crédito;

VII. a XII. ...

ARTÍCULO QUINTO.- Se REFORMA el inciso b) de la
fracción II bis del artículo 15 y la fracción XIV del artícu-
lo 16, de la Ley Federal de Instituciones de Fianzas, pa-
ra quedar como sigue:

ARTÍCULO 15.- ...

I. a II. ...

II Bis.- ...

a) ...

b) Sociedades mutualistas de seguros, casas de bolsa,
casas de cambio, organizaciones auxiliares del crédito,
entidades de ahorro y crédito popular, administradoras
de fondos para el retiro y sociedades operadoras de so-
ciedades de inversión;

...

...

...

III. a XII. ...

ARTÍCULO 16.- ...

I. a XIII. ...

XIV. Recibir títulos en descuento y redescuento a insti-
tuciones de crédito, organizaciones auxiliares del crédi-
to, sociedades financieras de objeto múltiple, así como
a fondos permanentes de fomento económico destina-
dos en fideicomiso por el gobierno federal en institucio-
nes de crédito;

XV. a XVIII. ...

...

ARTÍCULO SEXTO.- Se REFORMA el primer y se-
gundo párrafos del artículo 7º y la fracción III del artículo
8º de la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras,
para quedar como sigue:

ARTÍCULO 7o.- Los grupos a que se refiere la presente
Ley estarán integrados por una sociedad controladora y por
algunas de las entidades financieras siguientes: almacenes
generales de depósito, casas de cambio, instituciones de
fianzas, instituciones de seguros, casas de bolsa, institucio-
nes de banca múltiple, sociedades operadoras de socieda-
des de inversión, distribuidoras de acciones de sociedades
de inversión, administradoras de fondos para el retiro y so-
ciedades financieras de objeto múltiple.

El grupo financiero podrá formarse con cuando menos dos
de las entidades financieras señaladas en el párrafo ante-
rior, que podrán ser del mismo tipo. Como excepción a lo
anterior, un grupo financiero no podrá formarse sólo con
dos sociedades financieras de objeto múltiple.

...

I y II. ...

...

...

ARTÍCULO 8º.- ...

I y II. ...
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III.- De conformidad con las reglas generales que dicte
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, llevar a ca-
bo operaciones de las que le son propias a través de ofi-
cinas y sucursales de atención al público de otras enti-
dades financieras integrantes del grupo, excepto la
captación de recursos del público a través de depósitos
de dinero.

...

ARTÍCULO SÉPTIMO.- Se REFORMA la fracción X
del artículo 36 de la Ley de Ahorro y Crédito Popular,
para quedar como sigue:

ARTICULO 36.- ...

I. a IX. ...

X. Realizar, por cuenta de sus socios o clientes, opera-
ciones de factoraje financiero;

XI. a XXXIV. ...

ARTÍCULO OCTAVO.- Se DEROGAN los incisos i), j)
y k) de la fracción III del artículo 7 de la Ley de Inversión
Extranjera, para quedar como sigue:

ARTICULO 7.- ...

I y II. ...

III. ...

a) h) ...

i) Se deroga.

j) Se deroga.

k) Se deroga.

l) a x) ...

IV. ...

...

ARTÍCULO NOVENO.- Se REFORMA el tercer párra-
fo del artículo 8o, el segundo párrafo del artículo 9o, y los
incisos a) y b) de la fracción XVI del artículo 31, y se ADI-
CIONA un cuarto párrafo al artículo 8º, pasando el actual
párrafo cuarto a ser quinto párrafo y un último párrafo de
la fracción XVI del artículo 31 de la Ley del Impuesto so-
bre la Renta, para quedar como sigue:

Artículo 8o.- ...

...

El sistema financiero, para los efectos de esta Ley, se com-
pone por las instituciones de crédito, de seguros y de fian-
zas, sociedades controladoras de grupos financieros, alma-
cenes generales de depósito, administradoras de fondos
para el retiro, arrendadoras financieras, uniones de crédito,
sociedades financieras populares, sociedades de inversión
de renta variable, sociedades de inversión en instrumentos
de deuda, empresas de factoraje financiero, casas de bolsa,
casas de cambio y sociedades financieras de objeto limita-
do, que sean residentes en México o en el extranjero. Asi-
mismo, se considerarán integrantes del sistema financiero
a las sociedades financieras de objeto múltiple a las que se
refiere la Ley General de Organizaciones y Actividades
Auxiliares del Crédito que tengan cuentas y documentos
por cobrar derivados de las actividades que deben consti-
tuir su objeto social principal, conforme a lo dispuesto en
dicha ley, que representen al menos el setenta por ciento de
sus activos totales, o bien, que tengan ingresos derivados
de dichas actividades y de la enajenación o administración
de los créditos otorgados por ellas, que representen al me-
nos el setenta por ciento de sus ingresos totales. Para los
efectos de la determinación del porcentaje del setenta por
ciento, no se considerarán los activos o ingresos que deri-
ven de la enajenación a crédito de bienes o servicios de las
propias sociedades, de las enajenaciones que se efectúen
con cargo a tarjetas de crédito o financiamientos otorgados
por terceros.

Tratándose de sociedades de objeto múltiple de nueva cre-
ación, el Servicio de Administración Tributaria mediante
resolución particular en la que se considere el programa de
cumplimiento que al efecto presente el contribuyente podrá
establecer para los tres primeros ejercicios de dichas socie-
dades, un porcentaje menor al señalado en el párrafo ante-
rior, para ser consideradas como integrantes del sistema fi-
nanciero para los efectos de esta Ley.

...
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Artículo 9o.- ...

En las operaciones de factoraje financiero, se considerará
interés la ganancia derivada de los derechos de crédito ad-
quiridos por empresas de factoraje financiero y sociedades
financieras de objeto múltiple.

...

...

...

...

...

Artículo 31. ...

XVI. ...

...

a) Tratándose de créditos cuya suerte principal al día de
su vencimiento no exceda de $20,000.00, cuando en el
plazo de un año contado a partir de que incurra en mo-
ra, no se hubiera logrado su cobro. En este caso, se con-
siderarán incobrables en el mes en que se cumpla un año
de haber incurrido en mora.

Cuando se tengan dos o más créditos con una misma
persona física o moral de los señalados en el párrafo an-
terior, se deberá sumar la totalidad de los créditos otor-
gados para determinar si éstos no exceden del monto a
que se refiere dicho párrafo.

Lo dispuesto en el inciso a) de esta fracción será aplica-
ble tratándose de créditos contratados con el publico en
general, cuya suerte principal al día de su vencimiento
se encuentre entre $5000.00 a $20,000.00, siempre que
el contribuyente de acuerdo con las reglas de carácter
general que al respecto emita el Servicio de Administra-
ción Tributaria informe de dichos crédito a las socieda-
des de información crediticia que obtengan autorización
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público de con-
formidad con la Ley de Sociedades de Información Cre-
diticia.

Así mismo, será aplicable lo dispuesto en el inciso a) de
esta fracción, cuando el deudor del crédito de que se tra-

te sea contribuyente que realiza actividades empresaria-
les y el acreedor informe por escrito al deudor de que se
trate, que efectuará la deducción del crédito incobrable,
a fin de que el deudor acumule el ingreso derivado de la
deuda no cubierta en los términos de esta Ley. Los con-
tribuyentes que apliquen lo dispuesto en este párrafo,
deberán informar a más tardar el 15 de febrero de cada
año de los créditos incobrables que dedujeron en los tér-
minos de este párrafo en el año calendario inmediato an-
terior.

b) Tratándose de crédito cuya suerte principal al día de
su vencimiento sea mayor a $20,000.00 cuando el acre-
edor haya demandado ante la autoridad judicial el pago
del crédito o se haya iniciado el procedimiento arbitral
convenido para su cobro y además se cumpla con lo pre-
visto en el párrafo final del inciso anterior.

c) ...

...

...

Tratándose de cuentas por cobrar que tengan una garan-
tía hipotecaria, solamente será deducible el cincuenta
por ciento del monto cuando se den los supuestos a que
se refiere el inciso b) anterior. Cuando el deudor efectúe
el pago del adeudo o se haga la aplicación del importe
del remate a cubrir el adeudo, se hará la deducción del
saldo de la cuenta por cobrar o en su caso la acumula-
ción del importe recuperado. 

ARTÍCULO DÉCIMO.- Se REFORMA el inciso b) de
la fracción X del artículo 15 de la Ley del Impuesto al Va-
lor Agregado, para quedar como sigue:

Artículo 15.- No se pagará el impuesto por la prestación de
los siguientes servicios:

I. a IX.- ...

X. ...

a) ...

b) Reciban o paguen las instituciones de crédito, las
uniones de crédito, las sociedades financieras de objeto

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 2006703



limitado, las sociedades de ahorro y préstamo y las em-
presas de factoraje financiero, en operaciones de finan-
ciamiento, para las que requieran de autorización y por
concepto de descuento en documentos pendientes de co-
bro; los que reciban y paguen las sociedades financieras
de objeto múltiple que para los efectos del impuesto so-
bre la renta formen parte del sistema financiero, por el
otorgamiento de crédito, de factoraje financiero o des-
cuento en documentos pendientes de cobro; los que re-
ciban los almacenes generales de depósito por créditos
otorgados que hayan sido garantizados con bonos de
prenda; así como las comisiones de los agentes y co-
rresponsales de las instituciones de crédito por dichas
operaciones.

...

...

c) a i). ...

XI. a XVI. ...

ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO.- Se REFORMAN
los artículos 32-C y 84-E del Código Fiscal de la Federa-
ción, para quedar como sigue:

Artículo 32-C.- Las empresas de factoraje, y las socieda-
des financieras de objeto múltiple, estarán obligadas, en to-
dos los casos, a notificar al deudor la transmisión de dere-
chos de crédito operado en virtud de un contrato de
factoraje financiero, excepto en el caso de factoraje con
mandato de cobranza o factoraje con cobranza delegada.

Estarán obligados a recibir la notificación a que se refiere
el párrafo anterior, los deudores de los derechos transmiti-
dos a empresas de factoraje financiero, y a sociedades fi-
nancieras de objeto múltiple.

La notificación deberá realizarse dentro de un plazo que no
excederá de diez días a partir de la fecha en que operó la
transmisión correspondiente. La notificación se realizará
por cualquiera de los medios previstos en el caso de em-
presas de factoraje financiero, por el artículo 45-K de la
Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares
del Crédito, y en el caso de sociedades financieras de obje-
to múltiple, por el artículo 427 de la Ley General de Títu-
los y Operaciones de Crédito.

Artículo 84-E.- Se considera infracción en la que pueden
incurrir las empresas de factoraje financiero y las socieda-
des financieras de objeto múltiple en relación a las obliga-
ciones a que se refieren el primero y segundo párrafos del
Artículo 32-C de este Código, el no efectuar la notificación
de la transmisión de créditos operada en virtud de un con-
trato de factoraje financiero, o el negarse a recibir dicha no-
tificación.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- Entrarán en vigor el día siguiente de la pu-
blicación de este Decreto en el Diario Oficial de la Federa-
ción:

I. El artículo Primero del presente Decreto;

II. Las reformas a los artículos 4; 7 y 95 Bis, así como a la
identificación del Capítulo Único del Título Quinto y las
adiciones al Título Quinto con el Capítulo II, que incluye
los artículos 87-B a 87-Ñ, y al artículo 89 de la Ley Gene-
ral de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédi-
to, contenidas en el artículo Segundo de este Decreto;

III. Las reformas a los artículos 46 y 89, así como la adi-
ción al artículo 73 Bis de la Ley de Instituciones de Crédi-
to, contenidas en el artículo Tercero de este Decreto, y

IV. Los artículos Noveno, Décimo y Décimo Primero del
Presente Decreto.

A partir de la entrada en vigor a que se refiere este artícu-
lo, las operaciones de arrendamiento financiero y factoraje
financiero no se considerarán reservadas para las arrenda-
doras financieras y empresas de factoraje financiero, por lo
que cualquier persona podrá celebrarlas en su carácter de
arrendador o factorante, respectivamente, sin contar con la
autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co referida en el artículo 5 de la Ley General de Organiza-
ciones y Actividades Auxiliares del Crédito.

Las sociedades financieras de objeto limitado podrán se-
guir actuando con el carácter de fiduciarias en los fideico-
misos a los que se refiere el artículo 395 de la Ley General
de Títulos y Operaciones de Crédito hasta que queden sin
efectos las autorizaciones que les haya otorgado la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público, en términos de la frac-
ción IV del artículo 103 de la Ley de Instituciones de Cré-
dito, salvo que adopten la modalidad de sociedad financiera
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de objeto múltiple, en cuyo caso podrán continuar en el
desempeño de su encomienda fiduciaria.

SEGUNDO.- Las personas que, a partir de la fecha de en-
trada en vigor de las disposiciones a que se refiere el artí-
culo primero transitorio de este Decreto, realicen operacio-
nes de arrendamiento financiero y factoraje financiero, en
su carácter de arrendador o factorante, respectivamente, sin
contar con la autorización de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público referida en el artículo 5 de la Ley General
de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, se
sujetarán a las disposiciones aplicables a dichas operacio-
nes de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédi-
to. A dichas personas no les será aplicable el régimen que
la Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares
del Crédito prevé para las arrendadoras financieras y em-
presas de factoraje.

En los contratos de arrendamiento financiero y factoraje fi-
nanciero que celebren las personas a que se refiere este ar-
tículo, ellas deberán señalar expresamente que no cuentan
con la autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público prevista en el artículo 5 de la Ley General de Or-
ganizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito y que,
excepto tratándose de sociedades financieras de objeto
múltiple reguladas, no están sujetas a la supervisión de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Igual mención
deberá señalarse en cualquier tipo de información que, con
fines de promoción de sus servicios, utilicen las personas
señaladas.

TERCERO.- Entrarán en vigor a los siete años de la pu-
blicación del presente Decreto en el Diario Oficial de la Fe-
deración, las reformas a los artículos 5, 8, 40, 45 Bis 3, 47,
48, 48-A, 48-B, 78, 96, 97, 98 y 99, así como la derogación
a los artículos 3 y 48 y del Capítulo II del Título Segundo,
que incluye los artículos 24 a 38, del Capítulo II Bis del Tí-
tulo Segundo, que incluye los artículos 45-A a 45-T, de la
Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares
del Crédito contenidas en el artículo Segundo de este De-
creto. 

A partir de la fecha en que entren en vigor las reformas y
derogaciones señaladas en el párrafo anterior, las autoriza-
ciones que haya otorgado la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público para la constitución y operación de arrendado-
ras financieras y empresas de factoraje financiero quedarán
sin efecto por ministerio de ley, por lo que las sociedades
que tengan dicho carácter dejarán de ser organizaciones au-
xiliares del crédito.

Las sociedades señaladas en el párrafo anterior no estarán
obligadas a disolverse y liquidarse por el hecho de que,
conforme a lo dispuesto por el párrafo anterior, queden sin
efecto las autorizaciones respectivas, aunque, para que
puedan continuar operando, deberán:

I. Reformar sus estatutos sociales a efecto de eliminar
cualquier referencia expresa o de la cual se pueda infe-
rir que son organizaciones auxiliares del crédito y que se
encuentran autorizadas por la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público para constituirse y funcionar con tal ca-
rácter.

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, a más tardar en la fecha en que entren en vigor las
reformas y derogaciones señalada en el primer párrafo
de este artículo, el instrumento público en el que conste
la reforma estatutaria referida en la fracción anterior,
con los datos de la respectiva inscripción en el Registro
Público de Comercio.

Las sociedades que no cumplan con lo dispuesto por la
fracción II anterior entrarán, por ministerio de ley, en esta-
do de disolución y liquidación, sin necesidad de acuerdo de
asamblea general de accionistas.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con indepen-
dencia de que se cumpla o no con los requisitos señalados
en las fracciones anteriores, publicará en el Diario Oficial
de la Federación que las autorizaciones a que se refiere es-
te artículo han quedado sin efecto. 

La entrada en vigor de las reformas y derogación a que es-
te artículo transitorio se refiere no afectará la existencia y
validez de los contratos que, con anterioridad a la misma,
hayan suscrito aquellas sociedades que tenían el carácter de
arrendadoras financieras y empresas de factoraje financie-
ro, ni será causa de ratificación o convalidación de esos
contratos. Sin perjuicio de lo anterior, a partir de la entrada
en vigor señalada en este artículo, los contratos de arren-
damiento y factoraje financiero a que se refiere este párra-
fo se regirán por las disposiciones correlativas de la Ley
General de Títulos y Operaciones de Crédito.

En los contratos de arrendamiento financiero y factoraje fi-
nanciero que las sociedades celebren con posterioridad a la
fecha en que, conforme a lo dispuesto por este artículo,
queden sin efecto las respectivas autorizaciones que les ha-
ya otorgado la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
aquellas deberán señalar expresamente que no cuentan con
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autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-
co y que, excepto tratándose de sociedades financieras de
objeto múltiple reguladas, no están sujetas a la supervisión
de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. Igual men-
ción deberá señalarse en cualquier tipo de información que,
con fines de promoción de sus servicios, utilicen las socie-
dades señaladas.

CUARTO.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
solo dará trámite a las solicitudes de autorización que, pa-
ra la constitución y operación de arrendadoras financieras
y empresas de factoraje financiero, en términos de lo dis-
puesto por la Ley General de Organizaciones y Actividades
Auxiliares del Crédito, hayan sido presentadas antes de la
fecha en que se publique en el Diario Oficial de la Federa-
ción el presente Decreto. Las autorizaciones que, en su ca-
so se otorguen solo estarán vigentes hasta la fecha en que
se cumplan siete años de la publicación del presente De-
creto en el Diario Oficial de la Federación y quedarán su-
jetas a lo dispuesto por el artículo que antecede.� 

QUINTO.- Entrarán en vigor a los siete años de la publi-
cación del presente Decreto en el Diario Oficial de la Fe-
deración, las reformas, adiciones y derogaciones a los artí-
culos 45-A, 45-B, 45-D, 45-I, 45-K, 45-N, 49, 85 BIS, 103,
108, 115 y 116 de la Ley de Instituciones de Crédito con-
tenidas en el artículo Tercero de este Decreto.

A partir de la fecha en que entren en vigor las reformas y
derogaciones señaladas en el párrafo anterior, las autoriza-
ciones que hayan sido otorgadas por la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, en términos del artículo 103,
fracción IV, de la Ley de Instituciones de Crédito, a las so-
ciedades financieras de objeto limitado, quedarán sin efec-
to por ministerio de ley, sin que por ello estén obligadas a
disolverse y liquidarse, aunque, para que puedan continuar
operando, deberán:

I. Reformar sus estatutos sociales, a afecto de eliminar
cualquier referencia expresa o de la cual se pueda infe-
rir que son sociedades financieras de objeto limitado y
que se encuentran autorizadas por la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público para ello.

II. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico, a más tardar en la fecha en que entren en vigor las
reformas y derogaciones señaladas en el primer párrafo
de este artículo, el instrumento público en el que conste
la reforma estatutaria referida en la fracción anterior,

con los datos de la respectiva inscripción en el Registro
Público de Comercio.

Las sociedades que no cumplan con lo dispuesto por la
fracción II anterior entrarán, por ministerio de ley, en esta-
do de disolución y liquidación, sin necesidad de acuerdo de
asamblea general de accionistas.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público, con indepen-
dencia de que se cumpla o no con los requisitos señalados
en las fracciones anteriores, publicará en el Diario Oficial
de la Federación que las autorizaciones a que se refiere es-
te artículo han quedado sin efecto.

La entrada en vigor de las reformas, adiciones y deroga-
ciones a los artículos de la Ley de Instituciones de Crédito
señalados en este artículo transitorio no afectará la existen-
cia y validez de los contratos que, con anterioridad a la
misma, hayan suscrito las sociedades que tenían el carácter
de sociedades financieras de objeto limitado, ni será causa
de ratificación o convalidación de esos contratos.

En los contratos de crédito que las sociedades celebren con
posterioridad a la fecha en que, conforme a lo dispuesto
por este artículo, queden sin efecto las respectivas autori-
zaciones que les haya otorgado la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, aquellas deberán señalar expresamente
que no cuentan con autorización de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público. Igual mención deberá señalarse
en cualquier tipo de información que, con fines de promo-
ción de sus servicios, utilicen las sociedades señaladas.

SEXTO.- La Secretaría de Hacienda y Crédito Público so-
lo dará trámite a las solicitudes que, para obtener la autori-
zación señalada en el artículo 103, fracción IV, de la Ley de
Instituciones Crédito y en términos de lo dispuesto por la
misma ley, hayan sido presentadas antes de la fecha en que
se publique en el Diario Oficial de la Federación el presen-
te Decreto. Las autorizaciones que, en su caso se otorguen
solo estarán vigentes hasta la fecha en que se cumplan sie-
te años de la publicación del presente Decreto en el Diario
Oficial de la Federación y quedarán sujetas a lo dispuesto
por el artículo que antecede.

SÉPTIMO.- Las arrendadoras financieras, empresas de
factoraje financiero y sociedades financieras de objeto li-
mitado que, antes de la fecha en que se cumplan siete años
de la publicación del presente Decreto en el Diario Ofi-
cial de la Federación, pretendan celebrar operaciones de
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arrendamiento financiero, factoraje financiero y otorga-
miento de crédito sin sujetarse al régimen de la Ley Gene-
ral de Organizaciones y Actividades Auxiliares del Crédito
y de la Ley de Instituciones de Crédito que, según sea el ca-
so, les sean aplicables, deberán:

I. Acordar en asamblea de accionistas que las operacio-
nes de arrendamiento financiero, factoraje financiero y
crédito que realicen dichas sociedades con el carácter de
arrendador, factorante o acreditante se sujetarán al régi-
men de la Ley General de Títulos y Operaciones de Cré-
dito y, en su caso, al de sociedades financieras de obje-
to múltiple previsto en la General de Organizaciones y
Actividades Auxiliares del Crédito;

II. Reformar sus estatutos sociales, a efecto de eliminar,
según corresponda, cualquier referencia expresa o de la
cual se pueda inferir que son organizaciones auxiliares
del crédito o sociedades financieras de objeto limitado;
que se encuentran autorizadas por la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público; que, excepto que se ubiquen
en el supuesto del penúltimo párrafo del artículo 87-B
de la Ley General de Organizaciones y Actividades Au-
xiliares del Crédito, están sujetas a la supervisión de la
Comisión Nacional Bancaria y de Valores y que su or-
ganización, funcionamiento y operación se rigen por di-
cha Ley o por la Ley de Instituciones de Crédito, y

III. Presentar a la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico el instrumento público en el que conste la celebra-
ción de la asamblea de accionistas señalada en la frac-
ción I y la reforma estatutaria referida en la fracción II
anterior, con los datos de la respectiva inscripción en el
Registro Público de Comercio.

La autorización que haya otorgado la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público, según corresponda, para la cons-
titución, operación, organización y funcionamiento de la
arrendadora financiera, empresa de factoraje financiero o
sociedad financiera de objeto limitado de que se trate, que-
dará sin efecto a partir del día siguiente a la fecha en que
se inscriba en el Registro Público de Comercio la reforma
estatutaria señalada en la fracción II de este artículo, sin
que, por ello, la sociedad deba entrar en estado de disolu-
ción y liquidación. La Secretaría de Hacienda y Crédito
Público publicará en el Diario Oficial de la Federación que
la autorización ha quedado sin efecto.

Los contratos que hayan suscrito las arrendadoras financie-
ras, empresas de factoraje financiero o sociedades finan-

cieras de objeto limitado con anterioridad a la fecha en que,
conforme a lo dispuesto por este artículo, queden sin efec-
tos las autorizaciones referidas, no quedarán afectados en
su existencia o validez ni deberán ser ratificados o conva-
lidados por esa causa.

En los contratos de arrendamiento financiero, factoraje fi-
nanciero y crédito que las sociedades a que se refiere este
artículo celebren con posterioridad a la fecha en que la au-
torización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
haya quedado sin efecto, aquellas deberán señalar expresa-
mente que no cuentan autorización de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público y que, excepto tratándose de so-
ciedades financieras de objeto múltiple reguladas, no están
sujetas a la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria
y de Valores. Igual mención deberá señalarse en cualquier
tipo de información que, con fines de promoción de sus
servicios, utilicen las sociedades señaladas en el primer pá-
rrafo de este artículo.

OCTAVO.- En tanto las autorizaciones otorgadas por la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público no queden sin
efecto o sean revocadas, las arrendadoras financieras, em-
presas de factoraje y sociedades financieras de objeto limi-
tado seguirán, según corresponda, sujetas al régimen de la
Ley General de Organizaciones y Actividades Auxiliares
del Crédito, de la Ley de Instituciones de Crédito y demás
disposiciones que conforme a las mismas les resulten apli-
cables, así como a las demás que emitan la citada Secreta-
ría para preservar la liquidez, solvencia y estabilidad de las
entidades señaladas.

NOVENO.- Los artículos Cuarto y Quinto de este Decre-
to entrarán en vigor el día siguiente al de su publicación en
el Diario Oficial de la Federación.

DÉCIMO.- El artículo Sexto de este Decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario Ofi-
cial de la Federación.

Las arrendadoras financieras, empresas de factoraje finan-
ciero y sociedades financieras de objeto limitado cuyas ac-
ciones con derecho a voto que representen, cuando menos,
el cincuenta y uno por ciento de su capital social sean pro-
piedad de sociedades controladoras de grupos financieros
con anterioridad a la fecha en que se cumplan siete años de
la publicación del presente Decreto en el Diario Oficial de
la Federación, serán consideradas como integrantes de di-
chos grupos financieros en tanto continúe vigente la auto-
rización que la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
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les haya otorgado a dichas entidades para constituirse, ope-
rar, organizarse y funcionar, según sea el caso, con tal ca-
rácter. En este supuesto, seguirá siendo aplicable en lo con-
ducente la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras.

En caso que, conforme a lo dispuesto por el presente De-
creto, las arrendadoras financieras, empresas de factoraje
financiero y sociedades financieras de objeto limitado refe-
ridas en el párrafo anterior adopten la modalidad de socie-
dades financieras de objeto múltiple y las acciones con de-
recho a voto representativas de, cuando menos, el
cincuenta y uno por ciento de su capital social permanezca
bajo la propiedad de la sociedad controladora de que se tra-
te, dichas sociedades serán consideradas como integrantes
del grupo financiero respectivo en términos del artículo 7
de la Ley para Regular las Agrupaciones Financieras, re-
formado por este Decreto, siempre y cuando se inscriban
en el Registro Público de Comercio las reformas corres-
pondientes a los estatutos sociales de la sociedad controla-
dora, se modifique el convenio de responsabilidades a que
se refiere el artículo 28 de la misma Ley y la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público apruebe la modificación a la
autorización otorgada al grupo financiero de que se trate
para constituirse y funcionar con tal carácter. Las respon-
sabilidades de la controladora subsistirán en tanto no que-
den totalmente cumplidas todas las obligaciones contraídas
por las sociedades que dejan de tener el carácter de arren-
dadoras financieras, empresas de factoraje financiero y so-
ciedades financieras de objeto limitado, antes de la inscrip-
ción señalada.

DÉCIMO PRIMERO.- Los artículos Séptimo y Octavo
del presente Decreto entrarán en vigor el día siguiente al de
su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

DÉCIMO SEGUNDO.- Las instituciones de crédito y ca-
sas de bolsa que sean propietarias de acciones representati-
vas del capital social de arrendadoras financieras y empre-
sas de factoraje financiero, cuya autorización haya
quedado sin efecto por virtud de este Decreto, podrán con-
servar dichas acciones siempre que esas sociedades adop-
ten el carácter de sociedades financieras de objeto múltiple.

Las instituciones de crédito que sean propietarias de accio-
nes representativas del capital social de sociedades finan-
cieras de objeto limitado, cuya autorización haya quedado
sin efecto por virtud de este Decreto, podrán conservar di-
chas acciones siempre que esas sociedades adopten el ca-
rácter de sociedades financieras de objeto múltiple.

DÉCIMO TERCERO.- Los procesos de conciliación y
arbitraje seguidos conforme Ley de Protección y Defensa
al Usuario de Servicios Financieros, que a la fecha de pu-
blicación del Presente Decreto se encuentren pendientes de
resolver, seguirán rigiéndose por dicha Ley, hasta su con-
clusión.

DÉCIMO CUARTO.- Por lo que se refiere a las socieda-
des de ahorro y préstamo, se estará al régimen transitorio
que para las mismas se prevé en el Decreto por el que se re-
forman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la
Ley de Ahorro y Crédito Popular publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 27 de enero de 2003, así como
en el Decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley de Ahorro y Crédito Popular publi-
cadas en el mismo Diario el 27 de mayo de 2005.

DÉCIMO QUINTO.- Las sociedades financieras de obje-
to múltiple se reputan intermediarios financieros rurales
para los efectos de la Ley Orgánica de la Financiera Rural.

Sala de Comisiones de la H. Cámara de Diputados a 28 de marzo de
2006.

Comisión de Hacienda y Crédito Público, diputados: Gustavo Ma-
dero Muñoz (rúbrica), Presidente; Francisco Suárez y Dávila (rúbrica),
Juan Carlos Pérez Góngora, José Felipe Puelles Espina, María de los
Dolores Padierna Luna, Cuauhtémoc Ochoa Fernández, Óscar Gonzá-
lez Yáñez, Jesús Emilio Martínez Álvarez, secretarios; José Porfirio
Alarcón Hernández (rúbrica), José Arturo Alcántara Rojas, Ángel Au-
gusto Buendía Tirado (rúbrica), Marko Antonio Cortés Mendoza, En-
rique Ariel Escalante Arceo (rúbrica), Humberto Francisco Filizola Ha-
ces, José Luis Flores Hernández (rúbrica), Juan Francisco Molinar
Horcasitas, Francisco Luis Monárrez Rincón (rúbrica), Irma Guadalu-
pe Moreno Ovalles, José Adolfo Murat Macías (rúbrica), Jorge Carlos
Obregón Serrano (rúbrica), José Osuna Millán (rúbrica), Manuel Pérez
Cárdenas (rúbrica), Alfonso Ramírez Cuéllar, Luis Antonio Ramírez
Pineda (rúbrica), Javier Salinas Narváez, María Esther de Jesús Scher-
man Leaño, José Isabel Trejo Reyes (rúbrica), Francisco Javier Valdéz
de Anda (rúbrica), Emilio Zebadúa González.»

Es de segunda lectura.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Esta
Presidencia ha recibido un documento, de parte de la Co-
misión, donde se propone la adición de un artículo décimo
sexto transitorio. Se ruega a la Secretaría dar cuenta con es-
te ocurso y preguntar a la Asamblea, en votación económi-
ca, si es de aceptarse que se integre al dictamen.
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La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Sí,
señor Presidente. 

�Artículo Décimo Sexto Transitorio. Posterior a la fecha en
que entre en vigor el presente decreto, la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público podrá autorizar objetos sociales
amplios que incluyan todas las operaciones de crédito del
artículo 46 de la Ley de Instituciones de Crédito, de arren-
damiento y de factoraje financiero a las sociedades finan-
cieras de objeto limitado que así lo soliciten, y mantener la
regulación de la propia Secretaría y de la Comisión Nacio-
nal Bancaria y de Valores, así como la denominación co-
rrespondiente. Para los efectos, la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público podrá otorgar la autorización para la trans-
formación a sociedad financiera de objeto limitado a las
empresas de arrendamiento y factoraje financiero que lo
soliciten, las cuales continuarán reguladas. La regulación y
la autorización otorgada de acuerdo con los párrafos ante-
riores quedarán sin efecto por ministerio de ley a los tres
años siguientes a la fecha de entrada en vigor del presente
decreto, y las sociedades que hayan obtenido dicha autori-
zación a partir de esta fecha quedarán sujetas a lo dispues-
to en los artículos tercero y quinto transitorios de este de-
creto�. 

En votación económica se pregunta si se acepta la incorpo-
ración de este artículo décimo sexto transitorio al dicta-
men.

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo...

Las ciudadanas diputadas y los ciudadanos diputados que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo... Mayoría por
la afirmativa, diputado Presidente.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Se
acepta. Luego entonces, está a discusión el dictamen con
la adición presentada y aceptada por la Asamblea. Esta Pre-
sidencia no tiene registrados oradores. Considera el asunto
suficientemente discutido; pero para los efectos del artícu-
lo 134, se cumple estrictamente la formalidad de preguntar
a la Asamblea si va a reservar algún artículo. No habiendo
reserva alguna, se pide a la Secretaría que ordene la aper-
tura del sistema electrónico de votación por tres minutos a
efecto de recabar votación nominal en lo general y en lo
particular, en un solo evento.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Há-
ganse los avisos a que se refiere el artículo 161 del Regla-
mento Interior. Ábrase el sistema electrónico por tres mi-
nutos para proceder a la votación en lo general y en lo
particular, en un solo acto. Se recuerda a las señoras dipu-
tadas y a los señores diputados que los reportes de fallas
del sistema electrónico deben hacerse antes que transcurra
el tiempo para la votación: una vez cerrado el sistema, no
se aceptará ningún voto. (...) 

Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva voz:

El diputado Alonso Adrián Juárez Jiménez (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Karina Martínez Cantú (desde la curul): A
favor.

El diputado Francisco Grajales Palacios (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Marcela Guerra Castillo (desde la curul): A
favor.

El diputado Juan Antonio Gordillo Reyes (desde la cu-
rul): A favor.

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales: Se-
ñor Presidente: se emitieron 342 votos a favor; 15 en con-
tra y 12 abstenciones.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Apro-
bado en lo general y en lo particular por 342 votos, el
proyecto de decreto que reforma, adiciona y deroga di-
versas disposiciones de la Ley General de Títulos y
Operaciones de Crédito, de la Ley General de Organi-
zaciones y Actividades Auxiliares del Crédito, de la Ley
de Instituciones de Crédito, de la Ley General de Insti-
tuciones y Sociedades Mutualistas de Seguros, de la Ley
Federal de Instituciones de Fianzas, de la Ley para Re-
gular las Agrupaciones Financieras, de la Ley de Aho-
rro y Crédito Popular, de la Ley de Inversión Extranje-
ra, de la Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Ley del
Impuesto al Valor Agregado y del Código Fiscal de la
Federación; pasa al Senado para sus efectos constitu-
cionales. 
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CONDECORACIONES

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: El si-
guiente punto del orden del día es la discusión de los dic-
támenes relativos a las solicitudes de permisos. Consulte la
Secretaría a la Asamblea, en votación económica, si se dis-
pensa la lectura.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Por ins-
trucciones de la Presidencia, en votación económica se
consulta a la Asamblea si es de dispensarse la lectura de los
dictámenes.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo por favor...

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa... Ma-
yoría por la afirmativa, diputado Presidente. Se dispen-
sa la lectura. 

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: En
consecuencia, se pide a la Secretaría someter a la conside-
ración de la Asamblea los proyectos de decreto.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación le fue turnado, para su es-
tudio y dictamen, la solicitud de permiso constitucional ne-
cesario para que la ciudadana Silvia Pinal Hidalgo pueda
aceptar y usar la condecoración de Encomienda de la Or-
den de Isabel la Católica, que le confiere el Gobierno del
Reino de España.

La Comisión considera cumplidos los requisitos legales
necesarios para conceder el permiso solicitado y en tal vir-
tud, de acuerdo con lo que establece la fracción III del
apartado C) del artículo 37 constitucional, se permite so-
meter a la aprobación de la honorable asamblea el siguien-
te

Proyecto de Decreto

Artículo Único.- Se concede permiso a la ciudadana Silvia
Pinal Hidalgo para aceptar y usar la condecoración de En-
comienda de la Orden de Isabel la Católica, que le confie-
re el Gobierno del Reino de España.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión.- México, DF, a 6 de abril de 2006.

La Comisión de Gobernación, diputados: Julián Angulo Góngora
(rúbrica), Presidente; Yolanda Guadalupe Valladares Valle (rúbrica),
secretaria; David Hernández Pérez, secretario; Daniel Ordóñez Her-
nández (rúbrica), secretario; Maximino Alejandro Fernández Ávila, se-
cretario; José Porfirio Alarcón Hernández (rúbrica), Fernando Álvarez
Monje, René Arce Islas (rúbrica), Omar Bazán Flores, José Luis Brio-
nes Briseño (rúbrica), Socorro Díaz Palacios (rúbrica), Luis Eduardo
Espinoza Pérez (rúbrica), Jesús González Schmal, Héctor Humberto
Gutiérrez de la Garza (rúbrica), Ana Luz Juárez Alejo, Alonso Adrián
Juárez Jiménez, Guillermo Martínez Nolasco (rúbrica), Gonzalo Mo-
reno Arévalo (rúbrica), Consuelo Muro Urista (rúbrica), José Eduviges
Nava Altamirano, José Agustín Roberto Ortiz Pinchetti (rúbrica), Ser-
gio Penagos García, Hugo Rodríguez Díaz, Margarita Saldaña Her-
nández (rúbrica), José Sigona Torres (rúbrica), Sergio Vázquez García,
Mario Alberto Zepahua Valencia (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Está a
discusión el proyecto de decreto... No habiendo quien haga
uso de la palabra, se reserva para su votación nominal en
conjunto.

CONDECORACIONES

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: «Escu-
do Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.� Cámara
de Diputados.� LIX Legislatura.

Honorable Asamblea:

A la Comisión de Gobernación que suscribe, el 18 de abril
de 2006 le fue turnado para su estudio y dictamen, el ex-
pediente con la minuta proyecto de decreto que concede
permiso al ciudadano Capitán de Navío CG DEM Pedro
García Gil para aceptar y usar la condecoración del Servi-
cio Marítimo Nacional en grado de Servicios Distinguidos
�Almirante Cristóbal Colón�, en segunda clase �Mérito
Naval�, que le otorga la Comandancia del Servicio Maríti-
mo Nacional.

La Comisión considera cumplidos los requisitos legales
necesarios para conceder el permiso solicitado y en tal vir-
tud, de conformidad con lo que establece la fracción III del
apartado C) del artículo 37 constitucional, se permite so-
meter a la consideración de la honorable asamblea el si-
guiente
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Proyecto de Decreto

Artículo Único.- Se concede permiso al C. Capitán de Na-
vío CG DEM Pedro García Gil para aceptar y usar la con-
decoración del Servicio Marítimo Nacional en grado de
Servicios Distinguidos �Almirante Cristóbal Colón�, en se-
gunda clase �Mérito Naval�, que le otorga la Comandancia
del Servicio Marítimo Nacional de la República de Pana-
má.

Sala de Comisiones de la Cámara de Diputados del honorable Congre-
so de la Unión.- México, DF, a 19 de abril de 2006.

Por la Comisión de Gobernación, diputados: Julián Angulo Góngo-
ra (rúbrica), Presidente; Yolanda Guadalupe Valladares Valle (rúbrica),
secretaria; David Hernández Pérez, secretario; Daniel Ordóñez Her-
nández, secretario; Maximino Alejandro Fernández Ávila, secretario;
José Porfirio Alarcón Hernández (rúbrica), Fernando Álvarez Monje
(rúbrica), René Arce Islas (rúbrica), Omar Bazán Flores, José Luis
Briones Briseño (rúbrica), Socorro Díaz Palacios (rúbrica), Luis
Eduardo Espinoza Pérez (rúbrica), Jesús González Schmal (rúbrica),
Héctor Humberto Gutiérrez de la Garza, Ana Luz Juárez Alejo (rúbri-
ca), Alonso Adrián Juárez Jiménez, Pablo Alejo López Núñez (rúbri-
ca), Federico Madrazo Rojas (rúbrica), Guillermo Martínez Nolasco
(rúbrica), Gonzalo Moreno Arévalo (rúbrica), Consuelo Muro Urista,
José Eduviges Nava Altamirano (rúbrica), José Agustín Roberto Ortiz
Pinchetti, Sergio Penagos García, Hugo Rodríguez Díaz, Margarita
Saldaña Hernández (rúbrica), José Sigona Torres, Sergio Vázquez Gar-
cía (rúbrica), Mario Alberto Zepahua Valencia (rúbrica).»

Está a discusión el proyecto de decreto.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: No
habiendo quien haga uso de la palabra, proceda la Secreta-
ría a recoger la votación nominal de este proyecto de de-
creto y el anteriormente reservado, en un solo acto, por tres
minutos.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Hágan-
se los avisos a que se refiere el artículo 161 del Reglamen-
to para el Gobierno Interior. Ábrase el sistema electrónico
de votación por tres minutos para tomar la votación nomi-
nal de los proyectos de decreto en un solo acto. Se recuer-
da a los señores diputados que los reportes de fallas del sis-
tema electrónico deben hacerse antes que transcurra el
tiempo para la votación: una vez cerrado el sistema, no se
aceptará ningún voto, a excepción de los que se hubieran
registrado con anterioridad. (...) 

Ciérrese el sistema electrónico de votación. De viva voz:

El diputado Alonso Adrián Juárez Jiménez (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Karina Martínez Cantú (desde la curul): A
favor.

El diputado Francisco Grajales Palacios (desde la cu-
rul): A favor.

La diputada Marcela Guerra Castillo (desde la curul): A
favor.

El diputado Juan Antonio Gordillo Reyes (desde la cu-
rul): A favor.

El Secretario diputado Marcos Morales Torres: Presi-
dente: se emitieron en pro 365 votos, en contra 0 y absten-
ciones 8.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Apro-
bados, los decretos, por 365 votos; pasan al Senado y al
Ejecutivo para sus efectos constitucionales. 

COLEGIO DE ESTUDIOS CIENTIFICOS 
Y TECNOLOGICOS - CENTROS DE 

ESTUDIOS DE BACHILLERATO

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: El si-
guiente punto del orden del día son dictámenes a discusión
con puntos de acuerdo. En virtud de que se encuentran pu-
blicados en la Gaceta Parlamentaria, consulte la Secretaría
a la Asamblea si se autoriza que sólo se dé lectura a los
enunciados y se reserven para su votación económica en
conjunto, en la inteligencia de que en el último de ellos ten-
go la petición del diputado Boltvinik de participar.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: Por
instrucciones de la Presidencia se consulta a la Asamblea,
en votación económica, si se autoriza que sólo se dé lectu-
ra a los enunciados y se reserven para su votación en con-
junto.

Los ciudadanos diputados que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo por favor...

Los ciudadanos diputados que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo... Mayoría por la afirmativa, diputado
Presidente.
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El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Se au-
toriza. Esta Presidencia quiere aclarar el trámite de hace un
momento: hay un acuerdo de la Junta de Coordinación Po-
lítica de evitar en lo posible los oradores; lo que vamos a
hacer en este caso es guardar el primero y el último de los
puntos de acuerdo para votarlos diferenciadamente. Ade-
lante.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, con punto de acuerdo para exhortar a la Secre-
taría de Educación Pública y a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público a homologar las condiciones laborales de
los trabajadores de los Cecytes y los Centros de Estudios
de Bachillerato, utilizando el dinero aprobado por el Con-
greso y no entregado como bono según se hizo con el re-
curso de 2005 y resolver con la mayor brevedad el recurso
de 2006

HONORABLE ASAMBLEA

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
de la LIX Legislatura Federal de la H. Cámara de Diputa-
dos, con fundamento en los artículo 39 y 45 numeral 6, in-
ciso e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; 56, 87, 88 y demás aplica-
bles del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a su
consideración Dictamen sobre la Proposición con Punto de
Acuerdo para exhortar a la SEP y a la SHCP, a que homo-
loguen las condiciones laborales de los docentes del Cole-
gio y los Centros de Estudio de Bachillerato y de los
CECYTES con el resto de las Instituciones Públicas de
Educación Media Superior.

METODOLOGÍA

I. El capítulo de �ANTECEDENTES� da constancia
del trámite de inicio del proceso legislativo; del recibo
de turno para la elaboración del dictamen respectivo; así
como de los trabajos previos de la Comisión que otorga
la opinión.

II. En el capítulo �CONTENIDO DE LA PROPOSI-
CIÓN CON PUNTO DE ACUERDO� se extracta la
trascendencia de la propuesta en estudio.

III. El capítulo de �CONSIDERACIONES SOBRE LA
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO�, la
Comisión enuncia los argumentos de valoración de la
propuesta y los motivos que apoyan el resolutivo del
dictamen.

ANTECEDENTES

La proposición de mérito fue presentada a esta Soberanía
por el Dip. Paulo Tapia Palacios, del Grupo Parlamentario
Partido Revolucionario Institucional, el día 28 de abril de
2005, en nombre de la subcomisión de Educación Superior.

Una vez que se constato que la iniciativa cumple con los
requisitos legales para ser aceptada a discusión, la Mesa
Directiva la turnó a esta Comisión para su estudio y efec-
tos conducentes a través del oficio D.G.P.L. 59-II-2-1410,
que a su vez remitió a la Subcomisión de Educación Media
Superior y Profesional Medio para su estudio y análisis.

Como resultado de la revisión del documento, se acordó
proponer que la proposición con punto de acuerdo sea dic-
taminado en sentido positivo con modificaciones. En con-
secuencia esta Comisión Dictaminadora procedió a prepa-
rar Proyecto de Dictamen, que fue aprobado por el Pleno
de la Comisión en reunión del día 24 de febrero de 2006,
por unanimidad de los miembros presentes.

CONTENIDO DE LA 
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

La Proposición parte de recordar que la educación imparti-
da por el Estado Mexicano es un Derecho Constitucional
que, además del imperativo de la cobertura universal, debe
garantizar piso básico de calidad del servicio, medidos en
indicadores objetivos de aprovechamiento académico y
eficiencia terminal.

Que este derecho a la educación de calidad no tiene como
premisa la limitación de los derechos laborales del perso-
nal que presta ese servicio en nombre del estado mexicano.

Que es deber también de las áreas de planeación de la Se-
cretaria de Educación pública promover la homologación
de las condiciones de trabajo de quienes prestan servicios
idénticos en niveles de educación semejantes.

En virtud de lo anterior la Proposición con punto de acuer-
do propone:
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CONSIDERACIONES SOBRE LA 
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

Al respecto, la proposición de merito es de relevancia sus-
tancial ya que al homologar las condiciones laborales de
las y los trabajadores del CECYTES y los Centros de Es-
tudio de Bachillerato, con el dinero que fue aprobado por
este H. Congreso de la Unión, se encontraría la armonía ne-
cesaria entre los principios de calidad educativa y la de los
criterios de preservación de los derechos laborales de quien
presta ese servicio en las aulas.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos somete
a la consideración de la honorable Asamblea, el siguiente:

ACUERDO.

Único.- La Cámara de Diputados exhorta a la Secretaria de
Educación Pública y a la Secretaria de Hacienda y Crédito
Público a homologar las condiciones laborales de las y los
trabajadores del CECYTES y los Centros de Estudio de
Bachillerato, utilizando el dinero aprobado por el Congre-
so y no entregado como bono según se hizo con el recurso
del 2005 y resolviendo a la brevedad el recurso del año
2006, presentada por el Dip. Paulo Tapia Palacios, el 28 de
abril de 2005.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en México, DF, a los veinticuatro días del
mes de febrero de 2006.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: Salvador Pablo Martínez Della Rocca (rúbrica), Presidente, José
Guillermo Aréchiga Santamaría (rúbrica), Consuelo Camarena Gómez
(rúbrica), Felipe de Jesús Díaz González (rúbrica), Francisco Amadeo
Espinosa Ramos, Humberto Francisco Filizola Haces (rúbrica), Juan
Pérez Medina, secretarios, Tatiana Clouthier Carrillo (rúbrica), María
Viola Corella Manzanilla, Norberto Enrique Corella Torres (rúbrica),

Blanca Judith Díaz Delgado (rúbrica), Florentino Domínguez Ordóñez
(rúbrica), Myriam Arabian Couttolenc (rúbrica), Iván García Solís (rú-
brica), María Guadalupe García Velasco (rúbrica), Blanca Estela Gó-
mez Carmona, José Ángel Ibáñez Montes, Moisés Jiménez Sánchez
(rúbrica), José López Medina (rúbrica), Gerardo Montenegro Ibarra,
Inti Muñoz Santini (rúbrica), Norma Violeta Dávila Salinas, Óscar
Martín Ramos Salinas, Sonia Rincón Chanona, Agustín Rodríguez
Fuentes, Alfonso Rodríguez Ochoa (rúbrica), Rocío Sánchez Pérez,
Paulo José Luis Tapia Palacios, Lorena Torres Ramos (rúbrica).»

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Tome
la señora secretaria, si es tan gentil, la votación de éste, en
función de que la diputada Tatiana Clouthier ha pedido que
se vote diferenciadamente, en votación económica.

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina: En
votación económica...

La diputada Tatiana Clouthier Carrillo (desde la curul):
Señor Presidente.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Per-
mítame un segundo. ¿Con qué objeto, diputada Clouthier?

La diputada Tatiana Clouthier Carrillo (desde la curul):
Con objeto de hacer una aclaración: desde la primera vez
que apareció en la Gaceta Parlamentaria, esto hace cerca de
una semana, me anoté para poder pedir el uso de la palabra
en nombre de la Comisión. Le pido que se respeten mis de-
rechos en ese sentido.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Esta
Presidencia respeta su derecho. Haga uso de la palabra, aun
cuando existe un acuerdo de los coordinadores en contra-
rio, hasta por tres minutos.

La diputada Tatiana Clouthier Carrillo: Con su permi-
so, ciudadano Presidente; compañeras y compañeros dipu-
tados: el Presupuesto de 2005 tuvo pocos acuerdos por par-
te de todos los grupos parlamentarios existentes en aquel
momento. Sin embargo, el recurso para nivelación salarial
de los Colegios de Bachilleres y de los Cecyts fue unáni-
me, mas el Gobierno Federal no entendió que existe una di-
ferencia clara entre lo que se llama �bono� y lo que se lla-
ma �nivelación salarial�.

El bono decembrino llega una vez al año, con Santa Claus,
y no tiene repercusiones en el pago de los trabajadores pa-
ra el resto del año; la nivelación salarial sí trae desenlaces
positivos a lo largo de este año. El grupo de docentes de
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ambas instituciones demandó el cumplimiento de la ley: a
trabajo igual, pago igual. Pero comprendieron la limitación
de los recursos y estuvieron de acuerdo en ir logrando la ni-
velación salarial a cinco años. De igual forma lo mencionó
y estuvo de acuerdo con esto el doctor Reyes Tamez Gue-
rra, en una comparecencia ante la Cámara de Diputados.
Por ello, para 2006 se volvió a aprobar la segunda dosifi-
cación de este proyecto, y es hora que ni la Secretaría de
Educación ni la Secretaría de Hacienda han querido hacer-
se responsables de la aplicación correcta de este recurso,
culpando al otro del incumplimiento y echándose una y
otra vez la culpa. 

La Comisión de Educación ha servido de puente y testigo
de una mesa de negociación entre todos los interesados,
mas la falta de seriedad de la Secretaría de Hacienda, que
una vez más sigue posponiendo las reuniones, ha hecho
que nosotros tengamos que hacer hoy un llamado al Ejecu-
tivo federal de la nación para pedirle que tome una vez más
cartas en el asunto y haga cumplir el nombramiento que le
dimos las mexicanas y los mexicanos el pasado 2 de julio.
Señor Presidente de la República, Vicente Fox Quesada: en
diciembre de 2005 pedimos a los docentes de ambas insti-
tuciones que pararan la huelga y que volvieran a la mesa de
negociación; así se hizo, y su gobierno no cumplió lo ahí
coestablecido. 

Hoy le recordamos que, así como ha dicho usted una y otra
vez que la educación es uno de los pilares de su gobierno,
haga valer esto porque si no, las maestras y los maestros de
estas instituciones podrían romper la estabilidad e ir a un
paro laboral, que no beneficiaría a nadie en el país. Le pe-
dimos, pues, que haga valer �a igual trabajo, igual paga�.
Muchas gracias, señor Presidente.

El Presidente diputado Francisco Arroyo Vieyra: Gra-
cias a usted. En virtud de que la intervención fue en pro,
continúe la Secretaría con la lectura de los enunciados y re-
servamos éste también para su votación económica en con-
junto.

ESTADO DE SAN LUIS POTOSI

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Educación Pública
y Servicios Educativos, y de Cultura, con puntos de acuer-
do para exhortar a los titulares del Ejecutivo federal, de la
Secretaría de Educación Pública y del Consejo Nacional
para la Cultura y las Artes a considerar la eventual destruc-
ción del entorno del monumento histórico del poblado de
San Pedro y cancelar el permiso otorgado hasta que pueda
elaborarse un peritaje que valore la integridad de ese mo-
numento y su entorno simbólico

HONORABLE ASAMBLEA

Las Comisiones Unidas Educación Pública y Servicios
Educativos, y de Cultura, con fundamento en lo dispuesto
por los Artículos 39 y 45 numeral 6, incisos e) y f), de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos; 56, 60, 87, 88 y demás aplicables del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, presenta a la consideración
de esta honorable Asamblea, el siguiente:

DICTAMEN

Antecedentes

En sesión celebrada el 8 de diciembre de 2005, fue turnada
a las Comisiones Unidas de Educación Pública y de Servi-
cios Educativos, y de Cultura para su estudio y dictamen,
la Proposición con Punto de Acuerdo, presentado por el Di-
putado Inti Muñoz Santini, integrante del Grupo Parlamen-
tario del Partido del la Revolución Democrática.

La Proposición con Punto de Acuerdo que se dictamina fue
presentada ante el pleno de esta H. Cámara el día 8 de di-
ciembre de 2005, y una vez que la Mesa Directiva consta-
tó que la Iniciativa fue publicada en tiempo y forma en la
Gaceta Parlamentaria y que cumple con los requisitos para
ser admitida a discusión, la turnó a estas Comisiones Uni-
das de Educación Pública y Servicios Educativos, y de
Cultura para los efectos conducentes.

Por lo anterior, y de conformidad con las atribuciones le-
gales conferidas en la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, relativo a los dictámenes de los puntos
de acuerdo presentados, las Comisiones Unidas de Educa-
ción Pública y Servicios Educativos, y de Cultura, se en-
cargaron de preparar el presente dictamen, tomando en
consideración las aportaciones de los diputados, de los di-
versos grupos parlamentario, al tenor de las siguientes:
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Consideraciones

A. Los argumentos que el Diputado proponente hace con
respecto a la Villa de San Pedro por ser considerada por el
INAH como Monumento Histórico es porque forman un
conjunto arquitectónico singular y que data del siglo XVI.

B. Este pueblo es el que le dio origen a la fundación de la
ciudad de San Luis Potosí en 1592, así como la creación
cultural de la región.

C. Por lo que el propio cerro de San Pedro aparece en el es-
cudo de la ciudad desde 1655 y en el escudo de armas del
estado desde el inicio de su existencia en 1824.

D. Por lo que ahora ese lugar situado a tan solo 18 kilóme-
tros de la capital potosina enfrenta un grave riesgo de de-
predación ante el proyecto minero impulsado por una em-
presa trasnacional, ya que dicho proyecto supone la
destrucción del paisaje cultural, incluido en el patrimonio
cultural, en términos definidos por el Centro del Patrimo-
nio Mundial de la UNESCO en 1993, ya que la explotación
de la mina trae como consecuencia la destrucción de gran
parte del Cerro, y los trabajos de explotación se desarrolla-
rán en colindancia con el Cerro de San Pedro, el cual ade-
más se encuentra habitado.

E. Lo que estas Comisiones Dictaminadoras no están de
acuerdo en la destrucción patrimonial cultural, ya que se
tiene que respetar el Estado de Derecho y las disposiciones
jurídicas de los convenios internacionales. Dejando al últi-
mo el interés privado y poniendo como prioridad la no de-
predación del medio natural y de nuestra identidad y patri-
monio cultural.

F. Por lo que el INAH dejó claro que deberán hacer medi-
ciones antes de que inicien las detonaciones en forma y que
cualquier variación que ponga en riesgo el patrimonio his-
tórico, originará la suspensión inmediata del uso de explo-
sivos y de las obras correspondientes.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de estas Co-
misiones de Educación Pública y Servicios Educativos, y
de Cultura de la LIX Legislatura, y con base en los consi-
derandos vertidos en el presente dictamen, ponemos a con-
sideración el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

Primero.- Se exhorta al Titular del Ejecutivo Federal, Lic.
Vicente Fox Quesada, al Secretario de Educación Pública,
Dr. Reyes Taméz Guerra, a la presidenta de CONACULTA,
Sra. Sara Bermúdez y al Director del Instituto Nacional de
Antropología e Historia, restaurador Luciano Cedillo, a
que se considere el estudio previo del INAH, coordinado
por el antropólogo Bolfy Cottom, a que se cancele el per-
miso otorgado hasta que con todos estos elementos pueda
elaborase un peritaje, que valore todo, la integridad del mo-
numento histórico y su entorno simbólico.

Segundo.- Se respete el Compromiso de México ante la
Declaración de la UNESCO relativa a la destrucción inten-
cional del Patrimonio Cultural, en relación con las acciones
que debe adoptar en beneficio de los grupos y los indivi-
duos, de la cohesión social, ya que la integridad del patri-
monio cultural redunda en la dignidad de los mexicanos y
de sus derechos humanos.

Tercero.- Que en vista de la reiterada política de destruc-
ción, cesión y privatización de los bienes culturales, el go-
bierno del presidente Vicente Fox, asuma la responsabili-
dad de esos actos, en la medida en que lo disponga el
derecho internacional.

La Comisión de Cultura, diputados: Filemón Primitivo Arcos Suá-
rez Peredo (rúbrica), Presidente; José Antonio Cabello Gil (rúbrica),
María Elba Garfias Maldonado (rúbrica), Paulo José Luis Tapia Pala-
cios (rúbrica), secretarios; Lilia Isabel Aragón del Rivero (rúbrica), Jo-
sé Guillermo Aréchiga Santamaría, Laura Reyes Retana Ramos (rúbri-
ca), Moisés Jiménez Sánchez (rúbrica), Florencio Collazo Gómez,
Alfonso Juventino Nava Díaz, Evelia Sandoval Urbán, Abel Echeve-
rría Pineda, Marco Antonio Torres Hernández (rúbrica), Jesús María
Ramón Valdez, Patricia Flores Fuentes, María Salomé Elyd Sáenz (rú-
brica), María Viola Corella Manzanilla (rúbrica), Norberto Enrique
Corella Torres (rúbrica), Carla Rochín Nieto (rúbrica), Pablo Antonio
Villanueva Ramírez (rúbrica), Bernardo Vega Carlos, Blanca Eppen
Canales, Bernardo Loera Carrillo (rúbrica), Inti Muñoz Santini (rúbri-
ca), Marbella Casanova Calam (rúbrica), Rafael Candelas Salinas, Ra-
fael Flores Mendoza (rúbrica), Francisco Diego Aguilar (rúbrica), Pa-
blo Franco Hernández, Leonardo Álvarez Romo.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: Salvador Pablo Martínez Della Rocca (rúbrica), Presidente, José
Guillermo Aréchiga Santamaría (rúbrica), Consuelo Camarena Gómez
(rúbrica), Felipe de Jesús Díaz González (rúbrica), Francisco Amadeo
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Espinosa Ramos (rúbrica), Humberto Francisco Filizola Haces (rúbri-
ca), Juan Pérez Medina, secretarios, Tatiana Clouthier Carrillo (rúbri-
ca), María Viola Corella Manzanilla, Norberto Enrique Corella Torres
(rúbrica), Blanca Judith Díaz Delgado (rúbrica), Florentino Domín-
guez Ordóñez (rúbrica), Myriam Arabian Couttolenc (rúbrica), Iván
García Solís (rúbrica), María Guadalupe García Velasco (rúbrica),
Blanca Estela Gómez Carmona (rúbrica), José Ángel Ibáñez Montes,
Moisés Jiménez Sánchez (rúbrica), José López Medina (rúbrica), Ge-
rardo Montenegro Ibarra, Inti Muñoz Santini (rúbrica), Norma Violeta
Dávila Salinas (rúbrica), Óscar Martín Ramos Salinas, Sonia Rincón
Chanona, Agustín Rodríguez Fuentes, Alfonso Rodríguez Ochoa (rú-
brica), Rocío Sánchez Pérez, Paulo José Luis Tapia Palacios, Lorena
Torres Ramos (rúbrica).»

ESTUDIANTES INVIDENTES Y DEBILES VISUALES

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Educación Pública
y Servicios Educativos, y de Atención a Grupos Vulnera-
bles, con punto de acuerdo a fin de exhortar al Poder Eje-
cutivo federal a establecer por conducto de la Secretaría de
Educación Pública un programa de apoyo para estudiantes
invidentes y débiles visuales, de los niveles de educación
básica, de libros braille y libros grabados fonéticamente

Honorable Asamblea: 

A las Comisiones Unidas de Educación Publica y Servicios
Educativos y de Atención a Grupos Vulnerables les fue tur-
nada para su análisis y dictamen, la proposición con Punto
de Acuerdo para exhortar a titular del Poder Ejecutivo del
Gobierno Federal por conducto de la Secretaría de Educa-
ción Pública establezca un programa de apoyo a los estu-
diantes de educación primaria, secundaria y educación me-
dia superior que son invidentes. Presentado por el Dip.
Norberto Enrique Corella Torres del Grupo Parlamentario
Partido Acción Nacional.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39, nume-
ral 1; 45, numeral 6, inciso f), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; así como
de los artículos 60, 87, 88 y demás relativos y aplicables
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-

neral de los Estados Unidos Mexicanos, esta Comisión de
Atención a Grupos Vulnerables de la H. Cámara de Dipu-
tados es competente para dictaminar la proposición en co-
mento por lo que se somete a la consideración de la hono-
rable Asamblea el presente Dictamen, con base en los
siguientes antecedentes y consideraciones:

ANTECEDENTES

1.- En sesión celebrada el día 28 de abril de 2005, fue pre-
sentada la proposición con Punto de Acuerdo, para exhor-
tar a titular del Poder Ejecutivo del Gobierno Federal por
conducto de la Secretaría de Educación Pública establezca
un programa de apoyo a los estudiantes de educación pri-
maria, secundaria y educación media superior que son in-
videntes. Presentado por el Dip. Norberto Enrique Corella
Torres del Grupo Parlamentario Partido Acción Nacional.

La Secretaria Técnica de la Comisión de Atención a Gru-
pos Vulnerables elaboró el anteproyecto de dictamen, mis-
mo que fue distribuido este a los diputados integrantes de
la Comisión con fecha 23 de Agosto de 2005.

Con fecha 29 de septiembre 2005 los diputados integrantes
de la Comisión de Atención a Grupos Vulnerables aproba-
ron el presente Dictamen de la Punto de Acuerdo para ex-
hortar a titular del Poder Ejecutivo del Gobierno Federal
por conducto de la Secretaría de Educación Pública esta-
blezca un programa de apoyo a los estudiantes de educa-
ción primaria, secundaria y educación media superior que
son invidentes.

Tomando como base la información disponible, así como
la propuesta multicitada, esta Comisión se abocó al estudio
para cumplir con el mandato del Pleno de esta Cámara de
Diputados, bajo los siguientes: 

CONSIDERACIONES

1.- El derecho de toda persona a la educación está consa-
grado en el artículo 3° de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

2.- Por otro lado la Ley General de Educación en su arti-
culó 12 fracciones III, IV y V establece el derecho y la res-
ponsabilidad de la Secretaría de Educación de proporcio-
nar los a libros de texto y otros materiales educativos
complementarios que de manera gratuita se otorgaran en
los diversos niveles de educación.
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3.- La Comisión Nacional de Libro de texto Gratuito ha re-
alizado logros importantes desde 1993 y a la fecha distri-
buye anualmente alrededor de 3900 libros en Braille para
jóvenes ciegos y débiles visuales de preescolar, primaria y
secundaria.

4.- Los avances que en otros países e incluso en México se
observan en reproducción de materiales académicos para
los ciegos, como los libros gravados fonéticamente y que
en un disco compacto podrían estar incluidos todos los tex-
tos de las asignaturas que llevan estos jóvenes en sus di-
verso niveles de estudio, sin dejar de observar la reducción
económica en estas impresiones y lo voluminoso y pesado
que es portar un libo en braile.

5.-Poner al alcance de las personas con discapacidad visual
la tecnología es uno de las preocupaciones del Gobierno
Federal, tal y como lo están haciendo algunos planteles
educativos como la Universidad Pedagógica Nacional con
un programa denominado Red-Social para ciegos y débiles
visuales, así como la Universidad la Salle con sus progra-
mas, Centro de Recursos de Tecnología para Personas con
Discapacidad Visual ULSA y PROACCESO ULSA. 

Los Diputados que integramos la LIX Legislatura estamos
en un buen momento para trabajar con entusiasmo y res-
ponsabilidad por las personas con discapacidad, por ello el
presente punto de acuerdo busca impulsar que la tecnolo-
gía llegue a las personas ciegas que se encuentran estu-
diando y busca sentar las bases de una cultura de inclusión
plana a la sociedad. 

Estas Comisiones Unidas, en congruencia con lo anterior-
mente expuesto, consideramos conveniente la impresión de
libros de texto y material en braille, así como la producción
de libros grabados fonéticamente en discos compactos pa-
ra los estudiantes ciegos y débiles visuales. 

Por lo anteriormente expuesto los integrantes de las Comi-
siones Unidas de Educación Publica y Servicios Educati-
vos y de Atención a Grupos Vulnerables emiten el siguien-
te:

ACUERDO:

Único.- La Cámara de Diputados exhorta al Poder Ejecuti-
vo Federal, para que por conducto de la Secretaría de Edu-
cación Pública, establezca un programa de apoyo para es-
tudiantes invidentes y débiles visuales de los niveles de

educación básica, de libros braille y libros grabados foné-
ticamente.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a los veintinueve días del mes de
septiembre de dos mil cinco.

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, diputa-
dos: Salvador Pablo Martínez Della Rocca (rúbrica), Presidente, José
Guillermo Aréchiga Santamaría (rúbrica), Consuelo Camarena Gómez
(rúbrica), Felipe de Jesús Díaz González (rúbrica), Francisco Amadeo
Espinosa Ramos, Humberto Francisco Filizola Haces (rúbrica), Juan
Pérez Medina, secretarios, Tatiana Clouthier Carrillo (rúbrica), María
Viola Corella Manzanilla, Norberto Enrique Corella Torres (rúbrica),
Blanca Judith Díaz Delgado (rúbrica), Florentino Domínguez Ordóñez
(rúbrica), Israel Raymundo Gallardo Sevilla, Iván García Solís (rúbri-
ca), María Guadalupe García Velasco (rúbrica), Blanca Estela Gómez
Carmona (rúbrica), José Ángel Ibáñez Montes, Moisés Jiménez Sán-
chez (rúbrica), José López Medina (rúbrica), Gerardo Montenegro Iba-
rra, Inti Muñoz Santini (rúbrica), Norma Violeta Dávila Salinas, Óscar
Martín Ramos Salinas, Sonia Rincón Chanona, Agustín Rodríguez
Fuentes, Alfonso Rodríguez Ochoa (rúbrica), Rocío Sánchez Pérez,
Paulo José Luis Tapia Palacios, Lorena Torres Ramos (rúbrica).

La Comisión de Atención a Grupos Vulnerables, diputados: Adria-
na González Furlong (rúbrica), Presidenta; Francisco Javier Bravo
Carbajal (rúbrica), Laura Elena Martínez Rivera (rúbrica), Homero Rí-
os Murrieta (rúbrica), Emilio Serrano Jiménez (rúbrica), secretarios;
Pablo Anaya Rivera, Gaspar Ávila Rodríguez (rúbrica), María Ávila
Serna (rúbrica), Emilio Badillo Ramírez (rúbrica), Virginia Yleana
Baeza Estrella, Abraham Bagdadi Estrella (rúbrica), Álvaro Burgos
Barrera (rúbrica), Florencio Collazo Gómez (rúbrica), Santiago Cortés
Sandoval (rúbrica), María Mercedes Rojas Saldaña (rúbrica), Manuel
González Reyes, María del Carmen Izaguirre Francos (rúbrica), Fran-
cisco Javier Lara Arano (rúbrica), María Isabel Maya Pineda (rúbrica),
Alfonso Moreno Morán (rúbrica), José Luis Naranjo y Quintana (rú-
brica), Omar Ortega Álvarez, Martha Palafox Gutiérrez (rúbrica),
Evangelina Pérez Zaragoza (rúbrica), Mayela Quiroga Tamez, Martha
Leticia Rivera Cisneros (rúbrica), Benjamín Sagahón Medina, Rocío
Sánchez Pérez (rúbrica), Norma Elizabeth Sotelo Ochoa, Guillermo
Tamborrel Suárez (rúbrica).»

INSTITUTO POLITECNICO NACIONAL

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.
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Dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, con punto de acuerdo para exhortar a las auto-
ridades de la Secretaría de Educación Pública y del Institu-
to Politécnico Nacional a investigar los aparentes actos de
acoso laboral y persecución contra investigadores del Cen-
tro de Investigación y de Estudios Avanzados y de los ca-
sos recientemente publicados en la prensa

HONORABLE ASAMBLEA

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
de la LIX Legislatura Federal de la H. Cámara de Diputa-
dos, con fundamento en los artículo 39 y 45 numeral 6, in-
ciso e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; 56, 87, 88 y demás aplica-
bles del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a su
consideración Proposición con Punto de Acuerdo para que
se formule una solicitud a la Directora del Centro de In-
vestigación y de Estudios avanzados del IPN, por su cam-
paña de despidos, acosos laborales y persecución contra in-
vestigadores de ese centro y se solicita la intervención de
los titulares de la SEP y del IPN.

METODOLOGÍA

I. El capítulo de �ANTECEDENTES� da constancia
del trámite de inicio del proceso legislativo; del recibo
de turno para la elaboración del dictamen respectivo; así
como de los trabajos previos de la Comisión que otorga
la opinión.

II. En el capítulo �CONTENIDO DE LA PROPOSI-
CIÓN CON PUNTO DE ACUERDO� se extracta la
trascendencia de la propuesta en estudio.

III. El capítulo de �CONSIDERACIONES SOBRE LA
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO�, la
Comisión enuncia los argumentos de valoración de la
propuesta y los motivos que apoyan el resolutivo del
dictamen.

ANTECEDENTES

La iniciativa de mérito fue presentada a esta Soberanía por
el Dip. Salvador Martínez Della Rocca, del Grupo Parla-
mentario Partido de la Revolución Democrática, el día 24
de agosto de 2005.

Una vez que se constato que la iniciativa cumple con los
requisitos legales para ser aceptada a discusión, la Mesa
Directiva la turnó a esta Comisión para su estudio y efec-
tos conducentes a través del oficio D.G.P.L. CP2R2AE.-
1932, que a su vez remitió a la Subcomisión de Educación
Media Superior y Profesional Medio para su estudio y aná-
lisis.

Como resultado de la revisión del documento, se acordó
proponer que la proposición con punto de acuerdo sea dic-
taminado en sentido positivo con modificaciones. En con-
secuencia esta Comisión Dictaminadora procedió a prepa-
rar Proyecto de Dictamen, que fue aprobado por el Pleno
de la Comisión en reunión del día 24 de agosto de 2005,
por unanimidad de los miembros presentes.

CONTENIDO DE LA PROPOSICIÓN
CON PUNTO DE ACUERDO

La Proposición parte de considerar que la política de fo-
mento al desarrollo científico de México tiene como prin-
cipales ejecutores a los miembros del Centro de Investiga-
ción y de Estudios Avanzados (CINVESTAV), dependiente
del Instituto Politécnico Nacional, por ser uno de los orga-
nismos de mayor generación de ciencia y educación de
posgrado en el país.

Que de acuerdo con su Decreto de creación, el CINVES-
TAV es un organismo público descentralizado, con perso-
nalidad jurídica y patrimonio propios, y para la realización
de sus funciones cuenta con subsidio federal, además del
apoyo de aportaciones provenientes de diversas fuentes.

Que dentro de los objetivos fundamentales del CINVES-
TAV están el preparar investigadores y profesores especia-
lizados a nivel de posgrado, que promuevan la constante
superación de la enseñanza; así como generar las condicio-
nes para la realización de investigaciones básicas y aplica-
das originales en diversas áreas científicas y tecnológicas
que permitan elevar los niveles de vida e impulsar el des-
arrollo del país.

En virtud de lo anterior la Proposición con punto de acuer-
do propone:
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CONSIDERACIONES SOBRE 
LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

Al respecto la proposición de merito, es importante ya que
la situación que en el se señala es inadmisible, ya que con
esa actitud se incumple con la responsabilidad de fomentar
y apoyar el quehacer de los científicos y, al mismo tiempo,
pone en riesgo la estabilidad del CINVESTAV y de sus
cuerpos académicos y de investigación.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, esta Co-
mision dictaminadora comparte la preocupación que moti-
va la Proposición, por lo que somete a la consideración de
la honorable Asamblea, el siguiente:

ACUERDO.

Único.- La Cámara de Diputados exhorta a las autoridades
de la Secretaria de Educación Pública y del Instituto Poli-
técnico Nacional para que se investiguen los aparentes ac-
tos de acoso laboral y persecución contra investigadores
del Centro de Investigación y de Estudios Avanzados
(CINVESTAV), y de los casos recientemente publicados en
la prensa.

Dado en el Salón de Sesiones de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, Palacio Legislativo de San Lázaro, Sede de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en México D.F. a los veinticuatro días del
mes de febrero de 2006.

Diputados: Salvador Pablo Martínez Della Rocca (rúbrica), Presiden-
te, José Guillermo Aréchiga Santamaría (rúbrica), Consuelo Camarena
Gómez (rúbrica), Felipe de Jesús Díaz González (rúbrica), Francisco
Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica), Humberto Francisco Filizola Ha-
ces, Juan Pérez Medina, secretarios, Tatiana Clouthier Carrillo (rúbri-
ca), María Viola Corella Manzanilla, Norberto Enrique Corella Torres
(rúbrica), Blanca Judith Díaz Delgado (rúbrica), Florentino Domín-
guez Ordóñez (rúbrica), Myriam Arabian Couttolenc (rúbrica), Iván

García Solís (rúbrica), María Guadalupe García Velasco (rúbrica),
Blanca Estela Gómez Carmona (rúbrica), José Ángel Ibáñez Montes,
Moisés Jiménez Sánchez (rúbrica), José López Medina (rúbrica), Ge-
rardo Montenegro Ibarra, Inti Muñoz Santini (rúbrica), Norma Violeta
Dávila Salinas, Óscar Martín Ramos Salinas, Sonia Rincón Chanona,
Agustín Rodríguez Fuentes, Alfonso Rodríguez Ochoa, Rocío Sánchez
Pérez, Paulo José Luis Tapia Palacios, Lorena Torres Ramos (rúbri-
ca).»

ESTADO DE YUCATAN

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos, con punto de acuerdo para exhortar a la Secre-
taría de Educación Pública y al gobernador de Yucatán a
realizar un estudio jurídico para determinar la validez de
las constancias y de los certificados expedidos y firmados
por el director general del Colegio de Bachilleres de esa
entidad, ya que dicha persona no está facultada para actuar
en representación del Cobay

HONORABLE ASAMBLEA

La Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos
de la LIX Legislatura Federal de la H. Cámara de Diputa-
dos, con fundamento en los artículo 39 y 45 numeral 6, in-
ciso e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; 56, 87, 88 y demás aplica-
bles del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a su
consideración Dictamen sobre la Proposición con Punto de
Acuerdo para exhortar a la Secretaria de Educación Públi-
ca, a realizar un estudio jurídico para determinar la validez
de las constancias y certificados de estudios expedidos y
firmados por el Director General del Colegio de Bachille-
res del Estado de Yucatán.

METODOLOGÍA

I. El capítulo de �ANTECEDENTES� da constancia
del trámite de inicio del proceso legislativo; del recibo
de turno para la elaboración del dictamen respectivo; así
como de los trabajos previos de la Comisión que otorga
la opinión.
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II. En el capítulo �CONTENIDO DE LA PROPOSI-
CIÓN CON PUNTO DE ACUERDO� se extracta la
trascendencia de la propuesta en estudio.

III. El capítulo de �CONSIDERACIONES SOBRE LA
PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO�, la
Comisión enuncia los argumentos de valoración de la
propuesta y los motivos que apoyan el resolutivo del
dictamen.

ANTECEDENTES

La proposición de mérito fue presentada a esta Soberanía
por la Dip. Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, del Grupo
Parlamentario Partido Revolucionario Institucional, el día
08 de diciembre de 2005.

Una vez que se constato que la iniciativa cumple con los
requisitos legales para ser aceptada a discusión, la Mesa
Directiva la turnó a esta Comisión para su estudio y efec-
tos conducentes a través del oficio D.G.P.L. 59-II-4-1874,
que a su vez remitió a la Subcomisión de Educación Media
Superior y Profesional Medio para su estudio y análisis.

Como resultado de la revisión del documento, se acordó
proponer que la proposición con punto de acuerdo sea dic-
taminado en sentido positivo con modificaciones. En con-
secuencia esta Comisión Dictaminadora procedió a prepa-
rar Proyecto de Dictamen, que fue aprobado por el Pleno
de la Comisión en reunión del día 24 de febrero de 2006,
por unanimidad de los miembros presentes.

CONTENIDO DE LA PROPOSICIÓN 
CON PUNTO DE ACUERDO

La Proposición parte de recordar que la educación media
superior es el punto en el que convergen las decisiones cru-
ciales para el futuro del capital productivo del país, porque
es el nivel educativo en el cual las y los jóvenes mexicanos
optan por desarrollar sus aptitudes en la vida universitaria
o bien en el sector técnico. Se trata de un periodo decisivo
para la juventud de nuestro país al que el Estado otorga una
importancia tal que ha procurado medios financieros, ad-
ministrativos y docentes de primera línea para asegurar la
adecuada aplicación de sus planes y programas.

Que como parte de este interés estatal en la educación me-
dia superior, en nuestro país se ofrecen dos modalidades ;
una de carácter propedéutico y otra bivalente, que permite
a quienes la cursan la oportunidad de continuar los estudios

en el nivel superior, contando además con un componente
de formación profesional para ejercer una especialidad tec-
nológica.

Que el Colegio de Bachilleres es un organismo público
descentralizado que depende de la Dirección general de
Bachillerato, de la Secretaria de Educación Pública, misma
que provee de recursos federales para el sostenimiento de
estos centros educativos. Para esos efectos, el presupuesto
de estas instituciones se organiza de la siguiente manera:
50% es dotado por el Gobierno Federal, mientras que el
restante 50% es pagado por el estatal.

Que en Yucatán, el Colegio de Bachilleres (COBAY) fue
creado mediante decreto 457 publicado en el Diario Oficial
del Gobierno del Estado el 3 de agosto de 1981, donde se
señala que es un organismo público descentralizado del
Gobierno del Estado con personalidad jurídica y patrimo-
nio propio, cuyos órganos de gobierno son: la Junta Direc-
tiva, el Patronato, el Director General, el Consejo Consul-
tivo de Directores y los Directores de cada uno de los
planteles que forman parte del Colegio. La Junta Directiva
esta facultada para nombrar a los integrantes del Patronato
y al Director General, y ésta a los Directores, motivo por el
cual el origen de las facultades de estos últimos se encuen-
tra en la Junta. El nombramiento de los integrantes de la
Junta reviste la mayor importancia para el Colegio, ya que
es ese órgano de gobierno el facultado para designar al Di-
rector General e investirlo de poder para representar legal-
mente a la institución, administrar su patrimonio y nombrar
a los directores de los planteles, así como signar los docu-
mentos jurídicos expedidos por el COBAY, como los certi-
ficados de estudios de los alumnos.

No obstante lo anterior, en el año 2001, al asumir la titula-
ridad del Poder Ejecutivo el C. Patricio Patrón Laviada, or-
denó por escrito el nombramiento de los nuevos miembros
de la Junta Directiva y del Director General quien procedió
al despido masivo de directores de planteles y docentes que
no estuvieran identificados con el Pan según consta en las
páginas de la prensa local.

De acuerdo con los fallos que en materia de amparo ha
emitido la justicia federal, la Junta Directiva y el Director
General del Colegio de Bachilleres de Yucatán no tienen
legitimidad ni facultades para �administrar o representar�
al Colegio, �y menos para otorgar poderes�, puesto que sus
respectivos nombramientos están fundados en un acto ile-
gal del gobernador del Estado.
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Que adicionalmente, existen diversas irregularidades que
ponen en riesgo la adecuada organización y el funciona-
miento del COBAY en Yucatán. Se dan casos, por ejemplo,
como el del Plantel Santa Rosa, en el que los certificados
de Estudios los firma el director de otro plantel, el de Xo-
clán, Ing. Raúl Rubén García Gómez, al parecer porque el
titular de Santa Rosa, José Ramírez Loría, carece de cédu-
la profesional.

En virtud de lo anterior la Proposición con punto de acuer-
do propone:

CONSIDERACIONES SOBRE 
LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO

Al respecto, la proposición de merito es de relevancia sus-
tancial ya que al realizar el estudio jurídico que determina-
ra la validez de las constancias y certificados de estudios
expedidos y firmados por el Director General del Colegio
de Bachilleres del Estado de Yucatán se dará la certeza ju-
rídica necesaria a los alumnos que reciben estos certifica-
dos oficiales.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos somete
a la consideración de la honorable Asamblea, el siguiente:

ACUERDO.

Único.- La Cámara de Diputados exhorta respetuosamente
a la Secretaria de Educación Pública y al Gobernador del
Estado de Yucatán a realizar un estudio jurídico para deter-
minar la validez de las constancias y certificados de estu-
dios expedidos y firmados por el Director General del Co-
legio de Bachilleres del Estado de Yucatán, Jorge Arturo
Novelo Dorantes, a la luz de los fallos de la justicia federal
en que se concluye que, legalmente, dicha persona no está
facultada para actuar en representación del COBAY y del
nombramiento de su director.

Dado en el Salón de Sesiones de la Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos, Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión de los Es-
tados Unidos Mexicanos, en México, DF, a los veinticuatro días del
mes de febrero de 2006.

Diputados: Salvador Pablo Martínez Della Rocca (rúbrica), Presiden-
te, José Guillermo Aréchiga Santamaría (rúbrica), Consuelo Camarena
Gómez (rúbrica), Felipe de Jesús Díaz González (rúbrica), Francisco
Amadeo Espinosa Ramos (rúbrica), Humberto Francisco Filizola Ha-
ces (rúbrica), Juan Pérez Medina, secretarios, Tatiana Clouthier Carri-
llo (rúbrica), María Viola Corella Manzanilla, Norberto Enrique Core-
lla Torres (rúbrica), Blanca Judith Díaz Delgado (rúbrica), Florentino
Domínguez Ordóñez (rúbrica), Myriam de Lourdes Arabian Coutto-
lenc (rúbrica), Iván García Solís (rúbrica), María Guadalupe García
Velasco (rúbrica), Blanca Estela Gómez Carmona (rúbrica), José Án-
gel Ibáñez Montes, Moisés Jiménez Sánchez (rúbrica), José López
Medina (rúbrica), Gerardo Montenegro Ibarra, Inti Muñoz Santini (rú-
brica), Norma Violeta Dávila Salinas, Óscar Martín Ramos Salinas,
Sonia Rincón Chanona, Agustín Rodríguez Fuentes, Alfonso Rodrí-
guez Ochoa (rúbrica), Rocío Sánchez Pérez, Paulo José Luis Tapia Pa-
lacios, Lorena Torres Ramos (rúbrica).»

SECTOR AGRICOLA

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con
punto de acuerdo para exhortar a la Comisión Nacional del
Agua a revisar los métodos y procedimientos de medición
del líquido adaptables a la infraestructura hidráulica exis-
tente en puntos de control sobre cauces naturales, canales
principales y laterales, y tomas directas

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Recursos Hidráulicos de la Cámara de
Diputados del H. Congreso de la Unión, correspondiente a
la LIX Legislatura, le fue turnada para su estudio y dicta-
men, la PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO,
PARA EXHORTAR A LA COMISIÓN NACIONAL
DEL AGUA, A REVISAR LOS METODOS Y PROCE-
DIMIENTOS DE MEDICIÓN DE AGUA, ADAPTA-
BLES A LA INFRAESTRUCTURA HIDRÁULICA
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EXISTENTE EN PUNTOS DE CONTROL SOBRE
CAUSES NATURALES, CANALES PRINCIPALES,
CANALES LATERALES Y EN TOMAS DIRECTAS,
SUSCRITA POR DIPUTADOS INTEGRANTES DEL
GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO VERDE
ECOLOGISTA DE MÉXICO, turnada el 15 de diciem-
bre de 2003. Lo anterior, en ejercicio del artículo 58 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, sometió a la consi-
deración del Pleno de la Cámara de Diputados del H. Con-
greso de la Unión.

La Comisión de Recursos Hidráulicos de la LIX Legislatu-
ra, con fundamento en los artículos 39 y 45 numeral 6 in-
cisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos
58, 60, 87, 88 y 94, del Reglamento Interior para el Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, se abocó
al estudio y análisis de la Proposición con Punto de Acuer-
do, al tenor de los siguientes:

ANTECEDENTES

PRIMERO. En sesión celebrada en el Pleno de esta Cá-
mara de Diputados, el 15 de diciembre de 2003, los CC.
Secretarios de la misma, dieron cuenta al Pleno del Punto
de Acuerdo que presentó el C. Diputado Federal Jorge An-
tonio Kahwagi Macari, del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México.

SEGUNDO. En esa misma fecha, el C. Presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados acordó dar el
siguiente tramite: �Túrnese a las Comisión de Recursos
Hidráulicos�.

TERCERO. Mediante sus propios conductos la Comisión
de Recursos Hidráulicos dio cuenta a sus integrantes del
contenido de esta Proposición con Punto de Acuerdo.

CUARTO. El C. Legislador propone el siguiente:

�PUNTO DE ACUERDO

UNICO.- Se exhorta a la Comisión Nacional del
Agua, a revisar los métodos y procedimientos de me-
dición de agua, adaptables a la infraestructura hi-
dráulica existente en puntos de control sobre causes
naturales, canales principales, canales laterales y en
tomas directas.�

Con base en lo anteriormente señalado en los antecedentes,
emitimos las siguientes:

CONSIDERACIONES

PRIMERO. Que con base en los antecedentes indicados,
la Comisión de Recursos Hidráulicos, con las atribuciones
y facultades antes señaladas se abocó a dictaminar la Pro-
posición con Punto de Acuerdo.

SEGUNDO. Con fecha 13 de septiembre de 2005, el Ins-
tituto de Ciencias del Mar y Limnología (ICMYL) de la
Universidad Autónoma de México (UNAM), concluyó la
Auditoria de las Estaciones Hidrométricas y que determinó
el marco ambiental de la calidad del agua de la Cuenca
Lerma-Chapala, que en su punto 5 de conclusiones de las
Estaciones Hidrométricas, página 21, incisos I), II), IV) y
VII). Señala que el 26.3% de las Estaciones están fuera de
funcionamiento, que las Estaciones Hidrométricas audita-
das no cuentan con un sistema de control de calidad para la
medición de los datos y ejecución de los reportes, que el
55.6% de los molinetes cuentan con curva de calibración y
que los valores proporcionados por la CNA, no pudieron
ser validados debido a la falta de continuidad y curvas de
calibración faltantes.

TERCERO. Con fecha 12 de abril de 2005, esta Comisión
de Recursos Hidráulicos, invitó al titular del Instituto Me-
xicano de Tecnología del Agua, acudiendo en su represen-
tación el Dr. Benjamín De León Mojarro, Coordinador de
Tecnología de Riego y Drenaje de la Dependencia antes ci-
tada, quien nos hizo una exposición detallada respecto a los
métodos actuales de medición de aguas superficiales de
gravedad y aguas subterráneas con que cuenta la Comisión
Nacional del Agua, a través de los módulos de riego y de
particulares, señalando que estos métodos actualmente se
encuentran en funcionamiento de una manera precisa, mis-
mos que considera tecnológicamente adecuados y suficien-
temente modernos por lo cual, esta Comisión no quedó
ampliamente satisfecha por la explicación dada, encontran-
do elementos para que se exhorte a la Comisión Nacional
del Agua, a revisar los métodos y procedimientos de medi-
ción de agua, adaptables a la infraestructura hidráulica
existente en puntos de control sobre causes naturales, ca-
nales principales, canales laterales y en tomas directas, co-
mo lo propuso el Diputado Federal Jorge Antonio Kahwa-
gi Macari.
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Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión Recursos Hidáulicos, somete a la consideración de la
honorable Asamblea, el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO. Se exhorta a la Comisión Nacional del Agua, a re-
visar los métodos y procedimientos de medición de agua,
adaptables a la infraestructura hidráulica existente en pun-
tos de control sobre causes naturales, canales principales,
canales laterales y en tomas directas.

Comisión de Recursos Hidráulicos, Palacio Legislativo de San Lázaro,
México, DF, a 13 de diciembre de 2005.

Diputados: Fernando Ulises Adame de León (rúbrica), Presidente;
Juan Carlos Núñez Armas (rúbrica), Luis Felipe Madrigal Hernández
(rúbrica), Jesús Humberto Martínez de la Cruz (rúbrica), Israel Tentory
García (rúbrica), secretarios; Miguel Ángel Rangel Ávila, José Orlan-
do Pérez Moguel, Pascual Sigala Páez (rúbrica), Inelvo Moreno Álva-
rez (rúbrica), Beatriz Mojica Morga (rúbrica), Elpidio Tovar de la Cruz
(rúbrica), Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Gonzalo
Rodríguez Anaya (rúbrica), Alberto Urcino Méndez Gálvez, Ricardo
Alegre Bojórquez, Alfredo Rodríguez y Pacheco, José Guadalupe Osu-
na Millán, Marco Antonio Gama Basarte, Marco Antonio Torres Her-
nández (rúbrica), Juan Manuel Dávalos Padilla (rúbrica), Rosa Hilda
Valenzuela Rodelo (rúbrica), Carlos Manuel Rovirosa Ramírez, Ma-
nuel Enrique Ovalle Araiza, Roberto Aquiles Aguilar Hernández (rú-
brica), Irma Guadalupe Moreno Ovalles (rúbrica), Roberto Antonio
Marrufo Torres, José Rangel Espinosa (rúbrica), Jesús Zúñiga Romero
(rúbrica), J. Miguel Luna Hernández.»

ESTADO DE CHIHUAHUA

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con
punto de acuerdo a fin de exhortar al Ejecutivo federal a no
aplicar sanciones administrativas que cancelen concesio-
nes o asignaciones de explotación, uso o aprovechamiento
de aguas nacionales, superficiales y subterráneas, cuyos tí-
tulos de concesión se encuentran vencidos mientras los ti-
tulares interesados no hayan sido avisados previamente y
se les conceda tiempo para realizar los trámites legales per-
tinentes

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Recursos Hidráulicos de la Cámara de
Diputados del H. Congreso de la Unión, correspondiente a
la LIX Legislatura, le fue turnada para su estudio y dicta-
men la PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO
POR EL QUE SE EXHORTA AL EJECUTIVO FEDE-
RAL A QUE NO SE APLIQUEN LAS ACCIONES AD-
MINISTRATIVAS PARA CANCELAR LOS POZOS
PROFUNDOS CUYOS TÍTULOS DE CONCESIÓN
SE ENCUENTRAN VENCIDOS EN EL ESTADO DE
CHIHUAHUA, presentada por el C. Diputado Federal Jo-
sé Mario Wong Pérez, a nombre del Grupo Parlamentario
del Partido Revolucionario Institucional, turnada el 5 de
abril de 2004. Lo anterior, que en ejercicio de la fracción II
del Artículo 71 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, y que sometió a la consideración del
Pleno de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la
Unión.

La Comisión de Recursos Hidráulicos de la LIX Legislatu-
ra, con fundamento en los artículos 39 y 45 numeral 6 in-
cisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos
58, 60, 87, 88 y 94, del Reglamento Interior para el Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, se abocó
al estudio y análisis de la Iniciativa descrita, al tenor de los
siguientes:

ANTECEDENTES

PRIMERO. En sesión celebrada en esta Cámara de Dipu-
tados, el 5 de abril de 2004, los CC. Secretarios de la mis-
ma, dieron cuenta al Pleno de la iniciativa que presentó el
C. Diputado Federal José Mario Wong Pérez, a nombre del
Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, de la LIX Legislatura.

SEGUNDO. El C. Presidente de la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados acordó dar el siguiente tramite:
�Túrnese a la Comisión de Recursos Hidráulicos�.

TERCERO. Mediante sus propios conductos la Comisión
de Recursos Hidráulicos dio cuenta a sus integrantes del
contenido de esta iniciativa.

CUARTO. El C. Legislador propone el siguiente:
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�PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO.- Que la Cámara de Diputados exhorte al Eje-
cutivo Federal para que no se apliquen las sanciones ad-
ministrativas para cancelar pozos profundos cuyos títu-
los de concesión se encuentran vencidos en el Estado de
Chihuahua, en tanto los interesados, con apoyo de esta
Soberanía, puedan realizar las gestiones legales condu-
centes para regularizar sus derechos de explotación de
los pozos en cuestión.�

Con base en lo anteriormente señalado en los antecedentes,
emitimos las siguientes:

CONSIDERACIONES

PRIMERO. La Comisión de Recursos Hidráulicos, con
las atribuciones y facultades antes señaladas se abocó a va-
lorar la Proposición con Punto de Acuerdo de referencia
que propuso el C. Diputado Federal José Mario Wong Pé-
rez, a nombre del Grupo Parlamentario del Partido Revo-
lucionario Institucional.

SEGUNDO. Compartimos la preocupación por la necesi-
dad de la regularización y continuidad de los títulos de las
concesiones o asignaciones para la explotación, uso o apro-
vechamiento de las aguas nacionales, en ese sentido, en la
comparecencia del Licenciado Cristóbal Jaime Jaques, Di-
rector de la Comisión Nacional del Agua, ante la Comisión
de Recursos Hidráulicos y de la Comisión de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, ambas de la Cámara de Dipu-
tados del H. Congreso de la Unión, que se llevó acabo el
pasado 29 de noviembre de 2005, en la que se le planteo es-
ta problemática respecto de la necesidad de renovar dichos
títulos, en el que comentó que habían hecho campañas de
difusión masiva en radio y televisión, en los que se les ha
dicho a los usuarios que revisen su título porque están por
caducar un número importante de estos, campañas que a lo
mejor no les han llegado a muchos lugares como debieran
o que no han sido atendidas, en el que se comprometió en
ese momento a implementar una especie de aviso preventi-
vo, mandando una comunicación de manera directa, ya no
a nivel general sino específicamente a los concesionarios o
aquellos usuarios a los que se les vaya a vencer el título con
que cuentan, para que estén en condiciones de que regula-
ricen su situación sin que se les cancele y evitando con es-
to también la posibilidad de que se les apliquen sanciones
consistentes en multas que se tienen previstas o contem-
pladas en la ley, señalando que dicha acción preventiva

conviene a todos y que ellos como autoridad asumirían los
costos para la implementación de estos avisos preventivos,
los cuales se justifican plenamente.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión Recursos Hidáulicos, somete a la consideración de la
honorable Asamblea, el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO. Se exhorta al Ejecutivo Federal para que no se
apliquen las sanciones administrativas que cancelan conce-
siones o asignaciones de explotación, usos o aprovecha-
mientos de las aguas nacionales superficiales y subterrane-
as, cuyos títulos de concesión se encuentran vencidos o por
vencer, en tanto los titulares interesados hayan sido avisa-
dos preventivamente y se les conceda el tiempo que se es-
time conveniente para que realicen los tramites legales
conducentes y se regularicen así sus títulos correspondien-
tes.

Comisión de Recursos Hidráulicos, Palacio Legislativo de San Lázaro,
México, DF, a 13 de diciembre de 2005.

Diputados: Fernando Ulises Adame de León (rúbrica), Presidente; Juan
Carlos Núñez Armas (rúbrica), Luis Felipe Madrigal Hernández (rú-
brica), Jesús Humberto Martínez de la Cruz (rúbrica), Israel Tentory
García (rúbrica), secretarios; Miguel Ángel Rangel Ávila, José Orlan-
do Pérez Moguel (rúbrica), Pascual Sigala Páez (rúbrica), Inelvo Mo-
reno Álvarez, Beatriz Mojica Morga (rúbrica), Elpidio Tovar de la
Cruz, Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán, Gonzalo Rodríguez
Anaya, Alberto Urcino Méndez Gálvez (rúbrica), Ricardo Alegre Bo-
jórquez (rúbrica), Alfredo Rodríguez y Pacheco, José Guadalupe Osu-
na Millán (rúbrica), Marco Antonio Gama Basarte, Marco Antonio To-
rres Hernández (rúbrica), Juan Manuel Dávalos Padilla (rúbrica), Rosa
Hilda Valenzuela Rodelo (rúbrica), Carlos Manuel Rovirosa Ramírez
(rúbrica), Manuel Enrique Ovalle Araiza, Roberto Aquiles Aguilar
Hernández (rúbrica), Irma Guadalupe Moreno Ovalles (rúbrica), Ro-
berto Antonio Marrufo Torres, José Rangel Espinosa (rúbrica), Jesús
Zúñiga Romero (rúbrica), J. Miguel Luna Hernández.»

USO RACIONAL DEL AGUA

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.
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Dictamen de la Comisión de Recursos Hidráulicos, con
punto de acuerdo para exhortar a la Comisión Nacional del
Agua a establecer un programa continuo en los diversos
medios de comunicación sobre el uso racional del agua

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Recursos Hidráulicos de la Cámara de
Diputados del H. Congreso de la Unión, correspondiente a
la LIX Legislatura, le fue turnada para su estudio y dicta-
men, la PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO,
POR EL QUE SE EXHORTA A LA COMISIÓN NA-
CIONAL DEL AGUA, DE CUMPLIMIENTO A LO
ESTABLECIDO EN LOS ARTÍCULOS 84 BIS, 84 BIS
1 Y 84 BIS 2, DE LA LEY DE AGUAS NACIONALES
E IMPLEMENTE UN PROGRAMA CONTINUO EN
LOS DIVERSOS MEDIOS DE COMUNICACIÓN
SOBRE EL USO RACIONAL DEL AGUA, presentada
por el C. Diputado Federal Raúl Leonel Paredes Vega, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, turnada
el 28 de abril de 2005. Lo anterior, en ejercicio del artícu-
lo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, sometió a
la consideración del Pleno de la Cámara de Diputados del
H. Congreso de la Unión.

La Comisión de Recursos Hidráulicos de la LIX Legislatu-
ra, con fundamento en los artículos 39 y 45 numeral 6 in-
cisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos
58, 60, 87, 88 y 94, del Reglamento Interior para el Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, se abocó
al estudio y análisis de la Proposición con Punto de Acuer-
do, al tenor de los siguientes:

ANTECEDENTES

PRIMERO. En sesión celebrada en el Pleno de esta Cá-
mara de Diputados, el 28 de abril de 2005, los CC. Secre-
tarios de la misma, dieron cuenta al Pleno del Punto de
Acuerdo que presentó el C. Diputado Federal Raúl Leonel
Paredes Vega, del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional.

SEGUNDO. En esa misma fecha, el C. Presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados acordó dar el
siguiente tramite: �Túrnese a la Comisión de Recursos
Hidráulicos�.

TERCERO. Mediante sus propios conductos la Comisión
de Recursos Hidráulicos dio cuenta a sus integrantes del
contenido de esta Proposición con Punto de Acuerdo.

CUARTO. El C. Legislador propone el siguiente:

�PUNTO DE ACUERDO

�Único. Se exhorta a la Comisión Nacional del Agua,
de cumplimiento permanente a lo establecido en la
Ley de Aguas Nacionales, en los artículos 84 Bis, 84
Bis 1 y 84 Bis 2, e implemente un programa continuo
en los diversos medios de comunicación sobre el uso
racional del agua.�

Con base en lo anteriormente señalado en los antecedentes,
emitimos las siguientes:

CONSIDERACIONES

PRIMERO. La Comisión de Recursos Hidráulicos, con
las atribuciones y facultades antes señaladas se abocó a
dictaminar la Proposición con punto de acuerdo referida.

SEGUNDO. El agua constituye en nuestro país como en
todos los países un elemento que determina en gran medi-
da el buen funcionamiento de los sistemas productivos e
influye, al mismo tiempo, en la calidad de vida de sus ha-
bitantes, desafortunadamente las prácticas agrícolas irra-
cionales (que representan poco mas del 40% de consumo
humano total de agua dulce en donde el 60%, se desperdi-
cia por pérdidas y evaporación); el crecimiento de la po-
blación, la contaminación de los distintos cuerpos de agua,
ya que en los países en desarrollo alrededor del 90% de las
aguas de desecho se descarga en ríos y arroyos sin trata-
miento alguno y las soluciones tencnológicas son insufi-
cientes, por lo que el comportamiento y los valores huma-
nos juegan un papel determinante.

TERCERO. Por ello, es necesario fomentar la conciencia
en la sociedad e incrementar el concepto de que el agua es
necesaria para alcanzar el desarrollo sostenible y el equili-
brio de los ecosistemas, que para esto la Comisión Nacio-
nal del Agua, a través del Instituto Mexicano de Tecnolo-
gía del Agua (IMTA), cuenta hasta el momento con dos
programas educativos dirigidos a niños a los cuales nom-
bró: ¡Encaucemos el Agua! y Cultura del Agua para Niños,
los cuales consideramos se deben intensificar de manera
exponencial y sobre todo en los medios de comunicación
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como televisión, radio, publicidad en espectaculares y en
programas con campañas constantes de educación en pri-
marias y secundarias del país.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, la Comi-
sión Recursos Hidáulicos, somete a la consideración de la
honorable Asamblea, el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO. Se exhorta a la Comisión Nacional del Agua, pa-
ra que implemente un programa continuo en los diversos
medios de comunicación sobre el uso racional del agua.

Comisión de Recursos Hidráulicos, Palacio Legislativo de San Lázaro,
México, DF, a 13 de diciembre de 2005.

La Comisión de Recursos Hidráulicos, diputados: Fernando Ulises
Adame de León (rúbrica), Presidente; Juan Carlos Núñez Armas (rú-
brica), secretario; Luis Felipe Madrigal Hernández (rúbrica), secreta-
rio; Jesús Humberto Martínez de la Cruz (rúbrica), secretario; Israel
Tentory García (rúbrica), secretario; Miguel Ángel Rangel Ávila, José
Orlando Pérez Moguel (rúbrica), Pascual Sígala Páez (rúbrica), Inelvo
Moreno Álvarez, Beatriz Mojica Morga (rúbrica), Elpidio Tovar de la
Cruz, Jacqueline G. Argüelles Guzmán, Gonzalo Rodríguez Anaya, Al-
berto Urcino Méndez Gálvez (rúbrica), Ricardo Alegre Bojorquez (rú-
brica), Alfredo Rodríguez y Pacheco, José Guadalupe Osuna Millán
(rúbrica), Marco Antonio Gama Basarte, Marco Antonio Torres Her-
nández (rúbrica), Juan Manuel Dávalos Padilla (rúbrica), Rosa Hilda
Valenzuela Rodelo (rúbrica), Carlos Manuel Rovirosa Ramírez (rúbri-
ca), Manuel E. Ovalle Araiza, Roberto Aquiles Aguilar Hernández (rú-
brica), Irma Guadalupe Moreno Ovalles (rúbrica), Roberto Antonio
Marrufo Torres, José Rangel Espinosa (rúbrica), Jesús Zúñiga Romero
(rúbrica), J. Miguel Luna Hernández.»

CONSUMO DE TABACO

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Salud, con puntos de acuerdo
para exhortar al titular de la Secretaría de Salud, a publicar
un acuerdo para que las frases de advertencia o precauto-
rias de las caras traseras de las cajetillas de cigarros inclu-
yan imágenes alusivas a los efectos negativos del consumo
de tabajo, así como para incrementar el número de leyen-
das escritas

HONORABLE ASAMBLEA:

En la sesión celebrada el 28 de abril de 2005 le fue turna-
da a la Comisión de Salud, para su estudio y dictamen, la
Proposición con Punto de Acuerdo para exhortar a la Se-
cretaría de Salud a que publique un Acuerdo para que las
leyendas de advertencia o precautoria de las caras traseras
de las cajetillas de cigarros incluyan imágenes alusivas a
los efectos negativos del consumo de tabaco, presentada
por el diputado Miguel Ángel Toscano Velasco, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional.

Los integrantes de esta Comisión dictaminadora, con fun-
damento en los artículos 73, fracción XVI de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39 nume-
rales 1° y 3°, 43, 44, 45 numeral 6, inciso e) y f), y demás
relativos de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60, 87, 88, 89, 93 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la con-
sideración de los miembros de esta honorable Asamblea, el
presente dictamen mismo que se realiza bajo la siguiente:

METODOLOGÍA

La Comisión encargada del análisis y dictamen de la pro-
posición mencionada anteriormente, desarrolla su trabajo
conforme el procedimiento que a continuación se describe:

En el capítulo de �ANTECEDENTES� se da constancia
del trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo de
turno para el dictamen de la referida Proposición con Pun-
to de Acuerdo, así como de los trabajos previos de la Co-
misión.

En el capítulo correspondiente a �CONTENIDO�, se ex-
ponen los motivos y alcance de la propuesta en estudio,
asimismo, se hace una breve referencia de los temas que la
componen.

En el capítulo de �CONSIDERACIONES�, la Comisión
dictaminadora expresa los argumentos de valoración de la
propuesta y los motivos que sustentan el resolutivo del dic-
tamen.

I. ANTECEDENTES.

Con fecha del 28 de abril de 2005 el diputado Miguel Án-
gel Toscano Velasco, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional, presentó ante el pleno de la
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Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión la Pro-
posición con Punto de Acuerdo con el propósito de exhor-
tar a la Secretaría de Salud a que publique un Acuerdo pa-
ra que las leyendas de advertencia o precautoria de las
caras traseras de las cajetillas de cigarros incluyan imáge-
nes alusivas a los efectos negativos del consumo de tabaco.

En la misma fecha fue turnada dicha Proposición, a la Co-
misión de Salud de la Cámara de Diputados del H. Con-
greso de la Unión, para su respectivo estudio y dictamen.

II. CONTENIDO.

El Punto de Acuerdo objeto del presente dictamen se reali-
za con el propósito de que la Secretaría de Salud publique
un Acuerdo por el que se obligue a que las caras traseras de
las cajetillas de cigarros incluyan leyendas de advertencia
o precautorias e imágenes alusivas a los efectos negativos
del consumo de tabaco.

III. CONSIDERACIONES.

A. El derecho a la salud es una de las más importantes pre-
rrogativas de las personas no sólo porque constituye un va-
lor fundamental para su desarrollo sino porque además,
dignifica al hombre. El artículo 4º de nuestra Constitución
Política consagra dicho derecho y determina, para tal efec-
to, que el Estado tiene la obligación de establecer las bases
y modalidades de acceso a los servicios de salud a través
de sus leyes.

B. Coincidimos con el proponente en el sentido de conside-
rar que el tabaquismo se ha convertido en un grave proble-
ma de salud pública a nivel mundial, con graves conse-
cuencias de diversas índoles por tratarse de una enfermedad
adictiva, crónica, progresiva y mortal.

Del mismo modo, consideramos acertada la propuesta de la
proposición con punto de acuerdo, en el sentido de ampliar
las medidas para combatir este problema de salud pública.

C. Ante la preocupación de los diversos países del mundo
por el crecimiento excesivo de la epidemia del tabaquismo,
el 21 de mayo de 2003, se aprobó el Convenio Marco para
el Control del Tabaco (CMCT), tratado multilateral que
pretende dar un marco a las medidas de control enfocadas
a disminuir la prevalencia en el consumo del tabaco, así co-
mo en la exposición al humo del mismo.

El CMCT aprobado por México, propone esencialmente,
dos tipos de medidas. Las primeras, enfocadas a la reduc-
ción del consumo, la protección a los no fumadores y la re-
gulación e información sobre los componentes tóxicos del
tabaco y sus emisiones. Se pretende desalentar el consumo
del tabaco aumentando el tamaño de las etiquetas sanitarias
y exigiendo la rotación de los mensajes. Asimismo, se pro-
pone prohibir el uso de términos engañosos, haciendo con-
ciencia en el público a través de la educación y la comuni-
cación. Igualmente, existe un rubro referente a la
publicidad, la promoción y el patrocinio de las tabacaleras.

México, como país que aprobó el CMCT y siendo el pri-
mer país en el mundo en ratificarlo, ha entrado en una nue-
va etapa de compromiso hacia el control del tabaco, para
ello incluso se creo una Comisión Nacional para el Control
del Tabaco y se ha previsto la aplicación de las medidas del
convenio en un plazo.

D. Pese a que ha habido trabajo y compromiso por parte de
la Secretaría de Salud en materia de control del tabaco, se
considera que a la fecha no se han generado suficientes
medidas para regular y combatir el consumo del mismo,
por lo que resulta necesario que la Secretaría continúe su
labor a fin de adecuarse a la brevedad a lo estipulado den-
tro del Convenio Marco para el Control del Tabaco y cuya
implementación constituye una necesidad y una obligación
para el gobierno mexicano tanto respecto de la comunidad
internacional como de la sociedad mexicana.

Ante la falta de mayores medidas para disuadir el consumo
del tabaco, las cifras en nuestro país continúan siendo alar-
mantes, el 26% de la población entre 12 y 65 años de edad
fuma y el 36% de los no fumadores están expuestos al hu-
mo del tabaco; de lo que se desprende que más de la mitad
de la población mexicana se encuentra en riesgo por el ta-
baco.

E. El Convenio establece, dentro de lo que se refiere al em-
paquetado y etiquetado, que las advertencias que describan
los efectos nocivos del consumo de tabaco deben ser rota-
tivos, grandes y legibles; debiendo ocupar el 50% o más de
las superficies principales; y pudiendo incluir imágenes o
pictogramas.

Es importante que se establezcan este tipo de medidas en
nuestro país para sensibilizar a los consumidores potencia-
les del tabaco sobre las repercusiones que tiene el mismo
en el cuerpo humano. Por ello, consideramos viable que los
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empaques y envases destinados a la comercialización o dis-
tribución de tabaco, contengan imágenes que muestren los
efectos del consumo del mismo.

F. Asimismo, se debe incrementar el número de leyendas
de advertencia o precautorias escritas que den a conocer
otros efectos nocivos causados por el consumo de tabaco,
para así contribuir a que los consumidores desistan de fu-
mar cigarrillos o utilizar productos que contengan tabaco. 

Estas leyendas precautorias deben incrementarse pues se
considera que constituyen una buena manera para que la
gente adquiera información sobre los efectos nocivos del
consumo del tabaco en el organismo y se abstenga de fu-
mar.

Si bien en nuestro país ya existen leyendas escritas para di-
suadir del consumo del tabaco, aún no se cuenta con imá-
genes o ilustraciones dentro de los empaques destinados a
productos relacionados con el tabaco, por lo que México se
encuentra rezagado en comparación a otros países como
Brasil, Canadá y los países miembros de la Unión Europea,
que ya adoptaron este tipo de medida en contra del consu-
mo del tabaco.

Por lo anteriormente expuesto los integrantes de la Comi-
sión de Salud, ponemos a consideración el siguiente:

ACUERDO

Primero. Se hace un atento exhorto a la Secretaría de Sa-
lud para que por medio de la Cofepris, publique un Acuer-
do en el Diario Oficial de la Federación, para que las le-
yendas de advertencia o precautoria de las caras traseras de
las cajetillas de cigarros incluyan imágenes a color alusivas
a los efectos nocivos del consumo de tabaco.

Segundo. Se solicita a la Secretaría de Salud que incre-
mente el número de leyendas de advertencia o precautorias
escritas que expongan otros efectos nocivos causados por
el consumo de tabaco.

Tercero. Se exhorta a la Secretaría de Salud para que hago
lo conducente para que las leyendas de advertencia o pre-
cautorias de la cara posterior de las cajetillas de cigarros
abarquen el 100% de dicha cara; integrándose por fotogra-
fías o imágenes que muestren los daños causados por el
consumo de tabaco, así como por leyendas escritas que ha-
gan alusión a la fotografía o imagen que aparezca en la ca-
jetilla.

Diputados: José Ángel Córdova Villalobos (rúbrica), José Javier Oso-
rio Salcido (rúbrica), Pablo Anaya Rivera (rúbrica), Cristina Díaz Sa-
lazar, Rafael García Tinajero Pérez (rúbrica), Raúl Rogelio Chavarría
Salas (rúbrica), María del Rocío Jaspeado Villanueva, Gisela Juliana
Lara Saldaña, Lucio Galileo Lastra Marín (rúbrica), Maki Esther Ortiz
Domínguez (rúbrica), Francisco Rojas Toledo, María Salomé Elyd
Sáenz, Jesús Aguilar Bueno, Marco Antonio García Ayala (rúbrica),
Jaime Fernández Caracho (rúbrica), Hugo Rodríguez Díaz (rúbrica),
Alfredo Bejos Nicolás, Isaías Soriano López, Rosa Hilda Valenzuela
Rodelo (rúbrica), Martha Palafox Gutiérrez, Martín Remigio Vidaña
Pérez, Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, José Porfirio Alarcón Hernán-
dez, María Angélica Díaz del Campo, Julio Boltvinik Kalinka, Martha
Lucía Mícher Camarena, Irma Figueroa Romero (rúbrica), José Luis
Naranjo Quintana (rúbrica), Raúl Piña Horta (rúbrica), María Angélica
Ramírez Luna (rúbrica).»

CIRUGIAS ESTETICAS

La Secretaria diputada María Sara Rocha Medina:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Salud, con puntos de acuerdo
para exhortar al titular del Ejecutivo federal, mediante las
Secretarías de Salud, de Gobernación, y de Economía, así
como a los gobiernos de las entidades federativas, a inten-
sificar las labores de inspección y vigilancia de los estable-
cimientos y personas que realizan tratamientos y cirugías
estéticos

HONORABLE ASAMBLEA:

En la sesión celebrada el 8 de diciembre de 2005, le fue tur-
nada a la Comisión de Salud, para su estudio y dictamen,
la Proposición con Punto de Acuerdo para exhortar al titu-
lar del Ejecutivo Federal, mediante las Secretarías de Sa-
lud, de Gobernación, y de Economía, así como a los go-
biernos de las Entidades Federativas, a intensificar las
labores de inspección y vigilancia de los establecimientos
y personas que realizan tratamientos y cirugías estéticos,
presentada por el diputado José Javier Osorio Salcido, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional.

Los integrantes de esta Comisión dictaminadora, con fun-
damento en los artículos 73, fracción XVI de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; 39 nume-
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rales 1° y 3°, 43, 44, 45 numeral 6, inciso e) y f), y demás
relativos de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos; y 55, 56, 60, 87, 88, 89, 93 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, sometemos a la con-
sideración de los miembros de esta honorable Asamblea, el
presente dictamen mismo que se realiza bajo la siguiente:

METODOLOGÍA

La Comisión encargada del análisis y dictamen de la pro-
posición mencionada anteriormente, desarrolla su trabajo
conforme el procedimiento que a continuación se describe:

En el capítulo de �ANTECEDENTES� se da constancia
del trámite de inicio del proceso legislativo, del recibo de
turno para el dictamen de la referida Proposición con Pun-
to de Acuerdo, así como de los trabajos previos de la Co-
misión.

En el capítulo correspondiente a �CONTENIDO�, se ex-
ponen los motivos y alcance de la propuesta en estudio,
asimismo, se hace una breve referencia de los temas que la
componen.

En el capítulo de �CONSIDERACIONES�, la Comisión
dictaminadora expresa los argumentos de valoración de la
propuesta y los motivos que sustentan el resolutivo del dic-
tamen.

I. ANTECEDENTES.

El 8 de diciembre de 2005, el diputado José Javier Osorio
Salcido, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, presentó ante el pleno de la Cámara de
Diputados del H. Congreso de la Unión la Proposición con
Punto de Acuerdo con el propósito de exhortar a las auto-
ridades sanitarias federales y estatales a intensificar las la-
bores de inspección y vigilancia de los establecimientos y
personas que realizan tratamientos y cirugías estéticos.

En la misma fecha fue turnada dicha Proposición, a la Co-
misión de Salud de la Cámara de Diputados del H. Con-
greso de la Unión, para su respectivo estudio y dictamen.

II. CONTENIDO.

El Punto de Acuerdo objeto del presente dictamen se reali-
za con el propósito de que las autoridades de salud efectú-
en una intervención enérgica y urgente para verificar el

efectivo cumplimiento de la ley en los establecimientos y
por parte de las personas que aplican tratamientos o cirugí-
as de carácter estético.

Asimismo, el diputado manifiesta que en la actualidad este
tipo de personas, que suelen ser médicos generales y en-
fermeras que se hacen pasar por cirujanos plásticos, reali-
zan diferentes tipos de tratamientos al margen de todo con-
trol de salud y sanitario, con consecuencias para los
usuarios de estos servicios.

Por lo anterior, considera que, además de aplicar en forma
irrestricta las normas, las autoridades de salud deben llevar
a cabo una campaña de información en el sentido de pre-
venir e informar a la ciudadanía acerca de este problema de
salud.

III. CONSIDERACIONES.

A. El derecho a la salud es una de las más importantes pre-
rrogativas de las personas no sólo porque constituye un va-
lor fundamental para su desarrollo sino porque además,
dignifica al hombre. El artículo 4º de nuestra Constitución
Política consagra dicho derecho y determina, para tal efec-
to, que el Estado tiene la obligación de establecer las bases
y modalidades de acceso a los servicios de salud a través
de sus leyes.

B. México se encuentra a la vanguardia mundial en la prác-
tica de la cirugía plástica, la cual es reconocida internacio-
nalmente tanto por la calidad, seguridad y confiabilidad del
servicio que se ofrece, como por el bajo costo que implica.

Sin embargo, en nuestro país se ha registrado una prolife-
ración de establecimientos clandestinos que ofrecen servi-
cios estéticos de dudosa calidad, y ponen en riesgo la salud,
e incluso la vida de la persona, al ocasionar severos daños en
la zona intervenida, como glúteos, senos o el rostro.

Estos establecimientos generan un problema de salud pú-
blica, ya que se encuentran fuera de todo control de salud
y sanitario, y ofrecen diferentes tipos de tratamientos de
belleza, que en muchos casos son llevados a cabo por me-
dio de procedimientos no certificados por las autoridades
de salud, realizados en condiciones al margen de la Ley y
efectuados por personal no capacitado.

Por tal motivo y con el fin de evitar que charlatanes sin éti-
ca ni preparación dañen a la población con cirugías estéticas
y cosméticas que matan los tejidos, causan deformidades e
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infecciones, dermatólogos y cirujanos plásticos especiali-
zados y reconocidos nacional e internacionalmente crearon
la Asociación Mexicana de Información para la Belleza In-
tegral (AMINBI), que además, pretende alertar contra la
proliferación de �productos mágicos� y tratamientos alter-
nativos sin supervisión médica.

C. Según informes de la AMINBI (Asociación Mexicana
de Información para la Belleza Integral) México en el 2004
ocupó el segundo lugar mundial en intervenciones estéti-
cas, sólo por debajo de Estados Unidos, que ocupa el pri-
mer lugar con alrededor de 7 millones de procedimientos
para cambiar la apariencia.

En México el sector de la belleza se encuentra en constan-
te crecimiento y cada día, no sólo las mujeres sino también
los hombres se someten a tratamientos y utilizan productos
para la belleza y cuidado personal. En nuestro país, desde
el año 2002, los tratamientos estéticos quirúrgicos han au-
mentado en un veinte por ciento mientras los no quirúrgi-
cos se han incrementado en un treinta por ciento. En el ni-
vel mundial 89 por ciento de los pacientes de los cirujanos
plásticos son mujeres, el resto del porcentaje lo conforman
hombres.

Además, la mujer mexicana económicamente activa in-
vierte entre 50 y 60 por ciento de sus ingresos en trata-
mientos y productos para belleza.

En nuestro país se realiza el 10% del total de cirugías plás-
ticas que se llevan a cabo en el mundo, con aproximada-
mente 50 mil 490 en 2003 y de acuerdo con diversos hos-
pitales consultados por AMINBI (Asociación Mexicana de
Información para la Belleza Integral), se realizan hasta 500
mil procedimientos quirúrgicos anuales en busca de belleza.

Los mexicanos solicitan en primer lugar el relleno de bó-
tox, en seguida la lipoescultura y el aumento de senos com-
parten el segundo lugar; mientras que los rellenos en el ros-
tro ocupan la posición número tres. Más de la mitad de
quien se realiza un tratamiento estético se encuentra entre
los 21 y los 50 años de edad.

D. Coincidimos en considerar que la operación de este tipo
de establecimientos es un problema de salud pública, ya
que la gente es engañada al hacerle pensar que esta siendo
intervenida por un cirujano plástico, o un especialista de la
salud; cuestión que influye a la hora de tomar la decisión,
eligiendo al médico que cobra menos, cuando en realidad,
este, no cuenta con dicha especialidad.

Además, en algunos de estos lugares se inyectan en la per-
sona desde aceite de bebé, de cártamo e incluso de coche,
así como parafinas y silicones industriales en diferentes
partes del cuerpo, los cuales eventualmente  van a generar
daños como reacciones inflamatorias, necrosis o pérdida de
tejido, con consecuencias graves como invalidez y ampu-
taciones.

Según datos de la Asociación Mexicana de Cirugía Plásti-
ca Estética y Reconstructiva, en México se llevan a cabo el
doble de intervenciones fuera del marco normativo, de las
que son realizadas por cirujanos plásticos certificados y
que del total de intervenciones ilegales más de un 60% de
estas traen problemas inmediatos o a mediano plazo a los
pacientes. Tan sólo en el Hospital General de México, se
reciben en promedio 500 casos anuales de complicaciones
por procedimientos estéticos, la mayoría de los cuales son
irreversibles.

Estas prácticas están a punto de convertirse en un proble-
ma de salud pública grave, que de no atenderse con pronti-
tud estarán perturbando la salud de miles de mexicanos con
daños irreparables por las secuelas de estos tratamientos o
intervenciones mal logradas.

Por lo anteriormente expuesto los integrantes de la Comi-
sión de Salud, ponemos a consideración el siguiente:

ACUERDO.

Primero. Se exhorta a la Secretaría de Salud, a la Secreta-
ría de Gobernación, y a la Secretaría de Economía del Go-
bierno Federal, así como, a los Gobiernos de los estados a
que intensifiquen las acciones de vigilancia hacia los esta-
blecimientos y personas que realizan tratamientos y cirugí-
as de carácter estético a fin de que cumplan con la norma-
tividad en materia de autorizaciones, certificados,
publicidad y protección del consumidor.

Segundo. Se exhorta a las autoridades sanitarias de los ám-
bitos federal y local, así como, a la Procuraduría Federal
del Consumidor a que realicen campañas que informen y
concienticen a la población en general sobre los riesgos y
consecuencias para la salud que pueden acarrear tratamien-
tos y cirugías de carácter estético en establecimientos no
autorizados y/o con personal no capacitado. Además de in-
formar a la población sobre sus derechos y mecanismos de
denuncia cuando estos son violados. 
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Tercero. Se solicita a las Secretarías de Salud, de Gober-
nación y Economía a que informen a esta soberanía sobre
el cumplimiento de las disposiciones legales de su compe-
tencia aplicable a los establecimientos y personas que rea-
lizan tratamientos y cirugías de carácter estético, así como,
de las acciones que están llevando a cabo para vigilar y
sancionar las infracciones a la normatividad.

Diputados: José Ángel Córdova Villalobos (rúbrica), José Javier Oso-
rio Salcido (rúbrica), Pablo Anaya Rivera (rúbrica), Cristina Díaz Sa-
lazar, Rafael García Tinajero Pérez (rúbrica), Raúl Rogelio Chavarría
Salas (rúbrica), María del Rocío Jaspeado Villanueva (rúbrica), Gisela
Juliana Lara Saldaña (rúbrica), Lucio Galileo Lastra Marín (rúbrica),
Maki Esther Ortiz Domínguez, Francisco Rojas Toledo, María Salomé
Elyd Sáenz (rúbrica), Jesús Aguilar Bueno, Marco Antonio García
Ayala, Jaime Fernández Saracho, Hugo Rodríguez Díaz (rúbrica), Al-
fredo Bejos Nicolás, Isaías Soriano López, Rosa Hilda Valenzuela Ro-
delo (rúbrica), Martha Palafox Gutiérrez, Martín Remigio Vidaña Pé-
rez, Ivonne Aracelly Ortega Pacheco, José Porfirio Alarcón Hernández,
María Angélica Díaz del Campo (rúbrica), Julio Boltvinik Kalinka,
Martha Lucía Mícher Camarena, Irma Smutny Figueroa Romero (rú-
brica), José Luis Naranjo Quintana (rúbrica), Raúl Piña Horta (rúbri-
ca), María Angélica Ramírez Luna.»

ESTADO DE MEXICO

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, con puntos de acuerdo para exhortar a la Procu-
raduría Federal de Protección al Ambiente, en coordina-
ción con el gobierno del estado de México y el mnicipio de
Tecámac, a verificar el cumplimiento de la norma NOM-
083-SEMARNAT-2003, en el relleno sanitario Waste Co.
México y, en caso contrario, tomen medidas correctivas y
legales que procedan

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales
fue turnada para su análisis y dictamen, la proposición con
Punto de Acuerdo para exhortar a la Procuraduría Federal
de Protección al Ambiente, en coordinación con el Gobier-
no del Estado de México y el Municipio de Tecámac a ve-
rificar el cumplimiento de la norma oficial NOM-083-SE-

MARNAT-2003, en el relleno sanitario Waste Co. México
y, en caso contrario, tomen medidas correctivas y legales
que procedan, suscrita por el Diputado Raúl Leonel Pare-
des Vega, del grupo parlamentario del Partido Acción Na-
cional.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39, nume-
ral 1; 45, numeral 6, inciso f), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; así como
de los diversos artículos 60, 87, 88 y demás relativos y
aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, esta
Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la
H. Cámara de Diputados es competente para dictaminar la
proposición en comento por lo que se somete a la conside-
ración de la Honorable Asamblea el presente Dictamen,
con base en los siguientes antecedentes y consideraciones:

ANTECEDENTES

1.- El 16 de marzo de 2006 se presentó el Punto de Acuer-
do para exhortar a la Procuraduría Federal de Protección al
Ambiente, en coordinación con el Gobierno del Estado de
México y el Municipio de Tecámac a verificar el cumpli-
miento de la norma oficial NOM-083-SEMARNAT-2003,
en el relleno sanitario Waste Co. México y, en caso contra-
rio, tomen medidas correctivas y legales que procedan, sus-
crita por el Diputado Raúl Leonel Paredes Vega, del grupo
parlamentario del Partido Acción Nacional, donde se dictó
el trámite de turno a esta Comisión.

2.- El 17 de marzo de 2006, se recibió oficio emitido por la
Mesa Directiva de esta Cámara de Diputados de fecha 16
de marzo de 2006, con anexo de duplicado del expediente
num. 5312, que contiene la proposición con punto de
acuerdo citada.

Tomando como base la información disponible los antece-
dentes citados, así como la propuesta en comento, esta Co-
misión se abocó a su estudio para cumplir con el mandato
del Pleno de esta Cámara de Diputados, bajo los siguientes:

CONSIDERANDOS

1.- Que el problema de la generación, manejo y disposición
final de residuos de los diferentes tipos; municipales, peli-
grosos sanitarios esta en incremento en nuestro país, debi-
do a crecimiento desordenado e indebida planeación urba-
na, pese a los esfuerzos de los diferentes niveles de
gobierno, lo que provoca problemas ambientales y sociales
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que afectan el equilibrio ecológico y la salud de los habi-
tantes.

2.- Que es imprescindible la coordinación por parte de los
gobiernos federal, estatal y municipal que contribuyan a la
preservación de los ecosistemas y el goce efectivo de los
derechos humanos, como es el consagrado en el párrafo
quinto del artículo 4º de nuestra Constitución, relativo a
que �toda persona tiene el derecho a un medio ambiente
adecuado para su desarrollo y bienestar�.

3.-Que el artículo 5º de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente establece como las fa-
cultades de la Federación: y entre ellas la fracción V.- ex-
presa �La expedición de las normas oficiales mexicanas y
la vigilancia de su cumplimiento en las materias previstas
en esta Ley;�

4.- Que el artículo 6º de la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente establece que �Las atri-
buciones que esta Ley otorga a la Federación, serán ejerci-
das por el Poder Ejecutivo Federal a través de la Secretaría,
salvo las que directamente correspondan al Presidente de la
República por disposición expresa de la Ley, cuando, por
razón de la materia y de conformidad con la Ley Orgánica
de la Administración Pública Federal u otras disposiciones
legales aplicables, se requiera de la intervención de otras
dependencias, la Secretaría ejercerá sus atribuciones en co-
ordinación con las mismas.

3.- Que el 7º de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente en su fracción VI.- establece �La
regulación de los sistemas de recolección, transporte, al-
macenamiento, manejo, tratamiento y disposición final de
los residuos sólidos e industriales que no estén considera-
dos como peligrosos de conformidad con lo dispuesto por
el artículo 137 de la presente Ley;�

5.- Que el Artículo 8o. la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente señala �La aplicación
de las disposiciones jurídicas relativas a la prevención y
control de los efectos sobre el ambiente ocasionados por la
generación, transporte, almacenamiento, manejo, trata-
miento y disposición final de los residuos sólidos e indus-
triales que no estén considerados como peligrosos, de con-
formidad con lo dispuesto por el artículo 137 de la presente
Ley;�

6.- Que el Artículo 137 de la misma Ley establece �Queda
sujeto a la autorización de los Municipios o del Distrito Fe-

deral, conforme a sus leyes locales en la materia y a las
normas oficiales mexicanas que resulten aplicables, el fun-
cionamiento de los sistemas de recolección, almacena-
miento, transporte, alojamiento, reuso, tratamiento y dis-
posición final de residuos sólidos municipales.�

7.- Que el 7 de febrero de 2003, la Compañía Waste Co.
México recibió autorización de manera condicionada por
parte de la Secretaría de Ecología del Estado de México ,
por medio de su Dirección General de Normatividad, me-
diante oficio número 21203/resol/065/03, para la construc-
ción y operación del proyecto denominado �Relleno Sani-
tario Waste Tecámac� a 12 meses, prorrogable a juicio de
la mencionada Secretaría.

8.- Que el relleno sanitario mencionado, por encontrase
cercano a pozos de agua potable, zonas habitacionales y es-
cuelas irrumpe la normatividad establecida en la NOM-
083-SEMARNAT-2003. que establece las especificaciones
de selección del sitio, diseño, construcción, operación, mo-
nitoreo, clausura y obras complementarias de un sitio de
disposición final de residuos sólidos municipales y de ma-
nejo especial.

9.- Que se ha detectado escasa supervisión y control por
parte de las instancias respectivas, lo cual genera efectos
negativos en la salud de los habitantes aledaños y al eco-
sistema.

10.- Que el impacto ambiental de las sustancias lixiviadas
mal manejadas y arrastradas por el agua hacia el subsuelo
constituyen una fuente contaminante de acuíferos, así co-
mo del propio subsuelo 

11.- Que existe disposición de la Organización Mundial de
la Salud que establece que no debería construirse ni esta-
blecerse ninguna fuente de contaminación tal como un re-
lleno sanitario, en un radio de 1000 metros a la redonda de
una escuela, pues los niños están expuestos a diversas en-
fermedades a causa de los elevados niveles de sustancias y
partículas patógenas que respiran al jugar y estudiar cerca
de basureros o rellenos sanitarios.

Por todo lo anterior, esta Comisión, con fundamento en las
facultades que le confieren los artículos 39, 40 y demás re-
lativos de la Ley Orgánica del Congreso General; y los Ar-
tículos 58 y 60 y demás relativos del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General, somete a la con-
sideración de los integrantes de esta Honorable Asamblea
el presente dictamen con: 
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PUNTO DE ACUERDO

Primero: Se exhorta a la Procuraduría Federal de Protec-
ción al Ambiente, a verificar a través de su delegación es-
tatal en el estado de México, el cumplimiento de la Norma
Oficial NOM-083-SEMARNAT-2003, en el relleno sanita-
rio Waste Co. México ubicado en Tecamac estado de Mé-
xico y, en caso contrario, tomen medidas correctivas y le-
gales que procedan.

Segundo. Se exhorta al gobierno del estado de México y al
municipio de Tecamac en el ámbito de sus respectivas
competencias para que en coordinación con la Procuradu-
ría Federal de Protección al Ambiente, se realice la verifi-
cación y cumplimiento de la NOM-083 SEMARNAT-2003
y se verifique la operación del relleno sanitario Waste Co.
México ubicado en Tecamac estado de México.

Diputados: Jacqueline Guadalupe Argüelles Guzmán (rúbrica), Presi-
denta; Francisco Javier Lara Arano (rúbrica), Roberto Aquiles Aguilar
Hernández, Carlos Manuel Rovirosa Ramírez, José Luis Cabrera Padi-
lla (rúbrica), secretarios; Irene Herminia Blanco Becerra (rúbrica), Ra-
úl Leonel Paredes Vega (rúbrica), Raúl Rogelio Chavarría Salas (rú-
brica), Lorena Torres Ramos, Mario Ernesto Dávila Aranda, Regina
Vázquez Saut, María Guadalupe García Velasco (rúbrica), Guillermo
Tamborrel Suárez (rúbrica), Bernardo Loera Carrillo (rúbrica), Óscar
Rodríguez Cabrera (rúbrica), Julián Nazar Morales, Víctor Manuel Al-
cerreca Sánchez (rúbrica), Roberto Antonio Marrufo Torres, Óscar Fé-
lix Ochoa, Miguel Amezcua Alejo, Alfredo Bejos Nicolás (rúbrica),
Jacobo Sánchez López, Ernesto Alarcón Trujillo (rúbrica), Maximino
Alejandro Fernández Ávila (rúbrica), Pascual Sigala Páez, Carlos Sil-
va Valdés (rúbrica), María del Rosario Herrera Ascencio, Nancy Cár-
denas Sánchez (rúbrica), Adrián Chávez Ruiz (rúbrica).»

ESTADO DE BAJA CALIFORNIA SUR

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Transportes, y de
Turismo, con puntos de acuerdo para exhortar al Poder
Ejecutivo federal, a través de las Secretarías de Turismo, y
de Comunicaciones y Transportes, a intervenir de manera
inmediata para resolver el conflicto entre los transportistas
de Los Cabos, Baja California Sur

HONORABLE ASAMBLEA:

Las Comisiones Unidas de Turismo y de Transportes de la
LIX Legislatura de la Cámara de Diputados del H. Con-
greso de la Unión, con fundamento en las facultades que
les confieren los artículos 39 fracciones XXXVII y
XXXVIII, 45 numeral 6, incisos e), f) y g) de la Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos y 60 párrafo primero, 65, 85, 88, 89 y 94 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos; proponemos a considera-
ción de esta Asamblea, el cuerpo del siguiente:

DICTAMEN

1. ANTECEDENTES

A las Comisiones que suscribimos de Transportes y de Tu-
rismo, nos fueron turnados para su estudio, análisis y ela-
boración del correspondiente Dictamen, los expedientes
que contienen las siguientes:

� PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO POR
EL QUE SE EXHORTA AL PODER EJECUTIVO
FEDERAL, A TRAVÉS DE LAS SECRETARÍAS DE
COMUNICACIONES Y TRANSPORTES, A INTER-
VENIR DE MANERA INMEDIATA PARA DAR SO-
LUCIÓN AL CONFLICTO ENTRE LOS TRANS-
PORTISTAS DE LOS CABOS, ESTADO DE BAJA
CALIFORNIA SUR; presentado por la Diputada Fede-
ral ESTHELA PONCE BELTRÁN, integrante de la frac-
ción parlamentaria del Partido Revolucionario Institu-
cional, el día 10 de marzo del 2005. Misma que fue
turnada a las Comisiones Unidas de Turismo y de Trans-
portes.

� PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO
POR EL QUE SE EXHORTA A LAS AUTORIDA-
DES ESTATALES Y MUNICIPALES DE TURISMO
EN BAJA CALIFORNIA SUR, ASÍ COMO A LAS
SECRETARÍAS DE COMUNICACIONES Y
TRANSPORTES Y DE TURISMO DEL GOBIER-
NO FEDERAL, ASUMIR SU RESPONSABILIDAD
INMEDIATAMENTE APLICANDO UNA ESTRATE-
GIA CONJUNTA PARA SOLUCIONAR, EN EL ÁM-
BITO DE SUS COMPETENCIAS, EL CONFLICTO
QUE SE HA GENERADO EN MATERIA DE
TRANSPORTE PÚBLICO PARA EL TURISMO EN
LOS CABOS; presentado por la Diputada Federal MI-
RIAM MUÑOZ VARGAS, integrante de la fracción
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parlamentaria del Partido Acción Nacional, el día 28 de
abril del 2005. Misma que fue turnada a las Comisiones
Unidas de Transportes y de Turismo.

Los integrantes de estas Comisiones Dictaminadoras, de
conformidad a lo dispuesto por el contenido del artículo
45, numeral 6, inciso g) de la Ley Orgánica, y último pá-
rrafo del artículo 90 del Reglamento; ambos para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, convienen emitir el presente Dictamen, de
conformidad a los siguientes puntos:

2. PROCESO LEGISLATIVO DE LAS PROPUESTAS

a) En sesión celebrada el diez de marzo del año 2005, la
Diputada Federal ESTHELA PONCE BELTRÁN inte-
grante de la Fracción Parlamentaria del Partido Revolu-
cionario Institucional, presentó una Proposición con
Punto de Acuerdo por el que propone que la Honorable
Cámara de Diputados exhorte al Poder Ejecutivo Fede-
ral �a través de las Secretarías de Turismo, y de Comu-
nicaciones y Transportes- a intervenir de manera inme-
diata para solucionar el conflicto entre los transportistas
de Los Cabos, Baja California Sur.

b) De Igual manera, en sesión celebrada el veintiocho de
abril de 2005, la Diputada Federal MIRIAM MUÑOZ
VARGAS integrante de la Fracción Parlamentaria del
Partido Acción Nacional, presentó una Proposición con
Punto de Acuerdo por el que se exhorta a las autorida-
des estatales y a las municipales de Turismo en Baja Ca-
lifornia Sur, así como a la Secretaría de Comunicaciones
y Transportes y a la Secretaría de Turismo del Gobierno
Federal, a asumir su responsabilidad inmediatamente,
aplicando una estrategia conjunta a fin de solucionar, en
el ámbito de sus competencias, el conflicto generado en
materia de transporte público para el turismo en Los Ca-
bos.

c) La Mesa Directiva de esta Cámara, determinó dispo-
ner el turno de la Proposiciones citadas a las Comisio-
nes Unidas de Transportes y de Turismo, turnando el ex-
pediente número 2882 a la de Turismo y Transportes, y
el expediente número 3407 a la de Transportes y Turis-
mo; expedientes que por considerar las mismas pro-
puestas para solucionar el mismo conflicto, se resolvió
desahogar ambos en un solo Dictamen.

d) Luego de la recepción formal de los asuntos en estu-
dio, se presentaron a la consideración del Pleno de las

Comisiones Unidas, los proyectos de Dictamen, mismos
que previo su análisis y discusión; por mayoría de votos
fue aprobado concentrarlos y emitir un solo dictamen,
resolviéndose enviar la resolución a la Mesa Directiva
de esta Cámara para su listado en el Orden del Día de la
Sesión que así corresponda.

3. CONTENIDO DE LAS PROPOSISIONES

A) En las propuestas en estudio, la Diputada ESTHELA
PONCE BELTRÁN, afirma que el problema de los
transportistas en Los Cabos, lleva poco mas de 15 años,
mismo que últimamente se ha agudizado debido a las
disputas entre los transportistas al momento de brindar
el servicio a los turistas, lo cual ha llegado a extremos
lamentables que han afectado la economía del estado, ya
que muchos promotores turísticos han cancelado sus
destinos a Baja California Sur, por el clima de inseguri-
dad para el turismo nacional e internacional como re-
sultado del conflicto entre los transportistas de Los Ca-
bos.

Señalan que el problema principal se suscita en el co-
rredor turístico de 32 kilómetros, el cual por su natura-
leza es de competencia evidentemente federal. Particu-
larmente de la Secretaría de Comunicaciones y
Transportes y de la Secretaría de Turismo. Debido a lo
delicado del asunto y de las consecuencias que este im-
plica, resulta urgente que las autoridades competentes
tomen cartas en el asunto de manera inmediata antes de
que el conflicto tome matices de extrema gravedad, y
pueda ser solucionado con la oportuna y adecuada par-
ticipación del Poder Ejecutivo, al lograr consensos y
acuerdos entre transportadoras y taxistas, para que am-
bos realicen su trabajo de la mejor manera y se brinde
un servicio adecuado que fortalezca el flujo turístico y
de divisas para el Estado de Baja California Sur; garan-
tizando que la transportación turística en Los Cabos sea
segura y eficiente.

B) Por otro lado, la Diputada MIRIAM MUÑOZ VAR-
GAS considera que nuestro país no es ajeno a los movi-
mientos del turismo internacional, ya que ésta, es una de
las principales fuentes de empleo y representa un tercer
rubro de captación de divisas, lo cual representa un ocho
por ciento de incremento del Producto Interno Bruto
(PIB) anualmente. A esta actividad alternativa, genera-
dora de empleos y receptora de divisas, debe procúrase-
le la disminución de todas las disposiciones legales que
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contravengan el desarrollo de esta actividad, la cual for-
talece la economía de México ya que el turismo arroja
una derrama económica significativa directa a los ciu-
dadanos de los lugares donde se desarrolla, generando
distintos polos de desarrollo, y divisas para nuestro pa-
ís.

Señala que el Fondo Nacional de Fomento al Turismo
(FONATUR), ha clasificado cinco puntos importantes
en materia turística, Ixtapa, Guerrero, Cancún, Quintana
Roo, Huatulco, Oaxaca, Los Cabos y Lotero en Baja
California Sur; y es el desarrollo de Los Cabos, el cual
recibe un gran flujo de turistas, que la Secretaría de Tu-
rismo estima en setecientos millones de dólares anuales,
y la demanda de los servicios se enfatiza en la transpor-
tación terrestre principalmente. El trayecto del aero-
puerto a Cabo San Lucas, se realiza por medio del
transporte público, el cual de acuerdo a la modalidad, el
servicio se presta por unidades de servicio de transporte
público federal de turismo, o en unidades de servicio de
transporte público local de pasajeros.

Estas situaciones, han llevado a que la competencia en-
tre prestadores de este servicio, comience a generar con-
flictos, y se realicen bloqueos por parte de los prestado-
res de servicio de transporte público local. Esta
situación resulta lamentable, ya que podría expandirse a
otros destinos del país, por lo que resulta necesario pri-
vilegiar el diálogo y llegar a la solución conjunta de es-
te problema, con el ánimo de no afectar la percepción de
los turistas, y el crecimiento de los lugares donde impe-
re el desorden, el cual lesiona al país en su totalidad co-
mo destino turístico. 

Las Comisiones Unidas de Transportes y de Turismo de
esta Honorable Cámara de Diputados previo el análisis
detallado y profundo que realizaron, concluyen que son
de aceptarse los proyectos referidos, basados en las si-
guientes:

4. CONSIDERACIONES

A) El Estado Libre y Soberano de Baja California Sur
tiene una extensión de poco mas de 71,428 Kilómetros
cuadrados, lo que representa el 3.7% del territorio na-
cional, entre las localidades principales del Estado se
encuentran Ciudad Constitución, Guerrero Negro, La
Paz, Loreto, Los Cabos, Mulege, San Ignacio, Santa Ro-
salía y Todos Santos; de estas ciudades, Cabo San Lucas
y San José del Cabo son las ciudades que conforman el

corredor turístico de Los Cabos, el cual se localiza en al
extremo sur del Estado, y es un recorrido comprendido
que se encuentra a 183 kilómetros al sureste de La Paz,
por la carretera número 9 y entronque con la número 1
y Cabo San Lucas. El recorrido entre San José del Cabo
y Cabo San Lucas por la carretera número 1, es de 33 ki-
lómetros.

Los Cabos y la llamada �Costa de Oro� de México, es
por excelencia el centro turístico de más auge en Baja
California, reconocido mundialmente por ser un polo de
diversión y variedad de atractivos. Se localiza en la pun-
ta de la península de Baja California, donde termina la
tierra y el Pacífico se encuentra con el Golfo de Califor-
nia o Mar de Cortés. Este destino, ofrece al visitante na-
cional e internacional diversas actividades como la pes-
ca, visitas a la observación de las ballenas grises que
pasan por esta agua, o practicar el golf, pues Los Cabos
tiene el orgullo de ser en poco tiempo un lugar donde se
llevan a cabo grandes torneos; entre muchas otras acti-
vidades más.

Desde la perspectiva del bienestar social y económico,
durante las temporadas de alta incidencia turística la vi-
da de las ciudades que constituyen destinos importantes,
llega a verse alterada por la gran cantidad de visitantes,
por un nutrido tránsito vehicular y por las múltiples ac-
tividades sociales que se superponen a las locales, lo
que conlleva a que en las entidades con mucha afluen-
cia de turismo, se genere una derrama económica im-
portante, con la cual la población de la región sostiene
sus hogares y satisface las necesidades primarias.

Sin embargo, existen factores importantes que resulta-
rán en la mejora o deterioro de la afluencia turística de
las regiones, y esto es, que la generarse conflictos que
alteren la tranquilidad de los paseantes hasta el grado de
involucrarlos en los mismos, ocasionará mala imagen
para el lugar, pésimo trato de los prestadores de los ser-
vicios turísticos y, sobre todo, anula en el turista las ga-
nas de regresar a vacacionar al mismo lugar.

Si bien es cierto que a los sitios turísticos ingresan im-
portantes recursos económicos, también lo es que los
problemas locales se pueden convertir en detonadores
para impedir que los turistas (tanto nacionales como ex-
tranjeros) regresen a nuestro país, todo ello derivado de
la mala imagen o los malos tratos que los prestadores de
servicios turísticos puedan tener para con ellos.
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Para ejemplificar lo anterior, basta con observar la grá-
fica que a continuación se presenta, donde se observa la
cantidad de turísticas que visitaron Los Cabos durante
los años 2001 y 2002.

De igual forma, como parte del Programa Nacional de
Turismo 2001-2006, se ha establecido que uno de los
ejes de la política turística nacional lo constituye el te-
ner turistas totalmente satisfechos. A fin de apoyar el
logro de este eje rector, se ha establecido un programa
permanente de medición de resultados a través del estu-
dio Perfil y Grado de Satisfacción de los Turistas.

B) Esta permanente evaluación ha permitido no solo co-
nocer a profundidad el perfil de los turistas que nos vi-
sitan, sino también generar una serie histórica de datos
que sirve de base para presentar un análisis específico
de gran precisión sobre la experiencia del turista inter-
nacional y analizar por segmentos de mercado específi-
cos.

En el contexto internacional se puede ver que el lide-
razgo de México se presenta en los dos frentes: ocupa-
ción y tarifa. Los Cabos parece tener una tarifa inigua-
lable que le permite tener el RevPAR más alto (Revenue
Per Available Room, por sus siglas en ingles, que puede
traducirse como �Ingreso por Habitación Disponible�), a
pesar de mantener niveles medios de ocupación. Caso
contrario sucede con Riviera Maya, Punta Cana, Can-
cún, Miami, Rió de Janeiro y Santo Domingo los cuales
tienen más o menos el mismo nivel de tarifa, menor al

de Los Cabos, con lo cual, su ubicación en el RevPAR
depende del nivel de ocupación que presenten. En este
sentido, el líder indiscutible es la Riviera Maya con la
ocupación más alta en 2004. Mientras tanto Cancún es
superado por Punta Cana, pero presenta un RevPAR
mayor que Miami. La Riviera Maya, Cancún y Miami
parecen estar inmersos en una dinámica geográfica inte-
resante, donde hasta el momento los destinos mexicanos
llevan la delantera. Río de Janeiro y Santo Domingo
castigan literalmente su RevPAR al mantener una tarifa
un poco más alta, pero con ocupaciones mucho más ba-
jas.

Finalmente, en el nivel inferior, Puerto Vallarta, Acapul-
co e Ixtapa se encuentran en un nivel de tarifa más ba-
jo, junto con Bali, sólo que éste último destino presenta
en 2004 una tasa de ocupación hotelera mayor, con lo
cual, los tres destinos mexicanos resultan ser los desti-
nos menos rentables en el contexto internacional, si se
utiliza como indicador el RevPAR. Sin embargo, hay
que notar que este es un resultado coyuntural. General-
mente Bali tiene un desempeño inferior al de Puerto Va-
llarta y su alta ocupación para 2004 puede ser el resul-
tado de un Overshooting del destino, (excedente ó
sobrereacción del tipo de cambio, es decir; si dos países
producen un mismo bien idéntico entonces el precio de
ese bien debería ser el mismo en términos de una mis-
ma moneda, sin embargo, cuando existe un aumento
permanente en la cantidad de dinero con tipo de cambio
flexible, provoca un excedente, originando así un
�Overshooting�) después de la fuerte caída que presentó
en 2003 recibió un exceso de turistas que habían pos-
puesto su viaje, pero es un nivel que no necesariamente
se mantendrá.

Asimismo, cabe mencionar que Los Cabos se mantiene
con un altísimo RevPAR como el líder, pues su carácter
exclusivo le ha permitido mantener altas sus tarifas a pe-
sar de los movimientos en la ocupación. Riviera Maya
ocupa el segundo lugar, que por su volatilidad ahora lle-
ga incluso a superar a Punta Cana. Cancún con una fuer-
te competencia mantiene un buen nivel de tarifa y ocu-
pación alta, con lo cual su RevPAR resulta ser muy
competitivo. Lo anterior, se puede observar en el cuadro
que a continuación se presenta:
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Todo lo anterior, en cuanto a materia turística se refiere.

C) Considerando las atribuciones que tiene la Secretaría
de Comunicaciones y Transportes cabe señalar que la
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, en
su artículo 36, señala que corresponde a dicha Secreta-
ría, el despacho de los siguientes asuntos:

�Artículo 36.  �

I. Formular y conducir las políticas y programas para
el desarrollo del transporte y las comunicaciones de
acuerdo a las necesidades del país.

II. �

III. �

IV. �

V. �

VI. �

VII. �

VIII. �

IX. Otorgar concesiones y permisos para la explotación
de servicios de autotransportes en las carreteras fede-
rales y vigilar técnicamente su funcionamiento y opera-
ción, así como el cumplimiento de las disposiciones le-
gales respectivas.

X. �

XI. �

XII. Fijar normas técnicas del funcionamiento y opera-
ción de los servicios públicos de comunicaciones y
transportes y las tarifas para el cobro de los mismos, así
como otorgar concesiones y permisos y fijar las tarifas
y reglas de aplicación de todas las maniobras y servi-
cios marítimos, portuarios, auxiliares y conexos rela-
cionados con los transportes o las comunicaciones; y
participar con la Secretaría de Hacienda y Crédito Pú-
blico en el establecimiento de las tafias de los servicios
que presta la Administración Pública Federal de comu-
nicaciones y transportes;

XIII. �

�.�

De igual manera, el mismo ordenamiento legal en su ar-
tículo 42 establece las atribuciones de la Secretaría de
Turismo, dentro de las cuales se encuentra: 

�I�

�

III. Participar con voz y voto en las Comisiones Con-
sultiva de Tarifas y la Técnica Consultiva de Vías Ge-
nerales de Comunicación�.

Por lo anteriormente expuesto y fundado los integrantes de
estas Comisiones Unidas de Transportes y de Turismo,
convenimos en someter a la consideración del Pleno de es-
ta Honorable Asamblea, el Siguiente: 

ACUERDO

PRIMERO.- Por las argumentaciones y fundamentos ex-
puestos, son de aprobarse las Proposiciones con Punto de
Acuerdo presentadas por las diputadas Miriam Muñoz Var-
gas y Esthela Ponce Beltrán, del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional y del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional respectivamente, por
los que propone que la Honorable Cámara de Diputados
exhorte a las autoridades estatales y a las municipales de
Turismo en Baja California Sur, así como al Poder Ejecu-
tivo Federal �a través de las Secretarías de Turismo, y de
Comunicaciones y Transportes- a intervenir de manera in-
mediata para solucionar el conflicto entre los transportistas
de Los Cabos, Baja California Sur.
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SEGUNDO.- Se solicita atentamente a las Secretarias de
Comunicaciones y Transportes, y de Turismo, informen so-
bre los avances de los acuerdos y los resultados que arro-
jen las acciones tomadas para la solución de este importan-
te conflicto. 

Dado en la sala de las Comisiones Unidas de Transportes y de Turismo
de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión.� Pa-
lacio Legislativo de San Lázaro, sede del Poder Legislativo de la
Unión; a los 23 días del mes de diciembre del año 2005.

La Comisión de Transportes, diputados: Francisco Juan Ávila Cam-
beros (rúbrica), Presidente; Renato Sandoval Franco (rúbrica), José
Carmen Arturo Alcántara Rojas (rúbrica), José Rubén Figueroa
Smutny (rúbrica), Gelacio Montiel Fuentes (rúbrica), secretarios; Ba-
ruch Alberto Barrera Zurita (rúbrica), Sebastián Calderón Centeno (rú-
brica), Alfredo Fernández Moreno (rúbrica), María del Rocío Jaspeado
Villanueva (rúbrica), Diego Palmero Andrade (rúbrica), José Orlando
Pérez Moguel (rúbrica), Salvador Vega Casillas (rúbrica), María Angé-
lica Díaz del Campo (rúbrica), Edith Guillén Zárate Edith Guillén Zá-
rate, Inelvo Moreno Álvarez, Juan Pérez Medina (rúbrica), Isidoro
Ruiz Argaiz (rúbrica), Roger David Alcocer García (rúbrica), Humber-
to Cervantes Vega (rúbrica), Francisco Grajales Palacios (rúbrica), Fe-
lipe Medina Santos (rúbrica), Gonzalo Moreno Arévalo, Rogelio Ro-
dríguez Javier (rúbrica), Rómulo Isael Salazar Macías (rúbrica), Érick
Agustín Silva Santos (rúbrica), José Javier Villicaña Jiménez (rúbrica),
Adrián Villagómez García (rúbrica), Gustavo Zanatta Gasperín (rúbri-
ca), Mario Alberto Rafael Zepahua Valencia (rúbrica),Fernando Espi-
no Arévalo.

La Comisión de Turismo, diputados: Francisco Xavier López Mena
(rúbrica), Nancy Cárdenas Sánchez (rúbrica), Rómulo Cárdenas Vélez,
María Concepción Fajardo Muñoz (rúbrica), María Mercedes Rojas
Saldaña (rúbrica), Gonzalo Alemán Migliolo (rúbrica), Ángel Juan
Alonso Díaz-Caneja (rúbrica), Rafael Candelas Salinas (rúbrica), Eva-
risto Corrales Macías (rúbrica), Omar Bazán Flores, Óscar Bitar Had-
dad (rúbrica), Francisco Javier Bravo Carbajal (rúbrica), Guillermo del
Valle Reyes, Rodolfo Esquivel Landa (rúbrica), Irma S. Figueroa Ro-
mero (rúbrica), Gonzalo Guízar Valladares (rúbrica), Benjamín Her-
nández Bustamante, J. Jesús Lomelí Rosas, Margarita Martínez López
(rúbrica), Raúl José Mejía González (rúbrica), Beatriz Mojica Morga,
Francisco Mora Ciprés (rúbrica), María Guadalupe Morales Rubio,
Heriberto Ortega Ramírez, Janette Ovando Reazola, Raúl Leonel Pa-
redes Vega (rúbrica), Guillermo Velasco Rodríguez (rúbrica), Pablo A.
Villanueva Ramírez (rúbrica), Elizabeth Oswelia Yáñez Robles (rúbri-
ca), Guillermo Zorrilla Fernández (rúbrica).»

CIUDADES DECLARADAS PATRIMONIO MUNDIAL

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de las Comisiones Unidas de Cultura, y de Tu-
rismo, con puntos de acuerdo para exhortar a los gobiernos
municipales de las ciudades declaradas patrimonio mun-
dial y a la Secretaría de Turismo a realizar el plan maestro
para garantizar una adecuada planeación y uso de recursos

HONORABLE ASAMBLEA

A las Comisiones de Cultura y de Turismo, de la H. Cáma-
ra de Diputados, fue turnado para su estudio, análisis y dic-
tamen, el Punto de Acuerdo presentado por la Diputada
Nancy Cárdenas Sánchez del Grupo Parlamentario de la
Revolución Democrática, con fecha 8 de diciembre de
2005.

Las Comisiones de Cultura y de Turismo, con fundamento
en lo dispuesto por los artículos 39 y 45 numeral 6, inciso
e) y f), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos; 56, 60, 87, 88 y demás aplicables
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, presenta a la con-
sideración de esta Honorable Asamblea, el siguiente:

DICTAMEN

Antecedentes

A las Comisiones de Cultura y de Turismo le fue turnado
para su estudio y dictamen el expediente que contiene la
Proposición con Punto de Acuerdo, presentada por la Di-
putada Nancy Cárdenas Sánchez del Grupo Parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, el día 8 de di-
ciembre de 2005.

En la misma fecha y una vez que la Mesa Directiva cons-
tató que el punto de acuerdo fue publicado en tiempo y
forma en la Gaceta Parlamentaria y que cumplen con los
requisitos para ser admitidas a discusión, lo turnó a estas
Comisiones de Cultura y de Turismo para los efectos con-
ducentes.

El 7 de enero de 2006 la Comisión de Cultura en su Reu-
nión Plenaria estudio y analizó la Proposición con Punto de
Acuerdo para resolver lo siguiente:
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Consideraciones

Abocadas las Comisiones al estudio del punto de acuerdo
presentado por la Diputada proponente para su atención y
respuesta, se desprende que de la investigación realizada
con las facultades para conocer y resolver el asunto plan-
teado, resulta conveniente analizar lo que a continuación
se señala:

A. México es un país en riqueza cultural, histórica, arqui-
tectónica, natural, por lo que, es un mosaico de posibilida-
des para el turismo.

B. El programa de fomento específico para la cultura debe
reconocer los valores o aportaciones para esta actividad po-
der capitalizar los efectos positivos, generar sinergias para
el desarrollo tanto regional como el sector en su conjunto.

C. Por su parte, México suscribió con la UNESCO, la Con-
vención en 1984, sobre la protección del patrimonio mun-
dial cultural y natural, México es el tercer país con mayor
número de ciudades inscritas nueve en total.

D. Dicha Convención define los criterios y las clases de si-
tios que pueden ser inscritos en la lista del patrimonio
Mundial y fija el deber de los Estados en la incorporación
de posibles sitios, así como su protección y preservación.
Por su parte, las ciudades declaradas Patrimonio Mundial
tienen acceso a asistencia técnica internacional, a fondos
de financiamiento, así como a programas especializados de
cooperación, formación profesional y educativa.

E. Con el uso óptimo que garantice la preservación de esta
ciudades, se crea un vínculo recíproco, ya que los recursos
económicos que generen dichos centros harán posible que
se a más fácil proteger y conservar debidamente el patri-
monio y esto a su vez se traducirá en crecimiento para la
actividad turística.

F. En el presupuesto de egreso del 2004 a través de un pun-
to de acuerdo se destinaron a las ciudades patrimonio 100
millones de pesos. La propuesta en el 2005 fue una canti-
dad no menor a 150 millones.

G. Para garantizar el uso óptimo de los recursos que se des-
tinen a las Ciudades Patrimonio, es necesario, que los mu-
nicipios realicen el Plan de Manejo, que consiste en un pro-
yecto integral programado para la rehabilitación proyecto
integral programado para la rehabilitación y mantenimien-

to del patrimonio cultural y natural de la ciudad. Además
debe incluir los acuerdos y compromisos que involucren a
las autoridades institucionales y población de la localidad.

Por lo anteriormente expuesto, los integrantes de estas Co-
misiones de Cultura y de Turismo de la LIX Legislatura, y
con base en los considerandos vertidos en el presente dic-
tamen, ponemos a consideración el siguiente:

PUNTO DE ACUERDO

PRIMERO.- Se exhorta a los Gobiernos Municipales de
las ciudades declaradas Patrimonio Mundial a que realicen
el Plan Maestro para garantizar una adecuada planeación y
uso de los recursos.

SEGUNDO.- Se exhorta a la Secretaría de Turismo, para
que en un esfuerzo de sistematización de la información es-
tablezca una base de datos que contenga los planes maes-
tro de las Ciudades Patrimonio y realice un seguimiento
durante el ejercicio presupuestal del adecuado uso de los
recursos.

La Comisión de Cultura, diputados: Filemón Primitivo Arcos Suá-
rez Peredo (rúbrica), Presidente; José Antonio Cabello Gil (rúbrica),
María Elba Garfias Maldonado (rúbrica), Paulo José Luis Tapia Pala-
cios (rúbrica), secretarios; Lilia Isabel Aragón del Rivero (rúbrica), Jo-
sé Guillermo Aréchiga Santamaría, Laura Reyes Retana Ramos (rúbri-
ca), Moisés Jiménez Sánchez (rúbrica), Florencio Collazo Gómez,
Alfonso Juventino Nava Díaz, Evelia Sandoval Urbán, Abel Echeve-
rría Pineda, Marco Antonio Torres Hernández (rúbrica), Jesús María
Ramón Valdez, Patricia Flores Fuentes, María Salomé Elyd Sáenz (rú-
brica), María Viola Corella Manzanilla (rúbrica), Norberto Enrique
Corella Torres (rúbrica), Carla Rochín Nieto (rúbrica), Pablo Antonio
Villanueva Ramírez (rúbrica), Bernardo Vega Carlos, Blanca Eppen
Canales, Bernardo Loera Carrillo (rúbrica), Inti Muñoz Santini (rúbri-
ca), Marbella Casanova Calam (rúbrica), Rafael Candelas Salinas, Ra-
fael Flores Mendoza (rúbrica), Francisco Diego Aguilar (rúbrica), Pa-
blo Franco Hernández, Leonardo Álvarez Romo.

La Comisión de Turismo, diputados: Francisco Xavier López Mena
(rúbrica), Nancy Cárdenas Sánchez (rúbrica), Rómulo Cárdenas Vélez,
María Concepción Fajardo Muñoz, María Mercedes Rojas Saldaña,
Gonzalo Alemán Migliolo (rúbrica), Ángel Juan Alonso Díaz-Caneja,
Rafael Candelas Salinas (rúbrica), Evaristo Corrales Macías, Omar Ba-
zán Flores (rúbrica), Óscar Bitar Haddad (rúbrica), Raúl Leonel Pare-
des Vega (rúbrica), Raúl Piña Horta, Emiliano Vladimir Ramos Her-
nández, Pablo Antonio Villanueva Ramírez (rúbrica), Elizabeth Oswelia
Yáñez Robles (rúbrica), Guillermo Zorrilla Fernández (rúbrica),
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Francisco Javier Bravo Carbajal, Álvaro Burgos Barrera (rúbrica),
Guillermo del Valle Reyes, Rodolfo Esquivel Landa (rúbrica), Irma
Sinforina Figueroa Romero (rúbrica), Gonzalo Guízar Valladares (rú-
brica), Benjamín Hernández Bustamante (rúbrica), J. Jesús Lomelí Ro-
sas (rúbrica), Margarita Martínez López, Raúl José Mejía González
(rúbrica), Francisco Mora Ciprés (rúbrica), María Guadalupe Morales
Rubio, Janette Ovando Reazola.»

LEY DEL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA
EN LA ADMINISTRACION PUBLICA FEDERAL

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de la Función Pública, con pun-
to de acuerdo para solicitar a la Secretaría de la Función
Pública una evaluación de la instrumentación de la Ley del
Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pú-
blica Federal

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de la Función Pública, le fue turnada para su
análisis y dictamen, la proposición con punto de acuerdo
para solicitar a la Secretaría de la Función Pública una eva-
luación de la instrumentación de la Ley del Servicio Profe-
sional de Carrera en la Administración Pública Federal,
presentada por las diputadas Minerva Hernández Ramos y
María del Rosario Herrera Ascencio del grupo parlamenta-
rio del Partido de la Revolución Democrática.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 nume-
ral 1; 45, numeral 6, inciso f), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; así como
de los diversos artículos 60, 87, 88 y demás aplicables del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, esta Comisión es
competente para dictaminar la proposición en comento, por
lo que se somete a la consideración de la honorable Asam-
blea el presente dictamen, con base en los siguientes ante-
cedentes y consideraciones: 

ANTECEDENTES

1.- En sesión celebrada en fecha 25 de enero de 2006, por
la Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la
Unión, se presentó el punto de acuerdo en comento. Deri-

vado de ello, se dictó por parte de la Presidencia de la Me-
sa Directiva el trámite de turno a esta Comisión. 

2.- Se recibió oficio emitido por la Mesa Directiva de esta
Cámara de Diputados de la misma fecha, con anexo dupli-
cado del expediente que contiene la proposición con punto
de acuerdo citada. 

3.- Esta Comisión dio conocimiento de la remisión señala-
da en el numeral anterior a sus integrantes, con el oficio co-
rrespondiente. 

Tomando como base la información disponible y los ante-
cedentes de la propuesta multicitada, esta Comisión se abo-
có a su estudio para cumplir con el mandato del Pleno de
esta Cámara de Diputados, bajo los siguientes: 

CONSIDERANDOS

A.- Las diputadas Hernández Ramos y Herrera Ascencio,
en su proposición, señalan que, a pesar que la Ley del Ser-
vicio Profesional de Carrera de la Administración Pública
Federal, establece un sistema flexible, gradual y descentra-
lizado, la Secretaría de la Función Pública ha concentrado
todos los procesos, desde las convocatorias hasta la certifi-
cación de capacidades de las personas que ingresan al Sis-
tema. 

Las legisladoras promoventes señalan también que existe
un proceso más rápido de lo que sería necesario para con-
solidar el servicio profesional, además de que habría dudas
en el proceso de implementación de la Ley, que dañan la
credibilidad de un importante proyecto, como es el esta-
blecimiento de un cuerpo profesional, imparcial y de cali-
dad para mejorar el servicio público federal. 

B.- La Comisión constata que, efectivamente, la Ley seña-
la los criterios descritos por las legisladoras promoventes,
además de la existencia de señalamientos similares expre-
sados por diversos sectores, tanto en la esfera del Poder Le-
gislativo como en diversos medios académicos y sociales.

C.- Este fundamento permite constatar que sí es proceden-
te la solicitud planteada en la Proposición.

En consecuencia, por lo expuesto, y de conformidad con lo
establecido en los artículos 108 y 109, fracciones I, II, y III,
así como 113 de la propia Carta Magna, que establecen el
código de conducta y el régimen de obligaciones y respon-
sabilidades de los servidores públicos, además de la Ley
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Orgánica de la Administración Pública Federal, que seña-
la que la Secretaría de la Función Pública es competente
para investigar lo denunciado, esta Comisión encuentra
procedente la proposición presentada por las diputadas im-
pulsoras de la proposición y, con fundamento en las facul-
tades que le confieren los artículos 39, 40 y demás relati-
vos de la Ley Orgánica del Congreso General y los
artículos 58 y 60 y demás aplicables del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General somete a la con-
sideración de los integrantes de esta Honorable Asamblea
el presente dictamen con: 

PUNTO DE ACUERDO

Único.- Se solicita a la Secretaría de la Función Pública
que realice una evaluación integral a todas las etapas del
proceso de implementación del Servicio Profesional de Ca-
rrera en la administración pública federal, informando a es-
ta soberanía sobre sus resultados. En tanto se efectúa, se
solicita que se aplace el proceso de certificación de capaci-
dades, hasta en tanto la evaluación señalada demuestre las
garantías suficientes de imparcialidad, objetividad y apego
a los criterios de la Ley.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2006. 

Diputados: Adrián Víctor Hugo Islas Hernández (rúbrica), Presidente;
Salvador Vega Casillas, secretario; Beatriz Mojica Morga (rúbrica), se-
cretaria; Marcela Guerra Castillo (rúbrica), Irma Guadalupe Moreno
Ovalles (rúbrica), Gonzalo Moreno Arévalo (rúbrica), Rafael Sánchez
Pérez, José Felipe Puelles Espina, María Angélica Díaz del Campo (rú-
brica), Javier Orozco Gómez, Joel Padilla Peña (rúbrica).»

AUTOPISTA COLIMA - POBLACION 
DE VILLA CORONA, JALISCO

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de la Función Pública, con pun-
to de acuerdo para exhortar a la Secretaría de la Función
Pública para que realice una investigación y, en su caso,
aplique las sanciones que correspondan por la suspensión
de la construcción de obras en la carretera 80 del tramo
comprendido entre la autopista a Colima y de la población
de Villa Corona, Jalisco

HONORABLE ASAMBLEA:

A la Comisión de la Función Pública, le fue turnada para su
análisis y dictamen, la Proposición con Punto de Acuerdo
para exhortar a las secretarías de Comunicaciones y de la
Función Pública para que realicen una investigación y
apliquen las sanciones pertinentes por probables irregulari-
dades en la construcción de la Carretera 80 en el Estado de
Jalisco, presentada por el Diputado Carlos Blackaller Aya-
la del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Ins-
titucional.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 nume-
ral 1; 45, numeral 6, inciso f), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; así como
de los diversos artículos 60, 87, 88 y demás aplicables del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, esta Comisión es
competente para dictaminar la proposición en comento, por
lo que se somete a la consideración de la Honorable Asam-
blea el presente Dictamen, con base en los siguientes ante-
cedentes y consideraciones: 

ANTECEDENTES

1.- En sesión celebrada en fecha 21 de febrero de 2006, por
la Cámara de Diputados del Honorable congreso de la
Unión, se presentó el Punto de Acuerdo en comento. Deri-
vado de ello, se dictó por parte de la Presidencia de la Me-
sa Directiva el trámite de turno a esta Comisión.

2.- Se recibió oficio emitido por la Mesa Directiva de esta
Cámara de Diputados de la misma fecha, con anexo dupli-
cado del expediente que contiene la proposición con punto
de acuerdo citada.

3.- Esta Comisión dio conocimiento de la remisión señala-
da en el numeral anterior a sus integrantes, con el oficio co-
rrespondiente.

Tomando como base la información disponible y los ante-
cedentes de la propuesta multicitada, esta Comisión se abo-
có a su estudio para cumplir con el mandato del Pleno de
esta Cámara de Diputados, bajo los siguientes:

CONSIDERANDOS

A.- El Dip. Carlos Blackaller Ayala, en su proposición, se-
ñala que en el Presupuesto de Egresos de la Federación pa-
ra el año 2004, esta Soberanía autorizó recursos por 32.1
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millones de pesos para ampliar a 4 carriles el tramo de la
carretera federal No. 80 comprendido entre el entronque de
la Autopista a Colima a la población de Villa Corona, en el
Estado de Jalisco.

El contrato para esta obra se asignó a la empresa COCESA
de Aguascalientes, iniciando su trabajo en octubre de 2004,
misma que se suspendió sorpresivamente, registrando has-
ta ahora un avance menor al 50%.

El Legislador promovente señala que, la carencia de acota-
mientos y la eliminación de taludes de la cinta asfáltica ha
propiciado varios accidentes. Así mismo, que se habría pa-
gado por adelantado casi la totalidad de la obra, por lo que
la suspensión de trabajos puede implicar diversas respon-
sabilidades de carácter legal.

B.- La Comisión constata la presupuestación del proyecto
señalado por el Dip. Carlos Blackaller Ayala, estimando
que las obras señaladas reúnen los requisitos de interés pú-
blico y necesidad social.

C.- Este fundamento permite constatar que sí es proceden-
te la solicitud planteada en la Proposición.

En consecuencia, por lo expuesto, y de conformidad con lo
establecido en los artículos 108 y 109 fracciones I, II, y III,
así como 113 de la propia Carta Magna, que establecen el
código de conducta y el régimen de obligaciones y respon-
sabilidades de los servidores públicos, además de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, que señala
que la Secretaría de la Función Pública es competente para
investigar lo denunciado, esta Comisión encuentra proce-
dente la proposición presentada y, con fundamento en las
facultades que le confieren los artículos 39, 40 y demás re-
lativos de la Ley Orgánica del Congreso General y los ar-
tículos 58 y 60 y demás aplicables del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General somete a la consi-
deración de los integrantes de esta Honorable Asamblea el
presente dictamen con:

PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO.- Se exhorta a la Secretaría de la Función Pú-
blica para que realice una investigación y, en su caso,
aplique las sanciones que correspondan por la suspen-
sión de la construcción de obras en la carretera 80 del
tramo comprendido entre la autopista a Colima y de la
población de Villa Corona, Jalisco.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2006. 

Diputados: Adrián Víctor Hugo Islas Hernández (rúbrica), Presidente;
Salvador Vega Casillas secretario, Beatriz Mojica Morga (rúbrica), se-
cretaria; Marcela Guerra Castillo (rúbrica), Irma Guadalupe Moreno
Ovalles (rúbrica), Gonzalo Moreno Arévalo (rúbrica), Rafael Sánchez
Pérez, José Felipe Puelles Espina, María Angélica Díaz del Campo (rú-
brica), Javier Orozco Gómez, Joel Padilla Peña (rúbrica).»

FIDEICOMISO COMERCIALIZADOR

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de la Función Pública, con pun-
to de acuerdo para exhortar a la Secretaría de la Función
Pública a investigar y, en los términos de ley, sancionar las
posibles irregularidades denunciadas que atañen al Fidei-
comiso Comercializador

HONORABLE ASAMBLEA: 

A la Comisión de la Función Pública, le fue turnada para su
análisis y dictamen, la Proposición con Punto de Acuerdo
para exhortar a la Secretaria de la Función Pública, para
investigar los procedimientos de comercialización del Fi-
deicomiso Comercializador (FICO), presentada por el Dipu-
tado Juan Fernando Perdomo Bueno del Grupo Parlamenta-
rio del Partido de Convergencia.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 39 nume-
ral 1; 45, numeral 6, inciso f), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; así como
de los diversos artículos 60, 87, 88 y demás aplicables del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, esta Comisión es
competente para dictaminar la proposición en comento, por
lo que se somete a la consideración de la Honorable Asam-
blea el presente Dictamen, con base en los siguientes ante-
cedentes y consideraciones: 

ANTECEDENTES 

1.- En sesión celebrada en fecha 23 de marzo de 2006, por la
Cámara de Diputados del Honorable Congreso de la Unión,
se presentó el Punto de Acuerdo en comento. Derivado de
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ello, se dictó por parte de la Presidencia de la Mesa Direc-
tiva el trámite de turno a esta Comisión. 

2.- Se recibió oficio emitido por la Mesa Directiva de esta
Cámara de Diputados de la misma fecha, con anexo dupli-
cado del expediente número 5368 que contiene la proposi-
ción con punto de acuerdo citada. 

3.- Esta Comisión dio conocimiento de la remisión señala-
da en el numeral anterior a sus integrantes, con el oficio co-
rrespondiente. 

Tomando como base la información disponible y los ante-
cedentes de la propuesta multicitada, esta Comisión se abo-
có a su estudio para cumplir con el mandato del Pleno de
esta Cámara de Diputados, bajo los siguientes: 

CONSIDERANDOS

A.- El Dip. Juan Fernando Perdomo Bueno, en su proposi-
ción, señala probables irregularidades en los procedimien-
tos de comercialización del Fideicomiso Comercializador
(FICO), consistentes en falta de respeto a los métodos y
procedimientos oficiales para la venta y asignación de cuo-
tas de los productos azúcar y melaza. 

El legislador promovente señala que existen prácticas de
asignación de contratos sin licitación pública, por un con-
junto de 140 mil toneladas de miel, además de la omisión
de cláusulas pactadas en los contratos. 

B.- La Comisión señala que los procedimientos de licita-
ción y de revisión de contratos por parte de las diferentes
dependencias y entidades de la Administración Pública Fe-
deral se deben regir por lo dispuesto en la Ley de Adquisi-
ciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, por
lo que los señalamientos del Diputado Juan Fernando Per-
domo Bueno podrían suponer probables violaciones a la
misma.

Así mismo, la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal en su artículo 37 faculta a la Secretaría de la Fun-
ción Pública para inspeccionar y vigilar la contratación de
adquisiciones de la Administración Pública Federal.

C.- Este fundamento permite constatar que sí es proceden-
te la solicitud planteada en la Proposición.

En consecuencia, por lo expuesto, y de conformidad con lo
establecido en los artículos 108 y 109 fracciones I, II, y III,

así como 113 de la propia Carta Magna, que establecen el
código de conducta y el régimen de obligaciones y respon-
sabilidades de los servidores públicos, además de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, artículo 37,
fracción VIII, que señalan que la Secretaría de la Función
Pública es competente para investigar lo denunciado, esta
Comisión encuentra procedente la proposición presentada
por el Diputado Juan Fernando Perdomo Buenola, del
Grupo Parlamentario del Partido de Convergencia y, con
fundamento en las facultades que le confieren los artículos
39, 40 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso
General y los artículos 58 y 60 y demás aplicables del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso General
somete a la consideración de los integrantes de esta Hono-
rable Asamblea el presente dictamen con: 

PUNTO DE ACUERDO

ÚNICO.- Se exhorta a la Secretaría de la Función Pú-
blica para que investigue y, en los términos de la Ley,
sancione las posibles irregularidades denunciadas, que
atañen al Fideicomiso Comercializador (FICO).

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 19 de abril de 2006.

Diputados: Adrián Víctor Hugo Islas Hernández (rúbrica), Presidente;
Salvador Vega Casillas, secretario; Beatriz Mojica Morga (rúbrica), se-
cretaria; Marcela Guerra Castillo (rúbrica), Irma Guadalupe Moreno
Ovalles (rúbrica), Gonzalo Moreno Arévalo (rúbrica), Rafael Sánchez
Pérez, José Felipe Puelles Espina, María Angélica Díaz del Campo
(rúbrica), Javier Orozco Gómez, Joel Padilla Peña (rúbrica).»

FOROS BILATERALES, REGIONALES 
E INTERNACIONALES

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Relaciones Exteriores, con
punto de acuerdo para exhortar al Ejecutivo y al Legislati-
vo federales a incluir el tema de fiscalización superior en
las agendas de los foros bilaterales, regionales e interna-
cionales en los cuales participamos y de los encuentros en-
tre grupos de amistad
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Honorable Asamblea:

La Comisión de Relaciones Exteriores del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39
y 45 numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 87, 88
y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, presentan a la Honorable Asamblea el siguiente:

DICTAMEN

Antecedentes

A la Comisión de Relaciones Exteriores le fue turnada el 8
de Diciembre de 2005 la Proposición con Punto de Acuer-
do para incluir el tema de fiscalización superior tanto en las
agendas de los foros bilaterales, regionales e internaciona-
les como en los encuentros entre grupos de amistad y de-
más instancias en que participe la comisión de vigilancia
de la auditoría superior de la federación, a cargo del Dipu-
tado Salvador Sánchez Vázquez, del Grupo Parlamentario
del PRI.

Consideraciones

La fiscalización y la rendición de cuentas son principios
fundamentales de las democracias modernas; su observan-
cia permite elevar la credibilidad social sobre las institu-
ciones, fortalecer el marco institucional y jurídico del Esta-
do, favorecer la probidad y eficiencia en el quehacer público
y refrendar la vocación democrática de la ciudadanía. 

Además de ser una de las principales figuras del Estado pa-
ra dar viabilidad a la cultura de la rendición de cuentas, la
fiscalización es vital para comprobar si las entidades públi-
cas o privadas que reciben recursos públicos, los adminis-
tran, manejan y asignan conforme a lo establecido en las
leyes, planes y programas de gobierno, y si se cumplen los
objetivos para los cuales fueron asignados. 

Este hecho implica que las entidades de fiscalización están
llamadas a jugar un rol determinante en la lucha contra la
corrupción y sus múltiples mecanismos de reproducción y
depuración, pero además como mecanismo de prevención
e incentivos para lograr un gobierno de calidad que utilice
de manera eficiente los recursos públicos. 

En diversas latitudes del orbe, la fiscalización está inci-
diendo en la eficiencia de las instituciones públicas, en ra-

zón de que sus resultados no sólo están fomentando un
ejercicio de acuerdo con lo comprometido, sino que están
cerrando las brechas a la corrupción y, además, influyen en
la orientación de la inversión pública y, en general, del gas-
to público, para que éste contribuya al logro de los grandes
propósitos nacionales, como el crecimiento económico y la
distribución más equitativa de los frutos del progreso entre
la ciudadanía. 

Aunque podemos afirmar que en los años recientes, y par-
ticularmente a partir de las reformas constitucionales de
1999, la fiscalización superior es uno de los campos en el
cual México ha logrado avances fundamentales, existen
muchos asuntos pendientes que nos obligan a continuar re-
flexionando y a redoblar esfuerzos para hacer de nuestro
sistema fiscalizador un instrumento altamente útil para la
administración pública. 

La intención es que el trabajo legislativo pueda traducirse
en líneas de acción que permitan mejorar el desempeño del
órgano técnico encargado de revisar la cuenta pública, pe-
ro también para perfeccionar el marco jurídico de la fisca-
lización superior, consolidar los canales de comunicación y
coordinación con la Cámara de Diputados, y hacer de éste
un ejercicio permanente, que impulse una mejora continua
de la fiscalización superior, fomente la cultura de la rendi-
ción de cuentas e induzca gestiones públicas de calidad. 

En el mundo globalizado que hoy vivimos, la fiscalización
es un tema recurrente y del mayor interés nacional, pues
juega un papel preponderante en el objetivo de llevar al te-
rreno de lo posible la rendición de cuentas. Debe estar en-
tre las principales políticas de Estado pues constituye su
principal herramienta institucional para combatir el dis-
pendio, la ineficiencia, la negligencia y las irregularidades
que atentan contra la disponibilidad y el buen uso de los re-
cursos públicos. 

La demanda social por mejorar la calidad de la oferta de los
servicios públicos, reducir el dispendio y combatir la co-
rrupción, son argumentos para reflexionar sobre la orienta-
ción del sistema de fiscalización superior en el país y sobre
los derroteros que debe tomar para fomentar una eficiente
utilización de los recursos públicos. De ahí la relevancia de
brindar mayores espacios para captar elementos que per-
mitan al Poder Legislativo avanzar en este proyecto.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, se some-
te a la consideración del Pleno de esta Asamblea, el si-
guiente:
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Acuerdo

ÚNICO.- La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, exhorta al Ejecutivo y al Legislativo Federal a in-
cluir el tema de fiscalización superior en las agendas de los
foros bilaterales, regionales e internacionales en los cuales
participamos y de los encuentros entre grupos de amistad. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de abril de 2006.

La Comisión de Relaciones Exteriores, diputados: Adriana Gonzá-
lez Carrillo (rúbrica), Presidenta; Gustavo Adolfo de Unanue Aguirre
(rúbrica), secretario; Carlos Jiménez Macías (rúbrica), secretario; Ar-
turo Robles Aguilar (rúbrica), secretario; Jorge Martínez Ramos (rú-
brica), secretario; Rodrigo Iván Cortés Jiménez (rúbrica), Rolando
García Alonso (rúbrica), Humberto Cervantes Vega (rúbrica), José Al-
berto Aguilar Iñarritu (rúbrica), Sami David David (rúbrica), Homero
Díaz Rodríguez (rúbrica), José Luis Flores Hernández (rúbrica), Roge-
lio Alejandro Flores Mejía (rúbrica), Carlos Flores Rico, Blanca Gá-
mez Gutiérrez (rúbrica), Fernando Alberto García Cuevas (rúbrica),
Juan José García Ochoa (rúbrica), Isidoro Ruiz Argaiz (rúbrica), Ale-
jandro González Yáñez, Benito Chávez Montenegro (rúbrica), Leticia
Gutiérrez Corona (rúbrica), Guadalupe Suárez Ponce (rúbrica), Gua-
dalupe Morales Rubio, Sergio Penagos García (rúbrica), Cristina Por-
tillo Ayala, Francisco Saucedo Pérez (rúbrica), Carlos Noel Tiscareño
Rodríguez (rúbrica), Marco Antonio Torres Hernández (rúbrica).»

TRABAJO INFANTIL

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Relaciones Exteriores, con
punto de acuerdo para exhortar al titular del Poder Ejecuti-
vo federal a iniciar cuanto antes, en el ámbito de sus atri-
buciones, el proceso de ratificación ante el Senado de la
República del Convenio 138 de la Organización Interna-
cional del Trabajo, sobre la edad mínima de admisión en el
empleo, en los términos de los artículos 76, fracción I, y
133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos

Honorable Asamblea:

La Comisión de Relaciones Exteriores del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39
y 45 numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Con-

greso General de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 87, 88
y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, presentan a la Honorable Asamblea el siguiente:

DICTAMEN

Antecedentes

A la Comisión de Relaciones Exteriores le fue turnada el 7
de Octubre de 2003 la Proposición con Punto de Acuerdo,
por el que se exhorta al gobierno mexicano a que ratifique
el Convenio 138 de la OIT, sobre la edad mínima de admi-
sión en el empleo, presentada por la diputada Angélica de
la Peña Gómez, del grupo parlamentario del PRD.

Consideraciones

El trabajo infantil es un fenómeno mundial cuya erradica-
ción representa un imperativo de las sociedades democráti-
cas respetuosas de los derechos humanos. 

En la actualidad, millones de niñas y de niños trabajan en
condiciones que son un obstáculo para su formación, edu-
cación, desarrollo y porvenir. Por trabajar, las niñas y los
niños son privados de sus derechos al descanso, al esparci-
miento, al juego y a las actividades recreativas propias de
su edad y se les excluye del sistema educativo. 

Muchos de ellos están ocupados en las peores formas de
trabajo infantil, que les causan daños físicos y psicológicos
irreversibles e incluso ponen en peligro sus vidas. 

Esa situación, violatoria de los derechos humanos, perpe-
túa el círculo vicioso de la pobreza como la principal cau-
sa del trabajo infantil y compromete el crecimiento econó-
mico y el desarrollo equitativo de las naciones. 

Según la Organización Internacional del Trabajo (OIT) -in-
forme Un futuro sin trabajo infantil-, en 2000 había en el
mundo 211 millones de niñas y de niños de entre 5 y 14
años que realizaban algún tipo de actividad económica.
Asimismo, de una cifra estimada de 141 millones de niñas
y de niños de 15 a 17 años que desarrollaban actividades
económicas, 59 millones realizaban trabajo infantil. La
magnitud de las cifras refleja apenas el tamaño del proble-
ma. 

La OIT fue fundada en 1919, para promover la justicia so-
cial y la paz. En el transcurso de los años, el organismo ha
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elaborado un código internacional del trabajo, con conve-
nios y recomendaciones que se someten a la aprobación de
los Estados miembros. 

En diversos instrumentos, la OIT ha manifestado su preo-
cupación histórica respecto a la abolición del trabajo infan-
til. En su primera reunión, en 1919, la Conferencia Inter-
nacional del Trabajo adoptó el Convenio sobre la Edad
Mínima en la Industria. 

En los años siguientes, el concepto de la edad mínima de
admisión en el empleo fue aplicado a diferentes sectores
económicos, lo cual culminó con la adopción -en 1937- de
un instrumento general: el Convenio sobre la Edad Mínima
para la Admisión en el Trabajo, conocido como Convenio
138. 

A la fecha, 130 países han ratificado el Convenio 138 de la
OIT. En Latinoamérica lo han hecho naciones de similar
desarrollo económico que México, como Argentina, Brasil,
Chile, Colombia y Costa Rica. Fruto de esa ratificación, la
edad mínima para el trabajo en Brasil es de 16 años y en
Costa Rica de 15. Inexplicablemente, nuestro país no ha
aprobado el Convenio 138, a pesar de que hace más de año
y medio el gobierno manifestó ante la OIT su intención de
ratificarlo. 

De conformidad con los datos proporcionados por el UNI-
CEF, se estima que existen 3.5 millones de niñas y de ni-
ños trabajadores en México. 

En ese sentido, el Programa Internacional para la Erradica-
ción del Trabajo Infantil, a cargo de la OIT, señala que son
causas de éste la pobreza, como el factor más importante,
la falta de oportunidades y de infraestructura, los costos in-
directos de la educación, la permisividad social, los patro-
nes culturales, la violencia intrafamiliar, la demanda de
trabajo infantil y la falta de cobertura, calidad y cumpli-
miento de la obligatoriedad de la educación. 

En México, algunos estudios estiman que en cuatro gran-
des sectores el trabajo infantil tiene presencia importante:
la agricultura, las calles de las grandes y las medianas ciu-
dades, el servicio doméstico y los pequeños talleres en la
periferia. 

Ese lacerante fenómeno conculca a millones de niñas y de
niños del campo y la ciudad los más elementales derechos. 

El trabajo infantil ha aumentado en nuestro país, en virtud
de los crecientes niveles de pobreza que abaten a millones
de familias mexicanas, lo cual obliga a las niñas y los ni-
ños a contribuir al ingreso familiar en edades cada vez más
tempranas. 

Ello se conjuga con alta tolerancia de las autoridades labo-
rales, que han sido incapaces de hacer respetar la legisla-
ción que prohíbe la utilización del trabajo de las personas
menores de 14 años y condiciona el trabajo de quienes
comprenden las edades de entre 14 y 16 años. 

Esa circunstancia se complementa con la visión equivoca-
da e insultante de que el trabajo infantil beneficia la socia-
lización y formación laboral de la niñez. 

El trabajo infantil viola flagrantemente los derechos funda-
mentales de las niñas y los niños, los priva de su infancia y
de su dignidad, y es perjudicial para su desarrollo físico y
mental. 

Debemos recordar que niñas, niños y adolescentes tienen
derecho a ser protegidos contra la explotación económica y
contra el desempeño de cualquier trabajo que pueda ser pe-
ligroso o entorpecer su educación, que sea nocivo para su
salud o para su desarrollo físico, mental, espiritual, moral
o social. 

Además, debemos atender las observaciones del Comité de
los Derechos de la Niñez en que señala que la explotación
económica continúa siendo uno de los principales proble-
mas de la infancia en México. 

También alarma el hecho de clasificar a niñas y a niños en
situación de calle como �niños que trabajan�, toda vez que
esa concepción errónea influye en la percepción de este fe-
nómeno social. 

El Comité recomienda reexaminar la situación de nuestro
país respecto al trabajo infantil, mereciendo especial aten-
ción la situación de niñas y de niños que realizan trabajos
peligrosos en el sector no estructurado. 

Por tal motivo, tanto el Poder Legislativo como el Ejecuti-
vo estamos obligados a tomar todas las medidas necesarias
a fin de adoptar la edad mínima para trabajar, hasta alcan-
zar el objetivo de erradicar por completo el trabajo infan-
til en nuestro país. Esas medidas legales deben ser acom-
pañadas de políticas públicas para atender el universo de
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necesidades de niñas, de niños y de adolescentes que sus-
tenten su desarrollo pleno. 

Por las consideraciones anteriormente expuestas, se some-
te a la consideración del Pleno de esta Asamblea, el si-
guiente: 

Acuerdo

ÚNICO.- La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión exhorta al titular del Poder Ejecutivo federal a que,
en el ámbito de sus atribuciones, inicie cuanto antes el pro-
ceso de ratificación ante el Senado de la República del
Convenio 138 de la Organización Internacional del Traba-
jo, sobre la edad mínima de admisión en el empleo, en los
términos de los artículos 76, fracción I, y 133 de la Consti-
tución federal. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de Abril de 2006

La Comisión de Relaciones Exteriores, diputados: Adriana Gonzá-
lez Carrillo (rúbrica), Presidenta; Gustavo Adolfo de Unanue Aguirre
(rúbrica); secretario; Carlos Jiménez Macías(rúbrica), secretario; Artu-
ro Robles Aguilar (rúbrica), secretario; Jorge Martínez Ramos (rúbri-
ca) secretario; Rodrigo Iván Cortés Jiménez (rúbrica), Rolando García
Alonso (rúbrica), Humberto Cervantes Vega (rúbrica), José Alberto
Aguilar Iñárritu (rúbrica), Sami David David (rúbrica), Homero Díaz
Rodríguez (rúbrica), José Luis Flores Hernández (rúbrica), Rogelio
Alejandro Flores Mejía (rúbrica), Carlos Flores Rico, Blanca Gámez
Gutiérrez (rúbrica), Fernando Alberto García Cuevas (rúbrica), Juan
José García Ochoa (rúbrica), Isidoro Ruiz Argaiz (rúbrica), Alejandro
González Yáñez, Benito Chávez Montenegro (rúbrica), Leticia Gutié-
rrez Corona (rúbrica), Guadalupe Suárez Ponce (rúbrica), Guadalupe
Morales Rubio, Sergio Penagos García (rúbrica), Cristina Portillo Aya-
la, Francisco Saucedo Pérez (rúbrica), Carlos Leonel Tiscareño Rodrí-
guez(rúbrica), Marco Antonio Torres Hernández (rúbrica).»

ORGANIZACION MUNDIAL DE COMERCIO

La Secretaria diputada Patricia Garduño Morales:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.�
Cámara de Diputados.� LIX Legislatura.

Dictamen de la Comisión de Relaciones Exteriores, con
punto de acuerdo para exhortar a la Cámara de Senadores
a ratificar en todos sus términos la Convención sobre la
Protección de la Diversidad de los Contenidos Culturales y
las Expresiones Artísticas, así como sus contenidos y obje-

tivos centrales; y una vez ratificado por el Senado, sea pre-
sentado consecuentemente a la UNESCO y a esta sobera-
nía el Programa de Políticas Culturales y Económicas im-
plementadas por sus secretarías de Estado

Honorable Asamblea:

La Comisión de Relaciones Exteriores del Congreso de la
Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39
y 45 numeral 6, incisos e) y f), de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; 56, 87, 88
y demás aplicables del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, presentan a la Honorable Asamblea el siguiente:

DICTAMEN

Antecedentes

A la Comisión de Relaciones Exteriores le fue turnada el 2
de Febrero de 2006 la Proposición con Punto de Acuerdo
por el que se exhorta al Embajador Mexicano ante la OMC
sobre la próxima reunión ministerial del organismo, en
Hong Kong, del 13 al 18 de diciembre de 2005, a cargo del
Diputado Inti Muñoz Santini, del Grupo Parlamentario del
PRD. 

Consideraciones

Actualmente la Cámara de Senadores se encuentra en el
proceso de ratificar la Convención Internacional sobre la
Protección de la Diversidad de los Contenidos Culturales y
las Expresiones Artísticas. 

Esta Convención se aprobó el pasado mes de octubre du-
rante la 33 Conferencia General de la Organización de las
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultu-
ra (UNESCO), con el voto en contra de los Estados Unidos
de América e Israel -ambos países motivados por el impac-
to económico que tendría la Convención en el monopolio
de las industrias culturales de ambos países-, y las cuatro
abstenciones de Honduras, Nicaragua, Liberia y Australia. 

La convención se propone el restablecimiento de la prima-
cía de la cultura por encima de las dinámicas comerciales,
para lo cual ha recogido algunos planteamientos de instan-
cias internacionales como la Red Internacional para la Di-
versidad Cultural. Entre los esbozos más importantes de su
articulado resaltan los siguientes: contrarrestar la influen-
cia negativa de los actores transnacionales dominantes,
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tanto de la industria del entretenimiento como comerciales
o de cualquier otra índole; garantizar que la diversidad cul-
tural sea preservada ante los retos que representan los cam-
bios vertiginosos en la tecnología y la creciente concentra-
ción de propiedad en la producción y distribución de los
contenidos y de los bienes culturales. 

Adicionalmente se han elaborado planteamientos impor-
tantes para las políticas culturales de Estado: que los bien-
es y servicios culturales no deben ser considerados como
simples mercancías con valor económico; que las medidas
para promover la diversidad cultural no deben violar los
principios de derechos establecidos en el ámbito interna-
cional; la necesidad de un mayor equilibrio en el intercam-
bio internacional de productos y servicios culturales; la ne-
cesidad de garantizar que la sociedad civil esté plenamente
implicada en el proceso de promover y preservar la diver-
sidad cultural.

Dos temas han sido sensibles en la discusión internacional:
el derecho soberano de los Estados Partes para emprender
las acciones que consideren apropiadas para preservar,
promover e incrementar la diversidad cultural; y la acepta-
ción de la no subordinación de los contenidos de la con-
vención a ningún tratado comercial o económico.

Mientras la primacía de la cultura -por encima de las mer-
cancías, por su valor simbólico e identitario- está siendo
amenazada por las negociaciones y acuerdos sobre comer-
cio de servicios en la Organización Mundial de Comercio
(OMC) y en otros foros internacionales, aún no se cuenta
con ningún instrumento que permita a los países preservar
a su cultura y a sus productos de esta tiranía de mercado.
Los acuerdos comerciales subordinan directa o indirecta-
mente las políticas culturales a las reglas del comercio, de
tal suerte que anulan el derecho de los gobiernos naciona-
les de adoptar o mantener políticas para la defensa y pro-
moción del medio cultural y de su diversidad cultural. La
situación del cine en México en 2005, ilustra suficiente-
mente la manera en que la industria cinematográfica de los
Estados Unidos domina el mercado nacional:

Total de películas estrenadas 279

Total de películas norteamericanas     143     51.2%

Películas que distribuyeron las seis empresas de la Mo-
tion Pictures of America: 195        69.82%

Porcentaje ocupado con copias, que se traduce directa-
mente en ingresos 85.62%

Porcentaje del mercado que acaparan las seis empre-
sas que pertenecen a la Motion Pictures of America:
84.39%

Es de la mayor importancia que la postura adoptada por los
ministros de comercio y por los representantes de nuestro
país, se defina, mediante consideraciones del orden de las
políticas culturales, y que los gobiernos tomen posturas co-
herentes entre sí en sus discusiones, tanto en la UNESCO
como en las reuniones internacionales de comercio. De
manera consecuente, exhortamos respetuosamente al Sena-
do de la República a ratifique, a la brevedad posible, la
CONVENCIÓN INTERNACIONAL SOBRE LA PRO-
TECCIÓN DE LA DIVERSIDAD DE LOS CONTENI-
DOS CULTURALES Y LAS EXPRESIONES ARTÍS-
TICAS, en los términos en que lo signó el Gobierno
Federal.

Por las consideraciones anteriormente expuestas, se some-
te a la consideración del Pleno de esta Asamblea, el si-
guiente: 

Acuerdo

ÚNICO.- La Cámara de Diputados del Congreso de la
Unión, exhorta de manera respetuosa a la Cámara de Sena-
dores a ratificar, en todos sus términos, la Convención so-
bre la protección de la diversidad de los contenidos cultu-
rales y las expresiones artísticas, así como sus contenidos
y sus objetivos centrales. Así mismo conminamos al Go-
bierno Federal para que una vez ratificada por el Senado de
la República, la Convención Internacional sobre la Protec-
ción de la Diversidad de los Contenidos Culturales y las
Expresiones Artísticas, sea presentado consecuentemente a
la UNESCO y a esta Soberanía el programa de políticas
culturales y económicas, implementadas por sus secretarí-
as de Estado, principalmente: la Secretaría de Relaciones
Exteriores, la Secretaría de Educación Pública y la Secre-
taría de Economía.

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de abril de 2006

La Comisión de Relaciones Exteriores, diputados: Adriana Gonzá-
lez Carrillo (rúbrica), Presidenta; Gustavo Adolfo de Unanue Aguirre
(rúbrica), secretario; Carlos Jiménez Macías (rúbrica), secretario; Arturo
Robles Aguilar (rúbrica), secretario; Jorge Martínez Ramos (rúbrica),
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secretario; Rodrigo Iván Cortés Jiménez (rúbrica), Ángel Juan Alonso
Díaz-Caneja, Humberto Cervantes Vega (rúbrica), José Alberto Agui-
lar Iñarritu (rúbrica), Sami David David (rúbrica), Homero Díaz Ro-
dríguez (rúbrica), José Luis Flores Hernández (rúbrica), Rogelio Ale-
jandro Flores Mejía (rúbrica), Carlos Flores Rico, Blanca Gámez
Gutiérrez (rúbrica), Fernando Alberto García Cuevas (rúbrica), Juan
José García Ochoa (rúbrica), Isidoro Ruiz Argaiz (rúbrica), Alejandro
González Yáñez, Benito Chávez Montenegro (rúbrica), Leticia Gutié-
rrez Corona (rúbrica), Guadalupe Suárez Ponce (rúbrica), Guadalupe
Morales Rubio, Sergio Penagos García (rúbrica), Cristina Portillo Aya-
la, Francisco Saucedo Pérez (rúbrica), Carlos Noel Tiscareño Rodrí-
guez (rúbrica), Marco Antonio Torres Hernández (rúbrica).»

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 2006749



Año III, Segundo Periodo, 25 de abril de 2006 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados750


